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1) TEXTO DE LA CITACIÓN 
«Montevideo, 4 de noviembre de 2016 


La CÁMARA DE SENADORES se reunirá en sesión 
ordinaria, el próximo martes 8 de noviembre, a las 09:30, 
a fin de informarse de los asuntos entrados y considerar 
el siguiente 

Orden del día 


Discusión general y particular de los siguientes pro- 
yectos de ley: 


1.) por el que se regula la organización y funciona- 
miento de la Fiscalía General de la Nación; 

Carp. n.* 554/2016 - rep. n.* 361/2016 y rep. n.* 361/2016 
- anexo l 


2.>) por el que se aprueba el Protocolo de la Ronda de 
San Pablo al acuerdo sobre el sistema global de preferen- 
cias comerciales entre países en desarrollo, suscrito por 
el Mercosur en Foz de Iguazú, República Federativa del 
Brasil, el 15 de diciembre de 2010; 

Carp. n* 399/2015 - rep. n. 360/2016 y rep. n.* 360/2016 
- anexo 


3.) por el que se aprueba el Memorándum de enten- 
dimiento de comercio y cooperación económica entre el 
Mercosur y la República del Líbano, suscrito en Paraná, 
República Argentina, el 16 de diciembre de 2014; 

Carp. n. 629/2016 - rep. n.* 362/2016 


4.) por el que se aprueba el Acuerdo entre el Gobierno 
de la República Oriental del Uruguay y el Gobierno de 
la República Francesa sobre cooperación en materia de 
defensa, suscrito en París, República Francesa, el 28 de 
octubre de 2015; 

Carp. n. 630/2016 - rep. n.* 363/2016 


52) por el que se concede una pensión graciable a las 
señoras Natalia Paola Paz García y Norma Marlene García. 
Carp. n.* 673/2016 - rep. n.* 359/2016 


6.) Informes de la Comisión de Asuntos Administra- 
tivos relacionados con la solicitud de venia remitida por el 
Poder Ejecutivo, a fin de designar: 


—en calidad de presidente de la Junta de Transparencia 
y Ética Pública, al contador público y licenciado en Admi- 
nistración Ricardo Gil Iribarne; 

Carp. n. 657/2016 - rep. n* 343/2016 


— en calidad de vicepresidente de la Junta de Transpa- 
rencia y Ética Pública, al doctor Daniel Borrelli Uberti; 
Carp. n.* 659/2016 - rep. n.* 344/2016 
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— en calidad de vocal de la Junta de Transparencia y 
Ética Pública, a la señora Matilde Rodríguez. 
Carp. n* 658/2016 - rep. n.* 342/2016 


José Pedro Montero 
Secretario». 


Hebert Paguas 
Secretario 


2) ASISTENCIA 


ASISTEN: los señores senadores Alonso, Amorín, 
Argimón, Aviaga, Ayala, Berterreche, Bianchi, 
Bordaberry, Camy, Coutinho, De León, Gandini, 
García, Garín, Lacalle Pou, Lazo, Lorier, Martínez 
Huelmo, Michelini, Mieres, Moreira, Otheguy, 
Passada, Payssé, Pintado, Saravia, Silveira, Tourné y 
Xavier. 


FALTAN: con licencia, el presidente del Cuerpo, 
señor Raúl Sendic, y los señores senadores Carámbula, 
Cardoso, Delgado, Heber, Larrañaga, Mujica y 
Topolansky. 


3) ASUNTOS ENTRADOS 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está 
abierta la sesión. 


(Son las 09:33). 
—Dese cuenta de los asuntos entrados. 
(Se da de los siguientes). 


SEÑORA PROSECRETARIA (Silvana Charlone).- 
«El Poder Ejecutivo remite mensajes comunicando la pro- 
mulgación de los siguientes proyectos de ley: 


+ por el que se crea el Fondo Social Metalúrgico; 


+ por el que se aprueba el Convenio con el Reino Uni- 
do de Gran Bretaña e Irlanda del Norte para evitar la 
doble imposición y prevenir la evasión fiscal en materia 
de impuesto sobre la renta y el patrimonio y su protocolo; 


+ por el que se aprueba el Convenio entre la República 
Oriental del Uruguay y la República del Paraguay, para 
la recuperación de bienes culturales y otros especificos 
robados, importados o exportados ilícitamente, firmado 
en la ciudad de Asunción, República del Paraguay, el día 
29 de julio de 2011; 


+ por el que se modifica el régimen de libertad antici- 
pada y penas sustitutivas a la privación de libertad. 

—AGRÉGUENSE A SUS ANTECECEDENTES Y 
ARCHÍVENSE. 


188-C.S. 


El Ministerio de Economía y Finanzas remite: 


* respuesta a un pedido de informes solicitado por el 
señor senador Pablo Mieres, relacionado con el control de 
la gestión de las sociedades privadas de capital público. 

—OPORTUNAMENTE FUE ENTREGADA AL SE- 
ÑOR SENADOR MIERES. 


+ Respuesta de la Corporación Nacional para el De- 
sarrollo a un pedido de informes solicitado por el señor 
senador Pedro Bordaberry, relacionado con los llamados 
públicos a ofertas realizados por la citada corporación y 
adjudicados a la empresa Calpusa. 

—OPORTUNAMENTE FUE ENTREGADA AL SE- 
ÑOR SENADOR BORDABERRY. 


El Ministerio de Salud Pública remite respuesta a un 
pedido de informes solicitado por el señor senador José 
Amorín, relacionado con el Programa Seguimiento de Re- 
cién Nacidos de Alto Riesgo. 

—OPORTUNAMENTE FUE ENTREGADA AL SE- 
ÑOR SENADOR AMORÍN. 


La Cámara de Representantes remite copia de las si- 
guientes exposiciones escritas presentadas: 


+ por la señora representante nacional Susana Andra- 
de, relacionada con la invitación a participar en el Reino 
de Marruecos como disertantes en la Cumbre de las Con- 
ciencias en el marco de la XXII Conferencia de las Partes 
de la Organización de las Naciones Unidas. 

—OPORTUNAMENTE FUE REMITIDA A LAS CO- 
MISIONES DE CONSTITUCIÓN Y LEGISLACIÓN, DE 
MEDIO AMBIENTE Y DE POBLACIÓN, DESARRO- 
LLO E INCLUSIÓN. 


+ Por el señor representante Nicolás Olivera, relacio- 
nada con la IX Muestra Internacional de Teatro del Mer- 
cosur “Atahualpa del Cioppo”, a desarrollarse en el teatro 
Florencio Sánchez, en la ciudad de Paysandú, del 3 al 6 de 
noviembre del año en curso. 

—OPORTUNAMENTE FUE REMITIDA A LA CO- 
MISIÓN DE EDUCACIÓN Y CULTURA. 


Asimismo, comunica que ha aprobado un proyecto de 
ley por el que se aprueba la Decisión CMC n. 22/15 del 
Consejo del Mercado Común del Mercosur, sobre la conti- 
nuidad del funcionamiento del Fondo para la Convergen- 
cia Estructural del Mercosur. 

—AGRÉGUESE A SUS ANTECEDENTES Y AR- 
CHÍVESE. 


La Comisión de Asuntos Laborales y Seguridad Social 
eleva informado un proyecto de ley por el que se concede 
una pensión graciable a las señoras Norma Marlene Gar- 
cía y Natalia Paola Paz García. 


La Comisión de Constitución y Legislación eleva in- 
formado un proyecto de ley por el que se regula la orga- 
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nización y el funcionamiento de la Fiscalía General de la 
Nación. 


La Comisión de Asuntos Internacionales eleva infor- 
mados los siguientes proyectos de ley: 


+ por el que se aprueba el Memorándum de entendi- 
miento de comercio y cooperación económica entre el 
Mercosur y la República del Líbano, suscrito en Paraná, 
República Argentina, el 16 de diciembre de 2014; 


+ por el que se aprueba el Protocolo de la Ronda de 
San Pablo al acuerdo sobre el sistema global de preferen- 
cias comerciales entre países en desarrollo, suscrito por 
el Mercosur en Foz de Iguazú, República Federativa del 
Brasil, el 15 de diciembre de 2010; 


* por el que se aprueba el Acuerdo entre el Gobierno 
de la República Oriental del Uruguay y el Gobierno de 
la República Francesa sobre cooperación en materia de 
defensa, suscrito en París, República Francesa, el 28 de 
octubre de 2015. 

—HAN SIDO REPARTIDOS Y SE ENCUENTRAN 
INCLUIDOS EN EL ORDEN DEL DÍA DE LA SESIÓN 
DE HOY. 


La Comisión de Defensa Nacional eleva informado un 
proyecto de ley por el que se autoriza la salida del país del 
buque ROU 26 Vanguardia de la Armada nacional, con 
su plana mayor y tripulación, para participar de la cam- 
paña antártica Operación Antarkos xxx, entre el 15 de 
noviembre de 2016 y el 30 de marzo de 2017, 

—REPÁRTASE E INCLÚYASE EN EL ORDEN DEL 
DÍA DE UNA PRÓXIMA SESIÓN. 


El señor senador Luis Lacalle Pou, de conformidad 
con lo establecido en el artículo 172 del Reglamento del 
Senado, solicita se curse una exposición escrita con desti- 
no a la Presidencia de la República, a la Suprema Corte de 
Justicia y al Ministerio del Interior, relacionada con el ho- 
micidio de un comerciante, acaecido el pasado 8 de marzo 
del corriente en la ciudad de Paysandú. 

SE VA A VOTAR UNA VEZ FINALIZADA LA 
LECTURA DE LOS ASUNTOS ENTRADOS. 


El señor senador José Amorín, de acuerdo con lo pre- 
visto en el artículo 171 del Reglamento de la Cámara de 
Senadores, solicita autorización al Cuerpo para hacer 
uso de la palabra en la sesión del 15 de noviembre, por 
el término de treinta minutos, con el fin de realizarle un 
homenaje al expresidente Jorge Luis Batlle Ibáñez, recien- 
temente fallecido. 

SE VA A VOTAR UNA VEZ FINALIZADA LA 
LECTURA DE LOS ASUNTOS ENTRADOS. 


La Suprema Corte de Justicia remite respuesta a una 
exposición escrita presentada por el señor senador Luis 
Lacalle Pou, relacionada con las actuaciones realizadas 
por el Juzgado Letrado de Primera Instancia en lo Penal 


8 de noviembre de 2016 


Especializado en Crimen Organizado de 2.” Turno en las 
instalaciones del Hogar Seamos. 

—OPORTUNAMENTE FUE ENTREGADA AL SE- 
ÑOR SENADOR LACALLE POU. 


La Intendencia Departamental de Rivera remite nota 
adjuntando un informe realizado por la Dirección General 
de Promoción y Acción Social (División Salud), relacio- 
nado con la incorporación de un servicio de enfermería en 
la Policlínica de Paso Hospital, departamento de Rivera. 

—OPORTUNAMENTE FUE ENTREGADA AL SE- 
ÑOR SARAVIA. 


La Junta Departamental de Río Negro remite un oficio 
relacionado con el Convenio n.” 171 de la Organización 
Internacional del Trabajo. 

—TÉNGASE PRESENTE. 


La Junta Departamental de Rivera remite: 


+ copia de la versión taquigráfica de las palabras pro- 
nunciadas por el señor suplente de edil Leonardo Grosso, 
relacionadas con la Convención de Derechos del Mar de 
las Naciones Unidas y con el Tratado de Libre Comercio 
entre la República y la República de Chile. 

—TÉNGASE PRESENTE. 
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+ Copia de la versión taquigráfica de las palabras pro- 
nunciadas por la señora edil Laura Buzó, relacionadas con 
el tema: Las deudas pendientes, a diez años de la aproba- 
ción de la Ley n.” 18033, de 13 de octubre de 2006, desde 
una perspectiva integral. 

-A LA COMISIÓN DE POBLACIÓN, DESARRO- 
LLO E INCLUSIÓN». 


4) PROYECTO PRESENTADO 


SEÑOR PRESIDENTE.- Dese cuenta de un proyecto 
presentado. 


(Se da del siguiente). 


SEÑORA PROSECRETARIA (Silvana Charlone).- 
«El señor senador Daniel Bianchi presenta, con exposi- 
ción de motivos, un proyecto de ley por el que se designa 
con el nombre Doctor Samuel Bertón el nuevo hospital de- 
partamental en construcción de la ciudad de Colonia del 
Sacramento, departamento de Colonia, dependiente de la 
Administración de los Servicios de Salud del Estado. 

-A LA COMISIÓN DE SALUD PÚBLICA». 
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(Texto del proyecto de ley presentado). 


Montevideo, 25 de Octubre de 2016 


Señor Presidente de la 
Cámara de Senadores 
Raúl Sendic 


PRESENTE 


De mi mayor consideración: 


En estos momentos se está construyendo en Colonia el Nuevo Hospital 
Departamental, aspiración largamente esperada por la población de la zona. 


En el entendido que una obra de esta importancia debe, además de cumplir 
con su cometido, servir de hito que manifieste la continuidad de una de las 
funciones más relevantes del Estado, propongo un nombre para su 
denominación, que plantea mirar al futuro a la vez que recordar el pasado. 


Quienes fueron sus pacientes, médicos, personal de la salud acompañan esta 
iniciativa, promovida por el Club Rotario de Colonia, del que fuera fundador en 
el año 1940. 


Por ello y de acuerdo a lo dispuesto, presento el siguiente Proyecto de Ley por 
el que se designa con el nombre "Dr. SAMUEL BERTÓN" al Nuevo Hospital 
Departamental de Colonia actualmente en construcción, 
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EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 


Se hace difícil ubicarse en el Uruguay rural de fines del siglo XIX e imaginar 
que una familia inmigrante, proveniente del Piamonte, pudiera darle a Colonia 
uno de sus más brillantes hombres, de esos que dejan huella y ejemplo. 


El Dr. Samuel Bertón nació el 25 de marzo de 1887 en Chico Torino, paraje de 
la jurisdicción de Colonia Valdense. 


Recibió una educación básica, apoyado en la familia, como era de estilo 
entonces al igual que trabajar desde adolescente en la chacra familiar. 


Su aguda inteligencia y una memoria destacable fueron lo que llevaron al 
maestro de la escuela dominical de la Iglesia, proponer y luego convencer al 
matrimonio Bertón que enviaran a su hijo al liceo que entonces funcionaba 
donde hoy es el Museo Valdense. 


Lo cursó sin dificultad y luego ingresó a la Facultad de Medicina, destacándose 
como alumno, a tal punto que sus excelentes calificaciones le valieron como 
premio la devolución de lo pagado por derecho de examen, que se cobraba 
entonces. 


Fue extraordinario alumno, a la vez que fue profesor de la Cátedra de 
Anatomía, solventando también de ese modo los gastos de su carrera. 


El 14 de septiembre de 1920 egresó brillantemente como Doctor en Medicina y 
Cirugía especializado en Ginecología y Obstetricia. 


Ese mismo año comenzó la práctica profesional en Colonia del Sacramento, 
adaptándose inmediatamente al medio. 


Al poco tiempo fue designado Director del Hospital de Colonia y Centro 
Departamental, cargo que ocupó por casi cincuenta años. 


En años de escases, cuando los proveedores cortaban los créditos al Hospital, 
sólo la solvencia moral - no material, no era un hombre rico - del Dr. Bertón y 
el respeto que le dispensaba la comunidad evitaba el desabastecimiento. Pero 
no sólo eso, si era necesario el mismo salía con una canasta a pedir a los 
proveedores de alimentos que se necesitaban para los internados, que como 
se comprenderá eran de las familias de menores recursos. 


Otra faceta de sus actividades fue la política y por ser un ciudadano respetado 
por su propia comunidad, fue designado Jefe Político y de Policía, fue Diputado 
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por el Departamento y miembro de la Asamblea Deliberante y Constituyente del 
año 1934, 


En el plano social y solidario, en 1940 fue uno de los fundadores de Rotary 
Club Colonia. Pero nunca abandonó a su Hospital. Cuando fue nombrado, el 
edificio sólo era el sector central, luego y por su impulso se logró el primer 
Centro Tisiológico, ubicado donde hoy funcionan las Policlínicas. 


Los presupuestos casi siempre se quedaban cortos y se hacían campañas de 
apoyo populares, a las que los ciudadanos respondían; cómo no hacerio, 
cuando el propio Director hipotecaba su casa para hacer frente a los pagos y 
continuar obras y otras necesidades 


También con aportes populares que él impulsó, se construyó el bloque 
quirúrgico y luego las salas para el Sanatorio. Se reacondicionó y amplió la 
capacidad locativa aprovechando la gran altura de las paredes haciendo 
entretechos, dejando al cesar en sus funciones un Hospital tres o cuatro veces 
más grande y funcional. 


Encaró su profesión con altruismo y en Colonia tue conocido en su época como 
el “Doctor de los pobres”. 


Las puertas de su consultorio estuvieron abiertas día y noche ante el llamado 
de un enfermo y nunca le preguntó a nadie si tenía dinero para pagar la 
consulta. 


En el transcurso de su larga y fecunda vida conoció el saber amargo de la 
intolerancia de los poderosos y pudo paladear el dulce del reconocimiento de 
los humildes. 


Murió el 20 de septiembre de 1979 y aún está presente en los colonienses el 
acompañamiento del pueblo de Colonia, a pié desde su casa en la Avenida 
Artigas al Cementerio local. Cumplió con el precepto bíblico que él repetía: 
“Hacer el bien sin mirar a quien" 


Un hombre de esta talla, un profesional de esta valía, merece el homenaje que 
se propone y que las generaciones actuales y futuras le recuerden con este 
tributo a uno de los mayores hacedores del fortalecimiento de la atención a la 
salud en el Departamento de Colonia. 


Solicito al cuerpo acompañe el siguiente Proyecto de Ley: 
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PROYECTO DE LEY 


Artículo Único - Designase "Doctor SAMUEL BERTÓN" al Nuevo Hospital 
Departamental en construcción de Colonia del Sacramento en el 
Departamento de Colonia, dependiente de la Administración de los Servicios de 
Salud del Estado (ASSE). 


Dr. Daniel Bianchi 


Senador 
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Se adjunta nota del CLUB ROTARIO DE COLONIA con listado de ciudadanos 
firmantes que comparten e impulsan la justa iniciativa de designar con el 
nombre de *DR. SAMUEL BERTON" al nuevo Hospital de Colonia, actualmente 
en construcción. 


Dr. Daniel Bianchi 
Senador 
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5) EXPOSICIÓN ESCRITA Se va a votar si se remite a la Presidencia de la Repú- 
blica, a la Suprema Corte de Justicia y al Ministerio del 
Interior la exposición escrita presentada por el señor sena- 
Sy dor Lacalle Pou. 
SENOR PRESIDENTE.- Corresponde poner a vota- 
ción la remisión de la exposición escrita de la que se dio (Se vota). 
cuenta durante la lectura de los asuntos entrados. —15 en 15. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
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(Texto de la exposición escrita). 


Montevideo, 1 de noviembre de 2016 


Señor Presidente de la Cámara de Senadores 
Raúl Sendic 


Presente, 

De acuerdo a las facultades que me confiere el Art. 172 del Reglamento de la 
Cámara de Senadores, solicito tenga a bien cursar la siguiente exposición escrita con destino a 
la Presidencia de la Republica, Suprema Corte de Justicia y Ministerio del Interior. 


EXPOSICIÓN ESCRITA 


El 8 de marzo de 2016, Carlos Orar Peralta (COP) apuñaló de muerte al comerciante judío 
David Frermd en la ciudad de Paysandú, frente a su comercio La Popular, y también hirió a uno 
de sus hijos. 


COP fue rápidamente detenido por el vecino José Soca a unas pocas cuadras de hecho. Al 
momento de ser atrapado le dijo a José Soca: “esto es por la religión y te digo que cuendo yo 
declare salgo enseguida porque él sabe bien por qué pasó esto”. En su declaración, José Soca 
manifestó que COP “no estaba sacado, éi era consciente de lo que había hecho”. 


El juez del caso Fabricio Cidade, dispuso rápidamente el procesamiento con prisión por un 
delito de HOMICIDIO ESPECIALMENTE AGRAVADO EN CONCURRENCIA FORMAL CON UN 
DELITO DE COMISION DE ACTOS DE ODIO DESPRECIO O VIOLENCIA HACIA DETERMNINADAS 
PERSONAS, EN REGIMEN DE REITERACION REAL CON UN DELITO DE LESIONES PERSONALES 
AGRAVADO. Así esta caratulado actualmente el expediente judicial. 


Asímismo, el magistrado ordenó una pericia psiquiátrica al Instituto Técnico Forense (ITF) de 
Salto que fue realizada por el Dr. Ángel Menoni en su calidad de Psiquiatra Forense. 


El Dr. Menoni concluyó que COP se encontraba “Bien orientado en tiempo y espacio” y que se 
hallaba plenamente “Con conciencia y voluntad de ¡licitud en el acto por el que está siendo 
periciado”. 


Del informe pericial también surge que COP amenazó con quitarse la vida si era procesado con 
prisión, por lo que se recomendó su internación provisoria en el Hospital Vilardebó. 


A, partir del momento de la internación de COP, comienza una etapa dentro del expediente 
judicial que puede tener consecuencias médico-legales diferentes y es nada menos que el 
motivo de la presente Exposición Escrita y de nuestra preocupación sobre las derivaciones que 
puedan resultar en el futuro mediato. 


Sin haberse solicitado por parte del magistrado un nuevo informe pericial, el Hospital 
Vilardebó decidió realizar uno propio, que sin tener carácter vinculante fue adjuntado al 
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expediente judicial. Si bien a priori el expositivo es muy similar a la pericia realizada por la ITF, 
el Psiquiatra informante, Dr. Germán Decaudro, llega a conclusiones diferentes. 


El mencionado profesional diagnostica a COP con un “Trastorno Delirante persistente”, y si 
bien asegura que el hecho delictivo “es predeterminado”, el imputado se “bosa en un núcleo 
de ideos delirantes, alteración de conciencia”. 


Es decir, según se tome uno u otro informe, COP podría pasar de ser imputable por el delito 
antes mencionado, a ser considerado como un sujeto inimputable. No hace falta aclarar que 
las consecuencias Jurídicas en uno u otro caso son diametralmente opuestas. 


Seguidamente, por motivos que desconocemos el magistrado ordena una segunda pericia, en 
esta oportunidad al ITF de Montevideo. Lamentablemente esta segunda pericia agrega más 
incertidumbre sobre el estado de COP. En esta oportunidad la perito interviniente, Dra. 
Ximena Ribas manifiesta la existencia de una “Psicosis crónica de tipo Esquizofrénica”. 


Agrega además, que COP “no fue copaz de aprecior el carácter ¡lícito de sus octos ni de 
determinarse libremente”, es decir, un diagnostico diferente al ITF de Salto e incluso a la 
pericia del Hospital Vilardebó. 


El.asesinato de David Fremd significa entre otras cosas que Uruguay no está al margen de 
fenómenos globales como el terrorismo; o de la violencia por motivos religiosos o políticos. 
Lamentablemente no existe hoy en nuestra legislación un marco adecuado para encuadrar 
este tipo de delitos ni Forenses con experiencia en el área específica que puedan evaluar con 
mayor precisión a los sujetos imputados. 


Expertos en temas de Psicología terrorista como el forense belga Samuel Leistedt (MD, PhD) 
especialista en Political Psychology 2 Forensic Intelligence y docente de Medicina Forense en 
la Université Libre de Bruxelles (ULB), han concluido que los terroristas no son personas 
mentalmente enfermas e induso en aquellos casos en donde se observan personalidades 
narcisista o paranoias, no sería suficiente evidencia para categorizarlos como patológicos. 


Es bueno que en un país como Uruguay, que ha estado siempre alejado de todo tipo de actos 
terroristas, empiece a mirar las experiencias de aquellos países que la viven a diario, porque no 
sabemos si episodios como los de David Freme vinieron para quedarse. 


Sería un grave error no entender que lo que sucedió en Paysandú fue un acto terrorista, 
perfectamente estudiado por quien lo perpetuó y en plena conciencia de los actos que 
realizaba. 


Sin otro particular, saluda a usted muy atentamente, 


AAA 
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6) HOMENAJE AL EXPRESIDENTE JORGE 
LUIS BATLLE IBÁÑEZ 


SEÑOR PRESIDENTE.- El señor senador Amorín ha 
solicitado autorización para realizar una exposición de 
treinta minutos en la sesión ordinaria del día 15. 


Léase la solicitud. 
(Se lee). 


SEÑOR SECRETARIO (José Pedro Montero).- «Mon- 
tevideo, 7 de noviembre de 2016 


Señor presidente de la 
Cámara de Senadores 
Don Raúl Sendic 
Presente 


De mi mayor consideración: 


Amparado en el artículo 171 del Reglamento de la 
Cámara de Senadores, solicito se sirva disponer de lo ne- 
cesario para que se me permita hacer uso de la palabra 
por el término de treinta minutos, con el fin de realizar un 
homenaje al expresidente Jorge Luis Batlle Ibáñez, recien- 
temente fallecido. 


Asimismo, solicito que dicho homenaje se realice en la 
sesión del Senado del 15 de noviembre próximo. 


Sin otro particular, saludo a usted muy atentamente. 


José Amorín. Coordinador bancada. 
Partido Colorado». 


SEÑOR PRESIDENTE. Se va a votar la autorización 
solicitada. 


(Se vota). 


—17 en 17. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


7)  INASISTENCIAS ANTERIORES 


SEÑOR PRESIDENTE.- Dando cumplimiento a lo 
que establece el artículo 53 del Reglamento de la Cámara 
de Senadores, dese cuenta de las inasistencias a las ante- 
riores convocatorias. 


(Se da de las siguientes). 


SEÑOR SECRETARIO (José Pedro Montero).- En la 
sesión ordinaria del 1. de noviembre no se registraron 
inasistencias. 
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A la sesión de la Comisión de Industria, Energía, Co- 
mercio, Turismo y Servicios del 5 de setiembre faltaron 
con aviso los señores senadores Larrañaga y Topolansky. 


A la sesión de la Comisión de Vivienda y Ordenamien- 
to Territorial del 1. de noviembre faltó con aviso la señora 
senadora Topolansky. 


A la sesión de la Comisión de Asuntos Laborales y Se- 
guridad Social del 3 de noviembre faltó con aviso el señor 
senador Mieres. 


A la sesión de la Comisión de Asuntos Internacionales 
del 3 de noviembre faltaron con aviso los señores senado- 
res Gandini y Mieres. 


A la sesión de la Comisión de Ganadería, Agricultura 
y Pesca del 3 de noviembre faltaron con aviso los señores 
senadores Bianchi, De León y Gandini. 


8) SOLICITUDES DE LICENCIA E INTEGRACIÓN 
DEL CUERPO 


SEÑOR PRESIDENTE.- Léase una solicitud de licencia. 
(Se lee). 


SEÑOR SECRETARIO (José Pedro Montero).- «Mon- 
tevideo, 7 de noviembre de 2016 


Señor presidente de la 
Cámara de Senadores 
Raúl Sendic 

Presente 


De mi consideración: 
Por este medio, solicito al Cuerpo me conceda licencia 
al amparo del artículo 1.* de la Ley n.* 17827, de 14 de se- 


tiembre de 2004, los días 8 y 9 del corriente, por asuntos 
particulares. 


Sin más, saludo atentamente. 
Marcos Carámbula. Senador». 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar si se concede la 
licencia solicitada. 


(Se vota). 
—17 en 17. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Se comunica que el señor Juan Castillo ha presenta- 
do nota de desistimiento, informando que por esta vez no 
acepta la convocatoria a integrar el Cuerpo, por lo que 
queda convocado el señor Eduardo Lorier, a quien ya se 
ha tomado la promesa de estilo. 
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Léase otra solicitud de licencia. 
(Se lee). 


SEÑOR SECRETARIO (José Pedro Montero).- «Mon- 
tevideo, 7 de noviembre de 2016 


Señor presidente de la 
Cámara de Senadores 


De mi mayor consideración: 


A través de la presente solicito al Cuerpo me conceda 
licencia al amparo del artículo 1.* de la Ley n.* 17827, de 14 
de setiembre de 2004, por motivos personales, por el día 8 
de noviembre del corriente. 


Sin otro particular, saludo muy atentamente. 
Álvaro Delgado. Senador». 


SEÑOR PRESIDENTE .-- Se va a votar si se concede la 
licencia solicitada. 


(Se vota). 
—18 en 19. Afirmativa. 


Se comunica que los señores Alejandro Draper, Mer- 
cedes Antía y Armando Castaingdebat han presentado 
nota de desistimiento, informando que por esta vez no 
aceptan la convocatoria a integrar el Cuerpo, por lo que 
queda convocada la señora Beatriz Argimón, a quien ya 
se ha tomado la promesa de estilo. 


9 OCHENTA AÑOS DEL CLUB UNIÓN 
CICLISTA MARAGATA 


SEÑOR PRESIDENTE. El Senado ingresa a la media 
hora previa. 


Tiene la palabra el señor senador Camy. 


SEÑOR CAMY.- Señor presidente: en la jornada de 
hoy queremos referirnos a un hecho importante para el 
departamento de San José y, fundamentalmente, para el 
deporte en esa zona del país. Me refiero a los ochenta años 
del club Unión Ciclista Maragata, institución vinculada a 
la mejor representación de este deporte en el sur del país. 


Ante esta celebración tan importante, quiero recordar 
la integración de la primera comisión directiva del club: el 
presidente era el señor Washington Abalo; el vicepresiden- 
te, el señor Miguel Quesada; el secretario, el señor Raúl 
Miller, y el tesorero, el señor Pedro Serra. 


Esta institución dio al país y al ciclismo internacional 
deportistas muy destacados como Manolo Gan, Luis Pe- 
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dro Serra, Wilson González, Washington García, Héctor 
Castro, José María Ibarra, Julio Castrillo y Jorge Jukich. 


Según señalan crónicas especializadas en la materia 
y quienes conocen en profundidad este deporte, Luis 
Pedro Serra fue el ciclista más completo de la historia del 
Uruguay; ganó en dos oportunidades la Vuelta Ciclista 
del Uruguay y participó en tres Juegos Olímpicos. 
A su vez, Jorge Jukich, actual presidente del club, se 
desempeñó como ciclista olímpico en tres oportunidades 
y también fue ganador por equipos de la Vuelta Ciclista 
del Uruguay. 


En la actualidad el club está abocado a promover su 
desarrollo institucional. Cuenta —en propiedad— con una 
sede muy bien ubicada en la capital del departamento, 
donde se está terminando de construir, en un gran terre- 
no, una cancha reglamentaria de básquetbol. Vale destacar 
que es el único club del interior del país que participa en 
básquetbol femenino en la liga nacional, logrando incluso 
en los dos últimos años clasificar en los playoffs de Plata. 


Finalmente quiero mencionar que, patrocinado por la 
Secretaría Nacional del Deporte, se está organizando allí 
un curso de minibásquetbol para entrenadores a nivel ini- 
cial, como ya se hace en la capital, pero en este caso para 
el sur del país. 


Quiero resaltar la importancia de que en un país tan 
joven haya instituciones como esta, de extensa trayectoria, 
que ha representado al deporte a tan alto nivel, con triun- 
fos de resonancia nacional y participación internacional, 
logrando en este tiempo el desarrollo de una infraestruc- 
tura importante que se pone a disposición de la promoción 
deportiva y se ofrece al departamento como espacio físico 
para llevar a cabo eventos culturales, cívicos y sociales, 
con absoluta apertura a toda la comunidad. 


Como habitante del departamento de San José y como 
ciudadano de este país, quiero destacar esta instancia tan 
importante, como forma de reconocer el esfuerzo de ge- 
neraciones de maragatos que han contribuido a los logros 
que señalábamos. 


Por estos motivos queríamos referirnos, en el seno del 
Senado de la república, a los 80 años del club Unión Ci- 
clista Maragata y solicitar que la versión taquigráfica de 
nuestras palabras sea enviada a la comisión directiva de 
esa Institución deportiva. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la pala- 
bra, se va a votar el trámite solicitado por el señor senador. 


(Se vota). 


—19 en 20. Afirmativa. 
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10) PLANTEO DE FUEROS 


SEÑOR MIERES.- Pido la palabra para una cuestión 
de orden. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor se- 
nador. 


SEÑOR MIERES.- Señor presidente: queremos solici- 
tar al Cuerpo la posibilidad de hacer un planteo de fueros. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar. 

(Se vota). 

21 en 22. Afirmativa. 

Tiene la palabra el señor senador. 

SEÑOR MIERES.- Muchas gracias, señor presidente. 


La verdad es que nos da pena tener que hacer este plan- 
teo, porque ciertamente lo que vamos a decir tiene que ver 
con la actitud de falta de respuesta a un pedido de infor- 
mes de parte de uno de los ministerios del Poder Ejecuti- 
vo. A esta altura uno tendría que hacer el análisis de qué 
porcentaje de los pedidos de informes que realizamos los 
legisladores es respondido por la Administración. Los que 
están en juego son nada más ni nada menos que los come- 
tidos de contralor que efectivamente el Poder Legislativo 
puede ejercer sobre la Administración; este es uno de los 
instrumentos. 


Concretamente, el 27 de junio de este año presentamos 
un pedido de informes al Ministerio de Vivienda, Ordena- 
miento Territorial y Medio Ambiente para que nos respon- 
diera sobre la gestión y los resultados de la aplicación del 
Plan Juntos entre 2010 y 2015. 


Formulamos 29 preguntas que, transcurrido el tiempo 
establecido en la ley que reglamenta el pedido de infor- 
mes, no fueron respondidas. Solicitamos entonces la rei- 
teración de ese pedido y que este Cuerpo lo hiciera suyo, 
cosa que ocurrió el 16 de setiembre de este año. Vuelve a 
transcurrir el plazo previsto en la ley y el Ministerio de Vi- 
vienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente no se 
manifiesta. Tampoco contestó hace seis años un pedido de 
informes similar —relacionado con la instalación del Plan 
Juntos—, presentado en la Cámara de Representantes por 
el diputado Daniel Radío. 


No son pavadas las preguntas que hacemos. Tienen 
que ver con el uso y la regularidad de la aplicación de 
recursos públicos, y con un organismo que funciona en 
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la órbita del Estado. Preguntamos qué monto total de 
recursos financieros se aplicó; si se realizaban aportes 
al Banco de Previsión Social y al Banco de Seguros del 
Estado; si hubo trabajo voluntario y de qué manera se 
reglamentó; si existe un registro del número de horas 
trabajadas; qué modalidad de voluntariado se empleó; 
si hubo un componente relevante de participación de 
los vecinos, como incluye ese plan; cómo se toman 
las decisiones para resolver en qué zona se aplica; 
cómo se seleccionan los conjuntos habitacionales; qué 
características técnicas tienen las viviendas. En fin, se 
trata de una serie de preguntas sobre asuntos importantes 
que, lamentablemente, el ministerio de vivienda no nos 
ha respondido, lo cual nos lleva a hacer uso de la Ley 
n.” 18381, sobre el derecho de acceso a la información 
pública, y presentarnos ante un juzgado letrado. Es 
una paradoja, señor presidente, que como ciudadanos 
tengamos la posibilidad de hacer que se nos responda, 
mientras que como legisladores no. Nos presentaremos 
entonces ante el juzgado letrado para exigir que esta 
información que se ha evadido, que se ha evitado dar, se 
proporcione por vía judicial. 


Detrás de esto, señor presidente, lo que hay es un des- 
precio a la acción del Parlamento como organismo de con- 
tralor, por lo cual también anunciamos que presentaremos 
un proyecto de ley con el fin de modificar la norma que 
rige los pedidos de informes. La idea es establecer sancio- 
nes a la Administración en el caso de que no dé respuesta 
y compatibilizar las posibilidades de los legisladores con 
la de los ciudadanos, porque paradójicamente, en lo que a 
respuestas de la Administración se refiere, hoy tenemos 
más derechos como ciudadanos que como legisladores. Es 
muy grave que esto suceda, y queríamos ponerlo de mani- 
fiesto en esta oportunidad. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE.- El planteo realizado por 
el señor senador Mieres está contemplado en el artículo 
69 del Reglamento. Se refiere a una cuestión de orden en 
cuanto afecta, según lo ha manifestado el señor senador, 
los fueros del legislador y del Cuerpo. Pero entiendo que 
no ha realizado un planteo en cuanto a que el Senado tome 
alguna decisión, sino que ha hecho un comunicado que el 
Cuerpo ha recibido. 


SEÑOR MIERES.- Efectivamente, señor presidente. 


11) FISCALÍA GENERAL DE LA NACIÓN 


SEÑOR PRESIDENTE.- El Senado ingresa al or 
den del día con la consideración del asunto que figura en 
primer término: «Proyecto de ley por el que se regula la 
organización y funcionamiento de la Fiscalía General de 
la Nación. (Carp. n.* 554/2016 - rep. n* 361/2016 y rep. 
n.> 361/2016 - anexo 1)». 


8 de noviembre de 2016 CÁMARA DE SENADORES 201-C.S. 


(Antecedentes). 


Carp. n.* 554/2016 - rep. n.* 361/2016 
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COMISIÓN DE 
CONSTITUCIÓN Y LEGISLACIÓN 


PROYECTO DE LEY 


CAPÍTULO | 
PRINCIPIOS GENERALES 


Artículo 1%. (Posición institucional).- El servicio descentralizado Fiscalia 
General de la Nación se regirá por los principios generales enumerados en este 
Capítulo y tendrá la competencia y organización que se determinan en los 
Capítulos Il a IV de la presente ley. 


Artículo 2. (Domicilio procesal).- Cuando la Fiscalía General de la Nación 
fuese demandada, la citación, el emplazamiento o cualquier notificación se debe 
hacer en su sede central. 


Artículo 3%. (Principio de autonomía funcional).- La Fiscalia General de la 
Nación ejercerá sus funciones con autonomía funcional, sin sujeción a 
instrucciones o directivas emanadas de órganos ajenos a su estructura, sin 
perjuicio de las facultades de contralor consagradas en los artículos 197 y 198 
de la Constitución de la República y de lo dispuesto en el artículo 4* de la Ley 
N* 19.334, de 14 de agosto de 2015. 


Artículo 4”. (Principio de unidad de acción.).- El Ministerio Público y Fiscal es 
único e indivisible y cada uno de sus integrantes, en su actuación, representa a 
la Fiscalía General de la Nación en su conjunto. 


A efectos de crear y mantener la unidad de acción en el ejercicio de sus 
funciones, se dictarán instrucciones generales de actuación de sus integrantes. 


Artículo 5%. (Principio de independencia técnica).- Los fiscales gozarán de 
independencia técnica en el ejercicio de sus funciones, la que consiste en el 
derecho a no recibir órdenes ni recomendaciones de parte de ningún jerarca de 
la institución ni autoridad ajena a la misma, para proceder de una determinada 
manera en cada caso concreto. 


Artículo 6”. (Principio de jerarquía).- La Fiscalía General de la Nación es una 
organización jerárquica cuya máxima autoridad es el Fiscal de Corte y 
Procurador General de la Nación; cada superior jerárquico controlará el 
desempeño de quienes actúan bajo su dependencia. 


Artículo 7. (Principio de celeridad).- Los fiscales deberán ejercer sus 
funciones de manera pronta, eficiente y oportuna. 
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Las acciones privadas de las personas que de ningún modo atacan el orden 
público ni perjudican a terceros, están exentas de la acción de los fiscales y de 
su investigación. 


Artículo 8% (Principio de  responsabilidad).- Los fiscales tendrán 
responsabilidad penal, civil y administrativa por los actos realizados en el 
ejercicio de sus funciones de conformidad con la Constitución de la República y 
las leyes. 


Artículo 9%. (Principio de organización dinámica).- La organización y 
estructura de la Fiscalía General de la Nación se regirá de acuerdo con los 
criterios de flexibilidad y dinamismo, con miras a atender las necesidades que el 
cumplimiento de sus funciones le requiera, en cuanto no afecta la carrera 
funcional y los derechos adquiridos de sus integrantes. 


Artículo 10. (Principio de objetividad).- La Fiscalía General de la Nación 
propenderá a la aplicación justa de la ley y al ejercicio racional y ponderado del 
poder penal del Estado. 


Artículo 11. (Principio de probidad, transparencia y rendición de cuentas).- 
Los fiscales deberán observar el principio de probidad administrativa. 


La función pública se ejercerá con transparencia, de manera que permita y 
promueva el conocimiento de los procedimientos, contenidos y fundamentos de 
las decisiones que se adopten en el ejercicio de ella, así como la debida rendición 
de cuentas sobre su actuación. 


El Fiscal de Corte y Procurador General de la Nación adoptará las medidas 
administrativas tendientes a asegurar el adecuado acceso a los fiscales por parte 
de cualquier interesado. 

Artículo 12. (Principio de acceso a la información).- El acceso a la 
información, sus límites y calificación se regirán por las normas específicas en la 
materia. La publicidad, divulgación e información de los actos relativos al proceso 
se regirán por la ley procesal. 

CAPÍTULO ll 
COMETIDOS Y FUNCIONAMIENTO 
Artículo 13. (Cometidos).- A la Fiscalia General de la Nación le corresponde: 


A) Fijar, diseñar y ejecutar la política pública de investigación y persecución 
penal de crímenes, delitos y faltas. 


B) Dirigir la investigación de crímenes, delitos y faltas. 


C) Ejercer la titularidad de la acción penal pública en la forma prevista por 
la ley. 
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D) Atender y proteger a víctimas y testigos de delitos. 


E) Ejercer la titularidad de la acción pública en las causas de adolescentes 
infractores. 


F) Ejercer la titularidad de la acción fiscal en las causas por infracciones 
aduaneras. 


G) Promover y ejercer la acción civil en los casos previstos en el artículo 28 
del Código General del Proceso en la redacción dada por el artículo 649 
de la Ley N* 19.355, de 19 de diciembre de 2015 y en el literal C) del 
artículo 35 de la presente ley (Convención sobre obtención de alimentos 
en el extranjero, Nueva York, 1956). 


H) Actuar en representación de la sociedad en los asuntos de intereses 
difusos, sin perjuicio de lo dispuesto por el artículo 42 del Código General 
del Proceso. 


l) Intervenir como tercero en los casos previstos en el artículo 29 del 
Código General del Proceso en la redacción dada por el artículo 649 de 
la Ley N* 19.355, de 19 de diciembre de 2015 y en el literal C) del artículo 
35 de la presente ley (Convención Interamericana sobre obligaciones 
alimentarias, CIDIP IV, Montevideo, 1989). 


Artículo 14. (Modos de intervención).- La Fiscalía General de la Nación 
actuará, según corresponda, como parte principal o como tercero interviniente. 


Cuando el fiscal interviniente actúe como parte principal, no podrá ser 
recusado, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 56 de la presente ley y tendrá 
los derechos, facultades, deberes y cargas procesales que correspondan a la 
parte, salvo norma expresa en contrario. 


Cuando actúe como tercero, su intervención consistirá en ser oído, en realizar 
cualquier actividad probatoria y en deducir los recursos que correspondan, 
dentro de los plazos respectivos. 


Artículo 15. (Instrucciones generales).- Las instrucciones generales son 
directrices de actuación destinadas al mejor funcionamiento del servicio y al 
cumplimiento de sus cometidos en todas las áreas de competencia de la Fiscalía 
General de la Nación y en particular en las tareas de investigación de los hechos 
punibles y su adecuada priorización, ejercicio de la acción penal, protección de 
víctimas y testigos, restitución de derechos vulnerados de niñas, niños y 
adolescentes y en todas las acciones tendientes a evitar la violencia basada en 
género. 


Estas serán elaboradas por el Consejo Honorario de Instrucciones Generales, 
adoptadas en forma preceptiva y vinculante por el Fiscal de Corte y Procurador 
General de la Nación y comunicadas por escrito a cada uno de los fiscales y 
simultáneamente a la Asamblea General, en aplicación del principio de unidad 
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de acción y de conformidad con el principio de legalidad. 


Las instrucciones generales no podrán referirse a causas particulares. Los 
fiscales no podrán apartarse de las instrucciones generales recibidas, sin 
perjuicio de su derecho a formular objeciones a las mismas en la forma prevista 
en el artículo 15 de la presente ley y a excusarse en la forma dispuesta en el 
artículo 57 de la presente ley. 


Artículo 16. (Objeciones a las instrucciones generales).- Cuando un fiscal 
actúe siguiendo las instrucciones generales, podrá formular objeciones fundadas 
en la Constitución de la República, las normas internacionales o la ley, dejando 
constancia de su opinión personal en informe fundado que elevará al Fiscal de 
Corte y Procurador General de la Nación, quien deberá comunicarlas al Consejo 
Honorario de Instrucciones Generales, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 
57 de la presente ley. 


En ningún caso se dejará constancia de las objeciones en los expedientes 
judiciales. 


Artículo 17. (Relaciones con la comunidad).- La Fiscalía General de la 
Nación se relacionará con los organismos públicos, organizaciones no 
gubernamentales y asociaciones públicas y privadas cuyo accionar se vincule 
con el ejercicio de sus funciones. 

CAPÍTULO ll 
ESTRUCTURA ORGÁNICA 


Artículo 18. (Estructura orgánica).- La Fiscalía General de la Nación tendrá 
la siguiente estructura orgánica: 


A) Fiscalía General de la Nación. 

B) Unidades especializadas centralizadas. 
C) Fiscalías de Montevideo. 

D) Fiscalías especializadas. 

E) Fiscalías departamentales. 


Artículo 19. (Consejo Honorario de Instrucciones Generales).- Créase un 
Consejo Honorario de Instrucciones Generales el que estará integrado por: 


A) Fiscal de Corte y Procurador General de la Nación. 


B) Un representante del Poder Ejecutivo. 
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C) Un representante de la Sociedad Civil, a sugerencia de las organizaciones 
más representativas de la temática a tratar, el cual será designado por el 
Fiscal de Corte y Procurador General de la Nación. 


D) Un representante de la Facultad de Derecho de la Universidad de la 
República. 


E) Un representante de la Asociación de Fiscales. 

El Consejo Honorario de Instrucciones Generales tendrá como cometido la 
elaboración de las instrucciones generales de actuación de los fiscales, en 
aplicación del principio de unidad de acción de acuerdo con el artículo 4* de la 
presente ley. 

El Consejo Honorario de Instrucciones Generales estará presidido por el 
Fiscal de Corte y Procurador General de la Nación, sesionará con un cuórum 
mínimo de tres integrantes más el presidente y deberá reunirse al menos una 
vez al mes. 


Las decisiones deberán ser adoptadas por mayoría absoluta del total de sus 
componentes. 


Artículo 20.- (Integrantes).- Integran la Fiscalía General de la Nación: 
A) Fiscal de Corte y Procurador General de la Nación. 

B) Fiscal Adjunto de Corte. 

C) Fiscales Letrados de Montevideo. 

D) Fiscales Letrados especializados. 

E) Fiscal Letrado Inspector. 

F) Fiscales Letrados Suplentes. 

G) Fiscales Letrados Departamentales. 

H) Fiscales Letrados Adjuntos. 


l) Fiscales Letrados Adscriptos. 


8 de noviembre de 2016 CÁMARA DE SENADORES 207-C.S. 


CAPÍTULO IV 
COMPETENCIAS 
Fiscal de Corte y Procurador General de la Nación 


Artículo 21. (Competencia funcional en el orden administrativo).- Además de 
las competencias previstas en el artículo 5” de la Ley N* 19.334, de 14 de agosto 
de 2015, al Fiscal de Corte y Procurador General de la Nación en su carácter de 
Director General del servicio, le corresponde: 


A) Ejercer la vigilancia y superintendencia directiva, correctiva, consultiva e 
instructiva de todos los fiscales. 


B) Adoptar y comunicar las instrucciones generales de actuación de sus 
integrantes de conformidad con lo establecido en los artículos 15 y 19 de 
la presente ley. 


C) Determinar el sistema de distribución de trabajo entre las distintas 
Fiscalías en base a criterios objetivos. 


D) Solicitar de cualquier entidad de derecho público las informaciones que 
estimare necesarias para el mejor cumplimiento de sus funciones. 


E) Dirimir contiendas de competencia entabladas entre los fiscales. 


F) Publicar periódicamente estados contables que reflejen su situación 
financiera conforme a lo dispuesto por el artículo 191 de la Constitución 
de la República. 


G) Ser oído en los asuntos previstos en el artículo 246 de la Constitución de 
la República. 


H) Resolver los recursos administrativos correspondientes que se 
interpongan en el ámbito de la Fiscalía General de la Nación y franquear, 
en su caso, el recurso de anulación ante el Poder Ejecutivo. 


Artículo 22. (Competencia funcional en el orden jurisdiccional).- Al Fiscal de 
Corte y Procurador General de la Nación le corresponde: 


A) Representar a la Fiscalía General de la Nación ante la Suprema Corte 
de Justicia, con carácter privativo. Ello, sin perjuicio de lo que, con 
respecto a los demás Fiscales Letrados, dispusiera la ley. 


B) Representar a la Fiscalía General de la Nación en las causas de 
competencia originaria de la Suprema Corte de Justicia en todos los 
asuntos en que la ley lo establezca expresamente. 


C) Intervenir en las solicitudes de declaración de inconstitucionalidad según 
lo preceptúa la ley en la materia. 


208-C.S. CÁMARA DE SENADORES 8 de noviembre de 2016 


Fiscal Adjunto de Corte 


Artículo 23. (Competencia funcional).- Corresponde al Fiscal Adjunto de 
Corte: 


A) Asistir al Fiscal de Corte y Procurador General de la Nación en las tareas 
técnicas y administrativas del servicio. 


B) Subrogar al Fiscal de Corte y Procurador General de la Nación, tanto en 
el orden administrativo como jurisdiccional, en casos de licencia, vacancia 
temporal o definitiva. 


Unidades especializadas centralizadas 


Artículo 24. (Competencia por razón de lugar).- La unidades especializadas 
centralizadas tendrán competencia nacional. 


Artículo 25. (Competencia funcional).- Las unidades especializadas 
centralizadas tendrán las funciones previstas en el literal E) del artículo 5% de la 
Ley N* 19,334, de 14 de agosto de 2015. 


Fiscalías Penales de Montevideo 


Artículo 26. (Competencia por razón de lugar).- Las Fiscalías Penales de 
Montevideo tendrán competencia en el departamento de Montevideo. 


. (Competencia funcional).- Corresponde a las Fiscalías Penales 
de Montevideo: 
A) Dirigir la investigación de crímenes, delitos y faltas. 


B) Ejercer la titularidad de la acción penal pública e intervenir en todas las 
instancias de los procesos penales, en la forma prevista por la ley. 


C) Atender y proteger a víctimas y testigos de delitos. 


D) Intervenir en el diligenciamiento de solicitudes de cooperación jurídica 
internacional en materia penal. 


E) Intervenir en todo trámite en que las leyes lo prescriban expresamente. 


Fiscalías especializadas en crimen organizado 


Artículo 28. (Competencia por razón de lugar).- Las Fiscalias especializadas 
en Crimen Organizado tendrán la competencia territorial que determinan las 
leyes especiales en la materia. 


Artículo 29. (Competencia funcional).- Las Fiscalías especializadas en 
Crimen Organizado intervendrán en todos los asuntos que sean de competencia 
de los Juzgados Letrados de Primera Instancia en lo Penal especializados en 
Crimen Organizado. 
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Fiscalías de Adolescentes de Montevideo 


Artículo 30. (Competencia por razón de lugar).- Las Fiscalías de 
Adolescentes de Montevideo tendrán competencia en el departamento de 
Montevideo. 


Artículo 31. (Competencia funcional).- Corresponde a las Fiscalías de 
Adolescentes de Montevideo ejercer la titularidad de la acción pública en las 
causas iniciadas por infracciones de adolescentes a la ley penal e intervenir en 
todas las instancias de tales procesos, en la forma prevista por la ley. 


Fiscalías especializadas en Violencia Doméstica. 


Artículo 32. (Competencia por razón de lugar).- Las Fiscalías especializadas 
en Violencia Doméstica tendrán competencia en el departamento de 
Montevideo. 


Artículo 33. (Competencia funcional).- Corresponde a las Fiscalías 
especializadas en Violencia Doméstica: 


A) Intervenir en las situaciones de violencia doméstica comprendidas en la 
Ley N* 17.514, de 2 de julio de 2002 y concordantes. 


B) Intervenir en los asuntos previstos en los artículos 117 a 132 del Código 
de la Niñez y la Adolescencia. 


Fiscalías Civiles de Montevideo 


Artículo 34. (Competencia por razón de lugar).- Las Fiscalías Civiles de 
Montevideo tendrán competencia en el departamento de Montevideo. 


Artículo 35. (Competencia funcional).- Corresponde a las Fiscalías Civiles de 
Montevideo: 


A) Promover y ejercer la acción civil en los procesos relativos a intereses 
difusos, nulidad de matrimonio, pérdida, limitación o suspensión de la 
patria potestad, nombramiento de tutor e incapacidades. 


B) Intervenir en los procesos relativos a adopciones, derecho a la identidad 
de género y al cambio de nombre y sexo y unión concubinaria. 


C) Intervenir en los procesos relativos a obligaciones alimentarias en el 
extranjero (Convención sobre obtención de alimentos en el extranjero, 
Nueva York, 1956 y Convención Interamericana sobre obligaciones 
alimentarias, CIDIP IV, Montevideo, 1989). 
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Fiscalías de Aduana y Hacienda de Montevideo 


Artículo 36. (Competencia por razón de lugar).- Las Fiscalías de Aduana y 
Hacienda de Montevideo tendrán, en materia aduanera, la misma competencia 
territorial que los Juzgados Letrados de Aduana de Montevideo, dispuesta por 
los artículos 227.1 y 232 del Código Aduanero (Ley N” 19.276, de 19 de 
setiembre de 2014) y en materia de Hacienda en el Departamento de 
Montevideo. 


Artículo 37. (Competencia funcional).- Corresponde a las Fiscalías de 
Aduana y Hacienda de Montevideo: 


A) Promover y ejercer la acción fiscal en las causas por infracciones 
aduaneras e intervenir en todas las instancias de tales procesos, en la 
forma prevista por la ley. 


B) Intervenir en materia fiscal y en todo otro asunto respecto del cual las 
leyes lo prescriban expresamente. 


Unidad de control interno 


Artículo 38. (Competencia funcional).- La Unidad de control interno estará 
dirigida por un Fiscal Letrado Inspector. Corresponde al Fiscal Letrado Inspector: 


A) Controlar la regularidad con que funcionan las oficinas de la Fiscalía 
General de la Nación. 


B) Verificar el cumplimiento de los deberes funcionales por parte de los 
Fiscales Letrados y demás funcionarios de la institución. 


C) Recibir quejas de profesionales y particulares respecto del proceder de 
los Fiscales Letrados y demás funcionarios de la institución y denunciar al 
Fiscal de Corte y Procurador General de la Nación las irregularidades que 
constatare. 


Fiscales Letrados Suplentes 


Artículo 39. (Competencia funcional).- Corresponde a los Fiscales Letrados 
Suplentes: 


A) Subrogar con carácter específico y provisorio, cuando las necesidades del 
servicio así lo impongan, a los Fiscales Letrados Departamentales. 


B) Cumplir, cuando no estuvieren desempeñando alguna de las actividades 
precedentes, las tareas técnicas acordes con su jerarquía que le fueran 
indicadas por el Fiscal de Corte y Procurador General de la Nación. 
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Fiscalías Departamentales 


Artículo 40. (Competencia por razón de  lugar).- Las Fiscalías 
Departamentales tendrán competencia en las circunscripciones geográficas que 
le sean asignadas. 


Artículo 41. (Competencia funcional).- Corresponde a las Fiscalías 
Departamentales ejercer las competencias asignadas a las Fiscalías de 
Montevideo en materia Penal, de Adolescentes, en lo Civil, de Aduana y 
Hacienda y a las Fiscalías especializadas en Violencia Doméstica. 

Fiscales Letrados Adjuntos 


Artículo 42. (Competencia funcional).- Habrá Fiscales Letrados Adjuntos 
asignados a las Fiscalías de Montevideo. 


Corresponde a los Fiscales Letrados Adjuntos: 


A) Representar a la Fiscalía General de la Nación en el ámbito de la 
competencia de su Fiscalia, cuando su titular así lo disponga. 


B) Asistir al Fiscal Letrado respectivo en las tareas técnicas del servicio, 
C) Intervenir en el proceso de faltas cuando le sea delegado por el Fiscal 
Letrado titular. 
Fiscales Letrados Adscriptos 


Artículo 43. (Competencia funcional).- Habrá Fiscales Letrados Adscriptos 
asignados a cada una de las Fiscalías. 


Corresponde a los Fiscales Letrados Adscriptos: 


A) Representar a la Fiscalía General de la Nación en el ámbito de la 
competencia de su Fiscalía, cuando su titular así lo disponga. 


B) Realizar las tareas que le sean asignadas por el Fiscal Letrado respectivo 
en las tareas técnicas del servicio. 


CAPÍTULO V 
REGIMEN ESTATUTARIO 


Artículo 44, (Designaciones y destituciones).- El Fiscal de Corte y Procurador 
General de la Nación será designado por el Poder Ejecutivo, con venia de la 
Cámara de Senadores o de la Comisión Permanente en su caso, otorgada 
siempre por tres quintos del total de los componentes (numeral 13 del artículo 
168 de la Constitución de la República). idénticos requisitos se exigirán para 
proceder a su destitución. 
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A propuesta del Fiscal de Corte y Procurador General de la Nación, serán 
designados por el Poder Ejecutivo, previa venia otorgada de acuerdo a lo 
dispuesto en el numeral 13 del artículo 168 de la Constitución de la República, 
el Fiscal Adjunto de Corte, los Fiscales Letrados de Montevideo, los Fiscales 
Letrados Especializados, el Fiscal Letrado Inspector, los Fiscales Letrados 
Suplentes, los Fiscales Letrados Departamentales, los Fiscales Letrados 
Adjuntos y los Fiscales Letrados Adscriptos. A los efectos de la destitución será 
de aplicación lo dispuesto por el literal 1) del artículo 5? de la Ley N* 19.334, de 
14 de agosto de 2015. 


Artículo 45. (Concurso).- A los efectos de la elaboración de la propuesta para 
la designación de los fiscales letrados se convocará a concurso de oposición y 
méritos, el cual será sustanciado ante un tribunal de concurso designado por el 
Fiscal de Conte y Procurador General de la Nación. 


Los concursos serán abiertos, en casos excepcionales debidamente fundados 
podrá limitarse la convocatoria a Fiscales y Magistrados del Poder Judicial. En 
todos los casos deberá incluirse en las bases como mérito la antigúedad y 
desempeño del concursante en la Fiscalía General de la Nación. 


Las bases del concurso serán elaboradas por el Fiscal de Corte y Procurador 
General de la Nación. 


El orden de prelación resultante del concurso tendrá una vigencia de dos años, 
improrrogables. 


Los cargos de Fiscal Adjunto de Corte y de Fiscal Letrado Inspector no serán 
concursables. Estos cargos podrán cesar en cualquier momento, respetándose 
la carrera funcional y los derechos adquiridos de sus soportes. 


Artículo 46. (Requisitos para las designaciones).- Sin perjuicio de las normas 
generales que regulan el ingreso a la función pública, se establecen como 
requisitos: 

Para ser Fiscal de Corte y Procurador General de la Nación: 

A) Cuarenta años cumplidos de edad. 


B) Ciudadanía natural en ejercicio o legal con diez años de ejercicio y 
veinticinco años de residencia en el país. 


C) Ser abogado con diez años de antigiedad o haberse desempeñado con 
esa calidad como Fiscal o como Juez por ocho años. 


Para ser Fiscal Adjunto de Corte: 
A) Treinta y cinco años cumplidos de edad. 
B) Ciudadanía natural en ejercicio o legal con siete años de ejercicio. 


C) Ser abogado con ocho años de antigúedad o haberse desempeñado con 
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esa calidad como Fiscal o como Juez por seis años. 


Para ser Fiscal Letrado de Montevideo, Fiscal Letrado Especializado, Fiscal 
Letrado Inspector y Fiscal Letrado Suplente se requiere: 


A) Ciudadanía natural en ejercicio o legal con siete años de ejercicio. 


B) Ser abogado con ocho años de antigúedad o haberse desempeñado con 
esa calidad como Fiscal o como Juez por seis años. 


Para ser Fiscal Letrado Departamental: 
A) Ciudadanía natural en ejercicio o legal con cuatro años de ejercicio. 


B) Ser abogado con cuatro años de antigúedad o haberse desempeñado con 
esa calidad como Fiscal o como Juez por dos años. 


Para ser Fiscal Letrado Adjunto: 
A) Ciudadanía natural en ejercicio o legal con tres años de ejercicio, 


B) Ser abogado con dos años de antigúedad o haberse desempeñado con 
esa calidad como Fiscal o como Juez por un año. 


Para ser Fiscal Letrado Adscripto: 

A) Ciudadanía natural en ejercicio o legal con tres años de ejercicio. 

B) Ser abogado. 

En ningún caso podrán ingresar a la Fiscalía General de la Nación personas 
que hubieran sido condenadas por delitos dolosos perseguibles mediante acción 
pública. 

Artículo 47. (Juramento).- Los fiscales al tomar posesión de sus cargos 
deberán prestar juramento de desempeñarlos bien y fielmente y de cumplir con 
la Constitución de la República y las leyes. 


El Fiscal de Corte y Procurador General de la Nación prestará juramento ante 
la Asamblea General. 


El Fiscal Adjunto de Corte y los Fiscales Letrados prestarán juramento ante 
el Fiscal de Corte y Procurador General de la Nación. 


Artículo 48. (Inamovilidad).- Los fiscales son inamovibles. Solo podrán ser 
destituidos por las causales y en la forma prevista en la Constitución de la 
República y de acuerdo con lo establecido en el artículo 44 de la presente ley. 


Artículo 49.- (Libertades).- Los fiscales gozarán de libertad de expresión, 
asociación y reunión conforme a la normativa nacional e internacional; podrán 
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tomar parte de debates públicos sobre cuestiones relativas a las leyes, la 
administración de justicia, el fomento y protección de derechos humanos y en 
todo lo relativo a la organización y funcionamiento del servicio que integra, entre 
otros. 


Artículo 50. (Incompatibilidades).- El desempeño del cargo de fiscal es 
incompatible con el ejercicio profesional, remunerado o no, con el desarrollo de 
actividades industriales, comerciales o agropecuarias y con el desempeño de 
toda otra función pública o privada retribuida, salvo el ejercicio de la docencia en 
la enseñanza superior. 


El ejercicio del cargo de fiscal es incompatible también con cualquier función 
pública honoraria, excepto aquellas especialmente conexas con el ejercicio del 
cargo de fiscal. 


Cesa la incompatibilidad del ejercicio profesional cuando se trate de asuntos 
propios o de su cónyuge o concubino, parientes consanguíneos en línea recta y 
colateral hasta segundo grado y por los de personas bajo su representación 


legal 


Para el ejercicio de las funciones compatibles se requiere comunicación a la 
Fiscalía General de la Nación. 


Artículo 51. (Remuneración).- Las remuneraciones de los fiscales se 
determinarán del siguiente modo: 


A) El Fiscal de Corte y Procurador General de la Nación recibirá una 
retribución equivalente a la de los Ministros de la Suprema Corte de 
Justicia. 


B) El Fiscal Adjunto de Corte, los Fiscales Letrados de Montevideo, los 
Fiscales Letrados especializados y el Fiscal Letrado Inspector, a la de 
los Ministros de los Tribunales de Apelaciones. 


C) Los Fiscales Letrados Suplentes a la de los Jueces Letrados de Primera 
Instancia de la Capital. 


D) Los Fiscales Letrados Departamentales a la de los Jueces Letrados de 
Primera Instancia del interior. 


E) Los Fiscales Letrados Adjuntos a la de los Jueces de Paz Departamental 
de la Capital. 


F) Los Fiscales Letrados Adscriptos a la de los Jueces de Paz de Ciudad. 


Artículo 52. (Capacitación).- La capacitación es una condición esencial de 
desempeño y como tal constituye un derecho y un deber de todos los integrantes 
de la Fiscalía General de la Nación y comprende el acceso a actividades 
formativas y de actualización. 
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Artículo 53. (Traslado).- Los Fiscales Letrados podrán ser trasladados por 
resolución fundada, si las necesidades del servicio así lo requieren, a otras 
jurisdicciones territoriales y a otras materias, conservando su jerarquía, en tanto 
no se afecten los derechos de su carrera funcional y derechos adquiridos. 


Artículo 54. (Licencia).- Los fiscales tendrán derecho a gozar de licencia 
anual que usufructuarán durante los períodos de receso de los tribunales. 
Cuando deban prestar funciones en dichos períodos, gozarán de licencia 
equivalente a los días corridos trabajados, pudiendo fraccionarlos. 


Podrán usufructuar además, aquellas licencias especiales que otorgue la 
reglamentación. 


Podrá concederse a los fiscales licencia especial sin goce de sueldo, en casos 
debidamente fundados y siempre que se asegure la continuidad en la prestación 
del servicio. El plazo máximo por el cual podrá concederse será de un año. 


Artículo 55. (Cese).- Los fiscales cesarán en el desempeño de sus cargos: 
A) Por haber cumplido los setenta años de edad. 

B) Por renuncia aceptada. 

C) Por destitución. 


Artículo 56. (Recusación).- Cuando el fiscal actúe en calidad de tercero, 
podrá ser recusado si se comprobare interés personal en el proceso en que 
interviene afecto, parentesco o enemistad en relación a las partes. 


La recusación se sustanciará en trámite incidental, ante el tribunal de la 
causa, de acuerdo con el procedimiento previsto en los artículos 328 y 329.2 del 
Código General del Proceso. 


Cuando actúe en calidad de parte, no podrá ser recusado. No obstante, 
cualquier interesado podrá solicitar al Fiscal de Corte y Procurador General de 
la Nación el apartamiento del fiscal interviniente, por cualquiera de los motivos 
enunciados en el inciso precedente, quien resolverá en definitiva si lo aparta o 
no del asunto. 


Artículo 57. (Excusación).- El fiscal que se considere incluido en alguna de 
las circunstancias mencionadas en los artículos 15 in fine, 16 y 56 de la presente 
ley, podrá excusarse y lo hará saber inmediatamente al Fiscal de Corte y 
Procurador General de la Nación, quien resolverá en definitiva si lo aparta o no 
del asunto. 


Si el que se excusa es el Fiscal de Corte y Procurador General de la Nación, 
su solicitud será resuelta por una comisión especial integrada a esos efectos por 
los tres Fiscales Letrados de Montevideo más antiguos en dicho cargo. A 
igualdad de antigúedad en el cargo de Fiscal Letrado de Montevideo, se tomará 
la antigúedad en la Fiscalía General de la Nación. 
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Artículo 58. (Abstención).- Los fiscales pueden pedir el derecho de 
abstención por razones de decoro o delicadeza no enunciados entre los motivos 
de recusación. La abstención debe ser solicitada al Fiscal de Corte y Procurador 
General de la Nación, quien resolverá en definitiva si autoriza o no a apartarse 
del asunto. 


Si quien solicita abstenerse es el Fiscal de Corte y Procurador General de la 
Nación, su solicitud se tramitará de conformidad con el procedimiento previsto 
en el inciso segundo del artículo 57 de la presente ley. 


Artículo 59. (Subrogación).- La subrogación del Fiscal de Corte y Procurador 
General de la Nación, por razones de licencia, vacancia temporal o definitiva, 
tanto en el orden jurisdiccional como en el orden administrativo, corresponderá 
al Fiscal Adjunto de Corte. Si este se encontrare impedido, se sorteará al 
subrogante entre los Fiscales Penales de Montevideo. 


En los casos de recusación, excusación o abstención del Fiscal de Corte y 
Procurador General de la Nación, se sorteará al subrogante entre los Fiscales 
Letrados de Montevideo. 


Los Fiscales Letrados serán subrogados por otro Fiscal Letrado de su misma 
categoría o por el Fiscal adjunto o adscripto de la Fiscalía subrogada, en la forma 
que determine la reglamentación. 


Artículo 60. (Prerrogativas procesales).- Los fiscales no tienen el deber de 
comparecer personalmente a declarar como testigos, pudiendo brindar su 
declaración en la forma prevista en las normas procesales vigentes. 


Artículo 61. (Deberes funcionales).- Los fiscales quedan sujetos a las 
siguientes obligaciones: 


A) Residir en el lugar donde tenga asiento la Fiscalía correspondiente o 
dentro del radio que establezca la reglamentación. 


En casos especiales de imposibilidad, debidamente justificados, el 
Fiscal de Corte y Procurador General de la Nación podrá conceder 
autorización temporal para residir en otro lugar. 


B) Asistir y permanecer en su despacho diariamente durante el tiempo 
necesario para cumplir con sus funciones. 


C) Concurrir a las audiencias y actos de instrucción que refieran a asuntos 
en los que deba intervenir en cumplimiento de sus funciones. 


D) Cumplir con las obligaciones inherentes a su cargo y hacerlas cumplir a 
sus subordinados. 


E) Expedir sus dictámenes dentro de los términos fijados por las normas 
procesales vigentes. 
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F) Abstenerse de hacer públicos o facilitar de cualquier modo la difusión de 
antecedentes e informaciones sobre cuestiones o asuntos de naturaleza 
reservada en los que conozcan, o en que intervengan o hubieran 
intervenido en razón de sus funciones, sin perjuicio del principio de 
transparencia. 


G) Desempeñar éticamente sus funciones con prontitud, diligencia y 
responsabilidad. 


H) Guardar el debido respeto a todas las personas con las cuales se 
relacionen en razón del cumplimiento de su cargo. 


l) Abstenerse de participar en cualquier acto público o privado de carácter 
político, salvo el voto, con el alcance previsto por el numeral 4* del 
artículo 77 de la Constitución de la República. 


Artículo 62. (Deber de vigilancia).- El Fiscal que, conociendo en un asunto, 
encontrare en la actuación de un juez o tribunal mérito suficiente para la 
imposición de corrección disciplinaria deberá formular denuncia circunstanciada 
del caso ante el Fiscal de Corte y Procurador General de la Nación. 


Artículo 63. (Disciplina en el ámbito procesal).- Los jueces y tribunales no 
pueden corregir disciplinariamente a los fiscales, sin perjuicio de las atribuciones 
que la ley les confiere para mantener el orden de los procesos y la dirección de 
las audiencias. Sin embargo, cuando los fiscales, en el ejercicio de sus 
funciones, no cumplan con los deberes de su cargo o comprometan el honor, la 
delicadeza o la dignidad del mismo, los jueces o tribunales pondrán esos hechos 
en conocimiento del Fiscal de Corte y Procurador General de la Nación. 


Cuando el incumplimiento se atribuya al Fiscal de Corte y Procurador General 
de la Nación, será la Suprema Corte de Justicia quien pondrá esos hechos en 
conocimiento del Poder Ejecutivo y del Senado de la República. 

CAPÍTULO VI 
REGIMEN DISCIPLINARIO 

Artículo 64. (Potestad disciplinaria).- El ejercicio de la potestad disciplinaria 
de los fiscales letrados se regirá en lo aplicable por las normas establecidas en 
los artículos 70 a 72 y 76 a 79 de la Ley N* 19.121, de 20 de agosto de 2013 
(Estatuto del Funcionario Público de la Administración Central). 


Artículo 65. (Clasificación de las faltas).- Las faltas se clasifican en leves, 
graves y muy graves, de acuerdo con lo dispuesto en los artículos siguientes. 


Artículo 66 (Faltas leves).- Se considerarán faltas leves las siguientes: 


A)  Incumplir las tareas o funciones inherentes al cargo. 
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B) Faltar al trabajo o ausentarse del mismo sin aviso o causa justificada 
incumpliendo con lo dispuesto en los literales B) y C) del artículo 61 de 
la presente ley. 


C) Actuar en forma irrespetuosa con relación a cualquier persona con la que 
deba relacionarse en razón del cumplimiento de su cargo. 


Artículo 67. (Faltas graves).- Se considerarán faltas graves las siguientes: 
A) Ausencia injustificada a su trabajo en forma prolongada o reiterada. 

B) Violación de los principios éticos que comprometiere el decoro del cargo. 
C)  Incumplir en forma reiterada las tareas o funciones inherentes al cargo. 
D)  Incumplir el deber de residencia. 

E) Expedir los dictámenes vencidos los plazos procesales vigentes. 


F)  Incumplir en forma reiterada e injustificada la obligación de asistencia a 
las audiencias o actos de instrucción en los que deban intervenir. 


G) Ejercer actividades o funciones incompatibles con el ejercicio del 
Ministerio Público de acuerdo con lo establecido en el artículo 50 de la 
presente ley. 


H) Violar el deber de reserva o difundir antecedentes e informaciones sobre 
cuestiones o asuntos de naturaleza reservada en que conozcan. 


I) Participar en cualquier acto público o privado de carácter político, salvo 
el voto. 


J) Omitir el deber de hacer cumplir a los funcionarios a su cargo las 
obligaciones funcionales. 


K) Contraer obligaciones pecuniarias con los funcionarios a su cargo. 

L)  Incurrir en algunas de las infracciones previstas en el artículo 17 de la 
Ley N* 17.060, de 23 de diciembre de 1998, relativas a la declaración 
jurada de bienes e ingresos. 


M) No excusarse en un proceso a sabiendas de que existen motivos para 
solicitar su apartamiento. 


N) Dictaminar cometiendo error inexcusable. 


O) Incumplir resoluciones o circulares de la Fiscalía General de la Nación. 
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incumplir las instrucciones generales. 


Artículo 68. (Faltas muy graves).- Se considerarán faltas muy graves las 
siguientes: 


A) 


B) 


C) 


Desempeñar el cargo con ineptitud, Se entiende por ineptitud la carencia 
de idoneidad, la incapacidad personal o inhabilitación profesional. 


Incurrir en grave omisión en el desempeño del cargo. Se entiende por 
grave omisión el incumplimiento contumaz de las obligaciones 
funcionales; cualquier conducta en el ejercicio del cargo que afecte el 
buen nombre o el prestigio de la institución; acciones u omisiones en el 
ejercicio del cargo, cuando de ellas pueda resultar perjuicio para el 
interés público; ejercer el cargo con abuso de autoridad; ejercer maltrato 
físico, psicológico o verbal en el cumplimiento de sus funciones. 


Cometer delito. Se entiende por delito toda conducta típica, antijurídica 
y culpable, por la que el funcionario sea condenado penalmente. En 
todos los casos de sometimiento de un fiscal a la justicia penal o de 
condena ejecutoriada, se apreciarán las circunstancias del caso y la 
situación del mismo a efectos de solicitar o no la destitución. 


Artículo 69. (Criterios de graduación de la sanción).- Toda sanción 
disciplinaria se graduará teniendo en cuenta las siguientes circunstancias: 


A) 
B) 
C) 
D) 
E) 
F) 
G) 
H) 
1) 


El deber funcional violentado. 

El grado en que se haya vulnerado la normativa aplicable. 
La gravedad de los daños causados. 

El descrédito para la imagen pública de la Administración. 
La jerarquía del funcionario. 

El grado de afectación del servicio. 

Los antecedentes en la función y la reincidencia. 

Las circunstancias de tiempo, lugar, modo y ocasión. 


La actitud posterior al hecho, la admisión de la falta y la reparación del 
daño si lo hubiere. 


Artículo 70. (Sanciones).- En caso que se configuren las faltas previstas en 
los artículos precedentes, se podrá imponer a los fiscales las siguientes 
sanciones disciplinarias: 


A) 


Amonestación. 
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B) Apercibimiento del Fiscal de Corte y Procurador General de la Nación, 
labrándose acta de la respectiva diligencia. 


C) Suspensión en el ejercicio del cargo hasta por el término de seis meses. 
La suspensión hasta de tres meses será sin goce de sueldo o con la 
mitad de sueldo según la gravedad del caso. La que exceda de este 
último término será siempre sin goce de sueldo. 


D) Pérdida del derecho al ascenso por uno a cinco años. 
E) Descenso a la categoría inmediata inferior. 
Fj  Destitución en caso de ineptitud, omisión o delito. 


Las causas por faltas disciplinarias se resolverán previo sumario 
administrativo, que se regirá por las normas constitucionales, legales y 
reglamentarias correspondientes. 


Artículo 71. (Determinación de las sanciones).- La comprobación de las 
faltas leves ameritará las sanciones de amonestación, apercibimiento con 
anotación en el legajo personal del funcionario, o suspensión hasta por diez días. 


Las faltas graves ameritarán la sanción de suspensión a partir de diez días 
y hasta por el término de seis meses, pérdida del derecho de ascenso o 
descenso a la categoría inmediata inferior por el plazo máximo de dos años. 


Las faltas muy graves podrán ameritar la destitución o en su defecto la 
aplicación de cualquiera de las sanciones enumeradas en el inciso anterior. 


CAPÍTULO VII 
DISPOSICIONES VARIAS 


Artículo 72. (Nuevas denominaciones).- A partir de la entrada en vigencia de 
la presente ley: 


A) Las Fiscalías Letradas Nacionales de lo Penal, de lo Civil y de Aduana y 
Hacienda pasarán a denominarse respectivamente Fiscalías Penales de 
Montevideo, Fiscalías Civiles de Montevideo y Fiscalías de Aduana y 
Hacienda de Montevideo. 


B) Las Fiscalías de lo Penal especializadas en Crimen Organizado pasarán 
a denominarse Fiscalias especializadas en Crimen Organizado. 


C) Las Fiscalías Letradas Nacionales de Menores pasarán a denominarse 
Fiscalías de Adolescentes de Montevideo. 


D) Las Fiscalías Letradas Nacionales en lo Civil Especializadas en Violencia 
Doméstica pasarán a denominarse Fiscalías Especializadas en Violencia 
Doméstica. 
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E) Las Fiscalías Letradas Departamentales pasarán a denominarse Fiscalías 
Departamentales 


Artículo 73. (Disposición transitoria).- Las disposiciones contenidas en los 
literales A), B) y D) del artículo 13 de la presente ley y en los literales A) y C) del 
artículo 27 de la presente ley regirán a partir de la entrada en vigencia del Código 
del Proceso Penal aprobado por Ley N” 19.293, 19 de diciembre de 2014 y sus 
modificativas. 


Artículo 74. (Disposición transitoria).- Los actuales titulares de los cargos de 
Secretario Letrado y Prosecretario Letrado de la Fiscalía General de la Nación 
estarán amparados hasta su cese por el presente estatuto en lo que 
corresponda, de acuerdo con el régimen vigente. Mantendrán su derecho a la 
carrera a través del concurso, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 45 
de la presente ley. 


CAPÍTULO VIII 
DEROGACIONES 


Artículo 75. (Derogaciones).- Derógase toda otra disposición legal en cuanto 
se oponga a lo dispuesto en la presente ley. 


Sala de la Comisión, en Montevideo, el 1? de noviembre de 2016. 


PATRICIA AYALA 
Miembro Informante 


PEDRO BORDABERRY CARLOS CAMY 

Con salvedades Con salvedades 
ANTONIO GALLICCHIO LUIS ALBERTO HEBER 

Con salvedades 

RUBÉN MARTÍNEZ HUELMO PABLO MIERES 

Con salvedades 


CONSTANZA MOREIRA DANIELA PAYSSÉ 
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PODER EJECUTIVO 


MINISTERIO DEL INTERIOR 

MINISTERIO DE RELACIONES EXTERIORES 

MINISTERIO DE ECONOMIA Y FINANZAS 

MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL 

MINISTERIO DE EDUCACION Y CULTURA 

MINISTERIO DE TRANSPORTE Y OBRAS PÚBLICAS 

MINISTERIO DE INDUSTRIA, ENERGIA Y MINERIA 

MINISTERIO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL 

MINISTERIO DE SALUD PÚBLICA 

MINISTERIO DE GANADERIA, AGRICULTURA Y PESCA 

MINISTERIO DE TURISMO 

MINISTERIO DE VIVIENDA, ORDENAMIENTO TERRITORIAL Y MEDIO 
AMBIENTE 

MINISTERIO DE DESARROLLO SOCIAL orina. 1 6 M NY 2% 18 
Señor Presidente de la Asamblea General 

Presente 


La iniciativa que contiene el presente proyecto de ley pretende regular la 
organización y funcionamiento de la Fiscalía General de la Nación y el estatuto que 
rige la actuación de los Fiscales, por cuanto el mismo no fue establecido en la Ley 
N9 19,334 de fecha 14 de agosto de 2015 que creó la Fiscalía General de la Nación 
como servicio descentralizado. 


De conformidad con lo dispuesto en el artículo 15 de la Ley N* 19,334, en la 
actualidad el referido estatuto está determinado por las normas del Decreto - Ley N* 
15,365 de fecha 30 de diciembre de 1982 y de la Ley N* 15.750 de fecha 24 de junio 
de 1985, en lo aplicable. 


Dichas normas -de antigua data- regulan la actuación del Ministerio Público y 
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Fiscal concebido con una función y rol diametralmente distintos a los que se le 
atribuyen en la actualidad por el ordenamiento jurídico -especialmente por el Código 
Procesal Penal aprobado por ley N* 19,293 de fecha 19 de diciembre de 2014-, 
siendo imperiosa la adecuación normativa que permita cumplir correctamente la 
misión atribuida al Ministerio Público y Fiscal y determinar el régimen estatutario de 
los fiscales. 


En efecto, teniendo presente el rol central que adquiere el Ministerio Público y 
las funciones que le son asignadas en el nuevo sistema procesal penal; es necesario 
actualizar las normas de organización y funcionamiento de la Institución con miras al 
cumplimiento de sus cometidos. 


En general los países que han realizado reformas procesales penales, 
implementando sistemas acusatorios -como el establecido en la Ley N* 19.293, cuya 
vigencia está prevista para el 1? de febrero de 2017- han realizado a su vez 
modificaciones a los correspondientes estatutos legales. 


Siendo el Ministerio Público una organización desarrollada hasta el presente a 
semejanza y espejo del Poder Judicial, aunque en esencia son instituciones que 
cumplen funciones distintas, la Fiscalía General de la Nación necesita una reforma 
de su organización y funcionamiento que acompase la modernización del sistema 
procesal penal. 


En ese sentido el proyecto intenta modificar y ajustar aquellos aspectos 
esenciales de la Institución a una concepción moderna y funcional, incorporando 
principios ordenados en una Ley orgánica que dotan al Ministerio Público de las 
herramientas necesarias para el cumplimiento eficiente y eficaz de sus nuevos 
cometidos. 


En términos generales se definen algunos aspectos básicos, como la misión 
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de la Fiscalía General de la Nación, los principios generales de actuación, el dictado 
de instrucciones generales, la organización de cargos y funciones, los derechos y 
deberes de los fiscales en el desempeño de su función y el régimen disciplinario a 
aplicarse. 

El proyecto cuenta con 77 artículos organizados en 8 capítulos, a saber: 


1) Misión y ubicación institucional. 
2) Principios generales. 

3) Cometidos y funcionamiento. 
4) Estructura orgánica. 

5) Competencias. 

6) Régimen estatutario. 

7) Régimen disciplinario. 

8) Disposiciones varias. 


En el Capítulo | (artículos 1 a 3) el artículo 1 define la misión de la Fiscalía 
General de la Nación, se plasma la esencia de la organización, a la que compete el 
ejercicio del Ministerio Público y Fiscal. En ese sentido, se establecen los elementos 
que la configuran: diseñar y ejecutar una política pública de investigación y 
persecución penal de crimenes, delitos y faltas, y de infracciones cometidas por 
adolescentes, proteger y atender a víctimas y testigos de delitos, a víctimas de 
violencia doméstica, de violencia de género y generacional, a niños, niñas y 
adolescentes en situación de derechos amenazados o vulnerados; ejercer el 
Ministerio Fiscal y la titularidad de la acción pública en materia aduanera. En materia 
civil se indica que le corresponde ejercer la acción solamente en los casos 
expresamente previstos por la ley y en representación de la sociedad en asuntos de 
intereses difusos. 


El artículo 2, en relación a la posición institucional, se remite a lo previsto por 
la Ley N* 19,334 de fecha 14 de agosto de 2015, 
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En el Capítulo |! (articulos 4 a 14), se establecen los principios básicos que 
deben orientar a la Institución y a los fiscales en el ejercicio de sus funciones: 

- principio de legalidad. 

- principio de autonomía funcional. 

- principio de unidad de acción. 

- principio de independencia técnica. 

- principio de jerarquía. 

- principio de celeridad, 

- principio de responsabilidad. 

- principio de organización dinámica. 

- principio de objetividad. 

- principio de probidad y transparencia. 

- principio de acceso a la información. 


Dentro de los mencionados principios cabe destacar -por su trascendencia 
para el cumplimiento de los nuevos cometidos- el principio de unidad de acción, que 
determina que el ejercicio del Ministerio Público y Fiscal es único e indivisible, lo que 
significa que cuando cada uno de sus integrantes actúa, lo hace en representación 
de la Fiscalia General de la Nación en su conjunto. 


Consecuentemente, para su aplicación es imprescindible que el jerarca -en 
este caso el Fiscal de Corte y Procurador General de la Nación- tenga la potestad de 
elaborar instrucciones generales de actuación, en tanto son instrumentos que 
permiten establecer estrategias para aplicar una política pública de investigación y 
persecución penal, componente principal de la política de seguridad del Estado. 


Conviene señalar que las instrucciones generales se encuentran reguladas en 
el Capítulo 11! (artículo 17) norma que define sus caracteristicas, destacándose que 
no pueden referirse a causas particulares y que son de aplicación preceptiva, 
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dejando a salvo el derecho de los fiscales a objetarlas (artículo 18) o a excusarse 
(artículo 59); respetando de esa forma el principio de legalidad. 


Debe mencionarse asimismo el principio de independencia técnica, que está 
establecido en el artículo 7, y que complementa al de unidad de acción, en tanto 
garantiza a los fiscales el derecho a no recibir órdenes ni recomendaciones de 
ningún jerarca de la Institución ni de autoridad ajena a la misma en su actuación en 
los casos concretos. 


Vale la pena hacer referencia al principio de organización dinámica (artículo 
11), por cuanto implica la aplicación de criterios de flexibilidad y dinamismo en la 
organización y funcionamiento de la Institución, posibilitando la creación o supresión 
de unidades especializadas en virtud de las necesidades del servicio, la 
conformación de equipos de trabajo y administración de recursos humanos; siendo 
una excelente herramienta de gestión que permitirá a la organización adaptarse a los 
cambios y necesidades. 


Se consagran también los principios de probidad, transparencia y acceso a la 
información, los que permiten hacer transparente la actuación de los fiscales, 
permitiendo a la sociedad ejercer un control de la misma, exigir el cumplimiento de 
las funciones que le son asignadas, acceder a la información que se produzca, etc, 


Con referencia a los demás principios consagrados, su valorización resulta de 
las propias normas, por lo que se entiende innecesario realizar una referencia más 
detallada, 


En el Capítulo II (artículos 15 a 19) se regulan los cometidos y el 
funcionamiento de la Institución, concretando las acciones que determinan el 
ejercicio de la misión de la Institución (artículo 15), las formas de intervención 
(artículo 16), y regulando las ya explicadas instrucciones generales (artículos 17 y 
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18). 


El Capítulo IV (artículos 20 a 22) enumera los órganos y los cargos que 
integran la Fiscalia General de la Nación, previendo asimismo como novedad la 
existencia de un Consejo Consultivo Asesor, que tendrá la integración y competencia 
que determine el Fiscal de Corte (artículo 21). 


Por su parte el Capitulo V (artículos 23 a 45) establece las competencias de 
los diferentes cargos y unidades que integran la Institución, distinguiendo las 
competencias administrativas y jurisdiccionales del Fiscal de Corte (artículos 23 y 
24), del Fiscal Adjunto de Corte (artículo 25), de las unidades especializadas 
(artículos 26 y 27), de las distintas fiscalías diferenciadas en razón de la materia, 
especialización y territorio (artículos 28 a 39 y 42 y 43). Se detallan también las 
competencias del fiscal inspector, de los fiscales suplentes, adjuntos y adscriptos 
(artículos 40 y 41, 44 y 45). 


El Capítulo VI (artículos 46 a 65) específicamente legisla sobre el régimen 
estatutario de los fiscales, su designación, requisitos para cada categoría, traslados, 
incompatibilidades, inamovibilidad, remuneración, régimen de licencias y cese en el 
cargo. 


Debe destacarse la regulación del concurso como única forma de ingreso y 
ascenso en la carrera funcional de los fiscales y la consagración de la capacitación 
como un derecho- deber de los mismos. 


Este capítulo regula asimismo los procedimientos de recusación, excusación y 
abstención de los fiscales y su régimen de subrogación. 


Los artículos 63 y 65 establecen los deberes funcionales y el sistema de 
disciplina en el ámbito procesal. 
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18). 


El Capítulo IV (artículos 20 a 22) enumera los órganos y los cargos que 
integran la Fiscalía General de la Nación, previendo asimismo como novedad la 
existencia de un Consejo Consultivo Asesor, que tendrá la integración y competencia 
que determine el Fiscal de Corte (artículo 21). 


Por su parte el Capítulo V (artículos 23 a 45) establece las competencias de 
los diferentes cargos y unidades que integran la Institución, distinguiendo las 
competencias administrativas y jurisdiccionales del Fiscal de Corte (artículos 23 y 
24), del Fiscal Adjunto de Corte (artículo 25) de las unidades especializadas 
(artículos 26 y 27), de las distintas fiscalias diferenciadas en razón de la materia, 
especialización y territorio (artículos 28 a 39 y 42 y 43). Se detallan también las 
competencias del fiscal inspector, de los fiscales suplentes, adjuntos y adscriptos 
(artículos 40 y 41, 44 y 45). 


El Capítulo VI (artículos 46 a 65) especificamente legisla sobre el régimen 
estatutario de los fiscales, su designación, requisitos para cada categoría, traslados, 
incompatibilidades, inamovibilidad, remuneración, régimen de licencias y cese en el 
cargo. 


Debe destacarse la regulación del concurso como única forma de ingreso y 
ascenso en la carrera funcional de los fiscales y la consagración de la capacitación 
como un derecho- deber de los mismos. 


Este capitulo regula asimismo los procecimientos de recusación, excusación y 
abstención de los fiscales y su régimen de subrogación. 


Los articulos 63 y 65 establecen los deberes funcionales y el sistema de 
disciplina en el ámbito procesal. 


“ , 
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CAPÍTULO |. MISIÓN Y UBICACIÓN INSTITUCIONAL. 
Artículo 1. (Misión) Diseñar y ejecutar una política pública de investigación y 
persecución penal de crímenes, delitos y faltas, e infracciones cometidas por 
adolescentes, ejerciendo la acción que legalmente proceda. 
Proteger y atender a víctimas y testigos de delitos, así como víctimas de violencia 
doméstica, violencia de género y violencia generacional, y a niños, niñas y 
adolescentes en situación de derechos amenazados o vulnerados; y ejercer el 
Ministerio Fiscal y la titularidad de la acción pública en materia aduanera. 
Promover y ejercer la acción civil en los casos expresamente previstos por la ley y 
actuar en representación de la sociedad en los asuntos de intereses difusos. 


Artículo 2.- (Posición institucional) La Fiscalía General de la Nación es un servicio 
descentralizado creado por ley N” 19.334, de fecha 14 de agosto de 2015. 

Se regirá por los principios generales enumerados en el Capítulo ll y tendrá la 
competencia y organización que se determina en los Capítulos lll a V de la presente 
ley. 


Artículo 3- (Domicilio procesal) Cuando la Fiscalia General de la Nación fuese 
demandada, se tendrá por domicilio, para fijar la competencia del tribunal, el lugar 
donde tienen asiento sus oficinas centrales, aún cuando en el hecho que da origen 
al juicio hubiera intervenido una oficina o dependencia ubicada en cualquier otro 
Departamento. 


CAPÍTULO Il 
PRINCIPIOS GENERALES 
Artículo 4. (Principio de legalidad) Los fiscales dederán actuar conforme a lo 
establecido por la Constitución de la República, los Tratados Internacionales 


le 2016 
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ratificados por el país, las leyes y las normas reglamentarias vigentes. 


Artículo 5. (Principio de autonomía funcional) La Fiscalía General de la Nación 
ejercerá sus funciones con autonomía funcional, sin sujeción a instrucciones o 
directivas emanadas de órganos ajenos a su estructura, sin perjuicio de las 
facultades de contralor consagradas en los artículos 197 y 198 de la Constitución de 
la República y de lo dispuesto en el artículo 4 de la Ley 19.334, de 14 de agosto de 
2015. 


Artículo 6. (Principio de unidad de acción. Instrucciones Generales) El 
Ministerio Público y Fiscal es único e indivisible y cada uno de sus integrantes en su 
actuación representa a la Fiscalía General de la Nación en su conjunto. 

El Fiscal de Corte y Procurador General de la Nación elaborará instrucciones 
generales de actuación de sus integrantes, a efectos de crear y mantener la unidad 
de acción en el ejercicio de sus funciones. 


Artículo 7. (Principio de independencia técnica) Los fiscales gozarán de 
independencia técnica en el ejercicio de sus funciones, la que consiste en el derecho 
a no recibir órdenes ni recomendaciones, de parte de ningún jerarca de la institución 
ni autoridad ajena a la misma, para proceder de una determinada manera en el caso 
concreto. 


Artículo 8. (Principio de jerarquía) La Fiscalía General de la Nación es una 
organización jerárquica cuya máxima autoridad es el Fiscal de Corte y Procurador 
General de la Nación; cada superior jerárquico controlará el desempeño de quienes 
actúan bajo su responsabilidad. 


Artículo 9. (Principio de celeridad) Los fiscales deberán ejercer sus funciones de 
manera pronta, eficiente y oportuna. 
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Artículo 10. (Principio de responsabilidad) Los fiscales tendrán responsabilidad 
penal, civil y administrativa por los actos realizados en el ejercicio de sus funciones, 
de conformidad a la Constitución de la República y las leyes. 


Artículo 11. (Principio de organización dinámica) La organización y estructura de 
la Fiscalía General de la Nación se regirá bajo criterios de flexibilidad y dinamismo, 
con miras a atender las necesidades que el cumplimiento de sus funciones le 
requiera. 


Artículo 12. (Principio de objetividad) La Fiscalia General de la Nación requerirá la 
aplicación justa de la ley y propenderá al ejercicio racional y ponderado del poder 
penal del Estado. 


Artículo 13. (Principio de probidad y transparencia) Los fiscales deberán 
observar el principio de probidad administrativa. 

La función pública se ejercerá con transparencia, de manera que permita y 
promueva el conocimiento de los procedimientos, contenidos y fundamentos de las 
decisiones que se adopten en el ejercicio de ella. 

El Fiscal de Corte y Procurador General de la Nación adoptará las medidas 
administrativas tendientes a asegurar el adecuado acceso a los fiscales por parte de 
cualquier interesado. 


Artículo 14. (Principio de acceso a la información) El acceso a la información, sus 
límites y calificación se regirán por las normas específicas en la materia; y la 
publicidad, divulgación e información de los actos relativos al proceso se regirán por 


la ley procesal. 


CAPÍTULO Il 
COMETIDOS Y FUNCIONAMIENTO 
Artículo 15. (Cometidos) A la Fiscalía General de la Nación le corresponde: 


8 de noviembre de 2016 CÁMARA DE SENADORES 233-C.S. 


1) Fijar, diseñar y ejecutar la política pública de investigación y persecución penal de 
crímenes, delitos y faltas. 

2) Dirigir la investigación de crímenes, delitos y faltas. 

3) Ejercer la titularidad de la acción penal pública en la forma prevista por la ley. 

4) Atender y proteger a víctimas y testigos de delitos. 

5) Ejercer la titularidad de la acción pública en las causas de adolescentes 
infractores. 

6) Ejercer la titularidad de la acción fiscal en las causas por infracciones aduaneras. 
7) Promover y ejercer la acción civil en los casos expresamente previstos por la ley. 
8) Actuar en representación de la sociedad en los asuntos de intereses difusos. 

9) Intervenir como tercero en los procesos de violencia doméstica; amenaza o 
vulneración de derechos de niños, niñas y adolescentes; inconstitucionalidad de la 
ley y obligaciones alimentarias en el extranjero. 


Artículo 16. (Modos de intervención) La Fiscalía General de la Nación actuará, 
según corresponda, como parte principal o como tercero interviniente. 

Cuando actúe como parte principal, no podrá ser recusado, sin perjuicio de lo 
dispuesto en el inciso 2” del artículo 58 de la presente ley; y tendrá los derechos, 
facultades, deberes y cargas procesales que correspondan a la parte, salvo norma 
expresa en contrario. 

Cuando actúe como tercero, su intervención consistirá en ser oído, en realizar 
cualquier actividad probatoria y en deducir los recursos que correspondan, dentro de 
los plazos respectivos. 


Artículo 17. (Instrucciones generales) Las instrucciones generales que en 
aplicación del principio de unidad de acción (artículo 6) y de conformidad con el 
principio de legalidad (artículo 4) elabore el Fiscal de Corte y Procurador General de 
la Nación, con el asesoramiento del Consejo Consultivo Asesor previsto en el 
artículo 21, serán comunicadas por escrito a cada uno de los fiscales, y 
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simultáneamente a la Asamblea General; no podrán referirse a causas particulares. 
Los Fiscales no podrán apartarse de las instrucciones generales recibidas, sin 
perjuicio de su derecho a formular objeciones a las mismas en la forma prevista en el 
artículo siguiente y a excusarse en la forma prevista en el Artículo 59). 


Artículo 18. (Objeciones a las instrucciones generales) Cuando un fiscal actúe 
siguiendo instrucciones generales, podrá formular objeciones a las mismas, dejando 
constancia de su opinión personal en informe fundado que elevará al Fiscal de Corte 
y Procurador General de la Nación, sin perjuicio de lo dispuesto en el Artículo 59. 

En ningún caso se dejará constancia de las objeciones en los expedientes judiciales. 


Artículo 19. (Relaciones con la comunidad) La Fiscalía General de la Nación se 
relacionará con los organismos públicos, organizaciones no gubernamentales y 
asociaciones públicas y privadas cuyo accionar se vincule con el ejercicio de sus 
funciones. 


CAPÍTULO IV. ESTRUCTURA ORGÁNICA 

Artículo 20. (Estructura orgánica) La Fiscalía General de la Nación tendrá la 
siguiente estructura orgánica: 

1) Fiscalia General de la Nación. 

2) Unidades especializadas centralizadas. 

3) Fiscalias de Montevideo. 

4) Fiscalias especializadas. 

5) Fiscalias departamentales. 


Artículo 21. (Consejo Consultivo Asesor) Habrá además un Consejo Consultivo 
Asesor honorario, con la integración y competencias que determine el Fiscal de 


Corte y Procurador General de la Nación mediante acto administrativo. 


Artículo 22. (Integrantes) Integran la Fiscalía General de la Nación: 
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1) Fiscal de Corte y Procurador General de la Nación. 
2) Fiscal Adjunto de Corte. 

3) Fiscales Letrados de Montevideo. 

4) Fiscales Letrados especializados. 

5) Fiscal Letrado Inspector. 

6) Fiscales Letrados Suplentes. 

7) Fiscales Letrados Departamentales. 

8) Fiscales Letrados Adjuntos. 

9) Fiscales Letrados Adscriptos. 


CAPÍTULO V 
COMPETENCIAS 
Fiscal de Corte y Procurador General de la Nación 
Artículo 23. (Competencia funcional en el orden administrativo) Además de las 
competencias previstas en el artículo 5 de la Ley 19.334, de 14 de agosto de 2015, 
al Fiscal de Corte y Procurador General de la Nación en su carácter de Director 
General del servicio, le corresponderá: 
1) Ejercer la vigilancia y superintendencia directiva, correctiva, consultiva e 
instructiva de todos los fiscales. 
2) Elaborar instrucciones generales de actuación de sus integrantes de conformidad 
con lo establecido en los artículos 6, 17 y 18 de la presente ley. 
3) Solicitar de cualquier entidad de derecho público las informaciones que estimare 
necesarias para el mejor cumplimiento de sus funciones. 
4) Dirimir contiendas de competencia entabladas entre los fiscales. 
5) Publicar el balance anual, dentro de los 120 días corridos siguientes al cierre del 
ejercicio, conforme a lo dispuesto por el artículo 191 de la Constitución de la 
República. 
6) Ser oido en los asuntos previstos en el artículo 246 de la Constitución de la 
República. 
7) Resolver los recursos administrativos correspondientes que se interpongan en el 
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ámbito de la Fiscalía General de la Nación, y franquear, en su caso, el recurso de 
anulación ante el Poder Ejecutivo. 


Artículo 24. (Competencia funcional en el orden jurisdiccional) Al Fiscal de 
Corte y Procurador General de la Nación le corresponderá: 

1) Investir la representación de la Fiscalía General de la Nación ante la Suprema 
Corte de Justicia, con carácter privativo. Ello, sin perjuicio de lo que, con respecto a 
los demás Fiscales Letrados, dispusiera la ley. 

2) Representar a la Fiscalía General de la Nación en las causas de competencia 
originaria de la Suprema Corte de Justicia, en todos los asuntos en que la ley lo 
establezca expresamente. 

3) Intervenir en las declaraciones de solicitud de inconstitucionalidad, según lo 
preceptúa la ley de la materia. 


Fiscal Adjunto de Corte. 
Artículo 25. (Competencia funcional) Corresponde al Fiscal Adjunto de Corte: 
1) Asistir al Fiscal de Corte y Procurador General de la Nación en las tareas técnicas 
y administrativas del servicio. 
2) Subrogar al Fiscal de Corte y Procurador General de la Nación, tanto en el orden 
administrativo como jurisdiccional, en casos de licencia, vacancia temporal o 
definitiva, recusación, excusación o abstención. 


Unidades especializadas centralizadas. 
Artículo 26. (Competencia por razón de lugar) La unidades especializadas 
centralizadas tendrán competencia nacional. 


Artículo 27. (Competencia funcional) Las unidades especializadas centralizadas 
tendrán las funciones previstas en el artículo 5 literal E) de la Ley 19,334, de 14 de 
agosto de 2015. 
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Fiscalías Penales de Montevideo. 
Artículo 28. (Competencia por razón de lugar) Las Fiscalías Penales de 
Montevideo tendrán competencia en el departamento de Montevideo. 


Artículo 29. (Competencia funcional) Corresponde a las Fiscalias Penales de 
Montevideo: 

1) Dirigir la investigación de crímenes, delitos y faltas. 

2) Ejercer la titularidad de la acción penal pública e intervenir en todas las instancias 
de los procesos penales, en la forma prevista por la ley. 

3) Atender y proteger a víctimas y testigos de delitos. 

4) Intervenir en el diligenciamiento de solicitudes de cooperación jurídica 
internacional en materia penal. 

5) Intervenir en todo trámite en que las leyes lo prescriban expresamente, 


Fiscalías especializadas en crimen organizado. 
Artículo 30. (Competencia por razón de lugar) Las Fiscalias especializadas en 
Crimen Organizado tendrán la competencia territorial que determinan las leyes 
especiales en la materia. 


Artículo 31. (Competencia funcional) Las Fiscalías especializadas en Crimen 
Organizado intervendrán en todos los asuntos que sean de competencia de los 
Juzgados Letrados de Primera Instancia en lo Penal especializados en Crimen 
Organizado. 


Fiscalías de Adolescentes de Montevideo. 
Artículo 32. (Competencia por razón do lugar) Las Fiscalías de Adolescentes de 
Montevideo tendrán competencia en el departamento de Montevideo. 


Artículo 33. (Competencia funcional) Corresponde a las Fiscalías de Adolescentes 
de Montevideo ejercer la titularidad de la acción pública en las causas iniciadas por 
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infracciones de adolescentes a la ley penal, e intervenir en todas las instancias de 
tales procesos, en la forma prevista por la ley. 


Fiscalías especializadas en Violencia Doméstica. 
Artículo 34. (Competencia por razón de lugar) Las Fiscalías especializadas en 
Violencia Doméstica tendrán competencia en el departamento de Montevideo. 


Artículo 35. (Competencia funcional) Corresponde a las Fiscalias especializadas 
en Violencia Doméstica: 

1) Intervenir en las situaciones de violencia doméstica comprendidas en la Ley N* 
17.514, de 2 de julio de 2002 y concordantes. 

2) Intervenir en los asuntos previstos en los artículos 117 a 132 del Código de la 
Niñez y la Adolescencia. 


Fiscalías Civiles de Montevideo. 
Artículo 36. (Competencia por razón de lugar) Las Fiscalías Civiles de 
Montevideo tendrán competencia en el departamento de Montevideo. 


Artículo 37. (Competencia funcional) Corresponde a las Fiscalías Civiles de 
Montevideo: 

1) Promover y ejercer la acción civil en los procesos relativos a intereses difusos, 
nulidad de matrimonio, pérdida, limitación o suspensión de la patria potestad, 
nombramiento de tutor e incapacidades. 

2) Intervenir en los procesos relativos a obligaciones alimentarias en el extranjero 
(Convención sobre obtención de alimentos en el extranjero, Nueva York, 1956; y 
Convención Interamericana sobre obligaciones alimentarias, CIDIP IV, Montevideo, 
1989). 


Fiscalías de Aduana y Hacienda de Montovidoo, 
Artículo 38. (Competencia por razón de lugar) Las Fiscalías de Aduana y 


8 de noviembre de 2016 CÁMARA DE SENADORES 239-C.S. 


Hacienda de Montevideo tendrán, en materia aduanera, la misma competencia 
territorial que los Juzgados Letrados de Aduana de Montevideo, dispuesta por los 
artículos 227,1 y 232 del Código Aduanero Ley N* 19,276, de 19 de setiembre de 
2014; y en materia de Hacienda en el Departamento de Montevideo. 


Artículo 39. (Competencia funcional) Corresponde a las Fiscaliías de Aduana y 
Hacienda de Montevideo: 

1) Promover y ejercer la acción fiscal en las causas por infracciones aduaneras e 
intervenir en todas las instancias de tales procesos, en la forma prevista por la ley. 

2) Intervenir en materia fiscal y en todo otro asunto, respecto del cual las leyes lo 
prescriban expresamente. 


Fiscal Letrado Inspector. 
Artículo 40. (Competencia funcional) Corresponde al Fiscal Letrado Inspector: 
1) Controlar la regularidad con que funcionan las oficinas de la Fiscalía General de la 
Nación. 
2) Verificar el cumplimiento de los deberes funcionales por parte de los Fiscales 
Letrados y demás funcionarios de la institución. 
3) Recibir quejas de profesionales y particulares respecto del proceder de los 
Fiscales Letrados y demás funcionarios de la institución, y denunciar al Fiscal de 
Corte y Procurador General de la Nación las irregularidades que constatare. 


Fiscales Letrados Suplentos. 
Artículo 41. (Competencia funcional) A los Fiscales Letrados Suplentes 
corresponde: 
1) Subrogar con carácter específico y provisorio, cuando las necesidades del 
servicio así lo impongan, a los Fiscales Letrados Departamentales. 
2) Cumplir, cuando no estuvieren desempeñando alguna de las actividades 
precedentes, las tareas lécnicas acordes con su jerarquía, que le fueran indicadas 
por el Fiscal de Corte y Procurador General de la Nación. 
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Fiscalías Departamentales. 
Artículo 42. (Competencia por razón de lugar) Las Fiscalías Departamentales 
tendrán competencia en las circunscripciones geográficas que le sean asignadas. 


Artículo 43. (Competencia funcional) Corresponde a las Fiscalías 
Departamentales ejercer las competencias asignadas a las Fiscalias de Montevideo 
en materia Penal, de Adolescentes, en lo Civil, de Aduana y Hacienda y a las 
Fiscalías especializadas en Violencia Doméstica. 


Fiscales Letrados Adjuntos. 
Artículo 44. (Competencia funcional) Habrá Fiscales Letrados Adjuntos asignados 
a las Fiscalias de Montevideo. La ley propenderá a la creación de cargos de Fiscal 
Letrado Adjunto en el interior del país. 
Corresponde a los Fiscales Letrados Adjuntos: 
1) Investir la representación de la Fiscalía General de la Nación en el ámbito de la 
competencia de su Fiscalía, cuando su titular así lo disponga. 
2) Asistir al Fiscal Letrado respectivo en las tareas técnicas del servicio. 


Fiscales Letrados Adscriptos. 
Artículo 45. (Competencia funcional) Habrá Fiscales Letrados Adscriptos 
asignados a cada una de las Fiscalías. 
Corresponde a los Fiscales Letrados Adscriptos: 
1) Investir la representación de la Fiscalia General de la Nación en el ámbito de la 
competencia de su Fiscalia, cuando su titular así lo disponga. 
2) Realizar las tareas que le sean asignadas por el Fiscal Letrado respectivo en las 
tareas técnicas del servicio. 


CAPITULO VI 
REGIMEN ESTATUTARIO 
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Artículo 46. (Designaciones) El Fiscal de Corte y Procurador General de la Nación 
será designado por el Poder Ejecutivo previa venia del Senado de la República 
otorgada por tres quintos (3/5) del total de componentes (artículo 168 numeral 13 de 
la Constitución de la República). 

El Fiscal Adjunto de Corte, los Fiscales Letrados de Montevideo, los Fiscales 
Letrados especializados, el Fiscal Letrado Inspector, los Fiscales Letrados suplentes, 
los Fiscales Letrados Departamentales, los Fiscales Letrados Adjuntos y los Fiscales 
Letrados Adscriptos serán designados por el Poder Ejecutivo a propuesta del Fiscal 
de Corte y Procurador General de la Nación, previa venia del Senado otorgada por 
tres quintos (3/5) del total de componentes (artículo 168 numeral 13 de la 
Constitución de la República). 


Artículo 47. (Concurso) A los efectos de la elaboración de la propuesta para la 
designación de los fiscales letrados se convocará a concurso de oposición y méritos, 
el cual será sustanciado ante un tribunal de concurso designado por el Fiscal de 
Corte y Procurador General de la Nación. 

El concurso podrá ser público, limitado a los fiscales, o a éstos y los magistrados del 
Poder Judicial, según se especifique en las bases del mismo. En todos los casos 
deberá incluirse en las bases como mérito la antigúedad del concursante en la 
Fiscalía General de la Nación o en el Poder Judicial. 

Las bases del concurso serán elaboradas por el Fiscal de Corte y Procurador 
General de la Nación. 

El orden de prelación resultante del concurso tendrá una vigencia de dos (2) años, 
improrrogables. 

Los cargos de Fiscal Adjunto de Corte y de Fiscal Letrado Inspector no serán 
concursables, y se integrarán con Fiscales de jerarquía igual o inmediata anterior. 
Estos cargos podrán cesar en cualquier momento, respetándose la carrera funcional 
y los derechos adquiridos de sus soportes. 


Artículo 48. (Requisitos para las designaciones) Sin perjuicio de las normas 
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generales que regulan el ingreso a la función pública, se establecen como requisitos: 
Para ser Fiscal de Corte y Procurador General de la Nación: 

a) Cuarenta (40) años cumplidos de edad. 

b) Ciudadanía natural en ejercicio, o legal con diez (10) años de ejercicio y 
veinticinco (25) años de residencia en el país. 

c) Ser abogado con diez años de antigúedad o haberse desempeñado con esa 
calidad como Fiscal o como Juez por ocho (8) años. 

Para ser Fiscal Adjunto de Corte: 

a) Treinta y cinco (35) años cumplidos de edad. 

b) Ciudadanía natural en ejercicio, o legal con siete (7) años de ejercicio. 

c) Ser abogado con ocho (8) años de antigúedad o haberse desempeñado con esa 
calidad como Fiscal o como Juez por seis (6) años. 

Fiscal Letrado de Montevideo, Fiscal Letrado especializado, Fiscal Letrado Inspector 
y Fiscal Letrado Suplente se requiere: 

a) Ciudadanía natural en ejercicio, o legal con siete (7) años de ejercicio. 

b) Ser abogado con ocho (8) años de antigúedad o haberse desempeñado con esa 
calidad como Fiscal o como Juez por seis (5) años. 

Para ser Fiscal Letrado Departamental : 

a) Ciudadanía natural en ejercicio, o legal con cuatro (4) años de ejercicio. 

b) Ser abogado con cuatro (4) años de antigúedad o haberse desempeñado con esa 
calidad como Fiscal o como Juez por dos (2) años. 

Para ser Fiscal Letrado Adjunto: 

a) Ciudadanía natural en ejercicio, o legal con dos (2) años de ejercicio. 

b) Ser abogado con dos (2) años de antigúedad o haberse desempeñado con esa 
calidad como Fiscal o como Juez por un (1) año. 

Para ser Fiscal Letrado Adscripto: 

a) Ciudadanía natural en ejercicio, o legal con dos (2) años de ejercicio. 

b) Ser abogado. 

En ningún caso podrán ingresar a la Fiscalia General de la Nación personas que 
hubieran sido condenadas por delitos dolosos perseguibles mediante acción pública. 
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Artículo 49. (Juramento) Los fiscales al tomar posesión de sus cargos deberán 
prestar juramento de desempeñarlos bien y fielmente, y de cumplir con la 
Constitución y las leyes de la República. 

El Fiscal de Corte y Procurador General de la Nación prestará juramento ante la 
Asamblea General, 

El Fiscal Adjunto de Corte y los Fiscales Letrados prestarán juramento ante el Fiscal 
de Corte y Procurador General de la Nación. 


Artículo 50. (Inamovilidad) Los fiscales son inamovibles. Sólo podrán ser 
destituidos por las causales y en la forma prevista en la Constitución de la República. 
El Fiscal de Corte y Procurador General de la Nación durará en su cargo diez (10) 
años, de conformidad y en las condiciones establecidas en el articulo 2 inciso 3” 

de la Ley 19.334, de 14 de agosto de 2015. 


Artículo 51. Los fiscales gozarán de libertad de expresión, asociación y reunión 
conforme a la normativa nacional e internacional; podrán tomar parte de debates 
públicos sobre cuestiones relativas a las leyes, la administración de justicia, el 
fomento y protección de derechos humanos y en lodo lo relativo a la organización y 
funcionamiento del servicio que integra, entre otros. En el ejercicio de tales 
derechos, los fiscales procederán siempre de conformidad con las leyes, los 
principios y normas éticas reconocidas en su profesión. 


Artículo 52. (Incompatibilidades) Los cargos de fiscal son incompatibles con el 
ejercicio profesional, remunerado o no; con el desarrollo de actividades industriales y 
comerciales; y con el desempeño de toda otra función pública o privada retribuida, 
salvo el ejercicio de la docencia en la enseñanza superior en materia jurídica. 

También son incompatibles con cualquier función pública o privada honoraria, 
excepto aquellas especialmente conexas con el ejercicio del cargo de Fiscal. 

Cesa la incompatibilidad del ejercicio profesional cuando se trate de asuntos propios 
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o de su cónyuge o concubino, parientes consanguineos en línea recta y colateral 
hasta segundo grado y por los de personas bajo su representación legal. 

Para el ejercicio de las funciones compatibles se requiere comunicación a la Fiscalía 
de Corte y Procuraduría General de la Nación. 


Artículo 53. (Remuneración) Las remuneraciones de los fiscales se determinarán 
del siguiente modo: 

1) El Fiscal de Corte y Procurador General de la Nación recibirá una retribución 
equivalente a la de los Ministros de la Suprema Corte de Justicia. 

2) El Fiscal Adjunto de Corte, los Fiscales Letrados de Montevideo, los Fiscales 
Letrados especializados y el Fiscal Letrado Inspector, a la de los Ministros de los 
Tribunales de Apelaciones. 

3) Los Fiscales Letrados Suplentes a la de los Jueces Letrados de Primera Instancia 
de la capital. 

4) Los Fiscales Letrados Departamentales a la de los Jueces Letrados de Primera 
Instancia del interior. 

5) Los Fiscales Letrados Adjuntos a la de los Jueces de Paz Departamental de la 
capital. 

6) Los Fiscales Letrados Adscriptos a la de los Jueces de Paz de ciudad. 


Artículo 54. (Capacitación) La capacitación es una condición esencial de 
desempeño y como tal constituye un derecho y un deber de todos los integrantes de 
la Fiscalía General de la Nación; y comprende el acceso a actividades formativas y 
de actualización. 


Artículo 55, (Traslado) Los Fiscales Letrados podrán ser trasladados por resolución 
fundada, si las necesidades del servicio así lo requieren, a otras jurisdicciones 
territoriales y a otras materias, conservando su jerarquía, en tanto no se afecten los 
derechos de su carrera funcional y derechos adquiridos. 
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Artículo 56. (Licencia) Los fiscales tendrán derecho a gozar de licencia anual 
reglamentaria, que usufructuarán durante los periodos de receso de los tribunales. 
Cuando deban prestar funciones en dichos períodos, gozarán de licencia equivalente 
a los días corridos trabajados, pudiendo fraccionarlos. 

Podrán usufructuar además, aquellas licencias especiales que otorgue la 
reglamentación, 

Podrá concederse a los fiscales licencia especial sin goce de sueldo, en casos 
debidamente fundados y siempre que se asegure la continuidad en la prestación del 
servicio. El plazo máximo por el cual podrá concederse será de un año. 


Artículo 57. (Cese) Los fiscales cesarán en el desempeño de sus cargos: 
1) Por haber cumplido los setenta (70) años de edad. 

2) Por renuncia aceptada. 

3) Por destitución. 


Artículo 58, (Recusación) Cuando el fiscal actúe en calidad de tercero, podrá ser 
recusado si se comprobare interés personal en el proceso en que interviene o 
afecto, parentesco o enemistad en relación a las partes. La recusación se 
sustenciará en trámite incidental, ante el tribunal de la causa, de acuerdo al 
procedimiento previsto en los artículos 328 y 329,2 del Código General del Proceso. 
Cuando actúe en calidad de parte, no podrá ser recusado. No obstante, cualquier 
interesado podrá solicitar al Fiscal de Corte y Procurador General de la Nación el 
apartamiento del fiscal interviniente, por cualquiera de los motivos enunciados en el 
inciso precedente, quien resolverá en definitiva si lo aparta o no del asunto. 


Artículo 59. (Excusación) El fiscal que se considere incluido en alguna de las 
circunstancias mencionadas en el artículo anterior, en los artículos 17 in fine y 18, 
podrá excusarse y lo hará saber inmediatamente al Fiscal de Corte y Procurador 
General de la Nación, quien resolverá en definitiva si lo aparta o no del asunto. 
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Si el que se excusa es el Fiscal de Corte y Procurador General de la Nación, su 
solicitud será resuelta por una comisión especial integrada a esos efectos por los 
tres Fiscales Letrados de Montevideo más antiguos en dicho cargo. A igualdad de 
antigúedad en el cargo de fiscal letrado de Montevideo, se tomará la antigúedacd en 
la Fiscalía General de la Nación. 


Artículo 60. (Abstención) Los fiscales pueden pedir el derecho de abstención por 
razones de decoro o delicadeza no enunciados entre los motivos de recusación. La 
abstención debe ser solicitada al Fiscal de Corte y Procurador General de la Nación, 
quien resolverá en definitiva si autoriza o no a apartarse del asunto. 

Si quien solicita abstenerse es el Fiscal de Corte y Procurador General de la Nación, 
su solicitud se tramitará de conformidad con el procedimiento previsto en el inciso 2? 
del artículo anterior. 


Artículo 61. (Subrogación) La subrogación del Fiscal de Corte y Procurador 
General de la Nación, por razones de licencia, vacancia temporal o definitiva, 
recusación, excusación o abstención, tanto en el orden jurisdiccional como en el 
orden administrativo, corresponderá al Fiscal Adjunto de Corte. Si éste se encontrare 
a su vez impedido, se sorteará al subrogante entre los Fiscales Penales de 
Montevideo. 

Los Fiscales Letrados serán subrogados por otro Fiscal Letrado de su misma 
categoría o por un integrante del equipo técnico de la Fiscalía subrogada, en la 
forma que determine la reglamentación. 


Artículo 62. (Prerrogativas procesales) Los fiscales no tienen el deber de 
comparecer personalmente a declarar como testigos, pudiendo brindar su 
declaración en la forma prevista en las normas procesales vigentes. 


Artículo 63. (Deberes funcionales) Los fiscales quedan sujetos a las siguientes 
obligaciones: 
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1) Residir en el lugar donde tenga asiento la Fiscalía correspondiente o dentro del 
radio que establezca la reglamentación. 

En casos especiales de imposibilidad, debidamente justificados, el Fiscal de Corte y 
Procurador General de la Nación podrá conceder autorización temporal para residir 
en otro lugar. 

2) Asistir diariamente a su despacho y cumplir el horario mínimo de labor que 
establezca la reglamentación. 

3) Concurrir a las audiencias y actos de instrucción que refieran a asuntos en los que 
deba intervenir en cumplimiento de sus funciones. 

4) Cumplir con las obligaciones inherentes a su cargo y hacerlas cumplir a sus 
subordinados. 

5) Expedir sus dictámenes dentro de los términos fijados por las normas procesales 
vigentes. 

6) Abstenerse de hacer públicos o facilitar de cualquier modo la difusión de 
antecedentes e informaciones sobre cuestiones o asuntos de naturaleza reservada 
en los que conozcan, o en que intervengan o hubieran intervenido en razón de sus 
funciones, sin perjuicio del principio de transparencia. 

7) Desempeñar éticamente sus funciones, con prontitud, diligencia y 
responsabilidad. 

8) Guardar el debido respeto a todas las personas con las cuales se relacionen en 
razón del cumplimiento de su cargo. 

9) Abstenerse de participar en cualquier acto público o privado de carácter político, 
salvo el voto. 


Artículo 64. (Deber de vigilancia) Siempre que un Fiscal, conociendo en cualquier 
asunto, encontrare en la actuación de un Juez o Tribunal mérito suficiente en su 
concepto para la imposición de corrección disciplinaria, deberá formular denuncia 
circunstanciada del caso ante el Fiscal de Corte y Procurador General de la Nación, 
para que este proceda según viere del caso corresponder. 
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Artículo 65. (Disciplina en el ámbito procesal) Los jueces y tribunales no pueden 
corregir disciplinariamente a los fiscales, sin perjuicio de las atribuciones que la ley 
les confiere para mantener el orden de los procesos y la dirección de las audiencias. 
Sin embargo, cuando los fiscales, en el ejercicio de sus funciones, no cumplan con 
los deberes de su cargo, o comprometan el honor, la delicadeza o la dignidad del 
mismo, los jueces o tribunales pondrán esos hechos en conocimiento del Fiscal de 
Corte y Procurador General de la Nación. 

Cuando el incumplimiento se atribuya al Fiscal de Corte y Procurador General de la 
Nación, será la Suprema Corte de Justicia quien pondrá esos hechos en 
conocimiento del Poder Ejecutivo. 


CAPITULO VII 
REGIMEN DISCIPLINARIO. 
Artículo 66. (Potestad disciplinaria) El ejercicio de la potestad disciplinaria 
respecto de los fiscales letrados se regirá en lo aplicable por las normas establecidas 
en los artículos 70 a 72 y 76 a 79 de la Ley 19.121, de 20 de agosto de 2013 
(Estatuto del Funcionario Público de la Administración Central). 


Artículo 67. (Clasificación de las faltas) Las faltas, al momento de imputarse, se 
deberán clasificar en leves, graves y muy graves, de acuerdo a lo dispuesto en los 
artículos siguientes. 


Artículo 68. (Faltas leves) Se considerarán faltas leves, las siguientes: 

a) incumplir las tareas o funciones inherentes al cargo. 

b) Faltar al trabajo sin aviso ni causa justificada o incumplir el horario mínimo de 
labor que establezca la reglamentación. 

c) Actuar en forma irrespetuosa con relación a cualquier persona con la que deba 
relacionarse en razón del cumplimiento de su cargo. 

d) Descuidar el uso de los muebles y demás elementos provistos para el ejercicio de 
la función. 
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Artículo 69. (Faltas graves) Se considerarán faltas graves, las siguientes: 

a) Ausencia injustificada a su trabajo, en forma prolongada o reiterada. 

b) Violación de los principios éticos, que comprometiere el decoro del cargo. 

c) Incumplir en forma reiterada o contumaz las tareas o funciones inherentes al 
cargo. 

d) Incumplir el deber de residencia. 

e) Expedir los dictámenes vencidos los plazos procesales vigentes. 

f) Incumplir en forma reiterada e injustificada la obligación de asistencia a las 
audiencias o actos de instrucción en los que deban intervenir. 

g) Ejercer actividades o funciones incompatibles con el ejercicio del Ministerio 
Público. 

h) Violar el deber de reserva o difundir antecedentes e informaciones sobre 
cuestiones o asuntos de naturaleza reservada en que conozcan. 

1) Participar en cualquier acto público o privado de carácter político, salvo el voto. 

j) Omitir hacer cumplir a los funcionarios a su cargo las obligaciones funcionales. 

k) Contraer obligaciones pecuniarias con los funcionarios a su cargo. 

1) Incurrir en algunas de las infracciones previstas en el artículo 17 de la Ley 17.060, 
de 23 de diciembre de 1998, relativas a la declaración jurada de bienes e ingresos. 
m) No excusarse en un proceso a sabiendas de que existen motivos para solicitar su 
apartamiento. 

n) Dictaminar cometiendo error inexcusable, 

0) Incumplir resoluciones o circulares de la Fiscalia General de la Nación. 

p) Incumplir instrucciones generales impartidas por el Fiscal de Corte y Procurador 
General de la Nación. 


Artículo 70. (Faltas muy graves) Se considerarán faltas muy graves, las siguientes: 
a) Desempeñar el cargo con ineptitud: se entiende por ineptitud la carencia de 
idoneidad, la incapacidad personal o inhabilitación profesional. 

b) Incurrir en grave omisión en el desempeño del cargo: se entiende por grave 
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omisión el incumplimiento contumaz de las obligaciones funcionales; cualquier 
conducta en el ejercicio del cargo que afecte el buen nombre o el prestigio de la 
institución; acciones úu omisiones en el ejercicio del cargo, cuando de ellas pueda 
resultar perjuicio para el interés público; ejercer el cargo con abuso de autoridad; 
ejercer maltrato físico, psicológico o verbal en el cumplimiento de sus funciones. 

Cc) Cometer delito: se entiende por delito toda conducta típica, antijurídica y culpable, 
por la que el funcionario sea condenado penalmente. En todos los casos de 
sometimiento de un fiscal a la justicia penal, o de condena ejecutoriada, se 
apreciarán las circunstancias y situación del mismo, a efectos de solicitar o no la 
destitución. 


Artículo 71. (Sanciones) En caso que se configuren las faltas previstas en los 
artículos precedentes el Fiscal de Corte y Procurador General de la Nación, podrá 
imponer a los fiscales, las siguientes sanciones disciplinarias: 

1) Amonestación. 

2) Apercibimiento y censura en forma oral del Fiscal de Corte y Procurador General 
de la Nación, labrándose acta de la respectiva diligencia. 

3) Suspensión en el ejercicio del cargo hasta por el término de seis (6) meses. La 
suspensión hasta de tres (3) meses será sin goce de sueldo, o con la mitad de 
sueldo según la gravedad del caso. La que exceda de este último término será 
siempre sin goce de sueldo. 

4) Pérdida del derecho al ascenso por uno (1) a cinco (5) años. 

5) Descenso a la categoría inmediata inferior. 

6) Destitución en caso de ineptitud, omisión o delito, previa venia del Senado. 

Las causas por faltas disciplinarias se resolverán previo sumario administrativo, que 
se regirá por las normas constitucionales, legales y reglamentarias correspondientes. 


Artículo 72. (Determinación de las sanciones) La comprobación de las faltas leves 
ameritarán las sanciones de amonestación, apercibimiento o suspensión hasta por 
treinta (30) días. 
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Las faltas graves ameritarán las sanciones de suspensión entre treinta (30) días y 
hasta un máximo de (6) seis meses, pérdida del derecho de ascenso y/o descenso a 
la categoría inmediata inferior por el plazo máximo de (2) dos años. 

Las faltas muy graves podrán ameritar la destitución, o en su defecto la aplicación de 
cualquiera de las sanciones enumeradas en el inciso anterior. 


Artículo 73. (Criterios de graduación de la sanción) Toda sanción disciplinaria se 
graduará teniendo en cuenta las siguientes circunstancias: 

1) El deber funcional violentado. 

2) El grado en que se haya vulnerado la normativa aplicable. 

3) La gravedad de los daños causados. 

4) El descrédito para la imagen pública de la Administración. 

5) La jerarquía del funcionario. 

5) El grado de afectación del servicio. 

7) Los antecedentes en la función y la reincidencia. 

B) Las circunstancias de tiempo, lugar, modo y ocasión. 

9) La actitud posterior al hecho, la admisión de la falta y la reparación del daño si lo 
hubiere. 


Artículo 74. (Destitución o remoción del Fiscal de Corte y Procurador General 
de la Nación) El Fiscal de Corte y Procurador General de la Nación sólo podrá ser 
destituido o removido de su cargo por el Poder Ejecutivo, previa venia de la Cámara 
de Senadores o de la comisión permanente en su caso, otorgada por la misma 
mayoría que para su designación; sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 198 de 
la Constitución de la República. 


CAPITULO Vil! 
DISPOSICIONES VARIAS 
Artículo 75. (Nuevas denominaciones) A partir de la entrada en vigencia de la 
presente ley: 
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1) Las Fiscalías Letradas Nacionales de lo Penal, de lo Civil y de Aduana y Hacienda 
pasarán a denominarse respectivamente Fiscalías Penales de Montevideo, Fiscalías 
Civiles de Montevideo y Fiscalías de Aduana y Hacienda de Montevideo. 

2) Las Fiscalías de lo Penal especializadas en Crimen Organizado pasarán a 
denominarse Fiscalías especializadas en Crimen Organizado. 

3) Las Fiscallas Letradas Nacionales de Menores pasarán a denominarse Fiscalías 
de Adolescentes de Montevideo. 

4) Las Fiscalías Letradas Nacionales en lo Civil especializadas en Violencia 
Doméstica pasarán a denominarse Fiscalias especializadas en Violencia Doméstica. 
5) Las Fiscalías Letradas Departamentales pasarán a denominarse Fiscalías 
Departamentales. 


Artículo 76. (Derogaciones) Derógase el Decreto-Ley N* 15.365, de 30 de 
diciembre de 1982, y toda otra disposición legal que se oponga a lo dispuesto en la 
presente ley. 


Artículo 77. (Disposición transitoria) Las disposiciones contenidas en los 
numerales 1), 2) y 4) del artículo 15 y en los numerales 1) y 3) del artículo 29 regirán 
a partir de la entrada en vigencia del Código del Proceso Penal aprobado por Ley N” 
19.293, de fecha 19 de diciembre de 2014, 
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Disposiciones citadas 


CONSTITUCIÓN DE LA REPÚBLICA 


SECCION IX 
DEL PODER EJECUTIVO 
CAPITULO lll 


Artículo 168.- Al Presidente de la República, actuando con el Ministro o Ministros 
respectivos, o con el Consejo de Ministros, corresponde: 


1%) La conservación del orden y tranquilidad en io interior, y la seguridad en lo 
exterior. 


2*) El mando superior de todas las Fuerzas Armadas. 


3%) Dar retiros y arreglar las pensiones de los empleados civiles y militares conforme 
a las leyes. 


4%) Publicar y circular, sin demora, todas las leyes que, conforme a la Sección VII, se 
hallen ya en estado de publicar y circular, ejecutarlas, hacerlas ejecutar, 
expidiendo los reglamentos especiales que sean necesarios para su ejecución. 


5%) Informar al Poder Legislativo, al inaugurarse las sesiones ordinarias, sobre el 
estado de la República y las mejoras y reformas que considere dignas de su 
atención. 


6%) Poner objeciones o hacer observaciones a los proyectos de ley que le remita el 
Poder Legislativo, y suspender u oponerse a su promulgación, en la forma 
prevista en la Sección VII. 


7%) Proponer a las Cámaras proyectos de ley o modificaciones a las leyes 
anteriormente dictadas. Dichos proyectos podrán ser remitidos con declaratoria de 
urgente consideración. 


La declaración de urgencia deberá ser hecha simultáneamente con la remisión de 
cada proyecto, en cuyo caso deberán ser considerados por el Poder Legislativo 
dentro de los plazos que a continuación se expresan, y se tendrán por 
sancionados si dentro de tales plazos no han sido expresamente desechados, ni 
se ha sancionado un proyecto sustitutivo. Su trámite se ajustará a las siguientes 


reglas: 


a) El Poder Ejecutivo no podrá enviar a la Asamblea General más de un proyecto 
de ley con declaratoria de urgente consideración simultáneamente, ni enviar un 
nuevo proyecto en tales condiciones mientras estén corriendo los plazos para 
la consideración legislativa de otro anteriormente enviado; 
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b) no podrán merecer esta calificación los proyectos de Presupuesto, ni aquellos 
para cuya sanción se requiera el voto de tres quintos o dos tercios del total de 
componentes de cada Cámara; 


c) cada Cámara por el voto de los tres quintos del total de sus componentes, 
podrá dejar sin efecto la declaratoria de urgente consideración, en cuyo caso 
se aplicarán a partir de ese momento los trámites normales previstos en 
la Sección VII; 


d) la Cámara que reciba en primer lugar el proyecto deberá considerarlo dentro 
de un plazo de cuarenta y cinco días. Vencidos los primeros treinta días la 
Cámara será convocada a sesión extraordinaria y permanente para la 
consideración del proyecto. Una vez vencidos los quince días de tal 
convocatoria sin que el proyecto hubiere sido expresamente desechado se 
reputará aprobado por dicha Cámara en la forma en que lo remitió el Poder 
Ejecutivo y será comunicado inmediatamente y de oficio a la otra Cámara; 


e) la segunda Cámara tendrá treinta días para pronunciarse y si aprobase un 
texto distinto al remitido por la primera lo devolverá a ésta, que dispondrá de 
quince días para su consideración. Vencido este nuevo plazo sin 
pronunciamiento expreso el proyecto se remitirá inmediatamente y de oficio a 
la Asamblea General. Si venciere el plazo de treinta días sin que el proyecto 
hubiere sido expresamente desechado, se reputará aprobado por dicha 
Cámara en la forma en que lo remitió el Poder Ejecutivo y será comunicado a 
éste inmediatamente y de oficio, si así correspondiere, o en la misma forma a 
la primera Cámara, si ésta hubiere aprobado un texto distinto al del Poder 
Ejecutivo; 


f) la Asamblea General dispondrá de diez días para su consideración. Si 
venciera este nuevo plazo sin promunciamiento expreso se tendrá por 
sancionado el proyecto en la forma en que lo votó la última Cámara que le 
prestó expresa aprobación. 


La Asamblea General, si se pronunciare expresamente, lo hará de 
conformidad con el artículo 135; 


g) cuando un proyecto de ley con declaratoria de urgente consideración fuese 
desechado por cualquiera de las dos Cámaras, se aplicará lo dispuesto por 
el artículo 142; 


h) el plazo para la consideración por la primera Cámara empezará a correr a 
partir del día siguiente al del recibo del proyecto por el Poder Legislativo. Cada 
uno de los plazos ulteriores comenzará a correr automáticamente al vencer el 
plazo inmediatamente anterior o a partir del día siguiente al del recibo por el 
órgano correspondiente si hubiese habido aprobación expresa antes del 
vencimiento del término. 


8?) Convocar al Poder Legislativo a sesiones extraordinarias con determinación de los 
asuntos materia de la convocatoria y de acuerdo con lo que se establece en 
el artículo 104. 
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9%) Proveer los empleos civiles y militares, conforme a la Constitución y a las leyes. 


10) Destituir los empleados por ineptitud, omisión o delito, en todos los casos con 
acuerdo de la Cámara de Senadores o, en su receso, con el de la Comisión 
Permanente, y en el último, pasando el expediente a la Justicia. Los funcionarios 
diplomáticos y consulares podrán, además, ser destituidos, previa venia de la 
Cámara de Senadores, por la comisión de actos que afecten su buen nombre o el 
prestigio del país y de la representación que invisten. Si la Cámara de Senadores 
o la Comisión Permanente no dictara resolución definitiva dentro de los noventa 
días, el Poder Ejecutivo prescindirá de la venia solicitada, a los efectos de la 
destitución. 


11) Conceder los ascensos militares conforme a las leyes, necesitando, para los de 
Coronel y demás Oficiales Superiores, la venla de la Cámara de Senadores o, en 
su receso, la de la Comisión Permanente. 


12) Nombrar el personal consular y diplomático, con obligación de solicitar el acuerdo 
de la Cámara de Senadores, o de la Comisión Permanente hallándose aquélla en 
receso, para los Jefes de Misión. Si la Cámara de Senadores o la Comisión 
Permanente no dictaran resolución dentro de los sesenta días el Poder Ejecutivo 
prescindirá de la venia solicitada. 


Los cargos de Embajadores y Ministros del Servicio Exterior serán considerados 
de particular confianza del Poder Ejecutivo, salvo que la ley dictada con el voto 
conforme de la mayoría absoluta del total de componentes de cada Cámara 
disponga lo contrario. 


13) Designar al Fiscal de Corte y a los demás Fiscales Letrados de la República, con 
venia de la Cámara de Senadores o de la Comisión Permanente en su caso, 
otorgada siempre por tres quintos de votos del total de componentes. La venia no 
será necesaria para designar al Procurador del Estado en lo Contencioso 
Administrativo, ni los Fiscales de Gobierno y de Hacienda. 


14) Destituir por sí los empleados militares y policiales y los demás que la ley declare 
amovibles. 


15) Recibir Agentes Diplomáticos y autorizar el ejercicio de sus funciones a los 
Cónsules extranjeros. i 


16) Decretar la ruptura de relaciones y, previa resolución de la Asamblea General, 
declarar la guerra, si para evitarla no diesen resultado el arbitraje u otros medios 
pacíficos. 


17) Tomar medidas prontas de seguridad en los casos graves e imprevistos de ataque 
exterior o conmoción interior, dando cuenta, dentro de las veinticuatro horas a la 
Asamblea General, en reunión de ambas Cámaras o, en su caso, a la Comisión 
Permanente, de lo ejecutado y sus motivos, estándose a lo que éstas últimas 
resuelvan. 


En cuanto a las personas, las medidas prontas de seguridad sólo autorizan a 
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arrestarlas o trasladarlas de un punto a otro del territorio, siempre que no optasen 
por salir de él. También esta medida, como las otras, deberá someterse, dentro de 
las veinticuatro horas de adoptada, a la Asamblea General en reunión de ambas 
Cámaras o, en su caso, a la Comisión Permanente, estándose a su resolución. 


El arresto no podrá efectuarse en locales destinados a la reclusión de 
delincuentes. 


18) Recaudar las rentas que, conforme a las leyes deban serlo por sus dependencias, 
y darles el destino que según aquéllas corresponda. 


19) Preparar y presentar a la Asamblea General los presupuestos, de acuerdo a lo 
establecido en la Sección XIV, y dar cuenta instruida de la inversión hecha de los 
anteriores. 


20) Concluir y suscribir tratados, necesitando para ratificarlos la aprobación del Poder 
Legislativo. 


21) Conceder privilegios industriales conforme a las leyes. 


22) Autorizar o denegar la creación de cualesquier Bancos que hubieren de 
establecerse. 


23) Prestar, a requerimiento del Poder Judicial, el concurso de la fuerza pública. 


24) Delegar por resolución fundada y bajo su responsabilidad política las atribuciones 
que estime convenientes. 


25) El Presidente de la República firmará las resoluciones y comunicaciones del 
Poder Ejecutivo con el Ministro o Ministros a que el asunto corresponda, requisito 
sin el cual nadie estará obligado a obedecerlas. 


No obstante el Poder Ejecutivo podrá disponer que determinadas resoluciones se 
establezcan por acta otorgada con el mismo requisito precedentemente fijado. 


26) El Presidente de la República designará libremente un Secretario y un 
Prosecretario, quienes actuarán como tales en el Consejo de Ministros. 


Ambos cesarán con el Presidente y podrán ser removidos o reemplazados por 
éste, en cualquier momento. 


SECCION XI 
DE LOS ENTES AUTONOMOS Y DE LOS SERVICIOS DESCENTRALIZADOS 
CAPITULO 1 


Artículo 191.- Los Entes Autónomos, los Servicios Descentralizados y, en general, 
todas las administraciones autónomas con patrimonio propio, cualquiera sea su 
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naturaleza juridica, publicarán periódicamente estados que reflejen claramente su vida 
financiera. La ley fijará la norma y número anual de los mismos y todos deberán llevar 
la visación del Tribunal de Cuentas. 


Artículo 197.- Cuando el Poder Ejecutivo considere inconveniente o ilegal la gestión 
o los actos de los Directorios o Directores Generales, podrá hacerles las 
observaciones que crea pertinentes, así como disponer la suspensión de los actos 
observados. 


En caso de ser desatendidas las observaciones, el Poder Ejecutivo podrá disponer 
las rectificaciones, los correctivos o remociones que considere del caso, 
comunicándolos a la Cámara de Senadores, la que en definitiva resolverá. Se aplicará, 
en lo pertinente, lo dispuesto en los incisos segundo y tercero del artículo 198. 


Artículo 198.- Lo dispuesto en el artículo precedente es sin perjuicio de la facultad 
del Poder Ejecutivo de destituir a los miembros de los Directorios o a los Directores 
Generales con venia de la Cámara ce Senadores, en caso de ineptitud, omisión o 
delito en el ejercicio del cargo o de la comisión de actos que afecten su buen nombre o 
el prestigio de la institución a que pertenezcan. 


Si la Cámara de Senadores no se expidiera en el término de sesenta días, el Poder 
Ejecutivo podrá hacer efectiva la destitución. 


Cuando lo estime necesario, el Poder Ejecutivo, actuando en Consejo de Ministros, 
podrá reemplazar a los miembros de Directorios o Directores Generales cuya venia de 
destitución se solicita, con miembros de Directorios o Directores Generales de otros 
Entes, con carácter interino y hasta que se produzca el pronunciamiento del Senado. 


Les destituciones y remociones previstas en este artículo y en el anterior, no darán 
derecho a recurso alguno ante el Tribunal de lo Contencioso Administrativo. 


SECCION XV 
DEL PODER JUDICIAL 
CAPITULO V 


Artículo 246.- Los Jueces Letrados con efectividad en el cargo, durarán en sus 
funciones todo el tiempo de su buena comportación hasta el límite establecido en 
elartículo 250. No obstante, por razones de buen servicio, la Suprema Corte de 
Justicia podrá trasladarlos en cualquier tiempo, de cargo o de lugar, o de ambas 
cosas, con tal que ese traslado se resuelva después de oido el Fiscal de Corte y con 
sujeción a los siguientes requisitos: 


1%) Al voto conforme de tres de los miembros de la Suprema Corte en favor del 
traslado si el nuevo cargo no implica disminución de grado o de remuneración, o 
de ambos extremos, con respecto al anterior. 


2”) Al voto conforme de cuatro de sus miembros en favor del traslado, si el nuevo 
cargo implica disminución de grado o de remuneración, o de ambos extremos, con 
respecto al anterior, 
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Ley N* 19.334, 
de 14 de agosto de 2015 


CAPÍTULO 1 
DENOMINACIÓN, PERSONERÍA Y ADMINISTRACIÓN 


Artículo 1*. (Naturaleza, personería y domicilio).- Créase la Fiscalía General de la 
Nación como servicio descentralizado, institución que ejercerá el Ministerio Público y 
Fiscal. 


Este servicio descentralizado sustituye a la unidad ejecutora 019 "Fiscalía de Corte y 
Procuraduría General de la Nación" del Inciso 11 "Ministerio de Educación y Cultura”. 
Es persona jurídica y tiene su domicilio principal en la capital de la República sin 
perjuicio de las dependencias instaladas o que se instalen en todo el territorio del país. 
A todos los efectos la Fiscalía General de la Nación se relacionará con el Poder 
Ejecutivo a través del Ministerio de Educación y Cultura. 


Artículo 2”. (Dirección General).- La Fiscalía General de la Nación será dirigida por 
un Director General que tendrá los cometidos y atribuciones que se establecen en la 
presente ley, 


El cargo de Director General del servicio descentralizado Fiscalía General de la 
Nación será ocupado por el Fiscal de Corte y Procurador General de la Nación. 


El Fiscal de Corte y Director General designado durará diez años en su cargo y no 
podrá ser reelecto sin que medien cinco años entre un periodo y otro, sin perjuicio de 
cesar indefectiblemente en el cargo al cumplir setenta años de edad. 


En caso de licencia o vacancia temporal o definitiva del Director General lo 
subrogará el Fiscal Adjunto de Corte, hasta el reintegro del titular o nuevo 
nombramiento, sin perjuicio de las disposiciones que regulan la subrogación del Fiscal 
de Corte y Procurador General de la Nación en el orden judicial. 


CAPÍTULO Il 
COMETIDOS Y COMPETENCIAS 


Artículo 3”. (Cometidos de la Fiscalía General de la Nación).- A la Fiscalía General 
de la Nación le compete ejercer las funciones del Ministerio Público y Fiscal, conforme 
a las disposiciones vigentes. 


'*. (Observaciones del Poder Ejecutivo).- Interprétase el artículo 197 de la 
Constitución de la República respecto del servicio descentralizado Fiscalía General de 
la Nación, en el sentido de que las atribuciones asignadas por dicha disposición al 
Poder Ejecutivo refieren únicamente al funcionamiento administrativo de aquél, no 
comprendiendo la competencia ni el ejercicio del Ministerio Público y Fiscal en sus 
distintos niveles. 
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CAPÍTULO Ill 
ÓRGANO DE DIRECCIÓN 


Artículo 5”. (Competencia del Director General).- Sin perjuicio de la competencia 
que la Constitución de la República y las leyes le asignan al Fiscal de Corte y 
Procurador General de la Nación, al Director General le corresponde: 


A) Ejercer la jefatura de la Fiscalía General de la Nación. 


B) Proyectar el presupuesto de sueldos, gastos e inversiones conforme con lo 
dispuesto en el artículo 220 de la Constitución de la República. 


C) Ser ordenador primario de gastos y pagos de conformidad con las normas 
vigentes en la materia, gravar y enajenar los bienes inmuebles y muebles del 
servicio y administrar sus bienes y recursos, 


D) Ejercer la potestad disciplinaria sobre todo el personal, de conformidad con las 
normas del respectivo Estatuto. 


E) Crear, modificar y suprimir unidades especializadas centralizadas en las materias 
que entienda pertinente, para desempeñar funciones de asesoramiento, análisis, 
coordinación, capacitación, elaboración y difusión, sin perjuicio del ejercicio del 
Ministerio Público y Fiscal, el cual se regirá conforme a lo dispuesto en la ley 
orgánica. 


F) Designar, promover, trasladar y destituir a los funcionarios de su dependencia, 
pudiendo realizar las contrataciones de personal que considere necesarias dentro 
del marco legal vigente. La destitución de funcionarios sólo podrá disponerse por 
ineptitud, omisión o delito, previo sumario instruido con las garantías del debido 
proceso. 


G) Determinar la organización administrativa de sus dependencias y, en general, 
dictar reglamentos, disposiciones y resoluciones, así como realizar todos los actos 
jurídicos y operaciones materiales necesarios para el cumplimiento de la presente 
ley y el funcionamiento regular y eficiente de los servicios. 


H) Delegar por resolución fundada sus atribuciones, sin perjuicio de las facultades de 
avocación. 


I) Proponer al Poder Ejecutivo la designación y la destitución de los Fiscales, 
Secretarios Letrados y Prosecretarios Letrados de la Fiscalia General de la 
Nación. 


La destitución de los Fiscales, Secretarios Letrados y Prosecretarios Letrados 
sólo podrá ser dispuesta por el Poder Ejecutivo, previa venia de la Cámara de 
Senadores otorgada por tres quintos de votos del total de componentes, por causa 
de ineptitud, omisión o delito o por comisión de actos en el ejercicio del cargo que 
afecten su buen nombre o el prestigio de la institución. 
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J) Disponer el traslado de los Fiscales a sedes de similar categoria y designar a los 
que actuarán durante el periodo de ferias judiciales o periodos de licencia y el de 
sus respectivos subrogantes. 


K) Disponer, cuando correspondan, las subrogaciones de los Fiscales, ciñéndose al 
régimen legal y reglamentario que las determine. 


L) Representar a la Fiscalía General de la Nación sin perjuicio de la posibilidad de 
conferir mandatos y de las potestades propias de los Fiscales. 


M) Celebrar convenios con entidades públicas o privadas, internacionales o 
nacionales, en la materia específica de su competencia, sin perjuicio de lo 
establecido por el inciso cuarto del artículo 185 de la Constitución de la República. 


N) Proyectar, dentro del plazo de ciento ochenta días a partir de la promulgación de 
la presente ley, el reglamento general del organismo, elevándolo al Poder 
Ejecutivo para su aprobación. 


CAPÍTULO IV 
PATRIMONIO Y RECURSOS 

Artículo 6*. (Del patrimonio).- El patrimonio de la Fiscalía General de la Nación 
estará integrado por todos los bienes muebles e inmuebles propiedad del Estado, 
actualmente afectados al servicio de la unidad ejecutora 019 "Fiscalía de Corte y 
Procuraduría General de la Nación” del Inciso 11 "Ministerio de Educación y Cultura”, y 
los que adquiera en el futuro a cualquier título, y por todos los derechos y obligaciones 
igualmente afectados. 


Artículo 7*. (De los recursos).- Serán recursos de la Fiscalía General de la Nación: 


A) Los recursos y partidas que le sean asignados por normas presupuestales u otras 
disposiciones legales. 


B) Los frutos civiles o naturales de sus bienes propios. 
C) Los importes de legados, herencias y donaciones que se efectúen a su favor. 
D) Los que se generen por autorización de otras normas legales. 


Artículo 8”. (Presupuesto).- El Presupuesto de la Fiscalía General de la Nación 
queda comprendido en lo establecido en el artículo 220 de la Constitución de la 
República. 


En la administración y ejecución financiera del presupuesto asignado se observarán 
las previsiones de las normas de contabilidad y administración financiera del Estado. 


Artículo 9” (Exenciones).- La Fiscalía General de la Nación estará exenta de toda 
clase de tributos nacionales, aun de aquellos previstos en leyes especiales, 
exceptuadas las contribuciones de seguridad social. 
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Artículo 10. (Expropiación).- Declárase de utilidad pública y comprendida en el 
artículo 4% de la Ley N*3.958, de 28 de marzo de 1912, y sus modificativas, la 
expropiación de los bienes necesarios para el cumplimiento de los cometidos de la 
Fiscalía General de la Nación. 


Artículo 11. (Transferencias de dominio).- La transferencia del dominio a favor de la 
Fiscalía General de la Nación de los bienes del Estado referidos en el artículo 6* 
operará de pleno derecho. El Poder Ejecutivo determinará por resolución los bienes 
inmuebles comprendidos en esta transferencia y los registros públicos procederán a su 
registración con la sola presentación del testimonio notarial de esta resolución. 


CAPÍTULO V 
RECURSOS HUMANOS 


Artículo 12. (Personal).- Los funcionarios que actualmente prestan servicios en la 
unidad ejecutora 019 "Fiscalía de Corte y Procuraduría General de la Nación" del 
Inciso 11 "Ministerio de Educación y Cultura" quedan incorporados, desde la fecha de 
promulgación de la presente ley a la Fiscalía General de la Nación, manteniéndose los 
niveles retributivos. 


Dentro del plazo de ciento ochenta días desde la promulgación de la presente ley, el 
Director General elaborará y elevará al Poder Ejecutivo, a los efectos previstos en el 
literal E) del artículo 59 de la Constitución de la República, el anteproyecto de Estatuto 
del Funcionario, estableciendo identificación de funciones y puestos de trabajo, 
descripción de cargos y régimen laboral, sistema de retribución, condiciones de 
ingreso, capacitación y desarrollo, ascenso, descanso, licencias, suspensiones o 
traslados, régimen disciplinario y demás componentes de la carrera funcional. 


Artículo 13, (Principio de no afectación).- Ninguna transformación de órganos o 
cargos que se efectúe por la presente ley o por las normas reglamentarias que se 
dictaren podrá significar disminución «o afectación de las retribuciones o 
compensaciones complementarias que por todo concepto perciben los actuales 
titulares de las mismas, así como tampoco de los derechos adquiridos en la carrera 
administrativa en el Ministerio Público y Fiscal, efectivizándose la modificación al vacar 
la titularidad del cargo actual. 


CAPÍTULO VI 
PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO 
Artículo 14. (Procedimiento administrativo).- La Fiscalía General de la Nación 
dictará, en un plazo de ciento ochenta días a partir de la promulgación ce la presente 
ley, las disposiciones relativas al procedimiento administrativo en general. 
CAPÍTULO Vil 
DISPOSICIONES VARIAS 
Artículo 15. (Aplicación  normativa).- Hasta tanto se dicten las normas 
correspondientes al reglamento general del organismo, así como al Estatuto de los 


funcionarios de todas las categorias, estos aspectos se regularán por las normas que 
actualmente rigen el funcionamiento de la unidad ejecutora 019 "Fiscalía de Corte y 
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Procuraduría General de la Nación" del Inciso 11 "Ministerio de Educación y Cultura", 
en todo cuanto las mismas no se opongan a las disposiciones de la presente ley. 


Artículo 16.- Hasta tanto se promulgue el primer presupuesto para el servicio 
descentralizado que se crea por esta ley, regirá el que a la fecha de su promulgación 
tenía el Inciso 11 "Ministerio de Educación y Cultura", con destino a la unidad 
ejecutora 019 "Fiscalía de Corte y Procuraduría General de la Nación”, incluyendo la 
totalidad de los créditos, cargos presupuestales y recursos, cualquiera sea su 
naturaleza. 


Artículo 17 (Director General).- El Fiscal de Corte y Procurador General de la 
Nación en ejercicio del cargo a la fecha de promulgación de la presente ley ocupará la 
Dirección General de la Fiscalía General de la Nación hasta la finalización de su 
mandato. 


Artículo 18. (Remisión).- A partir de la fecha de la promulgación de la presente ley 
todas las referencias efectuadas al Ministerio Público y Fiscal o a la Fiscalía de Corte y 
Procuraduría General de la Nación contenidas en disposiciones legales o 
reglamentarias deberán entenderse realizadas a la Fiscalía General de la Nación. 
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Ley N* 19.293, 
de 19 de diciembre de 2014 
CÓDIGO DEL PROCESO PENAL 


LIBRO 1 
DISPOSICIONES GENERALES 


TÍTULO 1 
DE LOS PRINCIPIOS BÁSICOS Y DEL RÉGIMEN DE LA 
NORMA PROCESAL PENAL 


CAPÍTULO | 
PRINCIPIOS BÁSICOS 


Artículo 1? (Debido proceso legal)- No se aplicarán penas ni medidas de 
seguridad sino en cumplimiento de una sentencia ejecutoriada, emanada de tribunal 
competente en virtud de un proceso tramitado legalmente. 


Artículo 2*. (Juez natural).- Los tribunales serán imparciales e independientes y 
estarán instituidos por la ley, de acuerdo con la Constitución de la República. Sus 
titulares serán designados conforme a normas generales y objetivas y nunca para un 
caso determinado. 


Artículo 3”. (Reconocimiento de la dignidad humana).- Toda persona, cualquiera 
sea su posición en el proceso y en particular la víctima de un delito y aquel a quien se 
le atribuya su comisión, deben ser tratados con el respeto debido a la dignidad del ser 
humano. 


Artículo 4*. (Tratamiento como inocente).- Ninguna persona a quien se le atribuya 
un delito debe ser tratada como culpable, mientras no se establezca su 
responsabilidad por sentencia ejecutoriada. 


Artículo 5”. (Prohibición del bis in idem).- Ninguna persona puede ser investigada 
más de una vez por un mismo hecho por el cual haya sido sometida a proceso en el 
país o fuera de él, aunque se modifique la calificación jurídica o se afirmen nuevas 
circunstancias, toda vez que haya recaído sentencia ejecutoriada. 


Se exceptúan los casos en que el proceso haya concluido por falta de presupuestos 
procesales o defectos de procedimiento. 
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Artículo 6*. (Oficialidad).- La acción penal es pública y su promoción y ejercicio 
corresponden al Ministerio Público, salvo las excepciones establecidas por la ley. 


Artículo 7*. (Defensa técnica).- La defensa técnica constituye una garantía del 
debido proceso y por ende, un derecho inviolable de la persona. 


El imputado tiene derecho a ser asistido por defensor letrado desde el inicio de la 
indagatoria preliminar. 


Artículo 8*. (Finalidad y medios).- El proceso tiene como finalidad el juzgamiento 
del caso concreto, con todas las garantías del debido proceso, conforme a lo dispuesto 
en la Constitución de la República, los Tratados Internacionales que obliguen a la 
República y las disposiciones de este Código. 


Artículo 9”. (Publicidad y contradicción; principio acusatorio).- El proceso penal 
será público y contradictorio en todas sus etapas, con las limitaciones que se 
establecen en este Código. 


Rige en este proceso el principio acusatorio. En aplicación de dicho principio, no se 
podrá iniciar actividades procesales, imponer prisión preventiva o medidas limitativas 
de la libertad ambulatoria, condenar o imponer medidas de seguridad, si no media 
petición del Ministerio Público. 


Artículo 10. (Duración razonable).- Toda persona tlene derecho a ser juzgada en 
un plazo razonable, según se dispone en este Código. En su mérito, el tribunal 
adoptará las medidas necesarias para lograr la más pronta y eficiente administración 
de la justicia, así como la mayor economía en la realización del proceso. 


Artículo 11. (Gratuidad).- El proceso penal será gratuito, sin perjuicio de lo que 
establezcan las disposiciones especiales. 


Artículo 12. (Otros principios aplicables).- Se aplicarán al proceso penal, en lo 
pertinente, los principios de inmediación, concentración, dirección e impulso procesal, 
igualdad de las partes, probidad y ordenación del proceso. 


Artículo 13. (Etapas del proceso).- El proceso penal comprende el proceso de 
conocimiento y el proceso de ejecución, en su caso. 


CAPÍTULO Il 
RÉGIMEN DE LA NORMA PROCESAL PENAL 


Artículo 14. (Interpretación e integración).- 


14.1 Para interpretar la norma procesal, el tribunal deberá tener en cuenta que el fin 
del proceso es el juzgamiento del caso concreto con todas las garantías del debido 


proceso. 


En caso de duda, se deberá recurrir a las normas generales, fundamentalmente las 
que emanan de la Constitución de la República, de los principios generales de derecho 
y de los específicos del proceso penal, debiéndose preservar y hacer efectivas las 
garantías del debido proceso. 


14.2 En caso de vacío legal, se deberá recurrir a los fundamentos de las leyes 
análogas, a los principios constitucionales y generales de derecho, a los principios 
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específicos del proceso y a las doctrinas más recibidas, atendidas las circunstancias 
del caso. Están vedadas la solución analógica y la interpretación extensiva 
perjudiciales al interés del imputado. 


Artículo 15. (Leyes penales en el tiempo y eficacia procesal).- 


15,1 Cuando las leyes penales configuren nuevos delitos o establezcan una pena 
más severa, no se aplicarán a los hechos cometidos con anterioridad a su vigencia. 


15.2 Cuando esas leyes supriman delitos existentes o disminuyan la pena, se 
aplicarán a los hechos anteriores a su vigencia. En el primer caso, determinarán la 
clausura del proceso o la extinción de la pena. En el segundo, solo la modificación de 
la pena, en cuanto no se hallare esta fijada por sentencia ejecutoriada. 


15.3 Estas disposiciones alcanzarán a las leyes de prescripción, salvo lo previsto en 
la Ley N” 18.026, de 25 de setiembre de 2006. 


Artículo 16. (Ley procesal penal en el tiempo).- Las normas procesales penales 
son de aplicación inmediata y alcanzan incluso a los procesos en trámite. 


No obstante, no regirán para los recursos interpuestos ni para los trámites, 
diligencias o plazos que hubieren empezado a correr o tenido principio de ejecución 
antes de su entrada en vigor, los cuales se regirán por la norma precedente. 


Asimismo, el tribunal que esté conociendo en un asunto continuará haciéndolo 
hasta su terminación, aunque la nueva norma modifique las reglas de competencia. 


Todo ello, salvo que la nueva ley suprima un recurso, elimine algún género de 
prueba o en general perjudique al imputado, en cuyo caso dicho proceso se regirá en 
ese punto, por la ley anterior. 


| . (Aplicación de la ley procesal en el espacio).- Este Código regirá en 
todo el territorio nacional, sin perjuicio de lo dispuesto en las normas de Derecho 
Internacional que obliguen a la República. 


TÍTULO 11 
DE LOS SUJETOS PROCESALES 


CAPÍTULO | 
EL TRIBUNAL 


SECCIÓN | 
Disposiciones generales 


Artículo 18. (Organización).- La justicia en materia penal será impartida por la 
Suprema Corte de Justicia, los Tribunales de Apelaciones en lo Penal, los Juzgados 
Letrados de Primera Instancia en lo Penal, los Juzgados Letrados de Primera Instancia 
del Interior con competencia en materia penal, los Juzgados Letrados de Primera 
Instancia de Ejecución y Vigilancia, los Juzgados de Faltas y los Juzgados de Paz 
Departamentales, en el marco de la competencia atribuida constitucional o legalmente, 


Artículo 19. (Indelegabilidad).- Solo el tribunal es titular de la función jurisdiccional 
en su integridad. Los funcionarios auxiliares solo realizarán los actos permitidos por la 
ley, por delegación y bajo la dirección y responsabilidad del tribunal. 
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Dicha delegación solo abarcará la realización de actos auxiliares o de aporte 
técnico, cuando los funcionarios revistan la idoneidad respectiva. 


Artículo 20, (Facultades y deberes del tribunal).- El tribunal dirigirá el proceso de 


conformidad con la ley. Tiene todas las facultades necesarias para hacerlo. La omisión 
en su empleo le hará incurrir en responsabilidad. 


Artículo 21. (Responsabilidad).- Los magistrados son responsables por: 

a) las demoras injustificadas en proveer o señalar audiencias; 

b) proceder con dolo o culpa grave; 

c) sentenciar cometiendo error inexcusable. 

Artículo 22. (Clases de jurisdicción).- La jurisdicción penal es común o especial. 

22.1 La jurisdicción común es la que tienen los tribunales penales que integran el 
Poder Judicial y comprende todos los crimenes, delitos y faltas, sin distinción de 
personas. 

22.2 La jurisdicción especial es la militar y queda reservada exclusivamente al 
conocimiento de los delitos militares cometidos por militares y a situaciones de 
excepción, en caso de estado de guerra. 


Se entiende por delito militar aquel que vulnera exclusivamente normas contenidas 
en el ordenamiento penal militar. 


22.3 Los delitos comunes cometidos por militares en tiempo de paz, cualquiera sea 
el lugar donde ocurran, estarán sometidos a la jurisdicción común. A esos efectos, el 
jerarca militar respectivo deberá en todo momento colaborar y brindar auxilio al órgano 
competente de la jurisdicción común. 


SECCIÓN Il 
De la competencia por razón de la materia y del grado 


Artículo 23. (Competencia de la Suprema Corte de Justicia en materia penal).- La 
Suprema Corte de Justicia conoce: 


23.1 En única instancia, en los casos previstos en la Constitución de la República. 

23.2 En los recursos de casación y revisión. 

23.3 En consulta, ejerciendo la superintendencia correctiva, administrativa y 
disciplinaria respecto de aquellas causas en las que no hubiere existido apelación, sin 
perjuicio de la independencia técnica de los magistrados actuantes. 


23.4 En los demás casos en los que este Código o leyes especiales, le asignen 
competencia. 


Artículo 24. (Tribunales de Apelaciones en lo Penal).- Los Tribunales de 
Apelaciones en lo Penal conocen en segunda instancia de las apelaciones deducidas 
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contra las sentencias dictadas por los Jueces Letrados de Primera Instancia en lo 
Penal, los Jueces Letrados de Primera Instancia del Interior con competencia en 
materia penal y los Jueces Letrados de Primera Instancia de Ejecución y Vigilancia. 


Artículo 25. (Jueces Letrados de Primera Instancia).- Los Jueces Letrados de 
Primera Instancia en lo Penal y los Jueces Letrados de Primera Instancia del Interior 
con competencia en materia penal conocen: 


25.1 En primera instancia, en todas las cuestiones formales y sustanciales que se 
planteen en el proceso por crimenes y delitos, desde la indagatoria preliminar hasta 
que la sentencia definitiva o interlocutoria con fuerza de definitiva quede ejecutoriada, 
conforme a las disposiciones de este Código. 


25.2 Los Jueces Letrados de Primera Instancia en lo Penal del departamento de 
Montevideo conocerán además en el proceso de extradición. 


25.3 Los Jueces Letrados Penales Especializados en Crimen Organizado, en la 
materia establecida por el artículo 414 de la Ley N* 18.362, de 6 de octubre de 2008 y 
disposiciones modificativas y reglamentarias. 


25.4 En los demás casos en los que este Código o leyes especiales, les asignen 
competencia. 


Artículo 26. (Jueces Letrados de Primera Instancia de Ejecución y Vigilancia).- Los 
Jueces Letrados de Primera Instancia de Ejecución y Vigilancia conocen en todas las 
cuestiones formales y sustanciales que se planteen a partir del momento en que la 
sentencia definitiva o interlocutoria con fuerza de definitiva, quede ejecutoriada. 


Artículo 27. (Jueces de Faltas).- Los Jueces de Faltas conocen en las causas que 
se promuevan por faltas cometidas en el departamento de Montevideo. 


Artículo 28. (Jueces de Paz Departamentales del Interior).- Los Jueces de Paz 
Departamentales del Interior conocen en materia de faltas penales cometidas en sus 
respectivos departamentos, sin perjuicio de la competencia de urgencia. 


Artículo 29. (Reglas subsidiarias).- Si no puede determinarse el órgano competente 
de acuerdo con las normas de los artículos anteriores, lo será el tribunal que haya 
prevenido en el conocimiento de los hechos y si ninguno previno, el del lugar en que 
se haya aprehendido al imputado. 


SECCIÓN Il 
De la competencia por razón de tiempo 


Artículo 30, (Reglas para la determinación de turno).- Los Tribunales de 
Apelaciones en lo Penal, los Juzgados Letrados de Primera Instancia en lo Penal, los 
Juzgados Letrados de Primera Instancia de Ejecución y Vigilancia, los Juzgados 
Letrados de Primera Instancia del Interior con competencia en materia panal, los 
Juzgados de Paz Departamentales y los Juzgados de Faltas ejercerán sus funciones 
por turnos, en la forma que determine ta Suprema Corte de Justicia. 


SECCIÓN IV 
De la.competencia de urgencia 
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Artículo 31. (Competencia de urgencia).- 

31.1 Los jueces de todas las materias y grados son competentes para adoptar las 
medidas más urgentes e impostergables solicitadas por el Ministerio Público, cuando 
se hallen próximos al lugar del hecho. Si varios jueces concurren simultáneamente, 


conocerá el de mayor jerarquía, Cumplida la actuación de urgencia, el tribunal 
interviniente pondrá las actuaciones en conocimiento del naturalmente competente. 


31.2 Cualquier magistrado del Ministerio Público podrá solicitar las medidas 


referidas en el numeral anterior cuando se halle próximo al lugar del hecho, dando 
cuenta inmediata al fiscal naturalmente competente. 


SECCIÓN V 
De la conexión y acumulación entre pretenslones y procesos 


Artículo 32. (Casos de conexión).- Existe conexión cuando distintas pretensiones o 
procesos refieren: 


32.1 A una persona por la comisión de varios delitos. 
32.2 A varias personas por la comisión de un mismo delito. 


32.3 A varias personas por la comisión de distintos delitos, cuando alguno de los 
delitos ha sido cometido: 


a) para ejecutar el otro; 

b) en ocasión de este; 

c) para asegurar el provecho propio o ajeno; 

d) para lograr la impunidad propia o de otra persona; 

e) en daño recíproco; 

fi en condiciones que determinen que la prueba de uno de ellos o de alguna de 
sus circunstancias, influya sobre la prueba del otro delito o de alguna de sus 


circunstancias. 


_ Artículo 33. (Planteo inicial de pretensiones conexas).- Cuando se advierta 
inicialmente la conexión de pretensiones, ellas deberán ser planteadas en un proceso 
único. 


Artículo 34. (Acumulación de pretensiones por inserción).- 


34.1 Si una vez iniciado un proceso surgieren pretensiones conexas con las ya 
deducidas que no hubieren dado lugar a proceso, deberán ser acumuladas por 
inserción en el mismo proceso. 


34.2 No se procederá a la acumulación cuando se hubiere diligenciado 
Íntegramente la prueba o cuando el tribunal disponga por resolución fundada la 
tramitación por separado. 
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Artículo 35 (No acumulación de procesos)- Cuando se hubieren promovido 
procesos separados, no procederá la acumulación de los mismos y estos serán 
tramitados y resueltos con independencia por el tribunal competente en cada uno de 
ellos. 


SECCIÓN VI 
De las cuestiones prejudiciales 


Artículo 36. (Competencia en cuestiones prejudiciales).- 


36.1 El juez del proceso penal es competente para entender en todas las 
cuestiones ajenas a su materia que se planteen en el curso del proceso penal y 
resulten decisivas para determinar la existencia del delito o la responsabilidad del 
imputado. 


36.2 La decisión del juez penal sobre las cuestiones a que alude este artículo solo 
tendrá eficacia en sede penal. 


36.3 Si la cuestión prejudicial hubiera sido resuelta en la sede respectiva por 
sentencia pasada en autoridad de cosa Juzgada, tendrá esta en el proceso penal la 
misma eficacia que tiene en su sede natural. 


Artículo 37. (Sentencias contradictorias).- Si la decisión de las cuestiones 
prejudiciales constituye fundamento principal y determinante de condena penal y las 
mismas cuestiones son objeto de una posterior sentencia contradictoria en su sede 
propia, podrá el perjudicado deducir recurso extraordinario de revisión. 


SECCIÓN Vil 
De la incompetencia 


Artículo 38. (Incompetencia por razón de la materia o del grado).- 


38.1 La incompetencia por razón de la materia o del grado es absoluta y puede 
hacerse valer de oficio por el tribunal o por las partes en cualquier momento del 
proceso. 


38.2 Lo actuado por un tribunal absolutamente incompetente es nulo, con 
excepción de lo dispuesto respecto de las medidas cautelares y de las decisiones que 
las modifiquen o hagan cesar, cuyos efectos subsistirán hasta que el juez competente 
resuelva sobre su mantenimiento o revocación. 


Artículo 39. (Incompetencia por razón de lugar o de tumo).- La incompetencia por 
razón de lugar o de turno no causa nulidad y solo puede hacerse valer por las partes 
en su primera comparecencia o por el tribunal de oficio al empezar su actuación, sin 
perjuicio de la competencia de urgencia. 


Artículo 40. (Contienda de jurisdicción).- La Suprema Corte de Justicia resolverá 
los conflictos entre la jurisdicción ordinaria y la militar. 
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Artículo 41. (Contienda de competencia).- Si por cualquier circunstancia, dos o 
más tribunales se declararen competentes o incompetentes para entender en un 
mismo asunto, cualquiera de ellos, de oficio o a petición de parte, someterá la cuestión 
a la decisión de la Suprema Corte de Justicia, Esta resolverá cuál de los tribunales 
debe entender en el asunto. 


SECCIÓN VIII 
De la sustitución y subrogación 


Artículo 42. (Orden).- En los casos de vacancia, licencia, impedimento, recusación 
o abstención, los Jueces se subrogarán de la siguiente forma: 


42.1 Los Ministros de la Suprema Corte de Justicia, por sorteo entre los miembros 
de los Tribunales de Apelaciones en lo Penal. En su defecto y por su orden, entre los 
miembros de los Tribunales de Apelaciones en lo Civil, del Trabajo y de Familia. 


42.2 Los Ministros de los Tribunales de Apelaciones en lo Penal, por sorteo entre 
los miembros de los otros tribunales de la misma materia. En su defecto y por su 
orden, entre los miembros de los Tribunales de Apelaciones en lo Civil, del Trabajo y 
de Familia. 


42.3 El Juez Letrado de Primera Instancia en lo Penal, por el que comparta la 
oficina y en su defecto, por el que le preceda en el turno. Si todos estuvieran 
impedidos, por los Jueces Letrados de Primera Instancia en lo Civil. 


42.4 El Juez Letrado de Primera Instancia del Interior con competencia en materia 
penal, por su orden, por el juez de igual categoría y lugar con competencia en materia 
penal, por el de igual categoría y lugar de otra competencia, por el Juez de Paz 
Departamental con sede en la misma ciudad y por el juez de la misma categoría de la 
sede más próxima. 


42.5 Los Jueces Letrados de Primera Instancia de Ejecución y Vigilancia, por el que 
los preceda en turno y si todos estuvieran impedidos, por los Jueces Letrados en lo 
Penal del departamento. 


42.6 Los Jueces de Faltas y de Paz Departamentales del Interior, según el régimen 
que establezca la Suprema Corte de Justicia, 


En todos los casos de integración de tribunales pluripersonales, el miembro 
integrante continuará conociendo en el caso hasta su terminación. Si el impedimento 
es por causa de licencia, la integración se efectuará si esta se prolonga por más de 
treinta días. 


CAPÍTULO 
EL MINISTERIO PÚBLICO 


SECCIÓN | 
Disposiciones generales 


Artículo 43. (Función).- 
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43.1 El Ministerio Público es el titular de la acción penal. Deberá practicar todas las 
diligencias que sean conducentes al éxito de la investigación. 


43.2 Cuando tome conocimiento de la existencia de un hecho con apariencia 
delictiva, promoverá la persecución penal con el auxilio de la autoridad administrativa, 


sin que pueda suspender, interrumpir o hacer cesar su curso, salvo en los casos 
previstos en la ley. 


Artículo 44. (Remisión).- 


44.1 La intervención del Ministerio Público en el proceso se regulará por las 
disposiciones de la Ley Orgánica del Ministerio Público y Fiscal. 


44.2 La competencia de los fiscales se regulará en lo pertinente del mismo modo 
que la fijada para los tribunales, sin perjuicio de lo que establezca la Ley Orgánica del 
Ministerio Público y Fiscal. 

Artículo 45. (Atribucionas).- 

45.1 El Ministerio Público tiene atribuciones para: 

a) dirigir la investigación de crímenes, delitos y faltas asi como la actuación de la 
Policía Nacional y de la Prefectura Nacional Naval en sus respectivos ámbitos 
de competencia disponiendo por sí o solicitando al tribunal, según corresponda, 
las medidas probatorias que considere pertinentes; 

b) disponer la presencia en su despacho de todas aquellas personas que puedan 
aportar elementos útiles para la investigación, incluyendo el indagado, el 
denunciante, testigos y peritos; 

c) no iniciar investigación; 

d) proceder al archivo provisional; 

e) aplicar el principio de oportunidad reglado; 

f) solicitar medidas cautelares; 

o) solicitar al tribunal la formalización de la investigación; 

h) deducir acusación o solicitar el sobreseimiento; 

i) atender y proteger a víctimas y testigos. 

45.2 Cuando el Ministerio Público ejerce la acción penal, es parte en el proceso. 

En las diligencias que se practiquen, el Fiscal Letrado actuará directamente o 
representado por el Fiscal Letrado Adjunto o por un funcionario letrado de la Fiscalia 
designado por él. En este último caso, bastará con una designación genérica para su 
efectiva representación. 

| . (Independencia técnica).- El Fiscal de Corte y Procurador General de 


la Nación y los Fiscales Letrados, actuarán con absoluta independencia en el ejercicio 
de su respectiva competencia y en el plano técnico. 
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El Ministerio Público no recibirá órdenes ni directivas provenientes de ningún Poder 
del Estado, sin perjuicio de la superintendencia correctiva y administrativa que le 
compete al Fiscal de Corte. 


Artículo 47. (Subrogación del Ministerio Público por omisión de acusar).- Vencido 
el plazo para deducir acusación o su prórroga, el juez ordenará el pasaje del 
expediente al fiscal subrogante quien tendrá para expedirse los mismos plazos que el 
subrogado. Esta omisión se comunicará al jerarca del Ministerio Público. 


Artículo 48. (Información y protección a las víctimas).- 


48.1 Durante todo el procedimiento es deber de los fiscales adoptar medidas o 
solicitarlas en su caso, a fin de proteger a las víctimas de los delitos, facilitar su 
intervención en el proceso y evitar o disminuir al mínimo cualquier afectación de sus 
derechos. 


48.2 Los fiscales están obligados a realizar entre otras, las siguientes actividades a 
favor de la víctima: 


a) entregarle información acerca del curso y del resultado del procedimiento, de sus 
derechos y de las actividades que debe realizar para ejercerlos; 


b) ordenar por sí mismos o solicitar al tribunal en su caso, las medidas destinadas a 
la protección de la víctima y de su familia frente a probables hostigamientos, 
amenazas o agresiones; 


c) informarle sobre su eventual derecho a indemnización y la forma de ejercerlo. 


Si la víctima designó abogado, el Ministerio Público estará obligado a realizar 
también a su respecto la actividad señalada en el literal a) de este inciso. 


El Fiscal de Corte reglamentará los procedimientos a seguir por los fiscales para 
dar cumplimiento a lo dispuesto en este artículo. 


SECCIÓN ll 
La Policía Nacional y la Prefectura Nacional Naval 


Artículo 49, (Función de la Policía Nacional y de la Prefectura Nacional Naval en el 
proceso penal).- 


49.1 La Policía Nacional y la Prefectura Nacional Naval, en sus respectivos ámbitos 
de competencia, serán auxiliares del Ministerio Público en las tareas de investigación y 
deberán llevar a cabo las diligencias necesarias para cumplir los fines previstos en 
este Código, de conformidad con las instrucciones que les impartan los fiscales. 


49.2 Asimismo, les corresponderá ejecutar las medidas de coerción que decreten 
los tribunales. 


49.3 Sin perjuicio de lo previsto en los incisos anteriores, el Ministerio Público podrá 
impartir instrucciones a la autoridad encargada de los establecimientos penales en la 
investigación de hechos cometidos en el interior de los mismos, actuando de 
conformidad con las previsiones de este Código. 


Artículo 50. (Dirección del Ministerio Público).- 
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50.1 Los funcionarios mencionados en el artículo anterior, ejecutarán sus tareas 
bajo la dirección y responsabilidad de los fiscales y de acuerdo con las instrucciones 
que estos les impartan a los efectos de la investigación, sin perjuicio de su 
dependencia natural de las jerarquías respectivas. 


50.2 También deberán cumplir las órdenes que les impartan los jueces para la 
tramitación del procedimiento. 


50.3 No podrán calificar la procedencia, la conveniencia ni la oportunidad de las 
órdenes que reciban de jueces y fiscales, pero cuando la ley exija la autorización 
judicial para la realización de una diligencia, podrán requerir que se les exhiba antes 
de practicarla. 


1 . (Comunicaciones entre el Ministerio Público y la autoridad 
administrativa).- Las comunicaciones que los fiscales y la autoridad administrativa 
deban dirigirse con relación a las actividades de investigación de un caso particular, se 
realizarán en la forma y por los medios más expeditivos posibles. 


Artículo 52. (Imposibilidad de cumplimiento).- El funcionario de la autoridad 
administrativa que por cualquier causa se encuentre impedido de cumplir una orden 
que haya recibido del Ministerio Público o de la autoridad judicial, pondrá 
inmediatamente esta circunstancia en conocimiento de quien la haya emitido y de su 
superior jerárquico en la institución a la que pertenezca. 


El fiscal o el juez que haya emitido la orden, podrá proponer o disponer, según 
corresponda, las modificaciones que estime convenientes para su debido 
cumplimiento, o reiterar la orden, si en su concepto no existe tal imposibilidad. 


Si el funcionario que recibió la orden continuare alegando la imposibilidad de darle 
cumplimiento, quien la haya emitido pondrá los hechos en conocimiento del jerarca de 
dicho funcionario, por las vías pertinentes, a los fines disciplinarios que 
correspondieren y sin perjuicio de otras responsabilidades en que pudiere haber 
incurrido el funcionario incumplidor. 


Artículo 53. (Actuaciones de la autoridad administrativa sin orden previa).- 
Corresponderá a los funcionarios con funciones de policía realizar las siguientes 
actuaciones, sin necesidad de recibir previamente instrucciones particulares de los 
fiscales: 


a) prestar auxilio a la víctima; 
b) practicar la detención en los casos de flagrancia o fuga, conforme a la ley; 


c) resguardar el lugar donde se cometió el hecho. Para ello, impedirán el acceso a 
toda persona ajena a la investigación y procederán a la clausura si se trata de 
local cerrado, o a su aislamiento sí se trata de lugar abierto. Asimismo, evitarán 
que se alteren o borren de cualquier forma los rastros o vestigios del hecho o se 
remuevan los instrumentos usados para llevarlo a cabo, mientras no intervenga 
personal experto de la autoridad con funciones de policía que el Ministerio 
Público designe. 


Deberá también recoger, identificar y conservar bajo sello los objetos, 
documentos o instrumentos de cualquier clase que se presuma hayan servido 
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para la comisión del hecho investigado, sus efectos o los que pudieren ser 
utilizados como medios de prueba, para ser remitidos a quien corresponda, 
dejando constancia de la individualización completa de los funcionarios 
intervinientes; 


d) identificar a los testigos y consignar las declaraciones que estos presten 
voluntariamente en el lugar del hecho, tratándose de los casos a que se alude en 
los literales b) y c) precedentes; 


e) recibir las denuncias del público; 
f) efectuar las demás actuaciones que dispusieren otras normas legales. 


Artículo 54. (Información al Ministerio Público).- Recibida una denuncia o conocido 
por cualquier medio el acaecimiento de un hecho con apariencia delictiva, la autoridad 
administrativa informará inmediatamente y por el medio más expeditivo al Ministerio 
Público. Sin perjuicio de ello, procederá cuando corresponda a realizar las actuaciones 
previstas en el artículo precedente, respecto de las cuales se cumplirá la obligación de 
información inmediata a la autoridad competente. 


Artículo 55. (Control de identidad).- 


55.1 La autoridad administrativa podrá además sin orden previa de los fiscales, 
solicitar la identificación de cualquier persona en casos fundados, como la existencia 
de un indicio de que esa persona haya cometido o intentado cometer delito, que se 
dispone a cometerlo, o que puede suministrar información útil para la indagación de un 
ilícito penal. 


55.2 La identificación se realizará en el lugar en que la persona se encuentre y por 
cualquier medio idóneo, El funcionario deberá otorgar a la persona facilidades para 
encontrar y exhibir estos documentos. Si esto último no resultare posible y la persona 
autorizara por escrito que se le tomen huellas digitales, estas solo podrán ser 
utilizadas con fines identificatorios., 


55.3 En caso de negativa de una persona a acreditar su identidad o si habiendo 
recibido las facilidades del caso no lo hubiera hecho, la policía podrá conduciria a la 
unidad policial más cercana, exclusivamente con fines de identificación. 


55.4 La facultad policial de requerir la identificación de una persona deberá 
ejercerse de la forma más rápida posible. En ningún caso, el conjunto de 
procedimientos detallados en los incisos precedentes podrá extenderse por un plazo 
mayor de dos horas, transcurridas las cuales la persona será puesta en libertad. 


Artículo 56. (Derechos de la persona sujeta a control de identidad).- En cualquier 
caso en que hubiere sido necesario conducir a la unidad policial a la persona cuya 
identidad se trata de averiguar en virtud del artículo precedente, el funcionario que 
practique el traslado deberá informarle verbalmente de su derecho a que se 
comunique a un familiar o a otra persona, su permanencia en la repartición policial. El 
afectado no podrá ser ingresado a celdas o calabozos, ni mantenido en contacto con 
otras personas detenidas. 


Artículo 57. (Instrucciones generales).- Sin perjuicio de las instrucciones 
particulares que el fiscal actuante imparta en cada caso, el Fiscal de Corte regulará 
mediante instrucciones generales el procedimiento con que la autoridad administrativa 
cumplirá las funciones previstas en los artículos precedentes, así como la forma de 
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proceder frente a hechos de los que tome conocimiento y respecto de los cuales los 
datos obtenidos sean insuficientes para estimar si son constitutivos de delito. 


Artículo 58. (Solicitud de registro de actuaciones).- El Ministerio Público podrá 
requerir en cualquier momento los registros de las actuaciones de la policía. 


Artículo 59. (Registro personal, de vestimenta, equipaje y vehículo).- Se podrá 
practicar el registro personal de quien se hallare legalmente detenido, de su 
vestimenta, del equipaje y demás efectos que lleve consigo y del vehículo en el que 
viaje. 


Para practicar el registro personal, se comisionará, siempre que fuere posible, a 
personas del mismo sexo del detenido. 


Se requerirá autorización específica del fiscal competente, para practicar el registro 
de tal manera que pueda causar daño a la propiedad del detenido. 


Artículo 60. (Levantamiento de cadáver).- En los casos de muerte en la vía pública, 
y sin perjuicio de las facultades que corresponden a los órganos encargados de la 
persecución penal, la policía relevará los datos concernientes al hecho con el mayor 
rigor técnico que las circunstancias permitan. El levantamiento del cadáver solo podrá 
realizarse previa autorización u orden del fiscal competente, dejando registro de lo 
obrado de conformidad con las normas generales de este Código. 


Artículo 61. (Declaraciones del imputado ante la policia). La autoridad 
administrativa solo podrá interrogar autónomamente al imputado a los efectos de 
constatar su identidad. Si el imputado manifiesta su disposición a declarar, se tomarán 
las medidas necesarias para que declare inmediatamente ante el fiscal. Si esto no 
fuera posible, se podrá consignar las declaraciones que voluntariamente quiera 
prestar, previa autorización del fiscal y bajo su responsabilidad. 


Artículo 62. (Protección de identidad).- Los funcionarios policiales y de la 
Prefectura Nacional Naval no podrán informar a los medios de comunicación social 
acerca de la identidad de detenidos, imputados, víctimas, testigos, ni de otras 
personas que se encuentren o puedan resultar vinculadas a la investigación de un 
hecho presuntamente delictivo, salvo autorización expresa del fiscal competente. 


CAPÍTULO Ill 
EL IMPUTADO 


SECCIÓN | 
Disposiciones generales 


Artículo 63. (Imputado).- 


63.1 Se considera imputado a toda persona a quien el Ministerio Público atribuya 
participación en la comisión de un delito, o que sea indicada como tal ante las 
autoridades competentes. Dicha calidad juridica puede atribuírsele desde el inicio de la 
indagatoria preliminar de un hecho presuntamente delictivo o durante el desarrollo de 
los procedimientos y hasta que recaiga sentencia o resolución que signifique 
conclusión de los mismos. 


63.2 El imputado es parte en el proceso con todos los derechos y facultades 
inherentes a tal calidad, en la forma y con los límites regulados en este Código. 
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Artículo 64. (Derechos y garantías del imputado).- Todo imputado podrá hacer 
valer hasta la terminación del proceso, los derechos y garantías que le confieren la 
Constitución de la República y las leyes. 


Entre otros, tendrá derecho a: 
a) no ser sometido a tortura ni a otros tratos crueles, inhumanos o degradantes; 


b) designar libremente defensor de su confianza desde la primera actuación del 
Ministerio Público y hasta la completa ejecución de la sentencia que se dicte. Si 
no lo tuviera, será asistido por un defensor público en la forma que establece la 
ley; 


Cc) que se le informe de manera específica y clara acerca de los hechos que se le 
imputan y los derechos que le otorgan la Constitución de la República y las 
leyes; 


d) solicitar del fiscal las diligencias de investigación destinadas a desvirtuar las 
imputaciones que se le formulan; 


e) solicitar directamente al juez que cite a una audiencia, a la cual deberá concurrir 
con su abogado con el fin de prestar declaración sobre los hechos materia de la 
investigación; 

f) conocer el contenido de la investigación, salvo en los casos en que alguna parte 
de ella hubiere sido declarada reservada y solo por el tiempo que dure esa 
reserva, de acuerdo con las normas que regulen la indagatoria preliminar; 


g) solicitar el sobreseimiento de la causa y recurrir contra la resolución que rechace 
la petición, en ambos casos mediante intervención de su defensor; 


h) guardar silencio, sin que ello implique presunción de culpabilidad; 
i) negarse a prestar juramento o promesa de decir la verdad; 
j) no ser juzgado en ausencia. 


Artículo 65. (Imputado privado de libertad).- El imputado privado de libertad tendrá 
además las siguientes garantías y derechos: 


a) que se le exprese específica y claramente el motivo de su privación de libertad y 
la orden judicial que la haya dispuesto, salvo el caso de delito flagrante; 


b) que el funcionario a cargo del procedimiento de detención o aprehensión le 
informe sobre los derechos que le asisten; 


c) que si no tuviera defensor designado previamente, cualquier familiar o persona 
allegada pueda proponer para él un defensor determinado, sin perjuicio de lo 
previsto en el artículo 64 literal b) de este Código; 

d) ser conducido sin demora ante el tribunal que hubiere ordenado su detención; 


e) solicitar al tribunal que le conceda la libertad ambulatoria; 
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f) que la autoridad administrativa del lugar en el cual se encuentra detenido informe 
en su presencia a la persona que él indique, que ha sido detenido y el motivo de 
su detención; 


g) tener a sus expensas las comodidades y ocupaciones compatibles con la 
seguridad del recinto en el que está detenido; 


h) entrevistarse privadamente con su defensor. 
Artículo 66. (Reglas sobre la declaración del imputado).- 


66.1 El tribunal interrogará al imputado, en la primera oportunidad, sobre su nombre 
y demás datos personales para su identificación. La duda, error o falsedad sobre los 
datos obtenidos no retardarán ni suspenderán el desarrollo de la audiencia preliminar 
cuando sea cierta la individualización del imputado. 


66.2 Durante todo el procedimiento y en cualquiera de sus etapas, el imputado 
podrá hacer nuevas declaraciones y aun solicitar al juez que se le reciba para ello en 
audiencia no prevista especialmente en este Código, estándose a lo que resuelva el 
magistrado. A dicha audiencia deberán concurrir todas las partes. 


66.3 El tribunal se limitará a exhortarlo a que responda con claridad y precisión las 
preguntas que se le formulen, sin perjuicio de su derecho a no declarar. 


66.4 Si el imputado no conoce el idioma español o si es sordo, mudo o sordomudo, 
el juez dispondrá en tales casos la utilización de peritos intérpretes reconocidos y la 
formulación de las preguntas y respuestas por escrito, cuando fuere necesario. El juez 
podrá autorizar también cualquier sistema de comunicación que se estime adecuado. 


Artículo 67. (Inimputabilidad).- 


67.1 En cualquier etapa del proceso en que se denuncie por alguno de los sujetos, 
o resulte manifiesto que el imputado en el momento de ejecutar el acto que se le 
atribuye se encontraba en uno de los casos previstos en los artículos 30 a 33 o 35 del 
Código Penal, previo dictamen pericial podrá disponerse provisionalmente su 
internación en un establecimiento especializado. 


67.2 Del mismo modo sa procederá si el encausado deviniere inimputable durante 
la tramitación del proceso. 


67.3 El proceso continuará el trámite común hasta la sentencia definitiva y de 
resultar el encausado condenado, se le declarará autor inimputable del delito cometido 
y se le impondrán medidas curativas en sustitución de la pena. 


Artículo 68. (Minoría de edad).- Si en cualquier estado de los procedimientos se 
comprueba que cuando el imputado cometió el hecho era inimputable por razón de 
edad, se clausurarán las actuaciones y se remitirán los antecedentes al tribunal 
competente, estándose a lo que este determine. 


Artículo 69. (Rebeldía).- Queda prohibida la tramitación del proceso penal en 
rebeldía. 


Artículo 70. (Declaración de rebeldía).- 
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70.1 Será considerado rebelde el imputado que debidamente citado por el juez de 
la causa no comparezca ante él ni justifique su incomparecencia. 


70.2 Incurso el imputado en rebeldía, el fiscal solicitará al tribunal que así lo declare 
y que en el mismo acto libre orden de detención contra el rebelde. 


70.3 La declaración de rebeldía del imputado suspende el proceso a su respecto y 
será considerada razón suficiente para solicitar medidas asegurativas sobre sus 
bienes. 


70.4 Cuando cese la situación de rebeldía, el tribunal lo declarará y el proceso 
continuará según su estado. 


SECCIÓN 1 
De la defensa 


Artículo 71. (Derechos y deberes del defensor).- 


71.1 El defensor podrá ejercer todos los derechos y facultades que la ley reconoce 
al imputado, a menos que esta expresamente reserve su ejercicio exclusivo a este 
último. 


71.2 El ejercicio de la defensa es un derecho y un deber del abogado que acepta el 
cargo y abarcará la etapa de conocimiento y la de ejecución. 


71.3 El defensor actuará en el proceso como parte formal en interés del imputado, 
con todos los derechos y atribuciones de esa calidad. 


71.4 El defensor tiene derecho a tomar conocimiento de todas las actuaciones que 
se hayan cumplido o que se estén cumpliendo en el proceso, desde la indagatoria 
preliminar y en un plano de absoluta igualdad procesal respecto del Ministerio Público. 
El juez bajo su más seria responsabilidad funcional, adoptará las medidas necesarias 
para preservar y hacer cumplir este principio, sin perjuicio de las medidas urgentes y 
reservadas. 


71.5 Todo abogado tiene derecho a requerir del funcionario encargado de cualquier 
lugar de detención, que le informe por escrito y de inmediato, si una persona está o no 
está detenida en ese establecimiento. 


El ejercicio de este derecho no condiciona en modo alguno el ejercicio de la acción 
de habeas corpus. 


Artículo 72. (Designación inicial y aceptación del cargo).- 


72.1 La designación de defensor se efectuará antes de cualquier diligencia 
indagatoria, salvo las de carácter urgente. Solo podrá ser defensor quien esté 
habilitado para ejercer la abogacía en el territorio nacional. 


72.2 Si requerido el imputado no realizara la elección, o el elegido no aceptare de 
inmediato o no se le encontrare, actuará el defensor público que por turno 


corresponda. 


72.3 Para tener por designado a un defensor, se requiere que acepte el cargo y que 
constituya domicilo en legal forma. 
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Artículo 73. (Defensa conjunta).- 


73.1 La defensa podrá ser ejercida hasta por dos abogados. En este caso deberán 
constituir sus respectivos domicilios procesales electrónicos y un único domicilio 
procesal físico en el radio correspondiente al tribunal en el que comparecen. En todo 
tiempo podrán actuar en el proceso conjunta o separadamente. 


73.2 Todo acto procesal realizado por un defensor será eficaz respecto del otro 
integrante de la defensa conjunta. 


Artículo 74. (Defensa común).- 


74.1 La defensa de varios imputados podrá ser asumida por un defensor común, a 
condición de que las diversas posiciones que cada uno de ellos sustente no fueren 
incompatibles entre sí. 


74.2 Si el tribunal advierte una situación de incompatibilidad, la hará presente a los 
imputados y les otorgará un plazo de hasta cinco días hábiles para que cada uno 
designe su defensor, bajo apercibimiento de asignarles defensores de oficio. 


74,3 Si vencido el plazo alguno de los imputados no ha designado a su defensor, el 
tribunal le asignará defensor público. 


74.4 Las resoluciones sobre este punto serán Irrecurribles. 


Artículo 75. (Efectos de la ausencia del defensor).- La ausencia del defensor en 
cualquier actuación en que la ley exija expresamente su participación, acarreará su 
nulidad, 


Artículo 76. (Renuncia o abandono de la defensa).- 


76.1 La renuncia formal del defensor no suspenderá el proceso, ni lo liberará del 
deber de realizar todos los actos que sean necesarios para salvaguardar los derechos 
del imputado. 


76.2 El tribunal notificará al imputado y le intimará la designación de nuevo 
defensor, concediéndole para ello un plazo de hasta cinco días hábiles bajo 
apercibimiento de asignarle el defensor público que por turno corresponda. 


Artículo 77. (Nombramiento ulterior).- El imputado puede designar posteriormente 
otro defensor en reemplazo del anterior, pero el subrogado no podrá abandonar la 
defensa hasta que el nuevo defensor acepte el cargo. 

Artículo 78. (Patrocinio propio).- 


78.1 No se admitirá que el imputado se defienda a sí mismo, salvo que fuere 
abogado, 


78.2 El denunciante o la víctima que fueren abogados habilitados para el ejercicio 
de su profesión, podrán asistirse profesionalmente a sí mismos. 
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CAPÍTULO IV 
LA VÍCTIMA 


Artículo 79. (La víctima).- 
79.1 Se considera víctima a la persona ofendida por el delito. 


79.2 Al momento de formular instancia o denunciar el hecho, la víctima o su 
representante podrá manifestar su intención de participar en el proceso penal, con los 
derechos y facultades que este Código le asigna. 


79.3 En la primera oportunidad procesal la víctima que haya hecho uso del derecho 
establecido en el numeral precedente, o su representante, deberá proporcionar sus 
datos identificatorios, constituir domicilio dentro del radio del juzgado, comunicando los 
cambios sucesivos y designar abogado patrocinante. 


79.4 A las víctimas carentes de recursos que así lo soliciten, se les designará 
defensor público. 


Artículo 80. (Representantes de la víctima y legitimados para el ejercicio de sus 
derechos).- 


80.1 En la indagatoria y juzgamiento de delitos en los que haya ocurrido la muerte 
de la víctima, o en los casos en que esta, slendo legalmente capaz, no pueda ejercer 
por sí los derechos que este Código le otorga, podrán comparecer las siguientes 
personas, quienes ejercerán como suyos el derecho e interés que hubieran 
correspondido a la víctima fallecida o, en su caso, actuarán en su representación: 


a) a los padres, conjunta o separadamente por sus hijos sometidos a patria 
potestad, o solteros o divorciados o viudos, no unidos en concubinato, que no 
tuvieren, a su vez, hijos mayores de edad; 


b) el cónyuge, si no estaba separado voluntariamente de la víctima al momento 
del delito; el concubino; los hijos mayores de edad; 


c) los hermanos; 
d) el tutor, curador o guardador; 
e) los abuelos; 


f) los allegados que cohabitaban con la víctima o mantenían con ella una forma 
de vida en común. 


Los menores y los incapaces comparecerán por intermedio de sus representantes 
legales. 


No podrán actuar en representación de las víctimas ni ejercer los derechos que a 
estas correspondan, quienes fueran indagados por su presunta responsabilidad en el 
delito. 


80.2 A efectos de su intervención en el procedimiento, la enunciación precedente 
constituye un orden de prelación, de manera que la actuación de una o más personas 
pertenecientes a determinada categoría, excluye a las comprendidas en las siguientes. 
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80.3 Las cuestiones que se susciten por la aplicación de las disposiciones 
precedentes se tramitarán por la vía incidental y no suspenderán el curso del proceso 
principal. Contra las providencias que se dicten en el curso del incidente y aun contra 
la sentencia que le ponga fin, no cabrá otro recurso que el de reposición. 


Artículo 81. (Derechos y facultades de la víctima).- 


81.1 La víctima del delito tendrá los derechos que le reconoce este Código, sin 
perjuicio de los deberes que, para la defensa del interés de aquella, se imponen al 
fiscal. 


81.2 La victima del delito podrá intervenir en el procedimiento penal conforme a lo 
establecido en este Código y tendrá, entre otros, los siguientes derechos: 


a) 


b) 
c) 


e) 


g) 


a tomar conocimiento de la totalidad de las actuaciones cumplidas desde el 
inicio de la indagatoria preliminar, sin perjuicio de la facultad del fiscal de 
disponer que las mismas se mantengan en reserva cuando ello sea necesario 
para asegurar la eficacia de la investigación (artículo 259,3 de este Código); 


a intervenir en el proceso y ser oída en los términos previstos en este Código; 


a proponer prueba durante la indagatoria preliminar, así como en la audiencia 
preliminar y en la segunda instancia, si la hubiere, coadyuvando con la actividad 
indagatoria y probatoria del fiscal. En el diligenciamiento y producción de la 
prueba que haya sido propuesta por la víctima, esta tendrá los mismo derechos 
que las partes; 


a solicitar medidas de protección frente a probables hostigamientos, amenazas 
o agresiones contra ella, sus familiares o sus allegados; 


a solicitar medidas asegurativas sobre los bienes del encausado o relacionados 
con el delito; 


a oponerse, ante el tribunal, a la decisión del fiscal de no iniciar o dar por 
concluida la indagatoria preliminar, o no ejercer la acción penal; 


a ser oida por el tribunal antes que dicte resolución sobre el pedido de 
sobreseimiento u otra determinación que ponga fin al proceso, de conformidad 
con lo dispuesto en el artículo 129 de este Código. 


TÍTULO Il 
DE LA ACCIÓN PENAL 


CAPÍTULO 1 
PRESUPUESTOS PARA EL EJERCICIO 
DE LA ACCIÓN PENAL 


SECCIÓN | 
De las cuestiones previas 


Artículo 82.- La acción penal es pública. Su ejercicio corresponde al Ministerio 
Público y es necesario, salvo las excepciones establecidas por la ley. 
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Artículo 83. (Cuestiones previas).- Si el ejercicio de la acción penal estuviere 
condicionado por la Constitución de la República o la ley a la previa realización de 
cierta actividad o la resolución judicial o administrativa de una cuestión determinada, 
no se efectuarán actuaciones judiciales con respecto a la persona a que refiere la 
condición mientras subsista el impedimento, sin perjuicio de la práctica de las medidas 
Indispensables para la conservación de la prueba practicada en la forma y con las 
garantías previstas en este Código. 


SECCIÓN Il 
De la instancia 


Artículo 84. (Concepto).- 


84.1 La instancia es la manifestación inequívoca de voluntad del ofendido por un 
delito, en el sentido de movilizar el proceso penal para la condena de los 
responsables. 


84.2 No constituye instancia la mera noticia de la ocurrencia del hecho. 


Artículo 85. (Extensión).- La instancia dirigida contra uno de los coparticipes del 
delito se extiende a los demás. 


Artículo 86. (Legitimados para instar).- Cuando el ofendido no pudiere actuar por 
sí, estarán legitimadas para instar al Ministerio Público al ejercicio de la acción penal 
las personas indicadas en el artículo 80 de este Código. 


Artículo 87. (Contenido de la instancia).- En la instancia deberá constar el lugar y 
fecha de presentación, el nombre, edad, estado civil, profesión u ocupación y domicilio 
de quien insta y el hecho al que alude. 


Si se conocen los presuntos autores, cómplices o encubridores del hecho punible, 
se mencionarán, indicándose en lo posible su paradero, sus relaciones de familia, su 
profesión u oficio y sus rasgos fisonómicos, expresándose también quiénes fueron los 
testigos presenciales del hecho. 


Artículo 88. (Método para instar).- La instancia se formulará ante el Ministerio 
Público verbalmente o por escrito, dejándose en todos los casos constancia en acta. 
También podrá deducirse, necesariamente por escrito, ante las autoridades con 
funciones de policía. 


Artículo 89. (Firma de la instancia).- La instancia que se formule por escrito será 
firmada por su autor, en presencia de la autoridad respectiva. Si no sabe o no puede 
firmar, el escrito se refrendará con la impresión dígito pulgar derecha dal interesado o, 
en su defecto, la dígito pulgar izquierda. A continuación se dejará constancia de que la 
persona conoce el texto del escrito y que ha estampado la impresión digital en su 
presencia y de conformidad. 


Artículo 90. (Confirmación de la voluntad de instar).- Al inicio de las actuaciones 
judiciales, el Ministerio Público explicará a quién formuló la instancia el alcance de la 
misma. Si el declarante confirma su voluntad de instar, se la tendrá por bien formulada 
dejándose constancia en el acta respectiva. Si el que insta desiste, se le tendrá por 
renunciado a su derecho a instar y no podrá volver a hacerlo por los mismos hechos. 
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Artículo 91. (Caducidad del derecho a instar).- El derecho a instar caduca a los 
seis meses contados desde la comisión del hecho presuntamente delictivo, o desde 
que el ofendido o la persona legitimada para instar pudo hacerlo. 


Artículo 92, (Desistimiento).- 


92.1 Podrá desistirse de la instancia antes de que el Ministerio Público formalice la 
acusación, sin perjuicio de lo dispuesto en leyes especiales. 


92.2 Cuando la instancia haya sido formulada por uno de los padres, solamente el 
que instó tiene facultades para desistir. 


, (Aceptación del desistimiento).- Para ser eficaz, el desistimiento 
deberá ser aceptado por el imputado. Se entenderá que lo acepta si no manifiesta su 
oposición dentro de los tres días siguientes al de la notificación. 


Artículo 94. (Efectos del desistimiento).- El desistimiento aceptado dará por 
concluido el proceso, el cual no podrá volver a iniciarse por los mismos hechos. 


Artículo 95. (Efecto extensivo).- En casos de desistimiento de la instancia, sus 
efectos se extenderán a todos los coparticipes del delito. 


Artículo 96. (Delitos perseguibles a instancia del ofendido).- Son perseguibles a 
instancia del ofendido los siguientes delitos: rapto, violación, atentado violento al 
pudor, corrupción, estupro, traumatismo, lesiones ordinarias, lesiones culposas graves, 
difamación e injurias, apropiación de cosas perdidas, de tesoro o de cosas habidas por 
error, daño sin agravantes específicas, violación de propiedad artística o literaria, 
violación de marcas de fábrica, violación de privilegios industriales y patentes de 
invención, delito de insolvencia fraudulenta, delitos de sustracción o retención de 
persona menor de edad con atenuantes especiales, amenazas, penetración ¡legítima 
en fundo ajeno, caza abusiva e infracciones a las leyes de prenda sin desplazamiento. 
También se requerirá la instancia del ofendido en aquellos tipos penales que 
establezcan la exigencia de este requisito formal. 


Artículo 97. (Procedimiento de oficio).- En los delitos de violación, atentado violento 
al pudor, corrupción, estupro, rapto, traumatismo y lesiones ordinarias intencionales, 
se procederá de oficio en los siguientes casos cuando: 


a) el hecho haya sido acompañado por otro delito en que deba procederse de 
oficio; 

b) la persona agraviada careciere de capacidad para actuar por sí en juicio y no 
hubiere persona legitimada para instar; 


c) el delito fuere cometido por los padres, tutores, curadores, guardadores o 
tenedores de hecho o de derecho o con abuso de las relaciones domésticas o 
de la cohabitación; 


d) la persona agraviada fuere menor de dieciocho años y estuviere intemada en 
un establecimiento público; 


e) el delito fuere cometido por quien tuviere respecto de la persona agraviada 
responsabilidad en la atención de su salud o educación; 
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f) la persona agraviada estuviere respecto de quien cometió el delito en una 
relación de dependencia laboral. 


CAPÍTULO Il 
EXCEPCIONES AL PRINCIPIO DE OBLIGATORIEDAD 


Artículo 98. (Facultades de no iniciar y de dar por terminada la investigación).- 


98.1 El fiscal podrá abstenerse de toda investigación, o dar por terminada una 
investigación ya iniciada, si los hechos relatados en la denuncia no constituyen delito, 
si los antecedentes y datos suministrados indican que se encuentra extinguida la 
responsabilidad penal del imputado, o si las actuaciones cumplidas no hubieren 
producido resultados que permitan la continuación útil de la indagatoria. La resolución 
de no investigar o de dar por terminada la investigación será siempre fundada, y se 
comunicará al denunciante y en su caso a la víctima que hubiere comparecido o 
estuviere identificada. 


98.2 El denunciante o la víctima podrá solicitar al tribunal que ordene el reexamen 
del caso por el fiscal subrogante, dentro de los treinta días de haber sido notificado. 


98.3 Si oídos el peticionante y el fiscal actuante, el tribunal considerare que los 
hechos denunciados pudieran constituir delito, que la presunta responsabilidad penal 
del imputado pudiera no encontrarse extinguida o que es posible continuar útilmente la 
indagatoria, ordenará en la misma audiencia y sin más trámite el reexamen del caso 
por el fiscal subrogante, lo que notificará al jerarca del Ministerio Público para su 
conocimiento. La resolución no admitirá recursos. El fiscal actuante hasta ese 
momento quedará inhibido de seguir entendiendo en el asunto. 


28.4 Las actuaciones se remitirán al fiscal subrogante, quien dispondrá de un plazo 
de veinte dias para expedirse ordenando el comienzo o la continuación de la 
indagatoria, o reiterando la negativa a hacerlo. La decisión del fiscal subrogante 
concluirá la cuestión y se comunicará al tribunal, al jerarca del Ministerio Público y al 
peticionante que solicitó el reexamen del caso. 


Artículo 99. (Nuevos hechos o medios de prueba).- Aunque hubiese resuelto no 
iniciar o dar por terminada la investigación de un caso de conformidad con las 
disposiciones de este Código, el fiscal podrá siempre iniciarla o continuarla, si se 
produjeren nuevos hechos o se aportaren nuevos medios de prueba que lo justifiquen. 


Artículo 100. (Principio de oportunidad).- 


100.1 El Ministerio Público podrá no iniciar la persecución penal o abandonar la ya 
iniciada, en los siguientes casos: 


a) cuando se trate de delitos de escasa entidad que no comprometan gravemente el 
interés público, a menos que la pena mínima supere los dos años de privación 
de libertad, o que hayan sido presumiblemente cometidos por funcionarios 
públicos en el ejercicio de sus funciones; 


b) si se trata de delito culposo que haya irrogado al imputado una grave aflicción, 
cuyos efectos puedan considerarse mayores a los que derivan de la aplicación 
de una pena; 
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c) si hubieren transcurrido cuatro años de la comisión del hecho y se presuma 
que no haya de resultar pana de panitenciaría, no concurriendo alguna de las 
causas que suspenden o interrumpen la prescripción. 


100.2 La decisión del Ministerio Público de no iniciar la persecución penal o 
abandonar la ya iniciada se adoptará siempre por resolución fundada y se remitirá al 
tribunal competente, conjuntamente con sus antecedentes, para el control de su 
regularidad formal; también se comunicará al jerarca del servicio y, en su caso, al 
denunciante y a la víctima que hubiere comparecido. 


100.3 Si el tribunal entiende que la decisión del fiscal no se ajusta a derecho, así lo 
declarará, con noticia del jerarca del Ministerio Público. En tal caso el fiscal actuante 
quedará impedido de seguir conociendo en el asunto. Los autos se remitirán al fiscal 
subrogante, quien deberá expedirse en el plazo de veinte días reiterando o 
rectificando, definitivamente, la posición de la Fiscalía. 


TÍTULO IV 
DE LA ACCIÓN CIVIL 


Artículo 101. (Acción civil).- La acción civil no podrá ejercerse en sede penal, sin 
perjuicio de las medidas cautelares que se puedan dictar a petición de parte. 


Artículo 102. (Facultades de los sujetos de la acción civil)- La prohibición 
precedente no obsta al ejercicio de las facultades procesales que este Código 
reconoce a la víctima y al tercero civilmente responsable. 


Artículo 103. (Ejercicio separado de las acciones civil y penal).- La acción civil y la 
acción penal que se funden en el mismo hecho ilícito, deberán ejercitarse separada e 
independientemente en las sedes respectivas. 


Artículo 104. (Relación entre los procesos civil y penal).- La independencia 
señalada en el artículo anterior comprenderá la totalidad de los procesos civil y penal, 
incluyendo los correspondientes fallos y sin perjuicio de lo que se establece en el 
artículo siguiente. 


Artículo 105. (Prueba trasladada, recurso de revisión). Las pruebas practicadas 
válidamente en un proceso podrán trasladarse al otro y tendrán eficacia similar a la 
que tendrían de haber sido diligenciadas en este último proceso, siempre que en el 
primitivo se hubieran practicado a petición de la parte contra quien se aducen o con 
audiencia de ella, Podrá interponerse igualmente en uno de ellos y en mérito a las 
resultancias del otro, el recurso de revisión civil o penal, que pudiere corresponder 
según el caso. 


TÍTULO Y 
DE LA ACTIVIDAD PROCESAL 


CAPÍTULO | 
REQUISITOS DE LOS ACTOS PROCESALES 


Artículo 106. (Remisión).- Se aplicarán al proceso penal las disposiciones del Libro 
1, Título VI, Capítulo 1, Secciones !, !l, 11! y VI del Código General del Proceso, en lo 
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pertinente, con las exclusiones y modificaciones que se expresan en los artículos 
siguientes. 


Artículo 107. (Exclusiones).- No se aplican al proceso penal las disposiciones de 
los artículos 71,3, 71.4, 78, 84, 87 y 89 del Código General del Proceso. 


Artículo 108. (Idioma).- 
108.1 Los actos procesales deberán cumplirse en idioma español. 


108.2 La declaración de personas que ignoren el idioma español, de sordomudos 
que no sepan darse a entender por escrito o lenguaje gestual y los documentos o 
grabaciones en lengua distinta, o en otra forma de transmisión del conocimiento, 
deberán ser traducidos o interpretados, según corresponda. 


Artículo 109, (Lugar).- 


109.1 El Ministerio Público en el ejercicio de sus funciones y el propio tribunal, si 
correspondiere, podrán constituirse en cualquier lugar del territorio que abarque su 
competencia o si fuere necesario, en cualquier lugar del territorio nacional. 


109,2 Excepcionalmente, podrán efectuarse diligencias probatorias en el extranjero, 
con autorización del Fiscal de Corte y Procurador General de la Nación y de la 
Suprema Corte de Justicia respectivamente y con el consentimiento de las autoridades 
competentes del país requerido, conforme a la normativa aplicable. 


Artículo 110, (Tiempo del proceso).- Los tribunales podrán habilitar días y horas 
según los requerimientos del proceso. Salvo expresa disposición en contrario, se 
considera hábil todo el tiempo necesario para el diligenciamiento de la prueba. 


Artículo 111. (De los plazos procesales).- La iniciación, suspensión, interrupción, 
término y cómputo del tiempo en que puedan o deban producirse los actos del proceso 
penal, se regularán en lo pertinente por las normas del proceso civil con excepción de 
lo establecido en el artículo 92 del Código General del Proceso. 


Artículo 112. (Forma de actuación).- Las sentencias del tribunal y las peticiones y 
alegaciones de cualquiera de las partes y de la víctima, serán siempre fundadas. 


CAPÍTULO Il 
NORMAS SOBRE INFORMACIÓN 


Artículo 113. (Derechos del imputado).- 


113.1 Toda persona a la que un medio masivo de comunicación haya atribuido la 
calidad de imputada en un proceso penal, tiene derecho a que se publique 
gratuitamente en nota de similares características información relativa a su 
sobreseimiento, absolución o clausura del proceso, cualquiera fuera la razón de la 
misma. 


113.2 Si el medio de información se negare a ello, el interesado podrá acudir al 
procedimiento establecido en la ley para el ejercicio del derecho de rectificación o de 


respuesta. 
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CAPÍTULO 11 
COMUNICACIONES 


SECCIÓN | 
Entre autoridades 


Artículo 114. (Comunicaciones nacionales e internacionales).- Cuando el tribunal 
deba dar conocimiento de sus resoluciones a otras autoridades nacionales o 
internacionales, o formularles alguna petición para el cumplimiento de diligencias del 
proceso, podrá efectuar la comunicación por cualquier medio idóneo, dejando de ello 
constancia escrita y fehaciente. 


Lo anterior se entenderá sin perjuicio de lo dispuesto en los tratados internacionales 
que obliguen a la República. 


SECCIÓN Il 
A las partes y a terceros 


Artículo 115. (Actos que se notifican).- 


115.1 Toda actuación judicial salvo disposición expresa en contrario, debe ser 
inmediatamente notificada a las partes mediante el procedimiento establecido en el 
artículo siguiente. 


115.2 Las providencias judiciales que sean pronunciadas en audiencia, se tendrán 
por notificadas en ella. 


Artículo 116, (Forma de las notificaciones).- 


116.1 Las notificaciones de las providencias judiciales salvo las que sean dictadas 
en audiencia, serán realizadas en los domicilios constituidos por las partes o en su 
defecto, en sus respectivos domicilios reales, cuando la ley no disponga 
especialmente otro modo de hacerlo, sin perjuicio de lo establecido sobre domicilio 
electrónico. 


116.2 A los efectos de esta disposición, los despachos de los fiscales y de los 
defensores públicos se tendrán como sus respectivos domicilios procesales. 


116.3La sentencia definitiva se notificará a las partes con copia íntegra, 
autenticada por el actuario. Será notificada además al imputado en el establecimiento 
de reclusión o en su caso, en el domicilio constituido. Si ello no fuera posible, la 
diligencia se realizará en el domicilio constituido en autos por el defensor. 


CAPÍTULO IV 
ACTOS DEL TRIBUNAL Y DE LAS PARTES 


SECCIÓN | 
De la clasificación de los actos del tribunal 


Artículo 117 (Clasificación).- 


117.1 Sentencia es la decisión del tribunal sobre la causa o punto que se 
controvierte ante él. 


288-C.S. CÁMARA DE SENADORES 8 de noviembre de 2016 


117.2 Las sentencias son interlocutorias o definitivas. 


117.3 Sentencia interlocutoria es la que resuelve una cuestión sobre algún artículo 
o incidente, y definitiva es la que resuelve sobre lo principal. 


117.4 Las demás providencias que dicta el tribunal son decretos de mero trámite. 


Artículo 118. (Remisión).- Será de aplicación al proceso penal en lo pertinente, lo 
establecido en el Libro 1, Título VI, Capítulo V del Código General de! Proceso. 


SECCIÓN Il 
De la sentencia definitiva 


Artículo 119. (Forma y contenido de la sentencia definitiva).- 
119.1 La sentencia definitiva deberá consignar: 


a) la fecha en que se dicta, la identificación de los autos, el nombre del o de los 
acusados, la mención del representante del Ministerio Público y el defensor que 
actúan en el juicio y la mención del delito o delitos imputados; 


b) expresará a continuación por Resultandos, las actuaciones incorporadas al 
proceso relacionadas con las cuestiones a resolver, las pruebas que le 
sirvieron de fundamento, las conclusiones de la acusación y la defensa y 
finalmente, debidamente articulados, los hechos que se tienen por ciertos y los 
que han sido probados; 


c) determinará luego por Considerandos, el deracho a aplicar respecto de: la 
tipicidad de los hechos probados, la participación de los imputados, las 
circunstancias alleratorias de la pena y la modalidad concursal de los delitos. 


119.2 La sentencia definitiva puede ser de absolución o de condena. 

119.3 La sentencia de absolución examinará el mérito de la causa y destacará la 
falta de prueba o la existencia de causas de justificación, de inculpabilidad, de 
impunidad o de extinción del delito. 

119.4 La sentencia de condena expresará los fundamentos de la individualización 
de la pena y condenará a la que corresponda. También se pronunciará sobre la pena 
de confiscación y demás accesorias, así como respecto de la aplicación de medidas 
de seguridad, en su caso. 


119.5 La sentencia que imponga medidas de seguridad curativas fundamentará la 
declaración de inimputabilidad y precisará el régimen de las mismas. 


119.6 Dispondrá el destino de las cosas secuestradas y sujetas a confiscación. 


119.7 La sentencia absolutoria o la que dispone el sobreseimiento, ordenará que 
las cosas secuestradas sean devueltas a la persona de quien se obtuvieron. 


Artículo 120. (Principio de congruencia).- 
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120.1 La sentencia no podrá imponer pena ni medida de seguridad sin previa 
petición fiscal, ni superar el límite de la pena o medida requerida por el Ministerio 
Público. 


120,2 Si por error manifiesto la pena requerida es illegal, el juez procederá 
igualmente al dictado de sentencia y si resultare de condena, impondrá la pena dentro 
de los márgenes legales, poniendo en conocimiento del hecho al jerarca del Ministerio 
Público. 


Sin perjuicio de lo dispuesto precedentemente, los errores del fiscal serán juzgados 
en vía administrativa. 


Artículo 121. (Principio de no reforma en perjuicio).- En segunda instancia y en 
casación, si solo recurrió la parte del imputado no se podrá modificar la sentencia en 
perjuicio de este. 


Artículo 122. (Efecto extensivo).- La sentencia de segunda instancia o de casación 
en el fondo, o de revisión que absuelva a uno de los coparticipes de un delito o 
establezca una calificación delictual o atenuantes que lo beneficien, debe extender sus 
efectos a los demás, aun cuando hubiere recaído sentencia ejecutoriada, salvo que se 
trate de circunstancias referidas solo al primero. 


En la misma sentencia, el tribunal modificará el fallo referido, en cuanto 
corresponda. 


Artículo 123. (Confiscación o destrucción de instrumentos o efectos destinados a 
actividades ¡lícitas).- Al concluir el proceso penal, aun cuando no recayere sentencia 
de condena, el tribunal resolverá la confiscación o destrucción de los efectos 
materiales del delito y de los instrumentos con que fue ejecutado que pudieren ser 
destinados a actividades ilícitas, sin perjuicio de lo dispuesto en la normativa legal 
aplicable. 


Artículo 124. (Efectos de la absolución).- 


124.1 La sentencia absolutoria ejecutoriada cierra el proceso definitiva e 
irrevocablemente en relación al imputado en cuyo favor se dicta. 


124.2 La sentencia absolutoria ordenará cuando sea del caso, la libertad del 
imputado o la cesación de las medidas de coerción que se le hubieren aplicado. 


124,3 Aunque la sentencia sea recurrida por el Ministerio Público, la libertad o cese 
de las medidas limitativas de la libertad del imputado serán cumplidas con carácter 
provisional. 


Artículo 125. (Eficacia de la sentencia).- Las sentencias ejecutoriadas producirán 
todos sus efectos sin perjuicio de la unificación de penas, cuando corresponda. 


Artículo 126, (Unificación de penas).- La unificación de penas será tramitada en vía 
incidental, en la causa más antigua, y la sentencia que recaiga será considerada 
definitiva a todos sus efectos. 


290-C.S. CÁMARA DE SENADORES 8 de noviembre de 2016 


SECCIÓN Il 
De la acusación y la defensa 


Artículo 127, (De la acusación).- La acusación se ajustará formalmente a las reglas 
prescriptas para la sentencia, en lo pertinente. 


Deberá contener.: 

a) los hechos que el fiscal considere probados y su calificación legal; 

b) la participación que en ellos hubiere tenido el imputado; 

c) las circunstancias alteratorias concurrentes; 

d) la petición de la pena o de la medida de seguridad, según corresponda. 


Artículo 128. (De la defensa).- La defensa deberá ajustarse formalmente y en lo 
pertinente a las mismas reglas que rigen la acusación. 


SECCIÓN IV 
De los modos extraordinarios de conclusión del proceso 


Artículo 129. (Pedido de sobreseimiento).- 


129.1 El Ministerio Público, en cualquier estado del proceso anterior a la sentencia 
ejecutoriada, podrá desistir del ejercicio de la acción penal solicitando el 
sobreseimiento por alguno de los fundamentos previstos en el artículo siguiente. 


129,2 Previo a resolver, el tribunal oirá a la victima en los términos que a 
continuación se establecen: 


a) si el pedido es formulado fuera de audiencia y la víctima hubiera comparecido 
durante el proceso, se le dará traslado personal por seis dias; 


b) si el pedido es formulado en audiencia y la víctima estuviera participando, previo 
traslado, lo evacuará en el momento. Si no estuviere presente en la audiencia, 
aunque hubiera participado con anterioridad, no se le conferirá traslado. 


129.3 Si la víctima no se opone, el tribunal deberá decretar el sobreseimiento sin 
más trámite, mediante auto fundado exclusivamente en la solicitud del fiscal y en la no 
oposición de la víctima. Si existe oposición, el juez podrá: 


a) dasestimarla, decretando el sobreseimiento pedido por el Ministerio Público; 


b) acogerla, disponiendo en ese caso el reexamen del caso por el fiscal 
subrogante. 


129.4 El fiscal subrogante dispondrá de un plazo de veinte días para expedirse, 
reiterando el pedido de sobreseimiento o continuando con el proceso según su estado, 


129.5 Si el fiscal subrogante reitera el pedido de sobreseimiento, el juez lo 
decretará sin más trámite. La sentencia se notificará a las partes, a la víctima y al 
jerarca del Ministerio Público. 
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Artículo 130. (Procedencia del sobreseimiento).- El Ministerio Público deberá 
fundar el pedido de sobreseimiento en alguna de las siguientes causales: 


a) cuando agotadas todas las posibilidades probatorias, no exista plena prueba de 
que el hecho imputado se haya cometido o que el imputado haya participado 
en su comisión; 


b) cuando el hecho no constituya delito; 


c) cuando resulte de modo indudable que medió una causa de justificación, de 
inculpabilidad, de impunidad u otra extintiva del delito o de la pretensión penal. 


Artículo 131. (Sobreseimiento a pedido de la defensa).- 


131.1 Antes de la acusación fiscal, la defensa podrá pedir al tribunal el 
sobreseimiento del imputado por cualquiera de las causas previstas en el artículo 
anterior, 


131.2 El incidente se sustanciará con la víctima que hubiere comparecido a la 
audiencia preliminar y luego con el fiscal. 


131.3 Si el fiscal no se opone al sobreseimiento, el juez deberá decretarlo. 


131,4 Si el pedido de sobreseimiento formulado por la defensa fuera denegado, 
esta no podrá volver a planteario, salvo que alegare hechos no conocidos al tiempo de 
formular la primera solicitud u ofreciere nuevos medios de prueba. 


Artículo 132. (Efectos).- El sobreseimiento tiene los mismos efectos que la 
sentencia absolutoria. 


Artículo 133. (Clausura definitiva)- Se clausurará definitivamente el proceso 
cuando concurra alguna de las siguientes causales: 


a) muerte del imputado; 
b) amnistía; 

c) gracia; 

d) indulto; 


e) la existencia de sentencia ejecutoriada recaída sobre los mismos hechos (bis in 
idem); 
f) prescripción. 

Dichas causales podrán ser declaradas en cualquier estado del juicio, de oficio o a 
petición de parte. En el primer caso, se notificará personalmente a las partes quienes 
tendrán el plazo perentorio de diez días para impugnar mediante recurso de apelación. 
En el segundo caso, la petición se tramitará por vía incidental. 


SECCIÓN V 
De las audiencias 


Artículo 134. (Presidencia y asistencia).- 
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134.1 Las audiencias serán presididas por el tribunal. 


134.2 Las audiencias se celebrarán con la presencia del juez, del Ministerio Público, 
del defensor y del imputado. La ausencia de cualquiera de estos sujetos procesales 
aparejará la nulidad de la audiencia, la cual viciará a los ulteriores actos del proceso y 
será causa de responsabilidad funcional de los dos primeros y del defensor, según 
corresponda. 


134.3 La víctima podrá asistir y su participación será facultativa, con el alcance, los 
derechos y de la forma que se establece en este Código. 


Artículo 135. (Publicidad).- Las audiencias que se celebren una vez concluida la 
investigación preliminar serán públicas, salvo que el tribunal decida lo contrario por 
alguno de los siguientes motivos: 


a) por consideraciones de orden moral, de orden público o de seguridad; 


b) cuando medien razones especiales para preservar la privacidad y/o dignidad de 
las personas intervinientes en el proceso; 


c) cuando por las circunstancias especiales del caso, la publicidad de la audiencia 
pudiere perjudicar a los intereses de la justicia o comprometer un secreto 


protegido por la ley. 
Contra la decisión cel tribunal solo cabrá el recurso de reposición. 


Artículo 136. (Continuidad).- 


136.1 Toda vez que proceda la suspensión de una audiencia, se fijará en el acto la 
fecha de su reanudación, salvo razones fundadas. 


136.2 De no establecerse plazo específico de prórroga, la audiencia deberá fijarse 
para la fecha más cercana posible, a los efectos de procurar la continuidad del 
proceso. 


136.3 La no realización de cualquiera de las audiencias dentro de los plazos 
previstos en este Código por causas no imputables a las partes, generará 
responsabilidad administrativa del juez interviniente. 


Artículo 137, (Dirección).- Las audiencias serán dirigidas por el tribunal. Este 
ordenará las lecturas pertinentes, hará las advertencias que correspondan y moderará 
la discusión, impidiendo derivaciones inadmisibles, impertinentes o inconducentes, sin 
coartar por ello el libre ejercicio de la acción penal y el derecho de defensa. 


Artículo 138. (Disciplina y control).- El tribunal deberá adoptar a petición de parte o 
de oficio, todas las medidas necesarias para asegurar el normal y continuo desarrollo 
de las audiencias, así como la preservación de su decoro y eficacia, estando facultado 
especialmente para: 


a) ordenar que se retire de sala quien perturbe el desarrollo de la audiencia; 


b) prohibir al público y a la prensa el empleo de medios técnicos de reproducción 
y filmación, cuando ello perturbe la regularidad del acto. 
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Artículo 139. (Documentación).- 


139.1 Lo actuado en audiencia se documentará en acta que se labrará durante su 
transcurso. Además, el tribunal dispondrá el registro de lo actuado mediante la 
utilización de medios técnicos apropiados. 


139.2 Las partes y la víctima podrán solicitar lo que entiendan pertinente para 
asegurar su fidelidad, estándose en este caso a lo que el tribunal resuelva en el acto. 
Esta decisión solo será susceptible del recurso de reposición. 


139,3 Mediando acuerdo de partes el tribunal podrá disponer que la copia del 
registro que hubiera autorizado realizar a las partes o a la víctima se incorpore al acta 
de la audiencia como registro oficial. 


TÍTULO VI 
DE LA PRUEBA 


CAPÍTULO | 
REGLAS GENERALES 


Artículo 140, (Actividad probatoria).- 


140.1 La actividad probatoria en los procesos penales está regulada por la 
Constitución de la República, los Tratados aprobados y ratificados por nuestro pals, 
por este Código y por leyes especiales. 

140.2 Las pruebas se admiten a solicitud del Ministerio Público, la defensa y la 
víctima. El tribunal decidirá su admisión y podrá rechazar los medios probatorios 
innecesarios, inadmisibles o inconducentes. 


140.3 Las resoluciones dictadas por el tribunal sobre producción, denegación y 
diligenciamiento de la prueba, serán apelables con efecto diferido. 


Artículo 141. (Objeto de la prueba).- El objeto de la prueba en materia penal es: 


a) la comprobación de los supuestos fácticos descritos en la ley como 
configurativos del delito imputado; 


b) la averiguación de la participación que haya tenido el imputado en los hechos 
investigados; 

c) la concurrencia de causas de justificación; 

d) la existencia de circunstancias agravantes o atenuantes; 


e) los elementos que permitan el mejor conocimiento de la personalidad del 
imputado y puedan incidir en la individualización de la pena. 


Artículo 142. (Certeza procesal).- 
142.1 No se podrá dictar sentencia condenatoria, sin que obre en el proceso plena 


prueba de la que resulte racionalmente la certeza del delito y la responsabilidad del 
imputado. 
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142.2 En caso de duda, deberá absolverse al imputado. 


Artículo 143. (Valoración de la prueba).- Las pruebas serán valoradas por 
separado y en conjunto de acuerdo con las reglas de la sana crítica, salvo texto legal 
que expresamente disponga una regla de apreciación diversa. 


El tribunal indicará concretamente el o los medios de prueba que constituyan el 
fundamento principal de su decisión. 


Artículo 144. (Medios de prueba).- Son medios de prueba los previstos 
expresamente en este Código y cualquier otro medio no prohibido por la Constitución 
de la República o la ley, que pueda utilizarse aplicando analógicamente las reglas que 
disciplinan a los expresamente previstos. 


Artículo 145, (Prueba trasladada).- Las pruebas producidas en otro proceso, sea 
nacional o extranjero, aun cuando no hubiere mediado contralor de las partes, serán 
apreciadas por el tribunal de acuerdo a su naturaleza y circunstancias. Las partes 
podrán solicitar las medidas complementarias o ampliatorias que estimen del caso. 


CAPÍTULO 
MEDIOS DE PRUEBA 


SECCIÓN 1 
De la confesión 


Artículo 146. (Confesión).- 


146.1 La confesión consiste en la admisión por el imputado de los hechos 
contrarios a su interés. 


146.2 Para que la confesión tenga valor probatorio es preciso que el imputado, 
asistido por su defensor, la haya prestado libremente ante el tribunal, y que además 
otro u otros elementos de convicción la corroboren. 


SECCIÓN Il 
De la prueba testimonial 


Artículo 147. (Deber de testimoniar).- Podrá disponerse el interrogatorio de toda 
persona cuya declaración se considere útil para el descubrimiento de la verdad sobre 
los hechos investigados. 


Nadie puede negarse a declarar como testigo, salvo las excepciones establecidas 
expresamente por la ley. 


Artículo 148. (Derechos del testigo).- Desde el inicio del proceso penal y hasta su 
finalización, se garantizará la plena vigencia de los siguientes derechos a los testigos 
convocados: 

a) arecibir un trato digno y respetuoso por parte de las autoridades competentes; 


b) a ser informado sobre el motivo de su citación; 
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c) a pedir protección para él y su familia, en sus personas y sus bienes, si lo 
estimare necesario. 


Artículo 149. (Capacidad).- Toda persona puede atestiguar, sin perjuicio de la 
facultad del tribunal de apreciar el valor de su testimonio. 


Artículo 150. (Exenciones al deber de testimoniar).- 


150.1 Podrán abstenerse de testificar en contra del imputado, siempre que no sean 
denunciantes o damnificados, el cónyuge, aun cuando estuviere separado, los 
parientes consanguíneos hasta el segundo grado, los afines en primer grado, los 
concubinos more uxorio, los padres e hijos adoptivos, los tutores y curadores y los 


pupilos. 


150.2 Antes de iniciarse la declaración y bajo sanción de nulidad, las personas 
mencionadas serán informadas de su facultad de abstenerse. Ellas podrán ejercar 
dicha facultad aun durante su declaración, incluso en el momento de responder 
determinadas preguntas. 


Artículo 151. (Abstención de rendir testimonio).- Deberán abstenerse de declarar 
quienes deban guardar secreto profesional o mantener información reservada o 
confidencial. 


151.1 Los vinculados por el secreto profesional no podrán ser obligados a declarar 
sobre lo conocido por razón del ejercicio de su profesión, salvo los casos en que la ley 
disponga lo contrario. Sin embargo, estas personas no podrán negarse a testificar 
cuando sean liberadas del deber de guardar secreto por quien se los haya confiado. 


151.2 Los funcionarios públicos si conocen de una información clasificada como 
reservada o confidencial no estarán obligados a declarar, salvo que el juez a solicitud 
de parte considere imprescindible la información. En este caso, el tribunal requerirá la 
información por escrito e inclusive podrá citar a declarar a los funcionarios públicos 
que corresponda. 


Artículo 152. (Citación).- 


152.1 Para el examen de testigos, se librará citación en la que se señalará el deber 
de comparecer y la sanción en que se incurrirá en caso de incumplimiento. 


152.2 En casos de urgencia, podrán ser citados por cualquier medio, inclusive 
verbal, dejándose constancia. 


152.3 El testigo podrá también presentarse espontáneamente, lo que se hará 
constar. 


152.4 No se descontará del salario del testigo compareciente el tiempo que estuvo 
a disposición del tribunal. A su solicitud, se expedirá constancia de su comparecencia. 


Artículo 153. (Testigos residentes fuera del lugar o en el extranjero).- 


153.1 Si el testigo no reside en el lugar o cerca de donde debe prestar su 
testimonio, se podrá comisionar la recepción de su declaración por exhorto u oficio al 
órgano competente de su residencia, siempre que sea difícil o gravosa su 
concurrencia. A tales efectos, podrá utilizarse el medio técnico más apropiado. 
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153.2 Sin embargo, si la gravedad del hecho investigado y la importancia del 
testimonio lo requirieran, el testigo deberá comparecer a la audiencia que se señale. 


153.3 Si el testigo se hallare en el extranjero, se procederá conforme a lo dispuesto 
en las normas sobre cooperación judicial internacional. 


Artículo 154. (Compulsión y arresto).- 


154.1 Si el testigo no compareciere sin mediar causa justificada, será conducido por 
la fuerza pública. 


154.2 Si después de comparecer el testigo se negare a declarar, será puesto a 
disposición del tribunal competente por la responsabilidad penal que le pudiere 
corresponder. 


154,3 Cuando el testigo carezca de domicilio o cuando exista temor fundado de que 
se oculte, fugue o ausente, el tribunal podrá disponer de oficio o a petición de parte su 
arresto, a los solos efectos de asegurar su declaración. La duración de la medida no 
podrá exceder las doce horas. 


Artículo 155. (Testimonio de altas autoridades y miembros del cuerpo 
diplomático).- 


155.1 No tienen la obligación de comparecer el Presidente de la República, el 
Vicepresidente, los Ministros y Subsecretarios del Poder Ejecutivo, los Senadores y 
Representantes Nacionales, los Ministros de la Suprema Corte de Justicia, del 
Tribunal de lo Contencioso Administrativo, de la Corte Electoral y del Tribunal de 
Cuentas, los Intendentes Departamentales, los Oficiales Generales de las Fuerzas 
Armadas en actividad, el Fiscal de Corte y Procurador General de la Nación, el 
Procurador del Estado en lo Contencioso Administrativo, los Ministros de los 
Tribunales de Apelaciones, los Jueces y los Fiscales Letrados. Estas personas 
rendirán su declaración a su elección, en su domicilio o en su despacho. El acto de la 
audiencia no será público. 


155.2 Tampoco tienen obligación de comparecer los miembros del cuerpo 
diplomático o consular acreditados en el Uruguay. Estas personas rendirán su 
testimonio conforme a las normas del Derecho Internacional. 


Artículo 156. (Testigo imposibilitado).- La persona que mo pueda concurrir al 
tribunal por estar físicamente impedida, será examinada en su domicilio o en el lugar 
donde se encuentre. En este caso, así como en el artículo anterior, las partes deberán 
comparecer al acto y formular las preguntas que estimen pertinentes, bajo contralor 
del juez. 


Artículo 157. (Incomunicación).- Antes de declarar, los testigos no podrán 
comunicarse entre sí ni con otras personas, ni ver, oír o ser informados de lo que 
ocurre en la sala de audiencias. El tribunal resolverá si deberán permanecer 
incomunicados en la antesala después de declarar. 


Artículo 158. (Reglas para el examen de los festigos).- 


158.1 Antes de comenzar la declaración, el juez advertirá al testigo de su deber de 
decir la verdad y lo instruirá acerca de las penas con que el Código Penal castiga el 
falso testimonio. 
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158.2 Se procederá a interrogar a cada testigo sobre lo siguiente: 


a) su nombre, apellido, edad, estado civil, profesión u oficio y domicilio y si es 
extranjero, además los años de residencia en el país; 


b) si conoce al imputado y a los demás interesados en el resultado del proceso, si 
tiene con alguno de ellos parentesco, amistad, enemistad o relaciones de 
cualquier clase y si tiene interés de cualquier orden en la causa; 


c) sobre todos los demás hechos y circunstancias que sean conducentes a la 
averiguación de la verdad con respecto a los hechos que son objeto del 


proceso; 


d) acerca de todas las circunstancias que sirvan para apreciar su credibilidad y 
especialmente sobre la razón de sus dichos. 


158.3 La declaración de los testigos se sujetará a los interrogatorios que efectúen 
las partes. Estos serán realizados en primer lugar por la parte que hubiere ofrecido la 
respectiva prueba y luego por la contraparte. Finalmente, el tribunal podrá formular 
preguntas aclaratorias o ampliatorias a los testigos. A solicitud de cualquiera de las 
partes el tribunal podrá autorizar nuevo interrogatorio de los testigos que ya hubieren 
declarado en la audiencia. 


158.4 El juez podrá rechazar cualquier pregunta que juzgue incomducente, 
innecesaria, dilatoria, sugestiva, perjudicial o agraviante para el testigo, así como dar 
por terminado el interrogatorio cuando lo considere del caso. 


El testigo no podrá leer notas o apuntes a menos que el tribunal lo autorice. 


Artículo 159. (Testigo sospechoso de delito).- 


159.1 Si de la declaración de una persona citada como testigo surgieren indicios 
que la hicieren sospechosa de delito, se suspenderá la diligencia y en adelante se le 
aplicará el estatuto del imputado. 


159.2 La declaración como testigo de una persona que luego pasa a ser 
considerada como imputada, no podrá utilizarse en su perjuicio. 


Artículo 160. (Testigos menores de dieciocho años de edad).- 


160.1 El interrogatorio de los testigos menores de dieciocho años, será conducido 
por el tribunal sobre la base de las preguntas presentadas por el fiscal y la defensa. 
Podrá recurrirse al asesoramiento de un psicólogo forense u otro profesional 
especializado. Por regla general no podrán ser interrogados directamente por las 
partes. 


160.2 A los efectos de contemplar sus derechos y brindar su testimonio en el 
proceso, podrá adoptarse una o más de las siguientes medidas: 


a) pantallas de cristal para ocultar al testigo del imputado u otros elementos que 
constituyan barrera física con el mismo efecto; 


b) prestar testimonio desde una sala adyacente al tribunal a través de un circuito 
cerrado de televisión u otra tecnología con similar efecto; 
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c) recepción en privado, excluyéndose al público y a los medios de prensa de la 
sala del tribunal; 


d) examen del testigo a través de un intermediario designado por el tribunal, con 
la función de ayudarlo a comprender el interrogatorio. Esta medida será tenida 
especialmente en cuenta tratándose de menores de doce años de edad; 


e) presencia de un acompañante como apoyo emocional, mientras el testigo 
presta testimonio. Este puede ser cualquier adulto en quien él confíe, siempre 
que no sea parte, testigo u otro sujeto del proceso. 


Artículo 161. (Testigo que no conozca el idioma).- Si el testigo no sabe darse a 
entender por desconocer el idioma español, se utilizarán los servicios de un intérprete. 


Artículo 162. (Testigos discapacitados).- 


a) Tratándose de testigos con discapacidad intelectual o mental se aplicarán las 
reglas previstas en los artículos precedentes. 


b) Al testigo con dificultades de audición y comunicación se le proveerá de un 
intérprete. 


c) Al testigo que no se comunica mediante el habla, se le proveerá de sistemas de 
comunicación alternativos, 


d) Al testigo no vidente que deba suscribir el acta, le será leida por el actuario o 
secretario del tribunal. 


Artículo 163. (Testigos intimidados).- 


163.1 Cuando exista peligro grave para la persona, la libertad o los bienes del 
testigo o sus familiares, el tribunal podrá disponer una o más de las medidas previstas 
en el artículo 160 de este Código. 


163.2 Asimismo, se podrá disponer la reserva de su identidad, de los demás datos 
personales y de cualquier otro elemento que pueda servir para su identificación, 
pudiéndose utilizar para esta un número o cualquier otra clave. Sus datos filiatorios y 
toda otra circunstancia que permita identificarlo, quedarán depositados en dos sobres 
cerrados y lacrados, en cuyo reverso solamente se dejará constancia de la causa y del 
titular del Ministerio Público interviniente. Uno de los sobres quedará en poder de este 
y el otro en poder del tribunal. Cuando se establezca esta medida, se dispondrá 
además la prohibición de divulgar de cualquier forma su identidad o de cualquier otro 
dato conducente a ella. 


163.3 La declaración de los testigos en las condiciones previstas en el numeral 
anterior, será valorada por el juez con criterio especialmente riguroso, considerando 
para su credibilidad el resto de los elementos probatorios y las circunstancias que 
determinaron su protección. 


Artículo 164. (Declaración de la víctima).- 


164.1 Para la declaración de la víctima rigen las mismas reglas prescritas para la 
declaración de los testigos. 
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164.2 Tratándose de víctimas de delitos sexuales menores de dieciocho años, 
personas con discapacidad física, mental o sensorial, la filmación de la entrevista 
pericial efectuada a la víctima en la etapa de la investigación, podrá incorporarse como 
prueba testimonial, en cuanto se hayan cumplido las garantías procesales reguladas 
en este Código, sin perjuicio del derecho de las partes a que se efectúen los 
correspondientes interrogatorios complementarios o ampliatorios. 


Artículo 165. (Testimonio filmado).- 


165.1 En los casos en que se considere conveniente por las características del 
testimonio o por sus particulares circunstancias, podrá disponerse la filmación, 
agregándose el soporte como parte integrante del acto. 


165.2 Asimismo, se adoptarán los medios técnicos tendientes a preservar la 
genuinidad del soporte de la filmación. 


SECCIÓN Il 
Del careo 


Artículo 166, (Procedencia).- 


166.1 Podrá ordenarse el careo de personas que en sus declaraciones hubieren 
discrepado sobre hechos o circunstancias importantes. El imputado también podrá 
solicitarlo, pero no podrá ser obligado a carearse. 


166.2 No procederá el careo entre el imputado y los testigos referidos en los 
artículos 161 a 164 de este Código. 


Artículo 167. (Reglas del careo).- 


167,1 El juez hará referencia a las declaraciones de los sometidos a careo y les 
preguntará si las confirman o modifican. 


167.2 Acto seguido, el Ministerio Público y la defensa podrán interrogar a los 
sometidos a careo, exclusivamente sobre los puntos materia de contradicción que 
determinaron la procedencia de la diligencia. 


SECCIÓN Iv 
Del reconocimiento 


Artículo 168. (Reconocimiento).- El reconocimiento es el acto ordenado por el 
tribunal, por el que alguna persona o cosa determinada es examinada o inspeccionada 
por aquel, o por las personas cuyo informe o testimonio puede ser conveniente para la 
investigación. 


Artículo 169. (Reconocimiento de personas).- 


169.1 El reconocimiento de personas por testigos, se hará con las reglas de la 
declaración testimonial y con los siguientes requisitos: 
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a) cada testigo lo hará por separado, describiendo previamente al aludido y 
expresando si antes le ha sido exhibido, debiendo hacerlo desde un lugar 
donde no pueda ser visto por aquel; 


b) el aludido elegirá lugar en la fila de varias personas de aspecto semejante; 


c) el declarante dirá si en la fila está la persona aludida y la señalará, 
manifestando las diferencias que encuentre con su percepción anterior. 


169.2 No podrá haber más de un imputado en una fila de personas. 


169.3 De todo lo actuado se redactará acta y si es posible, se dejará registro 
mediante el empleo de medio técnico idóneo. 


169.4 Deberá presenciar el acto el defensor del imputado. 


Artículo 170, (Reconocimiento por imágenes).- Cuando no se pudiere efectuar el 
reconocimiento de personas en las condiciones indicadas en el artículo anterior, se 
podrá utilizar imágenes fotográficas o fílmicas, observando las mismas reglas en lo 


pertinente. 


Artículo 171. (Otros reconocimientos).- Cuando se disponga reconocer voces, 
sonidos y cuanto pueda ser objeto de percepción sensorial, se observarán las reglas 
que anteceden, en lo pertinente. 


Sin perjuicio de labrar el acta respectiva, se podrá disponer que se documente 
mediante prueba fotográfica, videográfica o mediante otros instrumentos o 
procedimientos. 


Artículo 172. (Reconocimiento de cosas).- Antes del reconocimiento de una cosa 
se invitará a la persona que debe efectuarlo a que la describa. En lo demás, regirán 
las disposiciones precedentes, 


SECCIÓN V 
De la prueba documental 


Artículo 173. (Incorporación).- 


173,1 Se podrá incorporar al proceso todo documento que pueda servir como 
medio de prueba. Quien lo tenga en su poder está obligado a presentarlo, exhibirlo o 
permitir su conocimiento, salvo dispensa o prohibición legal o necesidad de previa 
orden judicial, 


173.2 Durante la etapa de investigación, el fiscal podrá solicitar directamente al 
tenedor del documento su presentación, exhibición y en caso de negativa, solicitar al 
tribunal la orden de incautación correspondiente, 


173.3 Los documentos que contengan declaraciones anónimas no podrán ser 
llevados al proceso ni utilizados en modo alguno, salvo que constituyan el cuerpo del 
delito o provengan del imputado. 


173.4 Tampoco podrán admitirse como medio de prueba ni ser utilizadas en modo 
alguno, las misivas y otras comunicaciones del imputado con su defensor y con 
personas amparadas por secreto profesional. Esta excepción no rige si dichas 
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personas son también imputadas, ni cuando aquellas son medios para la preparación, 
ejecución o encubrimiento del delito, 


Artículo 174. (Reconocimiento del documento).- 


174.1 Cuando sea necesario se ordenará el reconocimiento del documento por su 
autor o por quien resulte identificado según su voz, imagen, huella, señal u otro medio, 
así como por aquel que efectuó el registro. Podrán ser llamados también a reconocerlo 
personas distintas, en calidad de testigos. 


174.2 Podrá acudirse a la prueba pericial cuando corresponda establecer la 
autenticidad del documento. 


Artículo 175. (Traducción, transcripción y visualización de documentos).- 


175.1 Todo documento redactado en idioma distinto del español, deberá estar 
traducido por traductor público para ser incorporado al proceso. 


175.2 Cuando el documento consista en una grabación, se dispondrá su 
transcripción en un acta con intervención de las partes. 


175.3 Cuando el documento consista en un video, se ordenará su visualización y su 
transcripción en un acta, con intervención de las partes. 


Artículo 176. (Instrumentos públicos).- En lo relativo a la autenticidad de los 
documentos públicos y la fe que de ellos emana, se aplicarán las disposiciones del 
derecho civil, salvo que el delito imputado consista en la falsedad material o ideológica 
del mismo. 


SECCIÓN VI 
De la prueba por informes 


Artículo 177. (Requerimiento de informes).- Podrán requerirse informes sobre 
datos que consten en registros oficiales o privados. La omisión o el retardo en la 
respuesta, la falsedad del informe o el ocultamiento de datos, generarán las 
responsabilidades correspondientes, sin perjuicio de las diligencias de inspección, 
revisión o incautación que fueren necesarias. 


SECCIÓN VII 
De la prueba pericial 


Artículo 178. (Procedencia).- 


178.1 Procederá el informe de peritos en los casos determinados por la ley y 
siempre que para apreciar algún hecho o circunstancia relevante para la causa, fueren 
necesarios o convenientes conocimientos especiales de naturaleza científica, técnica, 
artística o de experiencia calificada. 


178.2 Los informes deberán emitirse con imparcialidad, atendiéndose a los 
principios de la ciencia o reglas del arte u oficio que profesare el perito. 


178.3 En la audiencia, los peritos deberán exponer brevemente el contenido y las 
conclusiones de su informe y a continuación se autorizará que sean interrogados por 
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las partes. Los interrogatorios serán realizados en primer lugar por la parte que 
hubiere ofrecido la respectiva prueba y luego por la contraparte. 


178.4 Finalmente, el tribunal podrá formular preguntas al perito con el fin de aclarar 
sus dichos. 


Artículo 179. (Remisión).- La prueba pericial se regirá por lo establecido en el Libro 
], Título VI, Capítulo 111, Sección V del Código General del Proceso, en lo pertinente, 


Artículo 180. (Actuación de los peritos oficiales).- 


180.1 El Ministerio Público podrá requerir como peritos a los miembros del Instituto 
Técnico Forense, de la Policía Científica y de otros organismos estatales 
especializados, que le presten auxilio en la etapa de investigación. 


180.2 Asimismo, si en la preparación del caso la defensa necesitare el auxilio de 
expertos de los organismos mencionados en el numeral precedente, podrá solicitar al 
fiscal o al tribunal según la etapa procesal, que ordene la actuación de estos y 
eventualmente, presentarlos como peritos en la audiencia de prueba. 


Artículo 181. (Honorarios del perito).- Los peritos designados a solicitud de las 
partes tendrán derecho a cobrar honorarios salvo que actúen como funcionarios 
públicos en cumplimiento de su función. Si la designación fuera efectuada a solicitud 
del Ministerio Público o de la defensa pública, los honorarios serán de cargo del 
Estado a través del órgano jerarca del solicitante. 


SECCIÓN Vil 
De los indicios 


Artículo 182. (Concepto de indicio).- 


182.1 Indicios son las cosas, estados o hechos personales o materiales, ocurridos o 
en curso, aptos para convencer en alguna medida, acerca de la verdad de las 
afirmaciones o de la existencia de un hecho que es objeto del proceso, toda vez que 
no constituyan un medio de prueba específicamente previsto. 


182.2 Para que los indicios puedan servir de base a una resolución judicial, deberán 
estar plenamente probados, ser inequívocos y ligar lógica e ininterrumpidamente el 
punto de partida y la conclusión probatoria. 


SECCIÓN IX 
De la inspección judicial y de la reconstrucción del hecho 


Artículo 183. (Inspección judicial).-. 


183.1 Podrá comprobarse mediante la inspección de personas, lugares y cosas, las 
huellas, rastros y otros efectos materiales que el hecho haya dejado, describiéndolos 
detalladamente y recogiendo o conservando en lo posible, lo que tenga eficacia 
probatoria. 
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183.2 El tribunal describirá el estado actual del objeto de la inspección y en cuanto 
sea posible, verificará el preexistente. En caso de desaparición o alteración de los 
rastros u otros efectos, averiguará y hará constar el modo, tiempo y causa de ellas, 


Artículo 184. (Examen corporal del imputado).- 


184.1 Durante la indagatoria preliminar, el juez a solicitud de las partes puede 
ordenar el examen corporal del imputado para establecer hechos significativos de la 


investigación. 


184,2 Con esa finalidad, aun sin el consentimiento del imputado pueden efectuarse 
pruebas biológicas y mínimas intervenciones corporales, siempre efectuadas por 
profesional especializado. La diligencia está condicionada a que no se tema 
fundadamente un daño para la salud del imputado, para lo cual si resulta necesario, se 
contará con un previo dictamen pericial. 


184.3 Si el examen corporal puede ofender el pudor de la persona, sin perjuicio de 
que el examen lo realice un médico legista u otro profesional especializado, a petición 
del imputado debe ser admitida la presencia de una persona de su confianza, 
labrándose acta del resultado del mismo. 


Artículo 185. (Reconstrucción del hecho).- 


185.1 La reconstrucción del hecho tiene por finalidad verificar si el delito se cometió 
de acuerdo con las declaraciones y demás pruebas diligenciadas, debiendo 
practicarse con la mayor reserva posible. 


185.2 La diligencia se realizará bajo la dirección del tribunal, labrándose acta 
resumida en la que conste la realización de la misma y sus detalles. 


185.3 No podrá obligarse al imputado a intervenir en la reconstrucción y cuando 
participe, regirán las reglas previstas para su declaración. 


185.4 El tribunal tomará las medidas del caso para procurar que la concurrencia del 
público y de los medios de información al acto respectivo, no perturban el desarrollo de 
la diligencia. 


Artículo 186. (Participación de testigos y peritos).- 


186.1 La inspección judicial y la reconstrucción del hecho deben realizarse 
preferentemente con la participación de testigos y peritos. 


186.2 Asimismo, se dispondrá que se levanten planos o croquis del lugar y se 
tomen fotografías, grabaciones o películas de las personas o cosas que interesen a la 
causa. 


SECCIÓN X 
Do la identificación del cadáver y autopsia 
Artículo 187. (Identificación de cadáver).- 
187.1 Si se tiene conocimiento de la ocurrencia de una muerte presuntamente 


violenta, antes de procederse al enterramiento del cadáver o inmediatamente después 
de su exhumación, se le identificará por todos los medios adecuados. 
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187.2 La diligencia deberá ser dirigida por el fiscal o quien lo represente con la 
intervención del médico legista y del personal policial especializado en criminalística. 


Artículo 188. (Autopsia y reconocimiento).- 


188.1 En los casos de muerte en que se sospecha la existencia de un delito o cuya 
causa no esté determinada se practicará el reconocimiento del cadáver y la autopsia, 
pudiendo incluso disponerse la exhumación. 


188.2 El médico actuante describirá minuciosamente la operación e informará sobre 
la naturaleza de las lesiones, el origen y la causa del fallecimiento y sus 
circunstancias, si se pudieran determinar, debiendo procurar que la integridad 
corpórea del cadáver quede restablecida al máximo. 


188.3 Asimismo, deberá adoptar todas las medidas necesarias para asegurar la 
identificación y conservación de los objetos y elementos que se extraigan del cadáver. 


188.4 El resultado del reconocimiento y de la autopsia será informado al fiscal, a los 
familiares de la persona fallecida y al juez que estuviera interviniendo. 


SECCIÓN XI 
De los registros 


Artículo 189. (Objeto).- 


189.1 El registro tiene por objeto averiguar el estado de las personas, lugares, 
cosas, rastros u otros efectos materiales de utilidad para la investigación. De su 
realización se labrará acta y cuando sea posible, se recogerán o conservarán los 
elementos materiales útiles. 


189,2 La autoridad administrativa, por orden del fiscal o por sí, dando cuenta 
inmediata a aquel, podrá inspeccionar o disponer el registro de lugares abiertos, cosas 
o personas, cuando existan motivos suficientes para considerar que se encontrarán 
rastros de delito, o que en determinado lugar se encuentra el imputado o alguna 


persona prófuga. 


189.3 SI el hecho no dejó rastros o efectos materiales o si estos han desaparecido 
o han sido alterados, se describirá la situación que se encuentre y sus elementos 
componentes, procurando consignar asimismo el estado anterior, el modo, tiempo y 
causa de su desaparición o alteración y los medios de convicción de los cuales se 
obtuvo ese conocimiento. De la misma forma se procederá cuando la persona 
buscada no sea hallada en el lugar. 


189,4 De ser posible, se levantarán planos de señales, se usarán elementos 
descriptivos y fotográficos y se realizará toda otra operación técnica necesaria o útil 
para el cabal cumplimiento de la diligencia. 


189.5 La autoridad administrativa, por orden del fiscal o por sí dando cuenta 
inmediata a aquel, podrá disponer que durante la diligencia de registro no se ausenten 
las personas halladas en el lugar, o que comparezca inmediatamente cualquier otra. 
Los que desobedezcan serán conducidos por la fuerza pública. 
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189.6 La retención solo podrá durar dos horas, salvo que el juez habilitare un plazo 
mayor. 


Artículo 190. (Registro de personas).- 


190.1 Cuando existan fundadas razones para considerar que una persona oculta 
objetos en su cuerpo, vestimenta, efectos personales relacionados con el delito, la 
autoridad administrativa, por orden del fiscal o por sí, dando cuenta inmediata a aquel, 
procederá a registrarlo. Antes del registro, se invitará a la persona a que exhiba y 
entregue el objeto buscado. 


190.2 El registro se efectuará por persona del mismo sexo siempre que sea posible 
respetando la dignidad y el pudor del registrado. 


190.3 El registro puede comprender también equipaje y bultos, así como el vehículo 
utilizado. De todo lo actuado se labrará acta que se ofrecerá firmar a los involucrados, 
quienes podrán consignar las observaciones que entiendan del caso. 


Artículo 191. (Registro de lugares no destinados a habitación).- Cuando existan 
motivos razonables para considerar que en determinado edificio o lugar cerrado se 
oculta el imputado o alguna persona evadida, o que se encuentran objetos 
provenientes de actividad delictiva o relevantes para la investigación, el fiscal solicitará 
autorización judicial para el allanamiento y registro respectivos. 


Artículo 192. (Contenido de la resolución).- 


192.1 La resolución de la autoridad competente contendrá el nombre del fiscal 
autorizado, la fecha en que se realizará la diligencia, la finalidad específica del 
allanamiento y la designación precisa del inmueble que será allanado y registrado. 


192.2 Dispuesto el registro, se dará aviso previo a la persona a cuyo cargo 
estuviere el local, vehículo, buque o aeronave, salvo que a criterio del tribunal, ello 
resulte perjudicial para la eficacia de la diligencia. 


Artículo 193. (Registro de lugares destinados al culto).- Para el allanamiento y 
registro de templos y lugares cerrados destinados a cualquier culto cuya celebración 
sea organizada por instituciones con personería jurídica, se requerirá el aviso a las 
personas que estén a su cargo directo e inmediato, salvo que a criterio del juez, ello 
resulta perjudicial para la eficacia de la diligencia. 


Artículo 194. (Registros especiales).- 


194.1 El Ministerio Público podrá solicitar al tribunal el registro de inmuebles 
destinados a organismos públicos y sus dependencias y buques y aeronaves del 
Estado. 


La diligencia se hará efectiva con previo aviso al jerarca correspondiente, salvo que 
a criterio del juez resulte perjudicial para la eficacia de la medida. 


194.2 Para el registro de la Casa de Gobierno, del Palacio Legislativo, de las sedes 
centrales de la Suprema Corte de Justicia, del Tribunal de lo Contencioso 
Administrativo, de la Corte Electoral, del Tribunal de Cuentas, se requerirá la 
autorización escrita del Presidente de la República en su caso o del presidente del 
órgano afectado por la medida, salvo que a criterio del juez resulte perjudicial para la 
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eficacia de la diligencia. En estos casos no regirán las limitaciones de tiempo 
establecidas en el artículo 195 de este Código. 


194.3 Con relación al allanamiento y registro de sedes y oficinas de misiones 
diplomáticas o consulares extranjeras, de organismos internacionales y residencias de 
sus funcionarios, así como de buques y aeronaves de guerra extranjeros, se aplicarán 
los tratados y convenciones internacionales respectivos, en lo pertinente. 


Artículo 195. (Allanamiento y registro domiciliario).- 


195.1 El allanamiento y registro de morada o de sus dependencias, solamente - 
podrá realizarse por orden del juez, expedida a solicitud del fiscal, en el lapso 
comprendido entre la salida y la puesta del sol. 


195.2 Se entiende por morada o habitación particular, el lugar que se ocupa con el 
fin de habitar en él, aun cuando solo sea en forma transitoria. 


195.3 No obstante, podrá efectuarse el registro en horas de la noche, cuando medie 
consentimiento expreso del jefe de hogar, comunicándolo inmediatamente al fiscal y al 
juez competente. 


195,4 Si el juez ordena el allanamiento de una vivienda donde no se encuentren 
personas mayores de edad o haya ausencia total de sus moradores, la diligencia se 
realizará por el personal superior a cargo del servicio, dándose cuenta previamente al 
fiscal competente. 


195.5 La denuncia policial por violencia doméstica se tomará a todos los efectos 
como autorización expresa para el allanamiento y registro de morada dentro de las 
cuarenta y ocho horas siguientes a su presentación. 


Artículo 196. (Desarrollo de la diligencia).- 


196.1 La orden de allanamiento será notificada al morador o a cualquier persona 
mayor que se encuentre en el lugar. Al notificado se le invitará a presenciar el registro 
y cuando no se encuentre nadie, ello se hará constar en acta, Si la finca estuviere 
cerrada y nadie respondiere a los llamados de la autoridad, se procederá a su apertura 
mediante la intervención de cerrajero, con auxilio de la fuerza pública, en presencia de 
dos testigos hábiles; al terminar el registro, el lugar quedará debidamente cerrado, 
bajo responsabilidad del jerarca administrativo actuante. 


196.2 La diligencia se detallará en acta, que firmará el morador o encargado del 
lugar pudiendo formular las observaciones que considere pertinentes. Si este no se 
encontrare, no pudiere o no quisiere hacerlo, se dejará constancia de ello, 
entregándosele una copia del acta. 


196.3 Cuando se trate de registros especiales la diligencia se seguirá con el 
funcionario de mayor jerarquía que se encuentre en el lugar o con quien este designe. 
SECCIÓN XII 
De la exhibición e incautación de bienes 


Artículo 197. (Solicitud del fiscal).- 
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197.1 Cuando el propietario o poseedor a cualquier título se niegue a entregar o 
exhibir un bien que constituye el cuerpo del delito o que sea necesario para el 
esclarecimiento de los hechos investigados, el fiscal solicitará al juez que ordene su 
incautación o su exhibición forzosa. 


197.2 La autoridad administrativa no necesitará autorización del fiscal ni orden 
judicial cuando se trate de una intervención en delito flagrante o en peligro inminente 
de su perpetración, de cuya ejecución dará cuenta inmediata al fiscal. Cuando exista 
peligro por la demora, la exhibición o la incautación deberá disponerla el fiscal, dando 
cuenta al juez competente y estando a lo que él resuelva. 


Artículo 198. (Contenido de la resolución).- 


198.1 La resolución del tribunal especificará el nombre del fiscal autorizado, la 
designación concreta del bien cuyo secuestro, incautación o exhibición se ordena y el 
sitio en el que tendrá lugar la diligencia. 


198.2 Si se tratara de secuestro o incautación, contendrá el nombre del depositario 
y la orden de comunicar al registro público si el objeto de la medida fuera bienes 
inmuebles o muebles registrables. 


Artículo 199. (Diligencia de secuestro, incautación o exhibición).- 


199.1 Obtenida la autorización para una diligencia de secuestro o exhibición de 
bienes muebles o de incautación de bienes inmuebles, el fiscal la ejecutará de 
inmediato, con el auxilio de la fuerza pública si fuera necesario. 


199.2 Los bienes objeto de secuestro o incautación serán registrados y 
debidamente individualizados, dejándose constancia de quién asume el carácter de 
depositario. Tratándose de bienes inmuebles o muebles registrables la medida se 
inscribirá en el registro público correspondiente. 


199.3 El acta será firmada por los intervinientes en la diligencia, siendo de 
aplicación lo establecido en el artículo 196.2 de este Código. 


Artículo 200. (Devolución de bienes incautados y entrega de bienes sustraídos).- 

200.1 El fiscal o la autoridad administrativa con autorización del tribunal, podrá 
devolver a la víctima o a terceros los objetos incautados, Asimismo, podrá devolverlos 
al imputado si no tuvieran ninguna relación con el delito. 

La devolución podrá ordenarse provisionalmente y en calidad de depósito, con 
citación de todos los interesados que resulten de los antecedentes, pudiendo 
disponerse su exhibición cuando fuera necesario. 

200.2 Los bienes sustraidos a la víctima le serán entregados a esta. 

Artículo 201. (Entrega definitiva).- Una vez concluida la causa penal, si en el plazo 
de treinta días de notificado el interesado no fueran deducidas pretensiones en sede 
civil sobre las cosas entregadas provisionalmente, dicha entrega se tornará definitiva. 

Artículo 202. (Bienes no reclamados).- 


202.1 Transcurrido un año de ejecutoriada la sentencia definitiva u otra forma de 
conclusión de la causa o del archivo de la investigación preliminar, el tribunal podrá 
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disponer el remate de los bienes secuestrados o incautados que no hubieran sido 
reclamados o cuyas respectivas reclamaciones hubieran sido desestimadas por 
sentencia ejecutoriada. 


202.2 El producto del remate quedará a la orden del tribunal y los interesados 
podrán hacer valer sus derechos sobre esa suma, mientras no se produzca la 
caducidad respectiva. 


SECCIÓN XIII 
De la exhibición e incautación de actuaciones 
y documentos públicos y privados 


Artículo 203. (Incautación de documentos).- 


203.1 Los documentos públicos y privados pueden ser objeto de exhibición forzosa 
o incautación. 


203.2 Quien tenga en su poder los documentos requeridos está obligado a 
exhibirlos o entregarlos inmediatamente al fiscal, incluso su original, salvo que invoque 
causa legítima para no hacerlo, en cuyo caso se estará a la resolución del tribunal. 


Artículo 204. (Copia de documentos incautados).- 


204.1 El fiscal deberá restituir los documentos incautados manteniendo copia de los 
mismos, salvo que aquellos sean indispensables para la investigación, en cuyo caso 
se expedirá copia si el interesado lo solicita. 


204.2 Debe entregársele copia del acta realizada a la persona u oficina en la cual 
se efectuó la incautación. 


SECCIÓN XIV 
De la interceptación e incautación postal y electrónica 


Artículo 205. (Autorización).- 


205.1 El Ministerio Público solicitará al tribunal competente la interceptación, 
incautación y ulterior apertura o registro de cualquier correspondencia, envío postal, 
correo electrónico o similar, dirigido al imputado o enviado por este aun bajo nombre 
supuesto, o de aquellos que le fueren atribuibles por cualquier motivo. 


205,2 Estarán excluidas de la autorización prevista en este articulo, las 
comunicaciones entre el imputado y su defensor. 


205.3 Tratándose de tercero, podrán dictarse las mismas medidas siempre que el 
juez tenga motivos seriamente fundados para suponer que de las mencionadas 
comunicaciones, pueda resultar la prueba de la participación en un delito. 


205.4 En todos los casos previstos en este artículo se labrará el acta 
correspondiente. 
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Artículo 206. (Ejecución).- 


206,1 Recabada la autorización, el fiscal efectivizará inmediatamente la diligencia 
de interceptación e incautación. 


206.2 El fiscal examinará el contenido de la comunicación y si tiene relación con la 
investigación, dispondrá su incautación dando cuenta al tribunal. 


Artículo 207. (Obligación de la persona requerida).- Quien tenga en su poder la 
correspondencia requerida está obligado a entregarla inmediatamente al fiscal, salvo 
que invoque causa legítima para no hacerlo, en cuyo caso se estará a la decisión del 
tribunal. 


SECCIÓN XV 
De la intervención de comunicaciones 


Artículo 208. (Intervención, grabación o registro de comunicaciones telefónicas u 
otras formas de comunicación).- 


208.1 Cuando existan suficientes elementos de convicción para considerar que se 
ha cometido o pudiere cometerse un hecho punible, el fiscal podrá solicitar al juez la 
intervención y grabación de comunicaciones telefónicas, radiales o de otras formas de 
comunicación. El tribunal resolverá inmediatamente mediante trámite reservado, 
teniendo a la vista los recaudos que justifiquen el requerimiento fiscal. 


La resolución necesariamente deberá ser fundada, debiendo ponderar 
expresamente la necesidad y proporcionalidad de la medida, respecto de la restricción 
al ejercicio del derecho limitado, bajo pena de nulidad. 


208.2 La orden judicial puede dirigirse contra terceras personas en los mismos 
términos de lo dispuesto en el artículo 205.3 de este Código. 


208.3 No se puede interceptar las comunicaciones entre el imputado y su defensor, 
salvo que el tribunal lo ordene por estimar fundadamente que el abogado puede tener 
responsabilidad penal en los hechos investigados. De ello se dejará constancia en la 
respectiva resolución. 


208.4 La resolución judicial que disponga la interceptación deberá indicar el nombre del 
afectado por la medida y de ser posible, la linea telefónica u otro medio de comunicación a 
intervenir, grabar o registrar, También indicará la forma, alcance y duración de la medida, que 
no podrá exceder un plazo máximo de seis meses, al igual que la autoridad o funcionario que 


se encargará de la diligencia. 


208.5 La medida cesará inmediatamente si los elementos de convicción tenidos en 
cuenta para ordenarla desaparecieran o hubiera transcurrido el plazo de su duración. 


El material interceptado, grabado o registrado que no se incorpore a la investigación 
será destruido, salvo orden judicial en contrario que por razones fundadas disponga 
que se mantenga en archivo hasta el plazo máximo de duración de la investigación. 


Artículo 209. (Registro de la intervención de comunicaciones telefónicas o de otras 
formas de comunicación).- 
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209.1 La intervención de comunicaciones telefónicas, radiales o de otras formas de 
comunicación de que trata el artículo anterior, será registrada mediante su grabación 
magnetofónica u otros medios técnicos análogos que aseguren la fidelidad del registro. 


209.2 El fiscal dispondrá la transcripción de la grabación, labrándose el acta 
correspondiente, sin perjuicio de conservar los originales. 


SECCIÓN XVI 
De la videovigilancia 
Artículo 210. (Presupuesto y Ejecución).- 
210.1 El fiscal con noticia al juez y sin conocimiento del afectado, puede ordenar: 
a) realizar tomas fotográficas y registro de imágenes; 


b) utilizar otros medios técnicos especiales en lugares abiertos expuestos al 
público. 


210.2 Se requerirá autorización judicial cuando dichas actividades se realicen en el 
interior de inmuebles o lugares cerrados. 


SECCIÓN XVII 
Del levantamiento del secreto bancario y de la reserva tributaria 


Artículo 211. (Levantamiento del secreto bancario).- 


211.1 El fiscal podrá solicitar al tribunal y este, por resolución fundada, podrá 
ordenar el levantamiento del secreto bancario, en los términos previstos en el 
artículo 25 del Decreto-Ley N* 15.322, de 17 de setiembre de 1982. 


211.2 También podrá disponer la incautación de documentos, títulos-valores, 
sumas depositadas y cualquier otro bien económico o financiero y aun el bloqueo e 
inmovilización de las cuentas. 


211.3 Dispuesta la incautación, el fiscal observará el procedimiento señalado en los 
artículos 203 y 204 de este Código. 


Artículo 212. (Levantamiento de la reserva tributaria).- 


212.1 El fiscal podrá solicitar al tribunal y este podrá levantar la reserva tributaria y 
requerir a la administración tributaria la exhibición o remisión de información, 
documentos y declaraciones de carácter tributario que tenga en su poder, cuando ello 
resulte necesario y pertinente para el esclarecimiento del hecho investigado. 


212.2 La administración tributaria deberá exhibir o remitir en su caso la información, 
documentos o declaraciones ordenadas por el juez. 


CAPÍTULO Il 
PRUEBA ANTICIPADA 


8 de noviembre de 2016 CÁMARA DE SENADORES 311-C.S. 


Artículo 213. (Supuestos de la prueba anticipada).- El fiscal, el defensor y la 
víctima o sus familiares en su caso, podrán solicitar el diligenciamiento de prueba en 
forma anticipada en los siguientes casos: 


a) declaración de testigos e informe de peritos, cuando exista motivo fundado para 
considerar que no podrá formularse en las audiencias del proceso por 
enfermedad u otro grave impedimento, o cuando hayan sido expuestos a 
violencia, amenaza, ofertas o promesas de dinero u otra utilidad para que no 
declaren o lo hagan falsamente; 

b) declaración de testigos, cuando exista la probabilidad de que la espera a la 

realización de las audiencias del proceso, les cause un perjuicio severo o ponga 

en riesgo serio la calidad de la prueba testimonial; 


o 


c) reconocimientos, inspecciones o reconstrucciones, que por su naturaleza y 
características deben ser considerados actos definitivos e irreproducibles; 


el diligenciamiento de cualquier medio probatorio, cuando el transcurso del 
tiempo pudiere frustrar su realización o perjudicar su eficacia. 


Artículo 214. (Procecdimiento).- 


214.1 La parte que solicite el diligenciamiento de prueba anticipada deberá precisar 
su objeto y las razones de su importancia para el proceso. También indicará el nombre 
de las personas que deben intervenir en el acto y las circunstancias de su 
procedencia. 


d 


dl 


214.2 El trámite se dispondrá con citación de la parte contraria, salvo que esa 
comunicación pueda frustrar la finalidad y eficacia de la medida. 


En este último caso, una vez diligenciada la prueba se dará conocimiento de lo 
actuado a la contraparte, quien tendrá la oportunidad de completarla o de presentar 
contraprueba en la etapa procesal oportuna. 


214.3 La prueba anticipada se diligenciará de conformidad con las reglas referidas 
al medio probatorio pertinente. 


Artículo 215. (Impugnabilidad).- 


215.1 La parte contra quien se pide la medida podrá oponerse a la misma o solicitar 
su modificación o ampliación en el plazo de la citación. 


215.2 La resolución que deniegue la medida será susceptible de los recursos de 
reposición y apelación en subsidio. 


215.3 Cumplida la medida y notificada, sl se hublere dispuesto sin noticia, el 
agraviado podrá apelar conforme a lo dispuesto en este Código. 


TÍTULO Vil 
DE LAS MEDIDAS CAUTELARES 
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CAPÍTULO 1 
REGLA GENERAL 


Artículo 216. (Principio).- Es atribución del tribunal adoptar las medidas cautelares 
reguladas en este Título cuando ello le fuere requerido en forma. 


CAPÍTULO Il 
PRIVACIÓN O LIMITACIÓN DE LA LIBERTAD FÍSICA DEL IMPUTADO 


SECCIÓN | 
De la libertad física de las personas 


Artículo 217. (Estado de inocencia).- En todo caso el imputado será tratado como 
inocente hasta tanto mo recaiga sentencia de condena ejecutoriada. La prisión 
preventiva se cumplirá de modo tal que en ningún caso podrá adquirir los caracteres 
de una pena. 


Artículo 218. (Principio general).- Nadie puede ser privado de su libertad física o 
limitado en su goce sino conforme a lo dispuesto en las normas constitucionales y 


legales. 


Artículo 219, (Flagrancia delictual).- Se considera que existe flagrancia delictual en 
los siguientes casos cuando: 


a) una persona fuere sorprendida en el acto de cometer un delito; 


b) inmediatamente después de la comisión del delito, una persona fuere 
sorprendida en el acto de huir o de ocultarse o en cualquier otra situación o 
estado que haga presumir firmemente su participación y al mismo tiempo, fuere 
designada por la persona ofendida o damnificada o por testigos presenciales 
hábiles como partícipe en el hecho delictivo; 


c) en tiempo inmediato a la comisión del delito una persona fuere hallada con 
efectos y objetos procedentes de él, con las armas o instrumentos adecuados 
para cometerlo sin brindar explicaciones suficientes sobre su tenencia, o 
presentare rastros o señales que hagan presumir firmemente que acaba de 
participar en un delito. 


Artículo 220. (Detención en flagrancia delictual).- La persona que sea sorprendida 
en flagrancia delictual deberá ser detenida aun sin orden judicial. 


En las mismas circunstancias cualquier particular podrá proceder a la detención y 
entregar inmediatamente al detenido a la autoridad. 


En tales casos se dará cuenta inmediatamente al Ministerio Público, el que pondrá 
al detenido a disposición del tribunal competente, adoptando las medidas pertinentes o 
solicitando su adopción, cuando corresponda, a aquel. 


SECCIÓN 
De las medidas de coerción 
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Artículo 221. (Medidas limitativas o privativas de la libertad ambulatoria).- 


221.1 El fiscal podrá solicitar al juez en cualquier estado del proceso y con el fin de 
asegurar la comparecencia del imputado, su integridad o la de la víctima, o evitar el 
entorpecimiento de la investigación, la imposición de cualquiera de las medidas que se 
indican a continuación: 


a) el deber de fijar domicilio y no modificarlo sin dar inmediato conocimiento al 
tribunal; 


b) la obligación de someterse al cuidado o vigilancia de una persona o institución 
determinada, en las condiciones que se le fijen; 


Cc) la obligación de presentarse periódicamente ante el juez o ante la autoridad que 
él designe; 


d) la prohibición de salir sin autorización previa del ámbito territorial que se 
determine; 


e) la retención de documentos de viaje; 


f) la prohibición de concurrir a determinados sitios, de visitar o alternar en 
determinados lugares o de comunicarse con determinadas personas, siempre 
que no se afecte el derecho de defensa; 


g) el retiro inmediato del domicilio, cuando se trate de hechos de violencia 
doméstica y la víctima conviva con el imputado; 


h) la prestación por sí o por un tercero de una caución de contenido económico 
adecuada y proporcional a la gravedad del delito que se está investigando y a la 
condición económica del imputado; 


i) el arresto en su propio domicilio o en el de otra persona, sin vigilancia o con la 
que el juez disponga; 


j) la vigilancia del imputado, mediante algún dispositivo electrónico de rastreo o de 
su ubicación física; 


k) la prohibición de abandonar el domicilio o residencia por determinados días u 
horarios, en forma que no perjudique el cumplimiento de sus obligaciones 
ordinarias; 


l) cualquier otra medida alternativa a la prisión preventiva, en las condiciones 
previstas en la ley; 


m)la prisión preventiva, en el caso en que las medidas limitativas anteriormente 
descriptas no fueren suficientes para asegurar los fines indicados 
precedentemente. 


221.2 Las medidas de coerción enunciadas en este artículo pueden ser 
complementadas con medidas cautelares respecto de bienes del imputado o de 
terceros, dictadas por el juez a solicitud de parte. 
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Artículo 222. (Medidas limitativas durante la indagatoria preliminar).- Asimismo, 
desde el inicio de la indagatoria preliminar el tribunal a petición del Ministerio Público 
solamente podrá disponer las medidas referidas en los literales a), d), e) y f) del 
artículo precedente con la finalidad de asegurar el resultado de la investigación, por el 
plazo que el tribunal disponga. 


SECCIÓN Il 
De la prisión preventiva 


Artículo 223. (Procedencia de la prisión preventiva).- Toda persona tiene derecho a 
la libertad personal y a la seguridad individual. En ningún caso la prisión preventiva 
será de aplicación preceptiva. 


Artículo 224. (Requisitos para disponer la prisión preventiva).- Iniciado el proceso y 
a petición del Ministerio Público, el tribunal podrá decretar la prisión preventiva del 
imputado si hubiera elementos de convicción suficientes para presumir que intentará 
fugarse, ocultarse o entorpecer de cualquier manera la investigación, o que la medida 
es necesaria para la seguridad de la víctima o de la sociedad. 


Artículo 225. (Entorpecimiento de la investigación).- Se entenderá que la prisión 
preventiva resulta indispensable para el éxito de la investigación cuando exista 
sospecha grave y fundada de que el imputado puede obstaculizarla mediante la 
destrucción, modificación, ocultación o falsificación de elementos probatorios, o 
cuando exista la presunción de que podrá inducir a computados, testigos, peritos o 
terceros, a fin de que declaren falsamente o se comporten de manera desleal o 
reticente. 


Artículo 226. (Peligro de fuga).- Para determinar la existencia de peligro de fuga se 
tendrán en cuenta entre otras, las siguientes pautas: 


a) desarraigo determinado por la carencia de domicilio o residencia habitual asiento 
de su hogar, de sus negocios o de su trabajo; 


b) disposición de facilidades extraordinarias para abandonar el país; 
c) circunstancias, naturaleza del hecho y gravedad del delito; 


d) ocultamiento de información sobre su identidad o domicilio, o que los hubiera 
proporcionado falsamente. 


Artículo 227. (Riesgo para la seguridad de la víctima o de la sociedad).- 


227.1 Se entenderá que la seguridad de la víctima se encuentra en riesgo cuando 
existan motivos fundados que permitan inferir que el imputado puede atentar contra 
ella, su familia o sus bienes. 


227.2 Se entenderá que existe riesgo para la sociedad cuando el imputado posea la 
calidad de reiterante o de reincidente, o cuando se tratare de crímenes de genocidio, 
de lesa humanidad o de guerra. 


8 de noviembre de 2016 CÁMARA DE SENADORES 315-C.S. 


Artículo 228. (Elementos de especial relevancia).- 


228.1 Para decidir acerca de la imposición o en su caso la sustitución o la cesación 
de la prisión preventiva, el juez le asignará especial relevancia a los siguientes 
elementos de Juicio: 


a) necesidad de atender circunstancias familiares o especiales del imputado que 
hicieran evidentemente perjudicial su internación inmediata en prisión; 

b) imputadas en estado de gravidez a partir del quinto mes de embarazo o 
madres que estén amamantando durante el primer año de lactancia; 


c) ¡imputados afectados por una enfermedad que acarree grave riesgo para su 
vida o salud, extremo que deberá ser acreditado por el informe pericial 
correspondiente; 


d) imputados mayores de setenta años cuando ello no involucre riesgos 
considerando las circunstancias del delito cometido. 


228.2 El juez ordenará la internación provisional del imputado en un establecimiento 
asistencial adecuado cuando se acredite por informe pericial que sufre una grave 
alteración de sus facultades mentales que acarree grave riesgo para su vida o salud. 


Artículo 229. (Prohibición de solicitar prisión preventiva).- 
229.1 El fiscal no solicitará la prisión preventiva cuando: 
a) se trate de procedimiento por faltas; 


b) el delito imputado esté sancionado únicamente con pena pecuniaria o de 
inhabilitación; 


c) considere que solicitará pena alternativa a la privación de libertad. 


229.2 Sin perjuicio de ello, el imputado deberá permanecer en el lugar del juicio 
hasta su finalización, presentarse a los actos de procedimiento para los cuales sea 
citado y posibilitar el efectivo cumplimiento de la sentencia a recaer. 


Artículo 230. (Trámite de la solicitud).- La solicitud de prisión preventiva deberá 
formularse por el fiscal en audiencia o fuera de ella y se tramitará de acuerdo con las 
disposiciones de este Código. 


Artículo 231. (Contralor del cumplimiento de la prisión prevantiva).- 


231.1 El tribunal que impuso la prisión preventiva será competente para supervisar 
la ejecución de la medida. 


231.2 Los Jueces Letrados de Primera Instancia de Ejecución y Vigilancia, toda vez 
que en el desempeño de sus funciones adviertan la violación de los derechos 
humanos del imputado, pondrán los hechos en conocimiento del juez competente. 


Artículo 232. (Condiciones de cumplimiento de la medida cautelar).- La prisión 
preventiva se ejecutará en establecimientos especiales, separados de aquellos lugares 
de reclusión donde son alojados los condenados con sentencia ejecutoriada. La 
autoridad competente dispondrá lo necesario para el efectivo cumplimiento del 
designio legal. 


316-C.S. CÁMARA DE SENADORES 8 de noviembre de 2016 


Artículo 233. (Revocación o sustitución).- En cualquier estado del proceso y antes 
de que haya recaído sentencia de condena ejecutoriada, el juez a petición de parte 
podrá disponer la revocación o sustitución de la prisión preventiva, toda vez que hayan 
desaparecido los presupuestos en que se haya fundado su imposición. 


En las situaciones previstas por la Ley N* 17.514, de 2 julio de 2002, dicha 
resolución deberá notificarse a la víctima, debiendo disponerse medidas de protección 
siempre que exista fundamento para su aplicación. 

El procedimiento será el establecido en los artículos 284 y siguiente de este Código. 

Artículo 234. (Incumplimiento de medidas limitativas de la libertad).- 

234,1 Podrá imponerse prisión preventiva al imputado cuando haya incumplido 
alguna de las medidas limitativas de la libertad ambulatoria previstas en el artículo 221 
de este Código. 


234.2 En este caso, el fiscal podrá solicitar la imposición de prisión preventiva la 
que se tramitará por el procedimiento establecido en los artículos 284 y siguiente de 
este Código. 


Artículo 235. (Límite temporal).- 
235.1 Cesará la prisión preventiva cuando: 


a) el imputado hubiere cumplido en prisión preventiva la pena solicitada por el 
fiscal: 


b) el imputado haya agotado en prisión preventiva un tiempo igual al de la pena 
impuesta por sentencia de condena, aún no ejecutoriada; 


c) el imputado haya sufrido en prisión preventiva un tiempo que, de haber existido 
condena ejecutoriada, le habría permitido iniciar el trámite de la libertad 
anticipada; 


d) hayan transcurrido más de dos años contados desde el momento efectivo de la 
privación de libertad y aún no se haya deducido acusación; 


e) al concluir el proceso con sentencia de condena ejecutoriada y comenzar a 
cumplirse la pena privativa de libertad. 


235.2 Para resolver estas cuestiones, el trámite se seguirá por la vía incidental. 
SECCIÓN IV 
De las cauciones 


Artículo 236. (De las cauciones).- La excarcelación se concederá bajo caución 
juratoria, personal o real. 


Al acordarla, el juez podrá imponer al imputado todas o algunas de las siguientes 
obligaciones: 
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a) fijar domicilio, el que no podrá cambiar sin conocimiento del juez o tribunal que 
conozca en la causa; 


b) no concurrir a determinados lugares; 


c) presentarse a la autoridad los días que esta determine; 
d) permanecer en su domicilio durante un horario determinado. 


La resolución que imponga estas restricciones no causa estado. El juez podrá fijar 
un plazo para su duración y en cualquier momento ampliarlas, disminuirlas o dejarlas 
sin efecto. 


Artículo 237. (Finalidad de las cauciones).- Las cauciones tienen por finalidad 
asegurar que el imputado cumpla los deberes impuestos por el juez. 


, (Determinación de las cauciones).- Para determinar la calidad y el 
monto de la caución se tendrá en cuenta la naturaleza del delito, la condición 
económica y antecedentes del imputado, la naturaleza del daño causado y el monto 
aproximado de las reparaciones civiles que puedan corresponder. El juez hará la 
estimación de modo que constituya un motivo eficaz para que el imputado se abstenga 
de infringir los deberes impuestos. 


Artículo 239. (Caución juratoria).- La caución juratoria consistirá en la promesa del 
imputado de cumplir fielmente las condiciones impuestas por el juez y procederá 
cuando: 


a) sea presumible que se pueda beneficiar con la suspensión condicional de la 
pena; 

b) el imputado careciere de medios para ofrecer o constituir otro tipo de caución. 

Artículo 240. (Caución real).- La caución real consistirá en la afectación de bienes 


determinados, muebles o inmuebles, que en garantía de la suma fijada por el juez, se 
haga por el mismo imputado o por otra persona. 


Podrá constituirse en forma de depósito de dinero u otros valores cotizables, 
otorgando hipoteca o prenda, o cualquier otra forma de garantía que resulte eficaz y 
suficiente a criterio del juez. 


Artículo 241. (Caución personal).- 

241.1 La caución personal consiste en la obligación que, junto con el imputado, 
asumen uno o más fladores solidarios, de pagar la suma que el juez fije de acuerdo a 
los criterios establecidos en el artículo precedente. 

241.2 Puede constituirse en fiador quien tenga capacidad para contratar y sea, 
además, persona de notoria honradez y solvencia económica que se comprobará 
mediante exhibición de títulos u otra prueba documental suficiente. 

El juez apreciará la existencia de todos estos requisitos. 


. (Forma de las cauciones).- Las cauciones se otorgarán antes de 
.. --— la libertad, en acta suscrita ante el actuario o secretario en su caso. 
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En el caso de lo dispuesto en el artículo 240 de este Código en cuanto fuere 
pertinente, el acta se labrará por el actuario en presencia del juez, o por el secretario 
en presencia del presidente del tribunal respectivo, disponiéndose su inscripción en el 
registro correspondiente, a cuyo efecto bastará con el simple testimonio del acta de 
caución. 


Artículo 243. (Fijación de domicilio y notificaciones).- 


243.1 En el acto de prestar caución el imputado, el fiador y todo otro otorgante de la 
misma, deberá fijar domicilio dentro del radio del juzgado para las citaciones y 
notificaciones ulteriores. 


243.2 En caso de que el imputado no pudiere fijar domicilio dentro del radio del 
juzgado, se tendrá por tal el constituido en autos por su defensor. 


Las citaciones y notificaciones que deban hacerse al imputado, se harán también al 
caucionante cuando tuvieren relación con las obligaciones de este. 


Artículo 244. (Cese de la libertad bajo caución).- 


244.1 Las cauciones se harán efectivas si el imputado no comparece a la citación 
que se le haga durante el proceso. 


244.2 En tal caso y sin perjuicio de librar orden de prisión contra el imputado, el juez 
fijará un plazo no mayor de veinte días para que comparezca o justifique su 
incomparencia, bajo apercibimiento de hacer efectiva la caución, notificando la 
resolución en los domicilios constituidos por el imputado y el caucionante. 


244.3 Vencido el plazo sin que el imputado hubiera comparecido o justificado fuerza 
mayor, el juez dictará resolución por la que declarará sin efecto la libertad provisional y 
ordenará la ejecución de la caución, 


Artículo 245. (Efectividad de las cauciones).- 
245.1 Las cauciones se efectivizarán recurriendo al procedimiento de ejecución en 
vía de apremio previsto en los artículos 377 y siguientes del Código General del 


Proceso. Actuará como ejecutante el Fiscal Letrado de Aduana y Hacienda y será 
competente la jurisdicción civil. 


245.2 El producido será asignado al Poder Judicial en calidad de recursos de libre 
disposición destinados a solventar gastos en el fortalecimiento de las oficinas 
judiciales en materia penal. 


Artículo 246, (Cancelación de las cauciones).- La caución será cancelada y las 
garantías serán restituidas cuando: 


a) revocada la excarcelación, el imputado fuere sometido a prisión; 
b) se absuelva en la causa o se sobresea al imputado, 


c) recayese pronunciamiento firme otorgando la libertad condicional del 
condenado. 
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Artículo 247. (Sustitución del caucionante).- Si el caucionante por motivos 
fundados no puede continuar como tal, podrá pedir al juez que lo sustituya por otra 
persona que él presente y ofrezca análogas garantías. 


Si el juez considera aceptable la causa y apta la persona propuesta, dispondrá la 
sustitución. 


La sustitución aceptada por el juez libera al precedente caucionante solo para el 
futuro. 


Artículo 248. (Autorización para salir del país).- El excarcelado provisional podrá 
ser autorizado a salir del país, con conocimiento de causa y siempre que se cumplan 
los siguientes requisitos: 


a) que la caución sea de carácter real o personal; 


b) que, en principio, no sea necesaria la presencia del imputado a los efectos de 
la indagatoria; 


c) que la autorización se conceda por un lapso prudencial, determinado por al 
juez en la respectiva resolución. 


En caso de incumplimiento de regreso al país, el juez aplicará lo dispuesto en los 
artículos 245 y 245 de este Código. 


Artículo 249. (Término de la prisión preventiva por absolución o sobreseimiento).- 


El tribunal deberá disponer el cese de la prisión preventiva cuando dicte sentencia 
absolutoria o decrete el sobreseimiento, aunque dichas resoluciones no se encuentren 
ejecutoriadas. 


En tales hipótesis, se podrá imponer en sustitución de la prisión preventiva alguna 
de las medidas sustitutivas previstas en el artículo 221 de este Código, cuando estas 
se consideren necesarias para asegurar la presencia del imputado en el proceso. 


CAPÍTULO III 
CAUTELAS ASEGURATIVAS SOBRE LOS BIENES 


Artículo 250. (Medidas sobre los bienes del imputado).- 


250.1 El juez podrá decretar a petición del Ministerio Público, de la víctima o de 
quienes por ella comparecieren las medidas cautelares sobre los bienes del imputado 
que estime indispensables para proteger los derechos de las víctimas, siempre que 
exista peligro de su lesión o frustración. 


250.2 También podrá decretar dichas medidas sobre bienes del tercero civilmente 
responsable, previa justificación sumaria del vínculo. 


250.3 La existencia del derecho y del peligro se justificarán sumariamente. 
250,4 El juez fijará la extensión de la medida y exigirá la previa prestación de 


garantía real o personal, salvo que exista motivo fundado para eximir de ella al 
peticionante, o que se trate del Estado u otra persona jurídica de derecho público. 
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250.5 Estas medidas se ajustarán en cuanto a su objeto y limitaciones, a los 
principios establecidos en el Código General dol Proceso y leyes especiales. 


Artículo 251. (Excepciones).- Las medidas previstas en el artículo precedente, no 
podrán ordenarse contra el Estado ni contra personas jurídicas de derecho público. 


Artículo 252. (Jurisdicción para seguir entendiendo en las medidas cautelares).- 


252.1 Cuando las medidas cautelares hubieran sido dispuestas a pedido de la 
víctima, esta deberá acreditar que inició acción civil dentro de los sesenta dias de 
haberse efectivizado las medidas cautelares y la jurisdicción civil será la única 
competente para seguir entendiendo a su respecto. 


252.2 Si la víctima no cumpliere con lo establecido en el inciso precedente, el 
afectado por las medidas podrá solicitar su levantamiento ante el juez que las dispuso, 
quien así lo resolverá con citación contraria. 


252.3 Cuando las medidas cautelares hubieran sido dispuestas a pedido de la 
fiscalía, seguirá entendiendo el tribunal que las dispuso hasta la finalización del 
proceso. 


Artículo 253. (Recursos).- Cuando la resolución ordene la medida solicitada u otra 
similar, la misma será apelable sin efecto suspensivo. 


Artículo 254. (Cumplimiento de las medidas). Las medidas cautelares se 


cumplirán inmediatamente después de haber sido decretadas y se notificarán a la 
parte a quien perjudiquen, una vez cumplidas. 


LIBRO Il 
PROCESO DE CONOCIMIENTO 
TÍTULO | 
DEL PROCESO ORDINARIO EN MATERIA 
DE CRÍMENES Y DELITOS 


Artículo 255.- El proceso de conocimiento comprende la primera y la segunda 
instancia y el recurso de casación. 


CAPÍTULO | 
INDAGATORIA PRELIMINAR 


Artículo 256. (Formas de inicio).- 
256.1 La investigación de un hecho presuntamente delictivo deberá iniciarse: 
a) cuando exista flagrancia delictual; 


b) por denuncia o instancia, formulada de acuerdo con las previsiones de este 
Código; 


c) por iniciativa del Ministerio Público, cuando haya tenido conocimiento del hecho 
por cualquier medio idóneo. 
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256.2 Cuando el fiscal tome conocimiento de un hecho presuntamente delictivo, 
deberá disponer las medidas pertinentes para la averiguación de la verdad, conforme 
a lo dispuesto en este Código. 


Artículo 257, (La denuncia).- Cualquier persona podrá poner en conocimiento del 
Ministerio Público la comisión de un presunto hecho delictivo. También podrá 
formularse la denuncia ante la autoridad administrativa competente o ante cualquier 
tribunal con competencia penal, los que deberán remitirla inmediatamente al Ministerio 
Público. 


Artículo 258. (Forma y contenido de la denuncia).- 


258.1 La denuncia podrá formularse en forma escrita o verbal y deberá contener la 
identificación del denunciante, su domicilio, la narración circunstanciada del hecho, la 
indicación de la o las personas involucradas en el mismo y en su caso de quienes lo 
hayan presenciado o tengan noticia de él. 


258.2 La denuncia escrita deberá ser firmada por quien la formula ante el 
funcionario que la reciba, quien, si el denunciante lo exigiera, le expedirá recibo. 
Cuando no supiere o no pudiere firmar lo hará otra persona a su ruego. 


258.3 En el caso de denuncia verbal, el funcionario actuante dejará constancia por 
escrito, la que será firmada por el denunciante y por el propio funcionario. Si el 
denunciante no sabe o no puede firmar lo hará un tercero a su ruego. 


Artículo 259. (Reserva de las actuaciones de investigación).- 


259.1 La actividad desarrollada en la indagatoria preliminar para reunir medios de 
prueba que posibiliten la ulterior iniciación del proceso no se integrará en ningún caso 
a este, salvo cuando hubiera sido dispuesta con intervención de tribunal. 


259.2 Las actuaciones de investigación preliminar llevadas a cabo por el Ministerio 
Público y por la autoridad administrativa, serán reservadas para los terceros ajenos al 
procedimiento. El imputado y su defensor, así como la víctima, podrán examinar los 
registros y documentos de la investigación fiscal. 


259.3 Sin embargo, el fiscal podrá disponer que determinadas actuaciones, 
registros o documentos permanezcan en reserva respecto del imputado, su defensor y 
demás intervinientes, toda vez que lo considere necesario para asegurar la eficacia de 
la investigación. En este caso, deberá identificar las piezas o actuaciones respectivas, 
y podrá fijar un plazo de hasta cuarenta días para el mantenimiento de la reserva, 
previa autorización judicial. Dicho plazo podrá ser prorrogado por el juez mediante 
petición fundada del Ministerio Público hasta por un plazo máximo de seis meses. 


259.4 El imputado y su defensor podrán solicitar al juez que ponga fin a la reserva o 
que la limite en cuanto a su extensión, a las piezas o actuaciones comprendidas en la 
misma o a las personas a quienes afectare, 


259.5 No se podrá decretar la reserva para el imputado y su defensor respecto de 
su declaración, de los informes brindados por peritos referentes a su persona, o de 
cualquier otra actuación en que hubiere intervenido él o su defensor. 


259.6 Los funcionarios que hayan participado en la investigación y las demás 
personas que por cualquier motivo hayan tenido conocimiento de las actuaciones, 
estarán obligados a guardar secreto. 
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Artículo 260. (Solicitud de diligencias).- Durante la investigación el imputado, su 
defensor y la víctima podrán solicitar al fiscal todas aquellas diligencias que consideren 
pertinentes y útiles para el esclarecimiento de los hechos investigados. El fiscal 
ordenará aquellas que estime conducentes. 


Artículo 261. (Personas citadas por el fiscal).- Si en el desarrollo de la investigación 
el fiscal requiere la comparecencia de una persona, podrá citarla por cualquier medio 
idóneo. Si el citado no comparece, el fiscal podrá solicitar al juez que le ordene 
comparecer y aun que disponga su conducción compulsiva si fuera necesario. 


Artículo 262. (Formas de comparecencia del imputado ante el fiscal).- 


262.1 Durante la investigación preliminar, el imputado deberá comparecer ante el 
fiscal cuando este lo disponga. 


262.2 Si no comparece voluntariamente, el fiscal podrá solicitar al juez que ordene 
su conducción. 


262.3 Cuando el imputado se encuentre privado de su libertad, el fiscal solicitará al 
juez su conducción, toda vez que ello sea necesario a los fines de la investigación. 


Artículo 263. (Comparecencia del imputado).- 


263.1 Cuando el imputado comparezca ante el fiscal, deberá hacerlo asistido de 
defensor. Si se trata de su primera declaración, antes de comenzar el interrogatorio, el 
fiscal le comunicará detalladamente el hecho presuntamente delictivo que se le 
atribuye, los resultados de la investigación en su contra y su derecho a no declarar. 


263.2 El imputado no podrá negarse a proporcionar su identidad, debiendo 
responder a las preguntas que con tal fin se le formulen, registrándose todo lo 
actuado. 


Artículo 264. (Registro de las actuaciones).- El Ministerio Público deberá dejar 
constancia de las actuaciones que realice, utilizando al efecto cualquier medio que 
permita garantizar la fidelidad e integridad de la información, así como el acceso a la 
misma del imputado, su defensor y la víctima. 


La constancia de cada actuación deberá consignar por lo menos, la indicación de la 
fecha, hora y lugar de realización, de los funcionarios y demás personas intervinientes, 
así como una breve relación de sus resultados. 


Artículo 265, (Duración máxima de la investigación preliminar cuando el imputado 
no está privado de libertad).- La investigación preliminar no podrá extenderse por un 
plazo mayor de un año contado desde su inicio, cuando el imputado no se encontrare 
privado de libertad. En casos excepcionales debidamente justificados, el fiscal podrá 
solicitar al juez la ampliación del plazo hasta por un año más. 


Artículo 266. (Formalización de la investigación).- 


266.1 Concluida la indagatoria preliminar, si de ella resulta que se ha cometido un 
delito y que están identificados sus presuntos autores, coautores o cómplices, el fiscal 
deberá formalizar la investigación solicitando al juez competente la convocatoria a 
audiencia preliminar. 
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Lo anterior se entenderá sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 100 de este 
Código (principio de oportunidad). 


266.2 La solicitud se hará por escrito, salvo en el caso previsto en el artículo 266,4 
de este Código, y deberá contener en forma clara y precisa: 


a) la individualización del imputado y de su defensor, si este hubiera sido 
designado durante la indagatoria preliminar; 


b) la relación circunstanciada de los hechos y la participación atribuida al 
imputado; 


c) las normas jurídicas aplicables al caso; 

d) los medios de prueba a emplear; 

e) las medidas cautelares que el fiscal entienda pertinentes; 

f) el petitorio; 

9) la firma del fiscal o de un representante autorizado por la Fiscalía. 


266.3 Presentada una solicitud de formalización de la investigación que no se 
ajuste a las disposiciones precedentes, el juez ordenará que se subsanen los defectos 
en el plazo que señale, bajo apercibimiento de tenerla por no presentada. 


266.4 Si el imputado se encontrara detenido por el hecho respecto del cual se 
decide formalizar la investigación, la solicitud de audiencia deberá formularse de 
inmediato a la detención, aun verbalmente, y la audiencia deberá celebrarse dentro de 
las veinticuatro horas siguiente a dicha detención, de conformidad con lo dispuesto en 
el artículo 16 de la Constitución de la República. 


Artículo 267. (Efectos de la solicitud de formalización de la investigación).- La 
solicitud de formalización de la investigación suspenderá el curso de la prescripción de 
la acción penal. 


CAPÍTULO Il 
AUDIENCIAS 


Artículo 268. (Audiencia preliminar).- 


268.1 Conforme a lo dispuesto en el artículo 134 de este Código, la audiencia 
preliminar será presidida por el tribunal y a ella deberán comparecer el fiscal y el 
imputado asistido por su defensor. 


268.2 Si el imputado no hubiera designado defensor, el tribunal le intimará que lo haga 
antes de comenzar la audiencia, bajo apercibimiento de tener por designado el defensor 
público que por tumo corresponda. 


268.3 La victima será citada. Su asistencia y participación serán facultativas, pero para 
participar deberá tener asistencia letrada. 


Cuando la víctima sea citada a declarar como testigo por cualquiera de las partes, 
deberá comparecer, estándose a lo dispuesto en el artículo 164 de este Código. 
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Artículo 269. (Desarrollo de la audiencia preliminar).- 


269.1 El juez interrogará al imputado sobre sus datos identificatorios conforme a lo 
previsto en el artículo 66.1 de este Código, le comunicará detalladamente el -hecho 
presuntamente delictivo que se le atribuye, le informará sobre el derecho a ejercer su 
defensa y el derecho a no declarar. 


269.2 A continuación el juez dará la palabra al fiscal, quien expondrá las razones por 
las que solicitó la formalización de la investigación. El fiscal relatará los hechos 
presuntamente delictivos, expresará la participación que en ellos atribuye al imputado, 
propondrá la calificación jurídica de los mismos que estime adecuada con indicación de 
las normas legales aplicables, ofrecerá los medios de prueba que se proponga emplear y 
solicitará al tribunal la adopción de las medidas cautelares que considere necesarias, en 
su caso. Si estimare suficiente la prueba reunida, el fiscal podrá pedir además que se 
siga el proceso extraordinario, 


269.3 A continuación el juez dará la palabra a la víctima, si esta participara de la 
audiencia, para que por intermedio del letrado que la asista se refiera a los hechos, 
formule su calificación jurídica con indicación de las normas legales aplicables, ofrezca 
las pruebas que mo hubiere ofrecido el fiscal y solicite las medidas cautelares de 
contenido patrimonial que considere pertinentes. La intervención de la víctima será 
facultativa. 


269.4 Luego el imputado será interrogado directamente por el fiscal y el defensor, en 
ese orden. En todo momento el juez podrá formular las preguntas aclaratorias o 
ampliatorias que considere necesarias, y dar curso a las preguntas de la misma 
naturaleza que pretendan formular el fiscal y el defensor. 


269.5 Tras la declaración del imputado se le dará la palabra a su defensor para que 
formule los descargos, ofrezca los medios de prueba que estime necesarios y conteste el 
pedido fiscal o de la víctima de medidas cautelares, en su caso. Si el fiscal hubiere 
solicitado la tramitación del proceso por la vía extraordinaria, la defensa también se 
pronunciará al respecto. 


269.6 Oídas las parles el juez resolverá de inmediato las siguientes cuestiones: 


a) la admisión de la solicitud fiscal de formalización de la investigación. La 
formalización de la investigación aparejará la sujeción del imputado al proceso y, 
cuando se produzca en causa en la que pueda recaer pena de penitenciaría, 
tendrá el efecto previsto en el artículo 80 de la Constitución de la República; 


b) la vía procesal a seguir, en caso de que el fiscal haya solicitado seguir la 
extraordinaria. Si la defensa se hubiera opuesto a la solicitud, el juez resolverá la 
cuestión atendiendo a la posibilidad de diligenciar rápidamente la prueba ofrecida; 


c) los obstáculos formales al desarrollo del debate, ya hubieren sido señalados por 
las partes o advertidos de oficio; 


d) el pedido de medidas cautelares que haya formulado el fiscal o la víctima de 
acuerdo con el literal e) del artículo 81.2 de este Código. 


Si el imputado se encontrare detenido por los hechos de la causa, el juez deberá 
dictar esta resolución dentro de las cuarenta y ocho horas siguientes a la detención, de 
conformidad con lo dispuesto en el artículo 16 de la Constitución de la República. 
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269.7 Si el juez dispone la prisión preventiva del imputado, en la misma resolución 
declinará competencia para ante el Juzgado Letrado de Primera Instancia en lo Penal 
que por turno corresponda. El juez que asuma el conocimiento de la causa deberá 
cumplir con las actividades de la audiencia prellminar pendientes según lo previsto en el 
siguiente numeral de este artículo, a cuyos efectos convocará a audiencia en el plazo de 
diez días hábiles desde la recepción del expediente. 


269.8 A continuación el juez se pronunciará sobre los medios probatorios propuestos, 
rechazando los que fueren inadmisibles, innecesarios o inconducentes y procederá al 
diligenciamiento de la prueba. 


Artículo 270. (Audiencia complementaria).- 


270.1 Si la prueba no hubiera podido diligenciarse en su totalidad en la audiencia 
preliminar, se citará a las partes y a la víctima que hubiera comparecido en la audiencia 
preliminar, para una audiencia complementaria en el más breve tiempo posible, la que se 
celebrará con los requisitos previstos en los artículos 134 a 139 de este Código. 


270,2 Esta audiencia podrá prorrogarse de oficio o a petición de parte, si faltare 
diligenciar alguna prueba que deba ser cumplida fuera de la audiencia, siempre que el 
tribunal la considere indispensable, en cuyo caso arbitrará los medios necesarios para 
que esté diligenciada en la fecha fijada para la reanudación de la audiencia. 


270.3 Las partes podrán proponer hasta la deducción de la acusación diligencias 
probatorias que no pudieron ser ofrecidas oportunamente, por ser claramente 
supervinientes o referidas a hechos nuevos, acreditando los motivos y la necesidad de 
las mismas. El tribunal resolverá de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 269.8 de este 
Código. 


270,4 Concluida la recepción de pruebas, el tribunal conferirá traslado sucesivamente 
al Ministerio Público para que deduzca acusación o solicite el sobreseimiento del 
imputado y a la defensa para que conteste. 


270.5 Si la complejidad del asunto lo amerita, el fiscal podrá solicitar prórroga de la 
audiencia para deducir acusación por un plazo máximo de diez días corridos. Igual 
prórroga podrá ser solicitada por la defensa para su contestación. El tribunal resolverá en 
ambos casos en forma irrecurrible. 


270.6 Si el fiscal solicitare el sobreseimiento se estará a lo dispuesto en el artículo 129 
de este Código. 


270.7 El fiscal podrá modificar en la acusación o antes de ella, la pretensión formulada 
al solicitar la formalización de la investigación respecto de la calificación delictual. 


270.8 Finalmente, el tribunal pronunciará sentencia, cuyos fundamentos podrán 
formularse dentro de los quince días siguientes. En los casos en que la complejidad del 
asunto lo justifique, podrá prorrogar la audiencia por un plazo no mayor a treinta días 
para dictar la sentencia con sus fundamentos. 


270.9 Todo lo actuado se documentará conforme a lo dispuesto en el artículo 139 de 
este Código. 


Artículo 271. (Resoluciones dictadas en audiencia).- 
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271.1 Las resoluciones dictadas en el curso de las audiencias admiten recurso de 
reposición, el que deberá proponerse y sustanciarse en la propia audiencia y decidirse 
en forma inmediata por el tribunal, 


271.2 La sentencia interlocutoria dictada conforme a lo dispuesto en el 
artículo 269.6 de este Código, admite el recurso de apelación sin efecto suspensivo, Si 
se dispone el archivo de las actuaciones, la resolución será apelable con efecto 
suspensivo. 


271.3 Todas las resoluciones sobre producción, denegación y diligenciamiento de la 
prueba serán apelables con efacto diferido. 


TÍTULO 1 
DEL PROCESO EXTRAORDINARIO EN MATERIA 
DE CRÍMENES Y DELITOS 


Artículo 272. (Procedencia).- Si el Ministerio Público entendiera suficiente la 
prueba reunida para fundar la acusación, al solicitar la formalización de la 
investigación o en la audiencia preliminar podrá pedir que el proceso se tramite por la 
vía extraordinaria. 


Si la defensa no se opusiere, el juez deberá acceder al pedido del fiscal. En caso 
contrario el juez resolverá de acuerdo con el literal b) del artículo 269,6 de este 
Código. 


Artículo 273. (Procedimiento).- El proceso extraordinario se regirá por lo 
establecido en el proceso ordinario, con las siguientes modificaciones: 


273.1 Si todos los imputados hubieran aceptado la tramitación por la vía del 
proceso extraordinario, no habrá declinación de competencia en el supuesto previsto 
en el artículo 269.7 de este Código. 


273.2 La acusación y la defensa se formularán verbalmente en audiencia, luego del 
diligenciamiento de la prueba; el tribunal no otorgará prórroga a las partes a tales 
efectos, 


273.3 El tribunal dictará sentencia con sus fundamentos en la misma audiencia, 
pero en los casos complejos podrá prorrogar la audiencia hasta por diez días, al efecto 
indicado. 


TÍTULO Il 
DEL PROCESO EN MATERIA DE FALTAS 


Artículo 274. (Procedimiento).- Serán de aplicación al procedimiento por faltas lo 
dispuesto en el Libro |, Títulos | y ll de este Código en lo pertinente. 


Artículo 275. (Titularidad de la acción penal).- La titularidad de la acción penal en 
materia de faltas corresponde a los Fiscales Letrados Adjuntos y a los Fiscales 
Letrados Departamentales. 
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TÍTULO IV 
DE LOS PROCESOS INCIDENTALES 


CAPÍTULO | 
DISPOSICIONES GENERALES 


Artículo 276. (Procedencia).- Corresponde tramitar por vía incidental las cuestiones 
diferentes de la principal, dependientes en su formulación y ordenadas en su decisión 
a la misma, siempre que no proceda a su respecto otro medio de tramitación. 


Artículo 277, (Principio de la tramitación incidental).- Todos los incidentes que se 
susciten en el proceso, si no tienen en la ley un procedimiento propio deberán 
tramitarse en la forma prevista en las disposiciones de este Título. 


CAPÍTULO Il 
PROCEDIMIENTO 


Artículo 278. (Incidente en audiencia).- Los incidentes relativos a cuestiones 
planteadas en la audiencia se formularán verbalmente y oída la parte contraria, se 
decidirán de inmediato por el tribunal sin otro recurso que el de reposición, sin perjuicio 
de hacer valer la circunstancia como causal de impugnación al deducir recurso de 
apelación contra la sentencia definitiva. 


Artículo 279. (Incidente fuera de audiencia).- 


279.1 La demanda incidental se planteará por escrito confiriéndose traslado por 
seis días. 


279.2 Tanto con la demanda como con la contestación, si se tratare de una 
cuestión que requiera prueba, las partes la acompañarán conforme a lo dispuesto en 
el Título VI del Libro | de este Código. 


El tribunal ordenará el diligenciamiento de la prueba y la concentrará en una sola 
audiencia, al término de la cual se oirá a las partes acerca del resultado de la misma. 


279.3 Contestado el traslado, si se tratare de un asunto de puro derecho o si las 
partes no ofrecieran prueba o se hubiere diligenciado la que correspondiera, el tribunal 
se pronunciará en una única sentencia, 


Artículo 280. (Recurso).- 


280.1 La resolución que no admita el incidente será susceptible de los recursos de 
reposición y apelación sin efecto suspensivo. 


280.2 La sentencia interlocutoria que decide el incidente será susceptible del 
recurso de apelación sin efecto suspensivo. 


Artículo 281. (Forma de sustanciación del incidente fuera de audiencia).- El 
incidente que se plantee fuera de audiencia, se tramitará en pieza separada del 
principal sin suspender el curso del proceso hasta la citación para sentencia, salvo que 
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el juez declare a petición de parte, que obsta al desarrollo de aquel. Contra esta 
resolución solo procede el recurso de reposición. 


CAPÍTULO II 
INCIDENTES ESPECIALES 


SECCIÓN 1 
De la recusación 


Artículo 282. (Remisión).- El incidente de recusación se regirá por lo dispuesto en 
los artículos 325 a 328 del Código General del Proceso. 


SECCIÓN Il 
De la contienda de competencia 


Artículo 283, (Remisión).- El incidente de contienda de competencia se regirá por 
lo dispuesto en el artículo 331 del Código General del Proceso. 


SECCIÓN Il 
Del incidente de excarcelación provisional 


Artículo 284. (Oportunidad procesal).- La solicitud de libertad provisional podrá 
formularse en cualquier estado de la causa, hasta tanto no haya recaído sentencia de 
condena ejecutoriada. 


Artículo 285, (Trámite de la solicitud).- 


285.1 La solicitud de excarcelación provisional podrá formularse en audiencia o 
fuera de ella. 


285.2 Presentada por escrito fuera de audiencia, se conferirá vista al Ministerio 
Público el que deberá pronunciarse en el plazo de tres dias contado desde el 
momento de la recepción del pedido. Si la complejidad de la causa lo justificare, el 
fiscal podrá solicitar la ampliación de dicho plazo hasta por diez días. El juez dispondrá 
de igual plazo para resolver. 


285.3 Propuesta la solicitud en audiencia, el fiscal se pronunciará en ese acto y el 
juez deberá resolver en la misma. Si la complejidad de la causa lo justificare, el fiscal 
podrá solicitar prórroga para expedirse hasta por diez días y de igual plazo dispondrá 
el juez para pronunciarse. 


285.4 La sentencia interlocutoria que recaiga se notificará de acuerdo con lo 
dispuesto en el artículo 116 de este Código. 


LIBRO Il ] 
DEL PROCESO DE EJECUCIÓN 


TÍTULO | 
DISPOSICIONES GENERALES 


8 de noviembre de 2016 CÁMARA DE SENADORES 


Artículo 286. (Principio general).- Ninguna pena o medida de seguridad podrá 
ejecutarse sino en cumplimiento de sentencia definitiva ejecutoriada. 


CAPÍTULO 1 
OBJETO Y PROCEDIMIENTO 


Í 287. (Objeto).- La actividad procesal de ejecución comprende los actos 
destinados a promover el cumplimiento de las condenas penales y el trámite y decisión 
de las cuestiones sobrevinientes relativas a las penas y a las medidas de seguridad. 


1 . (Competencia del Juez Letrado de Primera Instancia de Ejecución y 
Vigilancia).- En sede de ejecución conocerá el Juez Letrado de Primera Instancia de 
Ejecución y Vigilancia. Además de los cometidos que le asigna este Código y otras 
leyes, corresponde especialmente al Juez Letrado de Primera Instancia de Ejecución y 
Vigilancia: 


a) velar por el respeto de los derechos humanos en todo el ámbito de su 
competencia. Con fines de vigilancia y contralor, podrá hacer comparecer ante 
sí a condenados, imputados y a funcionarios del sistema penitenciario; 


b) salvaguardar los derechos de los internos que cumplan condena, medidas de 
seguridad o prisión preventiva, dando cuenta en este último caso al tribunal 
competente, de los abusos y desviaciones que en cumplimiento de los 
preceptos del régimen penitenciario, se puedan producir; 


c) controlar la regularidad de las sanciones disciplinarias impuestas a los 
penados, superiores a treinta días. Dichas sanciones serán comunicadas al 
Juez Letrado de Primera Instancia de Ejecución y Vigilancia dentro del plazo de 
cinco días desde el inicio de su efectivo cumplimiento. Recibida la 
comunicación, el juez dará vista a la defensa del penado. Evacuada la vista o 
vencido el plazo para hacerlo, resolverá en única instancia; 


d) resolver, con informe del director del establecimiento penitenciario y de los 
organismos técnicos pertinentes, la clasificación y las progresiones oO 
regresiones de las etapas respectivas; 


e) recibir, tramitar y resolver acerca de peticiones o quejas que formulen los 
internos, sus familiares o sus defensores respecto del trato penitenciario, 
pudiendo recabar a esos efectos los informes pertinentes; 


f) resolver las solicitudes de salidas transitorias, laborales o domiciliarias de los 
penados, de acuerdo con los requisitos establecidos por la normativa vigente; 


g) controlar la regularidad de los traslados de los penados efectuados por la 
autoridad administrativa. Dichos traslados serán comunicados dentro del plazo 
de cinco días de su efectivización. Recibida la comunicación el juez resolverá 
en definitiva; 


h) autorizar las internaciones hospitalarias. En casos de urgencia, después de 
efectuada la internación, se le dará cuenta de inmediato para su aprobación; 


i) autorizar la salida del país del penado, en las mismas condiciones de 
tramitación previstas respecto del imputado, en el artículo 248 de este Código; 
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j) realizar visitas o inspecciones a los establecimientos carcelarios cada vez que 
lo considere necesario y por lo menos una vez cada treinta días. Si en ocasión 
de tales visitas o inspecciones verificare la existencia de irregularidades que 
afectaren seriamente a los penados en causas ajenas a su competencia la 
pondrá, a la mayor brevedad, en conocimiento del juez competente; 


k) conocer y resolver en primera instancia sobre la concesión y revocación de los 
beneficios de las libertades condicional y anticipada; 


l) conocer y resolver la revocación de la suspensión condicional de la pena; 
m) conocer y resolver en el proceso de unificación de penas. 


Artículo 289. (Competencia por razón de lugar).- 


289.1 En el departamento de Montevideo, el proceso de ejecución penal será 
competencia de uno o más Jueces Letrados de Primera Instancia de Ejecución y 
Vigilancia, según lo determine la Suprema Corte de Justicia. 


289.2 En los departamentos del interior, actuarán como jueces de ejecución de la 
sentencia, los de Primera Instancia que la hubieren dictado cuando las penas o 
medidas de seguridad deban cumplirse dentro de la circunscripción de su 
competencia. 


289.3 Cuando las penas o medidas de seguridad deban cumplirse fuera del ámbito 
de competencia territorial del tribunal de primera instancia que las dispuso, la función 
de ejecución y vigilancia la ejercerá el juez de igual jerarquía del lugar donde deban 
cumplirse y que estuviere de turno a la fecha en que la sentencia quedare 
ejecutoriada. 


Exceptúanse los procesos que se hubieran tramitado en Montevideo en cuyo caso 
la función de ejecución y vigilancia de las personas condenadas corresponderá a los 
Jueces Letrados de Primera Instancia de Ejecución y Vigilancia de Montevideo. 


289.4 La Suprema Corte de Justicia podrá delimitar regiones, independientes de los 
límites departamentales, para asignar competencia territorial en materia de ejecución y 
vigilancia atendiendo a la localización de los establecimientos de reclusión y 
rehabilitación en relación con el lugar de asiento del tribunal de primera instancia que 
substanció la causa. 


289.5 Cuando las funciones del juez de sentencia y del juez de ejecución no 
coincidieren, una vez ejecutoriada la sentencia de condena, liquidada la pena o 
resuelta la libertad condicional si correspondiere, el expediente será remitido de 
acuerdo con los incisos anteriores. 


289.6 Si la sentencia hubiere quedado ejecutoriada solo para alguno de los 
imputados, deberá cumplirse inmediatamente a su respecto, a cuyos efectos se 
formará pieza con testimonio de aquella, con constancia de la fecha en que quedó 
ejecutoriada y con las actuaciones referentes a la identificación y antecedentes del 
penado. 


Artículo 290. (Liquidación de la pena).- Una vez recibidos los autos, se efectuará la 
liquidación de la pena impuesta, determinando su monto y fecha de vencimiento en el 
plazo de cinco días. La liquidación se notificará al fiscal y al defensor y de no 
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deducirse oposición dentro del plazo de cinco días, se tendrá por aprobada. En caso 
de deducirse oposición, la misma se tramitará por la vía incidental. 


Artículo 291. (Criterios aplicables).- A los efectos del cómputo de la liquidación 
deberá descontarse el tiempo de detención o de limitación de la libertad sufrida por el 
condenado, en el país o en el extranjero. 


Deberá descontarse un día de prisión o limitación de la libertad, en las hipótesis 
siguientes: 


a) por cada día o fracción de efectiva detención en el país o en el extranjero, 
incluyendo el arresto domiciliario o la internación hospitalaria; 


b) por cada dos días o fracción de efectivo cumplimiento, en los casos previstos en 
los literales j), k) y 1) del artículo 221 de este Código; 


c) por cada diez días o fracción de efectivo sometimiento a cada una de las 
medidas indicadas en los literales a) a h) del artículo 221 de este Código; 


d) por cada dos días de trabajo o estudio cumplidos durante la reclusión, por todo el 
tiempo que esté debidamente documentado. 


Los establecimientos de reclusión informarán trimestralmente al tribunal los días de 
trabajo o estudio cumplidos por cada recluso. 


Artículo 292. (Comunicación).- 


292.1 Cuando la pena deba ser cumplida en reclusión en todo o en parte, el tribunal 
comunicará dicha circunstancia a la autoridad penitenciaria, indicando la fecha de su 
finalización. 


292.2 Si el condenado se hallare en libertad y correspondiere su reclusión, el 
tribunal ordenará inmediatamente su detención. Una vez aprehendido y liquidada la 
pena, efectuará dicha comunicación. 


Artículo 293. (Revisión).- El cómputo de la pena es siempre reformable, aun de 
oficio, cuando se compruebe la existencia de un error. 


TÍTULO Il 
DE LAS PENAS PRIVATIVAS DE LIBERTAD 


CAPÍTULO | 
DE SU CUMPLIMIENTO 


Artículo 294. (Cumplimiento).- Las penas privativas de libertad serán cumplidas en 
la forma que establezcan las leyes especiales, teniendo el tribunal los poderes y 
deberes que en ellas se establezcan y los que señala el artículo 288 de este Código. 


CAPÍTULO Il 
DE LA LIBERTAD CONDICIONAL 


Artículo 295. (Presupuestos).- 
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295.1 La libertad condicional es un beneficio que se otorga a los penados que se 
hallaren en libertad al quedar ejecutoriada la sentencia de condena, cuando teniendo 
en cuenta su conducta, personalidad, forma y condiciones de vida, pueda formularse 
un pronóstico favorable de reinserción social. En tal caso, la pena se cumplirá en 
libertad en la forma y condiciones previstas por la ley. 


295.2 El penado podrá solicitar la libertad condicional en un plazo perentorio de 
diez días hábiles posteriores a la ejecutoriedad de la sentencia de condena, 
suspendiéndose su reintegro a la cárcel hasta tanto se resuelva si se le otorga dicho 
beneficio, el que se tramitará de acuerdo con lo dispuesto en los artículos siguientes. 


295.3 El liberado condicional queda sujeto a vigilancia de la autoridad, en los 
términos dispuestos en el Código Penal, por el saldo de pena que resultare de la 
liquidación respectiva. 


Artículo 296. (Trámite).- 


296,1 Aprobada la liquidación, el juez competente solicitará al Instituto Técnico 
Forense dentro del plazo de tres días la planilla de antecedentes judiciales del penado, 
actualizada a no más de sesenta días de su emisión. 


296.2 Si dicha planilla no registra que haya sido condenado por nuevo delito, y 
acreditare hallarse en condiciones de vida que permitan formular un pronóstico 
favorable de reinserción social, el juez, previa vista al Ministerio Público, podrá 
conceder la libertad condicional. Se liquidará el saldo de pena a cumplir, computando 
el tiempo de vigilancia que refiere el artículo 102 del Código Penal, a partir del 
momento en que el penado fue puesto en libertad. Si conforme a la liquidación 
efectuada la vigilancia estuviese cumplida, el juez declarará extinguida la pena, 
efectuando las comunicaciones pertinentes. 


296,3 En caso de existir saldo de pena, el condenado quedará sujeto a vigilancia de 
la autoridad y a su término el juez solicitará nueva planilla de antecedentes al Instituto 
Técnico Forense. Si no hubiere sido condenado por la comisión de nuevo delito, previa 
vista al Ministerio Público se declarará extinguida la pena efectuándose las 
comunicaciones pertinentes. 


296.4 No podrá otorgarse el beneficio de la libertad condicional, si agregada la 
respectiva planilla de antecedentes, resulta que el penado fue condenado por la 
comisión de nuevo delito durante el lapso en que estuvo en libertad provisional. 


Artículo 297. (Impugnación).- La sentencia que resuelva el pedido de libertad 
condicional podrá ser impugnada mediante los recursos de reposición y apelación. 


Solo tendrá efecto suspensivo el recurso de apelación interpuesto contra la 
sentencia que deniegue la libertad condicional. 
CAPÍTULO Ill 
DE LA LIBERTAD ANTICIPADA 
Artículo 298. (Presupuestos).- 
298.1 La libertad anticipada es un beneficio que podrá otorgarse a los penados que 


se hallaren privados de libertad al quedar ejecutoriada la sentencia de condena, 
cuando teniendo en cuenta su conducta, personalidad, forma y condiciones de vida, se 
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pueda formular un pronóstico favorable de reinserción social. En tal caso, la pena se 
cumplirá en libertad en la forma y condiciones previstas por este Código. 


298.2 El liberado queda sujeto a vigilancia de la autoridad en los términos de lo 
dispuesto en el Código Penal, por el saldo de pena que resulte de la liquidación 
respectiva. 


298.3 Este beneficio podrá otorgarse a pedido de parte y de acuerdo con las 
siguientes condiciones: 


a) si la pena recaída fue de prisión, o de multa, que por defecto de cumplimiento se 
transformó en prisión, podrá solicitarse cualquiera fuere el tiempo de reclusión 
sufrido; 


b) si la condena fue de penitenciaria, cuando el penado haya cumplido la mitad de 
la pena impuesta; 


c) si se establecieran medidas de seguridad eliminativas aditivas a una pena de 
penitenciaria, el beneficio podrá otorgarse cuando el penado haya cumplido las 
dos terceras partes de la pena, disponiéndose el cese de dichas medidas. 


Artículo 299. (Trámite).- 


299.1 La petición será formulada en forma escrita por el penado o su defensor ante 
el juez competente, quien dispondrá la agregación de los siguientes recaudos: 


a)la planilla de antecedentes actualizada del Instituto Técnico Forense y 
reliquidación de la pena por redención de la misma por trabajo o estudio, si 
correspondiere; 


b) el informe de conducta carcelaria proporcionado por el director o responsable del 
establecimiento, quien deberá remitirlo a la sede judicial dentro del plazo de 
cinco días contados desde que haya recibido la solicitud, juntamente con los 
informes técnicos que se dispongan referidos a las aptitudes de resocialización 
del penado. 


299.2 El juez resolverá previa vista del Ministerio Público, mediante resolución 
fundada. 


299.3 Concedida la libertad anticipada, se efectuará la liquidación del saldo de pena 
a cumplir bajo vigilancia de la autoridad. A su término, el juez solicitará nueva planilla 
de antecedentes al Instituto Técnico Forense. Si el penado no hubiere sido condenado 
por la comisión de nuevo delito, se declarará extinguida la pena previa vista al 
Ministerio Público, efectuándose las comunicaciones pertinentes. 


Artículo 300. (Impugnación).- 

300.1 La sentencia que concede la libertad anticipada podrá ser impugnada 
mediante los recursos de reposición y apelación en subsidio con efecto suspensivo, 
para ante el Tribunal de Apelaciones que corresponda. 


300.2 En caso denegatorio, no podrá solicitarse nuevamente el beneficio hasta que 
hayan transcurrido seis meses de ejecutoriada la resolución respectiva. 


Artículo 301. (Libertad anticipada en caso de unificación de penas pendientes).- 
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301.1 En los casos en que un encausedo tenga pendiente el dictado de sentencia 
de unificación de penas y se encontrare recluido cumpliendo una sentencia de 
condena ejecutoriada, podrá impetrar el beneficio de la libertad anticipada, 
independientemente del estado de las otras causas. 


301.2 El juez procederá conforme a lo dispuesto en los artículos precedentes, 
debiendo solicitar informes sobre las causas en trámite a efectos de estimar 
provisoriamente, la posible pena de unificación a recaer. Tal estimación no implicará 
prejuzgamiento. 


301.3 En caso de concederse la libertad anticipada, ella comprenderá todas las 
causas pendientes de unificación y se procederá a efectuar una liquidación provisoria 
cel término de vigilancia, teniendo en cuenta la estimación de la pena unificada. 


301.4 La sentencia que concede el beneficio se comunicará a los jueces de las 
demás causas a sus efectos. 


CAPÍTULO IV 
SUSPENSIÓN CONDICIONAL DE LA EJECUCIÓN DE LA PENA 


Artículo 302, (Presupuestos).- Al dictar sentencia de condena, el Juez Letrado de 
Primera Instancia en lo Penal podrá otorgar en el mismo acto el beneficio de la 
suspensión condicional de la ejecución de la pena, siempre que concurran los 
siguientes requisitos: 


a) que se trate de un primario absoluto o legal; 
b) que la pena impuesta sea de prisión o de penitenciaria hasta tres años. 
Artículo 303. (Efectos).- 


303.1 El condenado que obtenga el beneficio de la suspensión condicional de la 
ejecución de la pena, permanecerá bajo vigilancia de la autoridad por el plazo de dos 
años. Dicho plazo se contará desde la fecha en que la sentencia de condena quedó 
ejecutoriada. 


303.2 Cumplido el referido plazo, el juez solicitará la agregación de la planilla de 
antecedentes actualizada. 


303.3 Si de elia resultare que el penado no hubiere sido condenado por nuevo 
delito durante el término de vigilancia y previa vista al Ministerio Público, se tendrá por 
extinguido el delito y por no pronunciada la sentencia, ordenándose la cancelación de 
la inscripción en el registro respectivo. 


CAPÍTULO V 
CUMPLIMIENTO Y REVOCACIÓN DE LOS BENEFICIOS 


Artículo 304. (Aplazamiento excepcional del cumplimiento de la pena privativa de 
libertad).- 


8 de noviembre de 2016 CÁMARA DE SENADORES 335-C.S. 


304,1 Si mediaren las circunstancias excepcionales previstas en el artículo 228 de 
este Código, podrá aplazarse el ingreso o reintegro del penado a la cárcel, Será 
competente para dictar resolución el juez de la causa. 


304.2 Si las circunstancias excepcionales a que refiere el artículo 228 de este 
Código se produjeren durante el proceso de ejecución, conocerá el Juez Letrado de 
Primera Instancia de Ejecución y Vigilancia. El petitorio será formulado ante el Juez 
Letrado de Primera Instancia de Ejecución y Vigilancia, por el defensor o por el propio 
penado y se tramitará por vía incidental. 


Artículo 305. (Enfermedad del condenado).- 


305.1 Si durante la ejecución de la pena privativa de libertad el condenado sufriera 
alguna enfermedad psíquica o física, la dirección del establecimiento deberá 
comunicarlo al Juez Letrado de Primera Instancia de Ejecución y Vigilancia, quien 
previo los peritajes necesarios, podrá disponer su internación en establecimiento 
adecuado. 


305.2 En caso de urgencia, la administración queda facultada para disponer el 
traslado del recluso enfermo dando cuenta de inmediato al juez, con los justificativos 
de la medida adoptada. 


305.3 El tiempo de privación de libertad sufrida en internación hospitalaria será 
computado como cumplimiento efectivo de la pena. 


Artículo 306. (Vigilancia).- 


306.1 El penado liberado condicional o anticipadamente o con suspensión 
condicional de la pena, quedará sometido a la vigilancia del Patronato Nacional de 
Encarcelados y Liberados en las condiciones previstas en el artículo 102 del Código 
Penal. 


306.2 El Juez Letrado de Primera Instancia de Ejecución y Vigilancia supervisará la 
forma concreta de la vigilancia y podrá disponer de otras modalidades o asumirlas 
directamente si lo viere del caso, o pedir colaboración a otras instituciones públicas o 
privadas. 


306.3 La vigilancia será ejercida de manera que no perjudique al vigilado y le 
permita atender normalmente sus actividades habituales. 


306.4 Si el condenado considera que la vigilancia no se cumple en debida forma, 
podrá ocurrir verbalmente ante el Juez Letrado de Primera Instancia de Ejecución y 
Vigilancia, quien dispondrá las medidas que estime necesarias. 


Artículo 307. (Revocación de la libertad condicional o anticipada).- Si antes del 
cumplimiento integro de la pena en libertad condicional o anticipada, el penado comete 
nuevo delito por el que resulte condenado o quebrante los deberes impuestos por la 
autoridad, el Juez Letrado de Primera Instancia de Ejecución y Vigilancia podrá 
revocar el beneficio y disponer su reintegro a la cárcel, siguiendo el mismo 
procedimiento que para su concesión. En caso de revocación, el tiempo que el 
condenado haya estado en libertad vigilada, no se computará como cumplimiento de 


pena. 


Artículo 308. (Revocación de la suspensión condicional de la ejecución de la 
pena).- 
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308.1 Cuando el penado hubiera cometido nuevo delito antes de quedar 
ejecutoriada la primera sentencia, la suspensión que esta hubiera decretado no tendrá 
efecto. 


308.2 Si durante el término de vigilancia el penado hubiere sido condenado por 
nuevo delito o incumpliere las obligaciones impuestas, se revocará el beneficio de la 
suspensión condicional de la ejecución de la pena, continuando con lo que al estado 
de dicha causa corresponda, 


TÍTULO Il 
DE LA EJECUCIÓN DE OTRAS PENAS 


CAPÍTULO | 
PENAS DE INHABILITACIÓN Y SUSPENSIÓN 


Artículo 309. (Inhabilitación absoluta).- La inhabilitación absoluta para cargos, 
empleos públicos y derechos políticos, determinará que el Juez Letrado de Primera 
Instancia de Ejecución y Vigilancia comunique la pena a la Corte Electoral y 
organismos que correspondan, según el caso. 


Artículo 310. (Inhabilitación especial).- En casos de penas de inhabilitación 
especial, el Juez Letrado de Primera Instancia de Ejecución y Vigilancia dispondrá 
solamente las comunicaciones correspondientes a tal efecto especial. 


Artículo 311. (Penas de suspensión).- Si la pena fuera de suspensión, el juez 
ordenará la comunicación de la sentencia al organismo en que el condenado 
cumpliere funciones. 


Artículo 312. (Cese anticipado de pena accesoria).- 


312,1 Si mediaren circunstancias excepcionales, podrá concederse al condenado el 
cese anticipado de su pena accesoria. 


312.2 La cuestión será tramitada en la forma dispuesta en el artículo 299 de este 
Código y el Juez Letrado de Primera Instancia de Ejecución y Vigilancia podrá otorgar 
el beneficio si hubiere transcurrido la mitad de la pena y estimare acreditadas las 
circunstancias excepcionales invocadas y la rehabilitación del condenado. 


CAPÍTULO Il 
PENAS PECUNIARIAS, SUSTITUTIVAS Y ACCESORIAS 


Artículo 313. (Pena de multa).- 


313.1 Si se condena al pago de una multa, esta deberá ser abonada dentro del 
plazo de quince días a partir de la fecha en que la sentencia quedó ejecutoriada. 


313.2 Si el pago no se efectúa dentro del plazo, se intimará de oficio al condenado 
para que lo verifique dentro de tres días, bajo apercibimiento de procederse a la 
sustitución de la multa por prisión. Dicho apercibimiento se hará efectivo sin necesidad 
de otro trámite y sin perjuicio del otorgamiento de la libertad condicional, si 
correspondiere, 
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313.3Si consta que el condenado fuera notoriamente pobre, se procederá 
directamente a la sustitución de la multa por la imposición de un régimen de vigilancia 
de la autoridad, conforme a lo previsto en el artículo 102 del Código Penal. 


Artículo 314. (Penas accesorias).- El juez ordenará las inscripciones, anotaciones y 
demás medidas que correspondan en los casos de penas accesorias a las de prisión o 
penitenciaría previstas en el Código Penal. 


Artículo 315. (Pena de confiscación).- La pena de confiscación de los instrumentos 
con que se haya cometido el delito y los efectos del mismo, será ejecutada de oficio 
por el Juez Letrado de Primera Instancia de Ejecución y Vigilancia quien dispondrá el 
destino que corresponda según la naturaleza de aquellos. 


CAPÍTULO tl 
PENAS ALTERNATIVAS 


Artículo 316. (Regla general).- En los supuestos en que la ley establezca penas 
alternativas, el Juez Letrado de Primera Instancia de Ejecución y Vigilancia deberá 
fiscalizar su cumplimiento de acuerdo con lo dispuesto en los artículos 287 y 


siguientes de este Código, según corresponda. 


TÍTULO IV 
DE LA EXTINCIÓN DE LA PENA 


Artículo 317. (Regla general).- Cuando se configure una causa de extinción de la 
pena, el Juez Letrado de Primera Instancia de Ejecución y Vigilancia con citación del 
Ministerio Público y la defensa formulará de inmediato la declaración correspondiente, 
ordenando la clausura de los procedimientos, las comunicaciones pertinentes y el 
archivo del expediente, teniendo por definitiva la libertad del condenado, 


Artículo 318, (Prescripción de la pena).- 


318.1 Verificada la prescripción de la pena de acuerdo con las normas del Código 
Penal, será declarada por el Juez Letrado de Primera Instancia de Ejecución y 
Vigilancia con citación del Ministerio Público y la defensa y aparejará la clausura de los 
procedimientos pendientes y el archivo del expediente, teniéndose por definitiva la 
libertad. 


318.2 La prescripción de la pena se declarará de oficio, aun cuando no fuere 
alegada. Si lo fuere, tramitará como incidente. 


TÍTULO V 
DE LAS MEDIDAS DE SEGURIDAD 
CAPÍTULO | 
NORMAS GENERALES 
Artículo 319. (Enumeración).- Las medidas de seguridad a regularse en el presente 
Código son: 
a) eliminativas; 


b) curativas; 


338-C.S. CÁMARA DE SENADORES 8 de noviembre de 2016 


c) preventivas. 


Artículo 320. (Regla general).- El Juez Letrado de Primera Instancia de Ejecución y 
Vigilancia comunicará a la autoridad administrativa a cargo de la aplicación de las 
medidas de seguridad, los plazos de vigencia de estas y el deber de informar sobre el 
estado de las personas sometidas a ellas o sobre otras circunstancias del caso. 


CAPÍTULO Il 
MEDIDAS DE SEGURIDAD ELIMINATIVAS 


Artículo 321. (Cumplimiento).- 


321.1La sentencia que imponga una medida de seguridad eliminativa deberá 
determinar el mínimo y el máximo de su duración. 


321.2 La medida comenzará a ejecutarse en los establecimientos adecuados, luego 
de cumplida la pena impuesta en la sentencia. 


321.3 El Juez Letrado de Primera Instancia de Ejecución y Vigilancia tendrá sobre 
las personas sometidas a medidas de seguridad eliminativas los mismos cometidos de 
vigilancia establecidos en este Código para el cumplimiento de las penas privativas de 
libertad. 


Artículo 322. (Cese).- Vencido el plazo mínimo de su duración, el juez encargado 
de la ejecución y vigilancia solicitará informes al establecimiento donde se cumple la 
medida, pudiendo decretar el cese cuando dichos informes hagan prever la 
readaptación del penado. 


CAPÍTULO 11 
MEDIDAS DE SEGURIDAD CURATIVAS 


Artículo 323. (Cumplimiento).- 


323.1 Las medidas de seguridad curativas se cumplirán en un establecimiento 
especial o centro de asistencia para enfermos mentales o bajo el cuidado de una 
persona o institución fuera de dicho centro y sujetas a condiciones determinadas. 


323.2 Los peritos del Instituto Técnico Forense asesorarán al Juez Letrado de 
Primera Instancia de Ejecución y Vigilancia sobre el régimen de cumplimiento de las 
medidas de seguridad curativas y sus modificaciones. 


323.3 El centro hospitalario correspondiente deberá informar al juez por lo menos 
cada tres meses, de la evolución del internado, 


Artículo 324, (Cose).- 


324.1 El cese de las medidas de seguridad curativas será dispuesto por el Juez 
Letrado de Primera Instancia de Ejecución y Vigilancia cuando hayan desaparecido las 
causas que les sirvieron de fundamento, previo dictamen pericial del Instituto Técnico 
Forense e informe de la dirección del centro asistencial. 
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324.2 El cese se dispondrá de oficio o a solicitud del defensor, del curador de la 
persona o de esta misma, siguiéndose el proceso de los incidentes. 


En todos los casos deberá oírse previamente al Ministerio Público. 


CAPÍTULO IV 
MEDIDAS DE SEGURIDAD PREVENTIVAS 


Artículo 325. (Vigilancia de la autoridad).- Se aplicará lo establecido en el 
artículo 295.3 de este Código a la sentencia que sujeta a una persona al régimen de 
vigilancia de la autoridad en los casos previstos en los artículos 92, 94 y 100 del 
Código Penal en lo pertinente. 


Artículo 326. (Caución de no ofender).- Si la sentencia impone la caución de no 
ofender, se estará a lo establecido en el artículo 101 del Código Penal. 


TÍTULO VI 
DEL PROCESO DE UNIFICACIÓN DE PENAS 


Artículo 327. (Concepto).- Las sentencias ejecutoriadas recaídas en los procesos 
conexos producirán todos sus efectos, sin perjuicio de la unificación de penas por 
reiteración de acuerdo con lo establecido por el artículo 54 del Código Penal o 
eventual aplicación de medidas de seguridad. 


Artículo 328. (Trámite).- 


328.1 El Juez Letrado de Primera Instancia de Ejecución y Vigilancia formalizará el 
incidente de unificación de penas en la causa más antigua. A esos efectos se tendrá 
en cuenta la fecha de la audiencia preliminar respectiva. Se intimará al condenado 
para que designe defensor en este proceso, bajo apercibimiento de tenérsele por 
designado al defensor público que por turno corresponda. 


328.2 A los efectos del trámite se remitirán los expedientes originales o testimonios 
según corresponda. 


328.3 Recibidos los mismos e integrado el cúmulo, se conferirá traslado al 
Ministerio Público para que deduzca requisitoria de unificación de pana dentro del 
plazo de seis días. De igual plazo dispondrá el defensor para la contestación 
teniéndose presente a todos sus efectos lo dispuesto en el artículo 126 de este 
Código. 


LIBRO IV 
PROCESOS ESPECIALES 


TÍTULO 1 
DEL RÉGIMEN Y PROCEDIMIENTO DE LA EXTRADICIÓN 


CAPÍTULO | 
RÉGIMEN 


Artículo 329. (Normas aplicables).- 
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329.1 El proceso de extradición se regirá por las normas de los tratados o 
convenciones internacionales ratificados por la República que se encuentren vigentes. 


329.2 En relación con los crímenes y delitos tipificados por la Ley N” 18.026, de 25 
de setiembre de 2006 y el Estatuto de Roma de la Corte Penal Internacional, el 
proceso de extradición y de entrega de sospechosos se regirá, además, por lo 
establecido por dichas normas. 


329.3 En defecto o insuficiencia de los instrumentos mencionados, se aplicarán las 
siguientes disposiciones. 


Artículo 330. (Procedencia de la extradición).- 


330.1 Cuando fueren requeridos al efecto, los tribunales competentes de la 
República entregarán a cualquier persona que se encuentre en el territorio nacional 
para ser sometida a proceso, concluir un proceso ya iniciado o cumplir la pena 
privativa de libertad a que hubiere sido condenada en el Estado requirente, con arreglo 
a las disposiciones contenidas en el presente Título. 


330.2 Para que proceda la extradición es necesario que el Estado requirente tenga 
jurisdicción para conocer en el delito en que funda su solicitud, haya sido o no 
cometido en dicho Estado. 


Artículo 331. (Improcedencia de la extradición).- La extradición no procede cuando: 


a) el requerido haya cumplido la pena correspondiente al delito que motiva el 
pedido, o cuando de cualquier manera se hubiere extinguido la pretensión 
punitiva del Estado con anterioridad a la solicitud; 


b) estén prescriptos el delito, el ejercicio de la acción penal o la pena impuesta, 
según la legislación nacional o la del Estado requirente; 


c) el reclamado haya sido juzgado o condenado o vaya a ser juzgado en un 
tribunal de excepción o ad-hoc en el Estado requirente; 


d) se trate de delitos políticos o delitos comunes conexos con delitos políticos, o 
delitos comunes cuya represión obedezca a motivos políticos. No serán 
considerados como delitos politicos el genocidio, los crimenes de lesa 
humanidad, los crímenes de guerra ni los actos de terrorismo; 


e) de las circunstancias del caso pueda inferirse que media propósito persecutorio 
por consideraciones discriminatorias de raza, religión, nacionalidad o que la 
situación de la persona pueda verse agravada por algún otro motivo análogo; 


f la conducta que motiva el pedido de extradición no se encuentre prevista como 
delito en ambas legislaciones. Para dicha comprobación, no se atenderá a la 
denominación de los ilícitos, sino a la semejanza de las respectivas 
descripciones típicas; 


g) la pena impuesta sea inferior a dos años de privación de libertad o cuando la 
pena que aún le resta por cumplir, sea inferior a sels meses; 


h) la condena se hubiese dictado en rebeldía y el Estado requirente no brindase 
seguridades de que el caso se reabrirá para oir al condenado, permitirle el 
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ejercicio del derecho de defensa y dictar, en consecuencia, una nueva 
redacción; 


1) la persona reclamada hubiese sido inimputable por razón de edad al tiempo de 
la comisión del hecho o de los hechos por los cuales se reclama. 


Artículo 332. (Pena de muerte y prisión perpetua).- En ningún caso se autorizará la 
entrega cuando la pena a aplicarse por el Estado requirente, sea la pena de muerte o 
la prisión perpetua. 


Artículo 333. (Nacionalidad).- La nacionalidad de la persona reclamada, no 
impedirá la sustanciación del pedido de extradición y en su caso, la entrega. 


CAPÍTULO Il 
SOLICITUD 


Artículo 334. (Forma de la solicitud).- La solicitud de extradición será formulada 
ante el Ministerio de Relaciones Exteriores por el representante del Estado requirente, 
o directamente de Gobierno a Gobierno, y deberá ser acompañada de la 
documentación requerida por este Código. 


Artículo 335. (Rechazo excepcional por el Poder Ejecutivo).- El Poder Ejecutivo 
podrá rechazar solicitudes de extradición, en casos extraordinarios en los que medien 
razones fundadas para estimar que de su cumplimiento o su mero diligenciamiento, 
puedan resultar consecuencias seriamente perjudiciales para el orden y la tranquilidad 
interna de la República, o para el normal desenvolvimiento de sus relaciones 
internacionales. También podrá rechazar las solicitudes formuladas por Estados cuya 
legislación y/o prácticas en la materia, no guarden razonable similitud con las del 
Estado uruguayo. 


Artículo 336. (Documentación requerida).- La solicitud de extradición deberá ser 
acompañada de los siguientes documentos, debidamente traducidos: 


a) si se trata de un imputado, copia auténtica del auto de sujeción a proceso o del 
auto que disponga la privación de libertad, así como copia de las piezas 
procesales en que se funda la resolución. Tratándose de un condenado, deberá 
acompañarse copia auténtica de la sentencia de condena; 


b) una relación de los hechos atribuidos a la persona reclamada, con indicación del 
tiempo y lugar de comisión, su calificación jurídica y los elementos de prueba 
correspondientes; 


c) transcripción de las disposiciones legales aplicables referidas a la jurisdicción del 
tribunal, a la descripción típica, las circunstancias alteratorias, la prescripción del 
delito y de la pena, clase y monto de la pena conminada, sistema de aplicación 
de la misma y normas procesales que autorizan el arresto; 


d) toda información que permita la identificación del reclamado, incluso fotografías, 
ficha dactiloscópica y mención de su probable domicilio o paradero en el territorio 
nacional. 


Artículo 337. (Solicitud por más de un Estado).- 
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337.1 Cuando la extradición de una persona se pida por diferentes Estados por un 
mismo delito, el órgano jurisdiccional competente dará preferencia a la solicitud del 
Estado que haya prevenido en el conocimiento de aquel. 


337.2 Si se tratare de hechos diferentes, dará preferencia al pedido formulado por 
el delito más grave y si se los reputara de igual gravedad, la preferencia será 
determinada por la prioridad en el pedido. 


CAPÍTULO III 
ARRESTO PREVENTIVO 


Artículo 338. (Norma general).- 


338.1 En situaciones de urgencia, podrá solicitarse el arresto preventivo de la 
persona reclamada vía Interpol, debiendo indicar el Estado requirente, la intención de 
presentar un pedido formal de extradición y la existencia de una orden judicial de 
arresto o de un fallo condenatorio. 


338.2 El juez competente ordenará que la persona reclamada permanezca privada 
de libertad o dispondrá en su caso una medida alternativa al arresto. También podrá 
disponer la incautación de efectos o instrumentos del delito que el reclamado tenga en 
su poder. 


338.3 Efectivizada la detención del reclamado, la misma será comunicada al 
Ministerio de Relaciones Exteriores el que a su vez lo pondrá inmediatamente en 
conocimiento del Estado requirente. 


338.4 El juez letrado interviniente deberá convocar a audiencia dentro de las 
veinticuatro horas desde que se produjo la detención. En la misma, se intimará a la 
persona detenida la designación de defensor bajo apercibimiento de designársele el 
defensor público que por turno corresponda. De inmediato, se le tomará declaración a 
los efectos de verificar su identidad y se le informará sobre los motivos invocados por 
el Estado requirente para solicitar su entrega y sobre el procedimiento de extradición. 


Artículo 339. (Cese del arresto y plazo máximo de detención de la persona 
requerida).- 


339.1 Si dentro de los treinta días siguientes a la fecha de la audiencia, el Estado 
requirente no formaliza el pedido de extradición, el tribunal dispondrá el cese del 
arresto, sin perjuicio de las medidas cautelares que pueda adoptar respecto de la 
persona requerida y de sus bienes. 


339.2 A partir del vencimiento de dicho plazo, si el pedido de extradición no se 
presentara dentro de los quince días subsiguientes, el juez dispondrá la libertad 
definitiva del requerido, el cese de las medidas cautelares dispuestas y el archivo del 
expediente. Todo ello se dispondrá en audiencia y con intervención de las partes, de 
acuerdo con las disposiciones establecidas en el Capítulo siguiente. 


339.3 La persona requerida no podrá estar privada de libertad por un término 
superior a los ciento veinte días, sin perjuicio de otras medidas cautelares. 
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CAPÍTULO IV 
PROCEDIMIENTO 


Artículo 340. (Competencia del tribunal).- 


340.1 Recibido el pedido de extradición, el Poder Ejecutivo con intervención de la 
Autoridad Central, lo cursará a la Suprema Corte de Justicia para que esta lo envíe al 
Juzgado Letrado en lo Penal de la Capital que por turno corresponda. 


340.2 La fecha de la resolución judicial extranjera que ordena el pedido de 
extradición, determina el turno de los tribunales uruguayos. 


Artículo 341. (Representación del Estado requirente).- 


341.1 En la solicitud de extradición o posteriormente hasta la audiencia de debate, 
el Estado requirente deberá designar apoderado abogado entre los letrados inscriptos 
en la matrícula nacional. Previo al ejercicio de su cargo, este deberá aceptarlo y 
constituirá domicilio dentro del radio del tribunal. 


341.2 El letrado designado actuará en el proceso de extradición como parte formal, 
en interés del Estado requirente y con todos los derechos y atribuciones de tal calidad, 
para el ejercicio de una adecuada representación y control de los actos procesales. 


Artículo 342. (Intervención del Ministerio Público).- En el proceso de extradición, el 
Ministerio Publico actuará como dictaminante técnico, ejerciendo el contralor formal y 
sustancial de los actos procesales, sin perjuicio de la facultad de pedir la postergación 
de la entrega, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 347 de este Código. 


Artículo 343. (Recepción del pedido de extradición).- Recibida la solicitud, si el 
reclamado no estuviere privado de su libertad o sometido a medidas limitativas de la 
libertad física, el juez ordenará su detención con las formalidades legales y la 
incautación de efectos del delito, debiendo procederse de acuerdo con lo dispuesto en 
el artículo 338.4 de este Código. 


Artículo 344. (Procedimiento. Audiencia de debate).- 


344.1 El tribunal convocará a audiencia de debate dentro de las cuarenta y ocho 
horas contadas desde que el reclamado fue puesto a su disposición. 


344,2 A la audiencia de debate deberán comparecer la persona requerida asistida 
de defensor, el abogado del Estado requirente y el Ministerio Público. 


344.3 El tribunal informará a la persona requerida sobre el contenido de la solicitud 
y pondrá a disposición del defensor toda la documentación que hubiere acompañado 
la solicitud formal de extradición, pudiendo disponer la prórroga de la audiencia por 
hasta veinticuatro horas para que el defensor y la persona requerida puedan examinar 
los fundamentos de la solicitud. 


344.4 A continuación o retomada la audiencia, el tribunal solicitará a la persona 
requerida que exprese su consentimiento al pedido de entrega o manifieste su 
oposición. 
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344.5 Si la persona requerida manifestara su consentimiento para ser entregada al 
Estado requirente, lo que podrá hacer en cualquier estado del proceso, el tribunal lo 
resolverá sin más trámite. 


344.6 La oposición al pedido de extradición podrá fundarse en las siguientes 
excepciones, pudiendo el defensor ofrecer prueba: 


a) no ser la persona reclamada; 


b) vicios de procedimiento o defectos de forma de la solicitud de extradición o de la 
documentación acompañada; 


c) improcedencia del pedido. 


344.7 El trinunal dará traslado inmediato de la oposición al abogado del Estado 
requirente quien la evacuará en la audiencia y podrá ofrecer prueba. Luego, escuchará 
al Ministerio Público y resolverá en la misma audiencia con arreglo a la ley más 
favorable para el requerido. 


De advertirse defectos formales que se indicarán con precisión, se dispondrá que 
se subsanen en un plazo que no podrá superar los treinta días contados desde la 
fecha de la audiencia, la cual se prorrogará al efecto, 


344.8 Si no se subsanaren los defectos indicados en el plazo establecido, el tribunal 
dispondrá el archivo del pedido de extradición y la libertad definitiva del requerido. 


344.9 Si el pedido reuniera los requisitos formales necesarios o las deficiencias 
fueran subsanadas, el juez dispondrá la prisión preventiva de la persona reclamada y 
el diligenciamiento de la prueba que se hubiera ofrecido pudiendo rechazar la que 
considere improcedente e impertinente. El juez podrá prorrogar la audiencia por un 
plazo no mayor de diez días a los efectos de que se complete el diligenciamiento de la 
prueba pendiente, aplicándose en lo pertinente lo establecido en el artículo 273 de 
este Código. 


344.10 Previo al dictamen de sentencia se oirá a las partes y al Ministerio Público. 
Artículo 345. (Impugnación).- 


345.1 La sentencia definitiva que admita o deniegue la extradición será apelable 
con efecto suspensivo para ante el Tribunal de Apelaciones en lo Penal que por turno 
corresponda. 


345.2 La resolución del tribunal que homologue el consentimiento del reclamado a 
la extradición no admite apelación. 


Artículo 346. (Comunicación al Poder Ejecutivo).- La sentencia definitiva 
ejecutoriada que declara procedente la extradición, será comunicada de inmediato al 
Poder Ejecutivo, a fin de que este provea lo necesario para la entrega del reclamado al 
Estado requirente. 


Si en el plazo de treinta días, contados a partir de la fecha de la notificación, el 
Estado requirente no procediere a retirar a la persona reclamada, esta será puesta en 
libertad definitiva, pudiendo los tribumales nacionales denegar posteriormente la 
extradición por los mismos hechos. 
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Artículo 347. (Postergación de la entrega).- 


347.1 Si el requerido estuviera sometido a proceso penal en la República, su 
entrega solo podrá ser diferida hasta la conclusión del mismo o la extinción de la 
condena cuando la ley reprima el delito atribuido en esa causa con un mínimo de 
penitenciaría, o cuando estime prima facie que la pena a recaer en definitiva tendrá 
esa naturaleza, 


347.2 En los demás casos, se decretará la suspensión del proceso nacional, 
debiendo procederse a la entrega inmediata del extraditado. 


Artículo 343, (Cosa juzgada).- Negada la extradición de una persona, la misma no 
podrá solicitarse nuevamente por el mismo delito, salvo que la negativa se fundara en 
la insuficiencia o falta de documentación. 


Artículo 349. (Principio de especialidad).- La persona extraditada no podrá ser 
juzgada, ni condenada, ni cumplir pena en el Estado requirente, por otro u otros delitos 
cometidos con anterioridad al pedido de extradición y no comprendidos en este. 


Artículo 350, (Descuento del tiempo de privación de libertad).- El tiempo que la 
persona reclamada haya permanecido detenida en la República, deberá ser tenido en 
cuenta en la sentencia definitiva del Estado requirente. 


TÍTULO Il 
DEL PROCESO DE HABEAS CORPUS 


CAPÍTULO 1 
NORMAS GENERALES 


Artículo 351. (Concepto).- La de habeas corpus es una acción del amparo de la 
libertad personal ambulatoria contra todo acto arbitrario de cualquier autoridad 
administrativa que la prive, restrinja, limite o amenace, así como para la protección de 
la persona privada de libertad contra torturas y otros tratamientos crueles oO 
condiciones de reclusión violatorias de la dignidad de la persona humana. 


Artículo 352. (Casos de suspensión de garantías).- Cuando las situaciones 
previstas en el artículo anterior se hubieren producido por efecto de la adopción de 
medidas prontas de seguridad de acuerdo con lo establecido en el numeral 17 del 
artículo 168 de la Constitución de la República, procederá también la acción de 
habeas corpus. En este caso, ella estará restringida a la comprobación del 
cumplimiento estricto de los requisitos constitucionales formales, anuencia o 
comunicación a la Asamblea General o Comisión Permanente en su caso, control del 
trato, lugar y condiciones de la reclusión o traslado y de la efectividad de la opción por 
salir del país, cuando proceda. 


Artículo 353. (Legitimación).- 


353.1 Esta acción puede ser deducida por el propio interesado, por el Ministerio 
Público, por cualquier persona y aun promoverse de oficio, 


353.2 La autoridad señalada como responsable tiene legitimación para actuar en 
estos procedimientos, sin perjuicio de su deber de dar cuenta inmediata a sus 
superiores y su derecho de patrocinio letrado. 
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Artículo 354. (Competencia).- 


354,1 Conocerá de esta acción el juez letrado con competencia en materia penal de 
turno del lugar de los hechos aducidos y si ello no fuere fácilmente determinable, 
cualquier juez letrado con competencia en materia penal. 


354.2 En este proceso están vedadas la excepción y la declinatoria de competencia 
y el tribunal actuante solo cederá ante el que esté conociendo en procedimientos 
relativos al sujeto involucrado que sea competente según las reglas generales. 


354.3 La actuación del juez en este proceso no produce prevención. 


354,4 Cuando se trate de denuncia de torturas o malos tratos a personas privadas 
de libertad que estén a disposición de algún juez, este será el único competente. 


354.5 Si el sujeto involucrado es menor de dieciocho años, conocerá la Justicia de 
Adolescentes. 


CAPÍTULO Il 
PROCEDIMIENTO 


Artículo 355. (Demanda).- 


355.1 La demanda de habeas corpus podrá formularse sin necesidad de patrocinio 
letrado, por escrito o verbalmente, labrándose acta en este último caso y deberá en lo 
posible, individualizar a la persona en cuyo favor se actúa, establecer una relación 
sucinta de los hechos relevantes, indicar lugar de detención y funcionario responsable 
si se supiere su identidad y proponer los medios de prueba de que se disponga. Será 
asimismo necesario que el compareciente declare que no tiene conocimiento de 
procedimientos actuales ante otro juez en proceso de habeas corpus o penal, con 
relación al mismo sujeto. 


355.2 La Suprema Corte de Justicia, determinará el lugar de presentación de la 
demanda en los días y horas inhábiles. 


Artículo 356. (Trámito).- 


356.1 Recibida la demanda, el tribunal ordenará sin dilación que la autoridad 
aprehensora o a la que son atribuidos otros actos denunciados, informe sobre los 
hechos y explique y justifique de inmediato el fundamento legal de su actuación, con 
remisión de testimonio de todas las actuaciones. 


356.2 Según los casos, el tribunal podrá constituirse para inspeccionar las 
dependencias administrativas referidas, ordenar que la autoridad requerida presente 
ante él al detenido e interrogar directamente a la persona en cuyo amparo personal se 
actúa. Asimismo podrá disponer las diligencias probatorias que estime necesarias, las 
que podrá asumir en audiencia con citación del Ministerio Público, de la autoridad 
requerida y del promotor del procedimiento. 


356.3 Toda la actuación del tribunal será cumplida en los lapsos más breves que 
sea posible, con habilitación implícita de todos los días y horas inhábiles que se 
requieran, hasta la sentencia. 
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356.4 Si las alternativas del procedimiento lo requieren, el tribunal proveerá de 
defensor público a la persona en cuyo favor se actúa. 


o 357. (Sentencia).- Concluido el procedimiento el juez dictará sentencia que 
deberá pronunciarse en audiencia si la hubiera, o dentro de las veinticuatro horas de 
completados los informes y eventuales probanzas. 


LIBRO V 
MEDIOS IMPUGNATIVOS DE LAS RESOLUCIONES JUDICIALES 


TÍTULO | 
DISPOSICIONES GENERALES 


Artículo 358.- Todas las resoluciones judiciales son impugnables, salvo disposición 
expresa en contrario. 


Artículo 359. (Enunciación y remisión).- 


359.1 Los medios para impugnar las resoluciones judiciales son los recursos de 
aclaración, ampliación, reposición, apelación, casación, revisión, queja por denegación 
de apelación o de casación o de la excepción o defensa de inconstitucionalidad. 


359.2 También constituye un medio impugnativo el incidente de nulidad conforme a 
lo establecido en este Código. 


359.3 Serán aplicables al proceso penal las disposiciones contenidas en Libro 1, 
Título VI, Capítulo VII del Código General del Proceso sobre “Medios de impugnación 
de las resoluciones judiciales”, con las puntualizaciones, modificaciones y exclusiones 
que se establecen en el presente Título. 


Artículo 360. (Legitimación para impugnar).- 


360.1 Tienen legitimación para impugnar las resoluciones judiciales, el fiscal y el 
defensor del imputado. 


360.2 El imputado también puede interponer los recursos de apelación y casación 
contra la sentencia definitiva, con asistencia letrada. 


360.3 La víctima y los terceros que comparezcan en el proceso solo tienen 
legitimación para impugnar las resoluciones judiciales que les afecten directamente. 


CAPÍTULO | 
RECURSO DE APELACIÓN 


Artículo 361. (Efectos de la apelación de la sentencia definitiva).- La apelación de 
la sentencia definitiva suspende su ejecución. No obstante, en caso de apelación de 
sentencia absolutoria se decretará la libertad provisional del imputado. 


2. (Efectos de la apelación de las sentencias interlocutorias).- El recurso 
de apelación de sentencia interlocutoria se admite: 


362.1 Con efecto suspensivo, en cuyo caso la competencia del tribunal a quo se 
suspende desde que quede firme la providencia que concede el recurso, y hasta que 
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le es devuelto el expediente para el cumplimiento de lo resuelto en la instancia 
superior. 


No obstante, el tribunal inferior podrá seguir conociendo de los incidentes que se 
sustancien en pieza separada. 


362.2 Sin efecto suspensivo, en cuyo caso y en la misma providencia que concede 
el recurso, se señalarán las actuaciones que deben integrar la pieza separada que 
habrá de remitirse al superior. El tribunal superior, una vez recibida la pieza, decidirá 
dentro de las cuarenta y ocho horas y en forma preliminar, si debe procederse o no a 
la suspensión del procedimiento principal. 


Cuando resuelva la suspensión, lo comunicará de inmediato al tribunal inferior. 
362.3 Con efecto diferido en los casos expresamente establecidos por este Código. 


Artículo 363. (Procedencia de la apelación suspensiva y no suspensiva).- La 
apelación tendrá efecto suspensivo cuando se trate de sentencias definitivas o 
interlocutorias que pongan fin al proceso y hagan imposible su continuación. 


En todos los demás casos, la apelación de interlocutorias mo tendrá efecto 
suspensivo, salvo que una disposición de este Código en forma expresa disponga lo 
contrario. 


Artículo 364. (Resolución del tribunal inferior).- 


364.1 Interpuesta en tiempo y forma la apelación, el tribunal la admitirá si fuere 
procedente y expresará el efecto con que la admite. 


364.2 Si el recurso no fuera admitido, el apelante podrá interponer el recurso de 
queja pertinente. 


Artículo 365. (Exclusiones).- No se aplicarán al proceso penal las disposiciones del 
Código General del Proceso sobre medidas provisionales, ejecución provisional de 
sentencias definitivas recurridas o condenas procesales. 


CAPÍTULO Il 
TRÁMITE ANTE EL TRIBUNAL DE ALZADA 


Artículo 366. (Remisión).- Se aplicarán al proceso penal en lo pertinente lo 
dispuesto en los artículos 116, 257, 259 y 344 del Código General del Proceso. 


Artículo 367. (Prueba en segunda instancia).- 


367.1 Las partes podrán ofrecer nuevos elementos probatorios en los respectivos 
escritos de interposición y contestación a la apelación, sin las limitaciones establecidas 
en el artículo 253.2 del Código General del Proceso, los que podrán ser ordenados por 
el tribunal de alzada para ser diligenciados en la audiencia. 


367.2 De admitirse la prueba, el tribunal dispondrá su recepción en la audiencia 
convocada, la que se diligenciará conforme a las disposiciones de este Código. 


367.3 La víctima podrá comparecer con asistencia letrada en las audiencias que se 
celebren en segunda instancia. 
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CAPÍTULO Ill 
RECURSO DE CASACIÓN 


Artículo 368. (Procedencia).- El recurso de casación procede contra las sentencias 
definitivas dictadas en segunda instancia por los Tribunales de Apelaciones en lo 
Penal, sean definitivas o interlocutorias, que pongan fin a la pretensión penal o hagan 
imposible la continuación del proceso. 


Artículo 369. (Remisión y particularidades).- Con respecto al recurso de casación 
en materia penal se aplicarán en lo pertinente, las disposiciones del Libro 1, Título VI, 
Capítulo VII, Sección VI del Código General del Proceso, con las siguientes 
precisiones y modificaciones. 


369.1 El imputado podrá interponer el recurso por sí, en forma escrita y fundada, en 
cuyo caso será indispensable la asistencia letrada. 


369.2 La interposición del recurso de casación tiene efecto suspensivo hasta la 
resolución definitiva, sin perjuicio de lo establecido en el artículo 124 de este Código. 


369.3 Cuando se dictare sentencia sobre el fondo regirá lo establecido en los 
artículos 121 y 122 de este Código. 


369.4 Tratándose de causa cuya primera instancia se hubiera cumplido 
integramente ante Juzgados Letrados de Primera Instancia del Interior con 
competencia en materia penal, tendrán legitimación para interponer el recurso de 
casación el Fiscal Letrado Departamental y el defensor público en su caso. 


A tales efectos, deberá notificarse la sentencia de segunda instancia al Fiscal 
Letrado Departamental y al defensor público. 


CAPÍTULO IV 
RECURSO DE REVISIÓN 


Artículo 370. (Procedencia).- El recurso de revisión procede en todo tiempo y 
solamente a favor del condenado, contra las sentencias condenatorias definitivas 
pasadas en autoridad de cosa juzgada, dictadas por cualquier tribunal. 


Artículo 371. (Causales).- Procede la revisión exclusivamente en las causales 
siguientes: 


a)si los hechos establecidos como fundamentos de la condena, resultan 
inconciliables con los que fundamentan otra sentencia penal ejecutoriada; 


b)si después de la condena sobrevienen nuevos elementos de prueba o 
circunstancias que, solos o unidos a los ya examinados en el proceso, hacen 
evidente que el hecho no existió o que el condenado no lo cometió o que 
concurrieron causas obstativas de la responsabilidad penal; 


c) si se demuestra que la condena fue pronunciada como consecuencia de una 
falsedad o de otro hecho previsto por la ley penal como delito. En tal supuesto, la 
prueba consistirá en la sentencia condenatoria por esa falsedad o ese delito, 
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salvo que la acción penal se halle extinguida o no pueda proseguir, en cuyos 
casos se podrán emplear otros medios probatorios; 


d) si corresponde aplicar retroactivamente una ley penal más benigna. 
Artículo 372. (Legitimación activa).- 
372.1 Pueden interponer el recurso de revisión: 


a) el condenado por sí o por apoderado con facultades expresas y en caso de 
incapacidad su representante legal; 


b) cualquiera de los sucesores a título universal del condenado, o su cónyuge 
supérstite; 


c) el Ministerio Público y el último defensor en la causa. 


372.2 La muerte o incapacidad mental del condenado no impedirá que se deduzca 
el recurso para rehabilitarlo socialmente. 


Artículo 373. (Interposición del recurso).- El recurso de revisión se deducirá ante la 
Suprema Corte de Justicia en escrito que deberá contener, bajo pena de 
inadmisibilidad, la Iindividualización de la causa anterior, la concreta referencia de los 
hechos, la proposición de las pruebas respectivas y la mención de las disposiciones 
legales en que se funde, 


Artículo 374. (Trámite del recurso).- Una vez admitido el recurso, la Suprema Corte 
de Justicia ordenará que se eleve el expediente y lo sustanciará por el procedimiento 
de los incidentes. 


Artículo 375. (Facultad de suspensión de la ejecución).- La Suprema Corte de 
Justicia podrá en cualquier momento, suspender la ejecución de la sentencia recurrida 
si en apreciación primaria considerare fundado el recurso. En este último caso, podrá 
disponer la prestación de garantías. 


Artículo 376. (Efectos de la sentencia).- 


376.1 Si estimare fundada la revisión, la Suprema Corte de Justicia anulará la 
sentencia impugnada y pronunciará directamente la sentencia definitiva que 
corresponda o mandará que se inicie un nuevo proceso por ante el tribunal 
competente, remitiendo la causa al Ministerio Público. 


376.2 En ningún caso podrá recaer condena más severa que la revisada. 


Artículo 377. (Nuevo proceso).- Si se iniciara un nuevo proceso no podrán 
modificarse en perjuicio del condenado las conclusiones de la sentencia en revisión y 
estarán impedidos los magistrados que conocieron en el anterior. 


TÍTULO NI 
DE LAS NULIDADES 
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Artículo 378. (Reglas generales y procedimiento).- Son aplicables al proceso penal 
las reglas y procedimientos establecidos en los artículos 110 a 116 del Código General 
del Proceso en lo pertinente, con las variantes que resultan de los artículos siguientes. 


Artículo 379. (Causales de nulidad insubsanable).- Son causales de nulidad 
insubsanable: 


a) la infracción al principio del non bis in idem, 


b) la falta de jurisdicción o la falta de competencia por razón de la materia o del 
grado, con la excepción y previsiones establecidas en el artículo 38 de este 
Código; 


c) la infracción a las disposiciones que rigen la sujeción, intervención, asistencia y 
representación del imputado; 


d) la infracción a las disposiciones que establecen la intervención necesaria del 
Ministerio Público. 


Artículo 380. (Declaración de nulidad insubsanable).- 


380.1 La nulidad insubsanable debe ser declarada de oficio, en cualquier estado y 
grado del proceso o en vía de revisión, con citación de las partes por seis días. En 
caso de oposición, se seguirá la vía incidental. 


380.2 Las partes también podrán promover dicha declaración por vía incidental. 
380.3 La resolución que declara la nulidad será apelable con efecto suspensivo. 


Artículo 381. (Validez remanente de las actuaciones de prueba).- Cuando se 
hubieren practicado actuaciones judiciales sin advertir la falta de algún presupuesto 
para el ejercicio de la acción penal, la nulidad que sea declarada al respecto no 
alcanzará a las diligencias probatorias ejecutadas con las garantias debidas, las que 
mantendrán su validez en el caso de ser removido el impedimento. 


TÍTULO 1 
DEROGACIONES, OBSERVANCIA DEL CÓDIGO 
Y DISPOSICIONES TRANSITORIAS 


Artículo 382. (Derogación).- 


382.1 Deróganse a partir de la vigencia de este Código, el Código del Proceso 
Penal (Decreto-Ley N* 15.032, de 7 de julio de 1980) sus modificaciones y todas las 
disposiciones legales y reglamentarias que se opongan al presente. 


382.2 No obstante lo establecido en el inciso anterior, las referidas disposiciones 
continuarán aplicándose a los asuntos en trámite judicial hasta la sentencia definitiva 
de primera instancia, inclusive. 


Artículo 383. (Vigencia).- El presente Código entrará en vigencia el 1? de febrero 
de 2017. 
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Ley N* 19.121, 
de 20 de agosto de 2013 


TÍTULO | 


DE LOS FUNCIONARIOS PRESUPUESTADOS Y 
CONTRATADOS DEL PODER EJECUTIVO 


CAPÍTULO | 
DISPOSICIONES GENERALES 


Artículo 1%. (Objeto).- El presente Estatuto tiene por objeto regular las relaciones de 
trabajo del Poder Ejecutivo con sus funcionarios públicos, en un marco de 
profesionalización, transparencia, eficacia y eficiencia. 


Artículo 2, (Ámbito de aplicación).- El presente Estatuto se aplica a los funcionarios 
públicos del Poder Ejecutivo, con excepción de los funcionarios diplomáticos, 
consulares, militares, policiales y de los magistrados dependientes del Ministerio 
Público y Fiscal. 


Artículo 3". (Definición).- A los efectos del presente Estatuto y de acuerdo con lo 
previsto por los artículos 60 y 61 de la Constitución de la República, es funcionario 
público todo individuo que, incorporado mediante un procedimiento legal, ejerce 
funciones públicas en un organismo del Poder Ejecutivo bajo una relación de 
subordinación y al servicio del interós general. 


Es funcionario presupuestado del Poder Ejecutivo, quien haya sido incorporado en 
un cargo presupuestal para ejercer funciones, y aquel que habiendo sido seleccionado 
por concurso de oposición y méritos o méritos y antecedentes y contratado bajo el 
régimen del provisoriato haya superado el periodo de quince meses y obtenido una 
evaluación satisfactoria de su desempeño. El funcionario presupuestado tiene derecho 
a la carrera administrativa y a la inamovilidad, a excepción del funcionario político o de 
particular confianza, y demás excluidos por disposición legal, conforme al 
inciso segundo del artículo 60 de la Constitución de la República. 


Es funcionario contratado del Poder Ejecutivo, todo aquel que desempeñe tareas en 
las condiciones establecidas en los artículos 90, 91 y 92 de la presente ley, y cuya 
contratación se realiza con cargo a partidas para jornales y contrataciones. 


No se consideran comprendidos en el presente Estatuto, los regimenes regulados 
por los artículos 47, 51, 52, 54 y 58 de la Ley N* 18.719, de 27 de diciembre de 2010. 


Artículo 4”. (Principios fundamentales y valores organizacionales).- El ejercicio de la 
función pública estará regido por un conjunto de principios fundamentales y valores 
organizacionales que constituyen la esencia del presente Estatuto, partiendo de la 
base de que los funcionarios están al servicio de la Nación y no de una fracción 
política, y que el funcionario existe para la función y no la función para el funcionario, 
debiendo servir con imparcialidad al interés general: 
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1) Mérito personal. La contratación, el ingreso y el ascenso de los funcionarios 
públicos, se basará en el mérito personal, demostrado mediante concursos, 
evaluación de desempeño u otros instrumentos de calificación. 


2) Igualdad de acceso. El acceso a la función pública y a la carrera administrativa se 
realizará sin ningún tipo de discriminación basada en género, discapacidad, 
pertenencia a minorías, o de cualquier otra índole, sin perjuicio de los 
requerimientos necesarios para la función y de aquellas normas específicas de 
discriminación positiva. 


3) Perfil del funcionario. La actitud y aptitud del funcionario público deben estar 
enfocadas a servir las necesidades de la comunidad. 


4) Estabilidad en los cargos de carrera. El funcionario de carrera tendrá derecho a la 
estabilidad en el cargo siempre que su desempeño se ajuste a la eficiencia, a la 
eficacia y a los requerimientos éticos y disciplinarios del régimen de la función 
pública. 


5) Adaptabilidad organizacional. Es la potestad de la Administración de adaptar las 
estructuras de cargos y funciones conforme a la normativa vigente y las 
condiciones de trabajo para atender las transformaciones tecnológicas y las 
necesidades de la ciudadanía. 


6) Valores. El funcionario desempeñará sus funciones con transparencia, 
imparcialidad, buena fe, probidad, eficacia, eficiencia, responsabilidad, 
profesionalidad y ética en el ejercicio de la función pública. 


7) Capacitación y formación. El Estado fomentará la capacitación y 
perfeccionamiento permanente de los funcionarios públicos, de acuerdo a las 
necesidades exigidas por los criterios de eficacia y eficiencia, para la obtención de 
una mejor gestión. Será considerada de fundamental importancia para el acceso a 
los cargos y/o funciones. 


Artículo 5%. (Requisitos formales para el ingreso a la función pública).- Para ingresar 
a la función pública se requiere: 


1) Cédula de identidad. 


2) Ser ciudadano natural o legal en las condiciones establecidas en la Constitución 
de la República. 


3) Los ciudadanos que hayan cumplido 18 años de edad antes del último acto 
electoral obligatorio, deberán acreditar el voto respectivo. 
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4) Carné de salud vigente, básico, único y obligatorio. 
5) Inexistencia de destitución previa de otro vínculo con el Estado. 


6) Inexistencia de inhabilitación como consecuencia de sentencia panal ejecutoriada. 


CAPÍTULO Il 


CONDICIONES DE TRABAJO, DERECHOS, DEBERES Y OBLIGACIONES, 
PROHIBICIONES E INCOMPATIBILIDADES 


Artículo 6?. (Jornada ordinaria de trabajo).- La jornada ordinaria de trabajo de los 
funcionarios públicos que ingresen a partir de la vigencia del presente Estatuto, será 
de ocho horas diarias efectivas de labor y cuarenta horas semanales, con un descanso 
intermedio de treinta minutos, periodo que integra la jornada y será remunerado como 
tal. 


El Poder Ejecutivo podrá establecer regímenes horarios extraordinarios o especiales, 
atendiendo a razones de servicio debidamente fundadas, con informe previo y 
favorable de la Oficina Nacional del Servicio Civil, 


Artículo 7”. (Descanso semanal).- El régimen de descanso semanal no deberá ser 
inferior a cuarenta y ocho horas consecutivas semanales, el que podrá ser modificado 
en los casos en que existan regimenes especiales que así lo ameriten. 


Artículo 8%. (Horas a compensar).- Cuando por razones de fuerza mayor 
debidamente justificadas por el jerarca del Inciso deban habilitarse extensiones de la 
jornada laboral legal, las horas suplementarias serán compensadas dobles, en horas o 
días libres, según corresponda. 


En ningún caso se habilitarán horas a compensar por tareas extraordinarias dentro 
del horario correspondiente. 


La compensación de las horas no podrá superar los diez días anuales ni el jerarca 
podrá exigir extensiones de la jornada laboral que superen tal tope y deberán gozarse 
dentro del año en que se hayan generado. El Poder Ejecutivo podrá habilitar 
regímenes extraordinarios y especiales, atendiendo a razones de servicio 
debidamente fundadas. 


Los funcionarios que perciban compensaciones por concepto de permanencia a la 
orden u otras de similar naturaleza, no generarán horas a compensar. 


Artículo 9*. (Trabajo nocturno).- Se considera trabajo nocturno aquel que se realiza 
en el intervalo comprendido entre la hora 21 de un día y la hora 6 del día subsiguiente 
y durante un período no inferior a tres horas consecutivas, el que se abonará de 
acuerdo con la reglamentación vigente. 


Quienes realicen trabajo nocturno deberán gozar de un nivel de protección en 
materia de salud y seguridad adaptado a la naturaleza de su trabajo. Cuando se 
reconozcan problemas de salud ligados al hecho del trabajo nocturno, los funcionarios 
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tendrán derecho a ser destinados a un puesto de trabajo diurno existente y para el que 
sean profesionalmente aptos. 


Artículo 10. (Feriados).- Son feriados no laborables pagos el 1? de enero, el 1? de 
mayo, el 18 de julio, el 25 de agosto y el 25 de diciembre. 


En los feriados no laborables pagos, en los feriados laborables y en Semana de 
Turismo, los jerarcas de cada Inciso podrán disponer el mantenimiento de guardias de 
personal a fin de atender tareas indispensables o que así lo requieran por la 
naturaleza del servicio. 


Quienes presten funciones en Semana de Turismo o en los feriados laborables, 
tendrán derecho a incorporar a sus vacaciones anuales, el tiempo trabajado 
multiplicado por el factor 1,50 (uno con cincuenta), y para quienes lo hagan en los 
feriados no laborables pagos, el tiempo trabajado se multiplicará por el factor 2 (dos). 
En todos los casos se podrá adicionar al tope máximo previsto en el artículo 8* de la 
presente ley. 


Artículo 11. (Tareas insalubres).- Son tareas insalubres aquellas que se realicen en 
condiciones o con materiales que sean perjudiciales para la salud, de acuerdo a lo que 
determine el Poder Ejecutivo. Quienes realicen estas tareas deberán gozar de un nivel 
de protección en materia de salud y seguridad adaptado a la naturaleza de su trabajo. 


La jornada ordinaria, cuando se realicen este tipo de actividades, se reducirá a seis 
horas diarias con la remuneración correspondiente a una jornada de ocho horas, no 
pudiéndose percibir, en su caso, ninguna compensación extraordinaria por el mismo 
concepto. 


Artículo 12. (Reducción de jornada).- La jornada diaria laboral podrá reducirse hasta 
la mitad por dictamen médico en caso de enfermedades que así lo requieran hasta por 
un máximo de nueve meses; por lactancia hasta por un máximo de nueve meses; por 
adopción o legitimación adoptiva por seis meses desde la fecha de vencimiento de la 
licencia respectiva, todas debidamente certificadas. 


Artículo 13. (Comisión de servicio).- Se entiende por comisión de servicio la 
situación del funcionario que desarrolla su actividad fuera de la dependencia habitual 
en que desempeña sus funciones. 


Cuando la comisión de servicio supere una jornada semanal de trabajo del 
funcionario, se requerirá resolución expresa del jerarca de la unidad ejecutora 
respectiva. 


La participación en cursos o pasantías de perfeccionamiento o la concurrencia a 
congresos o simposios que sean declarados previamente de interés para su Ministerio 
o para el organismo al que pertenece por el jerarca del Inciso o del servicio, serán 
consideradas comisiones de servicio. Las mismas no podrán exceder los seis meses y 
solo podrán otorgarse una vez durante el mismo período de gobierno en el caso de 
exceder el plazo de un mes. El jerarca solicitará a la unidad de gestión humana o a 
quien haga sus veces, un informe detallado del cumplimiento de tal extremo. 


Ninguna comisión de servicio será considerada licencia, y no podrán convertirse en 
traslados de funcionarios de un organismo a otro en forma permanente. 
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Artículo 14. (Licencia anual reglamentaria).- Los funcionarios tendrán derecho a una 
licencia anual reglamentaria de veinte días hábiles por año, la que se usufructuará 
dentro del período correspondiente. Cuando los funcionarios tengan más de cinco 
años de servicio tendrán además derecho a un día complementario de licencia por 
cada cuatro años de antigúedad. 


La licencia reglamentaria o su complemento por antigúedad, será remunerada y se 
suspenderá en caso de configurarse las circunstancias que den mérito a la concesión 
de licencia por enfermedad. 


Artículo 15. (Licencias especiales).- Los funcionarios también tendrán derecho a las 
siguientes licencias: 


Por enfermedad. Según lo determine el Servicio de Certificaciones Médicas 
correspondiente. Cuando la licencia por enfermedad supere los sesenta días en un 
periodo de doce meses o los noventa días en un período de veinticuatro meses, el 
jerarca, previo informe de su servicio médico o de la Administración de los Servicios de 
Salud del Estado, resolverá sobre la pertinencia de la realización de una Junta Médica, 
a fin de establecer la aptitud física o psíquica del funcionario para el desempeño de 
sus tareas habituales, siendo de aplicación la ley específica en la materia. 


Por estudio. Hasta por un máximo de veinte días hábiles anuales, que podrán 
gozarse en forma fraccionada, por aquellos funcionarios que cursen estudios en 
institutos de enseñanza secundaria básica, educación media superior, educación 
técnico profesional superior, enseñanza universitaria, instituto normal y otros de 
análoga naturaleza pública o privada, habilitados por el Ministerio de Educación y 
Cultura o por la Administración Nacional de Educación Pública. 


A los efectos de su usufructo, será necesario acreditar el examen rendido y haber 
aprobado por lo menos dos materias en el año civil anterior. 


La referida licencia se reducirá a un máximo de diez días hábiles, cuando el 
funcionario solo haya aprobado dos materias en dos años civiles inmediatos 
precedentes a la fecha de la solicitud. 


Estos requisitos no serán de aplicación en los casos en que el funcionario esté 
cursando el primer año de sus estudios o inicie una nueva carrera. 


También tendrán derecho a esta licencia, los funcionarios profesionales que cursen 
estudios de grado, postgrado, maestría y doctorados, así como a los efectos de 
realizar tareas de carácter preceptivo para la finalización de sus programas de estudio, 
tales como presentación de tesis, monografías y carpetas finales. 


Por maternidad. Toda funcionaria pública embarazada tendrá derecho mediante 
presentación de un certificado médico en el que se indique la fecha presunta del parto, 
a una licencia por maternidad. La duración de esta licencia será de trece semanas. A 
esos efectos la funcionaria embarazada deberá cesar todo trabajo una semana antes 
del parto y no podrá reiniciarlo sino hasta doce semanas después del mismo. La 
funcionaria embarazada, podrá adelantar el inicio de su licencia, hasta seis semanas 
antes de la fecha presunta del parto. Cuando el parto sobrevenga después de la fecha 
presunta, la licencia tomada anteriormente será prolongada hasta la fecha del 
alumbramiento y la duración del descanso puerperal obligatorio no deberá ser 
reducida. En caso de enfermedad que sea consecuencia del embarazo, se podrá fijar 
un descanso prenatal suplementario, En caso de enfermedad que sea consecuencia 
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del parto, la funcionaria tendrá derecho a una prolongación del descanso puerperal 
cuya duración será fijada por los servicios médicos respectivos. 


En caso de nacimientos múltiples, pretérminos o con alguna discapacidad, la licencia 
por maternidad será de dieciocho semanas. 


Por paternidad, de diez días hábiles. 


Por adopción, de seis semanas continuas, que podrá ser aplicable a partir de que se 
haya hecho efectiva la entrega del menor. Cuando los dos padres adoptantes sean 
beneficiarios de esta licencia, solo uno podrá gozar de la misma, y al restante 
corresponderán diez días hábiles. 


Por donación de sangre, órganos y tejidos. Por donación de sangre, el funcionario 
tendrá derecho a no concurrir a su trabajo el día de la donación. 


En el caso de donación de órganos y tejidos, la cantidad de días será la que estimen 
necesaria los médicos del Instituto Nacional de Donación y Transplante de Células, 
Tejidos y Órganos, para la recuperación total del donante. 


Para la realización de exámenes genito-mamarios, las funcionarias tendrán derecho 
a un día de licencia a efectos de facilitar su concurrencia a realizarse exámenes de 
Papanicolaou o radiografía mamaria. 


Asimismo, los funcionarios tendrán derecho a un día de licencia a efectos de 
realizarse exámenes del antígeno prostático específico (PSA) o ecografía o examen 
urológico. 


En todos los casos deberá presentarse el comprobante respectivo. 


Por duelo de diez días corridos por fallecimiento de padres, hijos, cónyuges, hijos 
adoptivos, padres adoptantes y concubinos; de cuatro días en caso de hermanos, y de 
dos días para abuelos, nietos, padres, hijos o hermanos políticos, padrastros o 
hijastros, en todos los casos deberá justificarse oportunamente. 


Por matrimonio o por unión libre reconocida judicialmente de quince días corridos a 
partir del acto de celebración o dictado de sentencia. 


Por jubilación de hasta cinco dias hábiles, a los efectos de realizar el trámite 
correspondiente. 


Por violencia doméstica, en casos de inasistencia al servicio debido a situaciones de 
violencia doméstica debidamente acreditadas el jerarca respectivo dispondrá que no 
se hagan efectivos los descuentos correspondientes. 


Por integración de Comisiones Receptoras de Votos organizadas por la Corte 
Electoral, en caso de ejercer sus funciones, tendrán asueto el día siguiente al de la 
elección y cinco días de licencia. Los funcionarios designados como suplentes que se 
presenten el día de la elección en el local asignado a la hora 7, tendrán derecho a dos 
días de licencia si no suplen a los titulares. La inasistencia a los cursos de 
capacitación hará perder el derecho al uso de la licencia establecida. 
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Sin goce de sueldo. El jerarca podrá conceder en forma justificada a los funcionarios 
de carrera, una licencia sin goce de sueldo de hasta un año. Cumplido el mismo no 
podrá solicitarse nuevamente hasta transcurridos cinco años del vencimiento de 
aquella. 


El límite de un año no regirá para: 


A) Los funcionarios cuyos cónyuges o concubinos -también funcionarios públicos- 
sean destinados a cumplir servicios en el exterior por un periodo superior a un 
año. 


B) Los funcionarios que pasen a prestar servicios en organismos internacionales de 
los cuales la República forma parte, cuando ellos sean de interés de la 
Administración y por un plazo que no podrá exceder de los cinco años. 


C) Los funcionarios con cargos docentes designados o electos para desempeñar 
cargos docentes de gobierno universitario. Los funcionarios que deban residir en 
el extranjero, por motivos de cumplimiento de cursos o realización de 
investigaciones sobre temas atinentes a su profesión o especialización y que sean 
de interés para la Administración, y que obtengan una licencia sin goce de sueldo 
de hasta un año, al vencimiento de la misma deberán retornar a cumplir tareas en 
la Administración por el plazo de hasta un año. El incumplimiento de dicho 
extremo se considerará omisión funcional. 


El jerarca podrá conceder en casos específicos debidamente fundados, a los 
funcionarios contratados, una licencia sin goce de sueldo de hasta seis meses. 


Artículo 16. (Acumulación de licencia).- Los jerarcas dispondrán lo conveniente para 
que los funcionarios de su dependencia se turnen al tomar la licencia, de modo que el 
servicio no sufra demoras ni perjuicios. Excepcionalmente podrá diferirse para el año 
inmediatamente siguiente al que corresponde el goce de la licencia al funcionario, 
cuando medien razones de servicio. 


Se prohíbe la renuncia al goce de la licencia con el propósito de que estas sean 
compensadas por otros medios a favor del funcionario. Ninguna autoridad podrá 
disponer su pago, excepto en los casos especialmente previstos por la ley. Lo 
contrario se considerará falta administrativa muy grave. 


Solo serán acumulables las licencias de dos años consecutivos. Asimismo, no se 
podrán acumular más de treinta días de licencia por integración de Comisiones 
Receptoras de Votos organizadas por la Corte Electoral o trabajo en Semana de 
Turismo, en el periodo de dos años civiles. 


Artículo 17, (Pago de licencias).- En todos los casos de ruptura de la relación 
funcional se deberá abonar al funcionario cesante o a sus causahabientes, en su caso, 
sin perjuicio de los derechos del cónyuge supérstite, el equivalente en dinero por las 
licencias ordinarias o especiales por tareas extraordinarias que se hubieren generado 
y no gozado. 
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El monto a abonar no podrá exceder al equivalente a sesenta días corridos ni 
suspenderá la ejecutividad de los actos de cese. 


Artículo 18. (Descuentos y retenciones sobre sueldos).- Los descuentos y las 
retenciones sobre los sueldos de los funcionarios se regirán por la normativa 
específica en la materia. 


Artículo 19. (Sueldo anual complementario).- Los funcionarios percibirán un sueldo 
anual complementario consistente en la doceava parte del total de las retribuciones 
sujetas a montepío percibidas por cualquier concepto en los doce meses 
inmediatamente anteriores al 1? de diciembre de ceda año. Para dicho cálculo no se 
tendrá en cuenta el sueldo anual complementario definido en la presente ley, ni el 
hogar constituido ni la asignación familiar. 


Se autoriza al Poder Ejecutivo a abonar el sueldo anual complementario en dos 
etapas: lo generado entre el 1? de diciembre de un año y el 31 de mayo del año 
siguiente, se pagará dentro del mes de junio, y el complemento antes del 24 de 
diciembre de cada año. 


En caso de que un funcionario público egrese de la Administración Pública, sea por 
cese, renuncia, jubilación, fallecimiento u otro motivo, el mismo o sus causa-habientes, 
tendrán derecho a percibir el sueldo anual complementario que no se hubiese 
percibido, en proporción al tiempo trabajado desde el 1? de diciembre anterior a su 
egreso. 


Artículo 20. (Hogar constituido).- Los funcionarios casados, o en concubinato 
reconocido judicialmente, o con familiares a cargo hasta el segundo grado de 
consanguinidad inclusive, tendrán derecho a percibir una prima por hogar constituido. 


La presente prima no podrá abonarse a más de un funcionario público que integre el 
mismo núcleo familiar. 


El presente beneficio se ejercerá en las condiciones establecidas en la normativa 
especifica de la materia. 


Artículo 21. (Asignación familiar).- Los funcionarios públicos cuyas remuneraciones 
sean atendidas con rubros del Presupuesto General de Sueldos y Gastos o con cargo 
a leyes especiales, tendrán el beneficio de la asignación familiar, en las condiciones 
establecidas en la normativa específica de la materia. 


Artículo 22. (Prima por antigiedad).- Los funcionarios tendrán derecho a percibir 
una prima por antiguedad cuyo monto y condiciones serán las establecidas en la 
normativa específica de la materia. 


Artículo 23. (Prima por matrimonio o concubinato reconocido judicialmente).- Todo 
funcionario por el hecho de contraer matrimonio u obtener el reconocimiento judicial 
del concubinato, percibirá por única vez una compensación en las condiciones que 
establezca la Administración. El matrimonio o concubinato reconocido judicialmente 
entre funcionarios dará origen a la percepción de una sola prima. 


Artículo 24. (Prima por nacimiento o adopción).- Todo funcionario en razón del 
nacimiento o de la adopción de un menor percibirá una compensación en las 
condiciones que establezca la Administración. Cuando ambos padres sean 
funcionarios, la prima se percibirá por uno solo de ellos. 


360-C.S. CÁMARA DE SENADORES 8 de noviembre de 2016 


Artículo 25. (Fondo Nacional de Salud).- Los funcionarios públicos tendrán derecho 
al régimen de prestación de asistencia médica, a través del Sistema Nacional 
Integrado de Salud, en las condiciones establecidas por las leyes y reglamentos 
correspondientes. 


Artículo 26. (Seguro de accidentes de trabajo y enfermedad profesional).- En caso 
de accidentes de trabajo o enfermedad profesional los funcionarios estarán cubiertos 
conforme a lo dispuesto por la normativa vigente en la materia. 


Artículo 27. (Jubilación).- El funcionario tendrá derecho a una jubilación, según la 
causal que la determine y conforme a la normativa que regula la materia. 


Artículo 28. (Libertad sindical, Derechos colectivos).- Declárase, de conformidad 
con los artículos 57, 72 y 332 de la Constitución de la República, con los Convenios 
Internacionales del Trabajo Nos. 87, sobre la libertad sindical y la protección del 
derecho de sindicación; 98, sobre el derecho de sindicación y de negociación 
colectiva; 151, sobre las relaciones de trabajo en la Administración Pública, y 154, 
sobre la negociación colectiva; con los artículos 8* a 13 de la Declaración Sociolaboral 
del MERCOSUR, y con la Ley N* 18.508, de 26 de junio de 2009, que los funcionarios 
comprendidos en el presente Estatuto, tienen derecho a la libre asociación, a la 
sindicalización, a la negociación colectiva, a la huelga y a la protección de las 
libertades sindicales. 


Artículo 29. (Enumeración de deberes y obligaciones).- Los funcionarios deben 
actuar con arreglo a los siguientes deberes y obligaciones: 


1) Respetar y cumplir la Constitución de la República, las leyes y disposiciones 
reglamentarias. 


2) Desarrollar sus funciones, atribuciones y deberes administrativos, con 
puntualidad, celeridad, economía, eficiencia y cortesía. 


3) Dar cumplimiento a las determinaciones de sus superiores jerárquicos. Si el 
funcionario entendiere que lo que se le ordena es contrario al derecho o a las 
normas de ética, podrá pedir a su jerarca que se le reitere la orden por escrito. 


4) Desarrollar las iniciativas que sean útiles para el mejoramiento del servicio. 


5) Cumplir con la jornada laboral establecida, dedicando la totalidad del tiempo de la 
misma al desempeño de sus funciones, sin perjuicio del descanso intermedio 
establecido en el inciso primero del artículo 6* de la presente ley. 


6) Atender debidamente las actividades de formación, capacitación y efectuar las 
prácticas y las tareas que tales actividades conlleven, las que se procurará se 
realicen en el horario de trabajo. 


7) Mantener reserva sobre asuntos e informaciones conocidos en razón de su 
función, aun después de haber cesado en la relación funcional. 
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8) Vigilar y salvaguardar los intereses, valores, bienes, equipos y materiales del 
Estado principalmente los que pertenezcan a su área de trabajo o estén bajo su 
responsabilidad. 


9) Actuar imparcialmente en el desempeño de sus tareas dando trato y servicio por 
igual a quien la norma señale, sin discriminaciones politico-partidarias, de género, 
religioso, étnico o de otro tipo, absteniéndose de intervenir en aquellos casos que 
puedan dar origen a interpretaciones de falta de imparcialidad. 


10) Responder por el ejercicio de la autoridad que les haya sido otorgada y por la 
ejecución de las órdenes que imparta. 


11) Declarar por escrito su domicilio real y comunicar en la misma forma todos los 
cambios posteriores del mismo, teniéndose al declarado como domicilio real a 
todos los efectos. 


12) Denunciar ante el respectivo superior jerárquico y si la situación lo amerita ante 
cualquier superior, los hechos con apariencia ilícita y/o delictiva de los que 
tuvieren conocimiento en el ejercicio de su función, 


Artículo 30. (Enumeración de prohibiciones e incompatibilidades).- Sin perjuicio de 
las prohibiciones e incompatibilidades específicas establecidas por otras leyes, los 
funcionarios públicos están sujetos a las siguientes prohibiciones e incompatibilidades: 


1) Realizar en los lugares y horas de trabajo, toda actividad ajena a la función, salvo 
las correspondientes a la libertad sindical en las condiciones establecidas en la 
normativa vigente, reputándose ilícita la dirigida a fines de proselitismo de 
cualquier especie. 


2) Constituir agrupaciones con fines proselitistas, utilizando el nombre de la 
repartición, o invocando el vínculo que la función determina, 


3) Tramitar asuntos como gestores, agentes o corredores, y, en general, tomar en 
ellos cualquier intervención que no sea la correspondiente a los cometidos del 
cargo o función de la repartición en la que revista. 


4) Intervenir en el ejercicio de sus funciones o con motivo de ellas, en la atención, 
tramitación o resolución de asuntos que impliquen un conflicto de intereses. 


5) Hacer indicaciones a los interesados respecto de los profesionales universitarios, 
corredores o gestores, cuyos servicios puedan ser requeridos o contratados. 


6) Solicitar o recibir cualquier obsequio, gratificación, comisión, recompensa, 
honorario o ventaja de terceros, para sí o para otros, por los actos específicos de 
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su función, excepto atenciones de entidad razonable que se realicen por razones 
de amistad, relaciones personales o en oportunidad de las fiestas tradicionales en 
las condiciones que los usos y costumbres las admitan, 


7) Disponer o utilizar información previamente establecida como confidencial y 
reservada con fines distintos a los de su función administrativa. 


8) Utilizar, sin previa autorización, documentos, informes y otros datos, salvo que el 
ordenamiento jurídico permita su uso sin limitaciones. 


9) Actuar bajo dependencia directa dentro de la misma repartición u oficina de 
aquellos funcionarios que se vinculen por lazos de parentesco dentro del segundo 
grado de consanguinidad y afinidad, matrimonio o unión concubinaria. Los 
traslados necesarios para dar cumplimiento a lo previsto en el inciso anterior, no 
podrán causar lesión de derecho alguno, ni afectar su remuneración. 


CAPÍTULO Il 
EVALUACIÓN DEL DESEMPEÑO 


Artículo 31. (Principios generales).- La evaluación del desempeño se rige por los 
principios de objetividad, imparcialidad, transparencia, no discriminación, equidad y 
ecuanimidad y se propenderá a la más amplia participación de los interesados en el 
procedimiento. 


Artículo 32. (Definición).- La evaluación del desempeño es el procedimiento 
mediante el cual se mide y valora la conducta funcional así como el rendimiento de los 
funcionarios en su desempeño a los efectos de su consideración en cuanto a la 
carrera, los incentivos, la formación, la movilidad o permanencia en el ejercicio del 
cargo, de las tareas asignadas o funciones, sin perjuicio de lo dispuesto en el Título 11 
de la presente ley. 


El procedimiento a seguir en el sistema de evaluación del desempeño en la 
Administración Central deberá ser expresamente reglamentado de acuerdo a los 
principios que se establecen en el presente Estatuto. 


La reglamentación deberá establecer los criterios de evaluación, factores y 
subfactores y coeficientes de ponderación, así como todo el procedimiento. 


La evaluación de desempeño deberá estar alineada con la planificación estratégica 
del organismo y la calificación resultante deberá ser un insumo para los puntajes de 
méritos en los concursos de ascensos o para establecer la remuneración variable a la 
que refiere el último inciso del artículo 34 de la presente lay. 
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TÍTULO II 
DE LOS FUNCIONARIOS DE CARRERA 
CAPÍTULO | 
INCORPORACIÓN A UN CARGO PRESUPUESTAL 


Artículo 33. (Incorporación a un cargo presupuestal).- Quienes hayan sido 
contratados bajo el régimen del provisoriato, regulado en el Título 11! de la presente ley, 
transcurrido el plazo de quince meses, previo curso de inducción e información, y 
evaluación satisfactoria de su desempeño, serán incorporados a un cargo 
presupuestado del escalafón respectivo. 


CAPÍTULO Il 
CONFORMACIÓN DE LA REMUNERACIÓN 


Artículo 34. (Remuneración al puesto, incentivos y condiciones especiales de 
trabajo).- La remuneración del funcionario en relación al puesto de trabajo en el 
organismo, se integrará con un componente referido al cargo, un componente relativo 
a la ocupación o a la función de conducción, asociados a la responsabilidad y 
especialidad. 


Asimismo podrá integrarse con un componente de carácter variable y coyuntural 
relativo a actividades calificadas, que considere uno o varios de los siguientes 
aspectos: el valor estratégico, la oferta de esa actividad en el mercado y la dedicación 
exclusiva. 


Transitoriamente toda retribución del funcionario en relación al puesto de trabajo que 
exceda la comprendida en el inciso anterior será clasificada como "diferencia personal 
de retribución", y se absorberá por ascensos o regularizaciones posteriores de su 
titular. 


La retribución del funcionario podrá estar integrada además por los incentivos o 
complementos transitorios y variables que disponga la Administración como premio a 
su evaluación de desempeño, o por establecérsele circunstancialmente condiciones 
especiales de trabajo. Dichos incentivos o complementos transitorios deberán fijarse 
por periodos no superiores al año, y ratificarse o rectificarse al vencimiento del plazo, 
clasificándose en forma expresa y separada como "complementos o incentivos 
transitorios”. 


Artículo 35. (Comisión de Análisis Retributivo y Ocupacional).- Créase en el ámbito 
de la Presidencia de la República la Comisión de Análisis Retributivo y Ocupacional. 


Estará integrada por representantes de la Oficina de Planeamiento y Presupuesto, 
del Ministerio de Economía y Finanzas y de la Oficina Nacional del Servicio Civil, que 
la presidirá. 


Dicha Comisión tendrá entre sus cometidos, el estudio y asesoramiento del sistema 
ocupacional y retributivo de los Incisos 02 al 15 del Presupuesto Nacional, el proceso 
de adecuación de las estructuras de cargos, dispuestas en la presente ley. 
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Las retribuciones relacionadas al componente ocupacional y funcional y las de 
carácter variable y coyuntural relativo a actividades calificadas, se definirán por el 
Poder Ejecutivo, previo informe de la Comisión de Análisis Retributivo y Ocupacional, y 
con tope en los recursos que habilite por Inciso y a esos efectos el Presupuesto 
Nacional, sin perjuicio de lo establecido por la Ley N* 18.508, de 26 de junio de 2009. 


El Poder Ejecutivo reglamentará el funcionamiento de la Comisión que se crea por el 
presente artículo, pudiendo establecer para su apoyo la creación de subcomisiones 
técnicas, con participación de representantes de los funcionarios. 


CAPÍTULO III 
SISTEMA ESCALAFONARIO 


Artículo 36. (Sistema escalafonario).- Créase una estructura integrada por 
escalafones, subescalafones y cargos, que constituye el sistema escalafonario para 
los funcionarios comprendidos en el presente Título. 


Artículo 37, (Aplicación).- El sistema será de aplicación a partir de la promulgación 
de la presente ley. 


La reglamentación establecerá en forma general para los actuales escalafones A, B, 
C, D, E, F, J, RyS, de la Ley N* 15.809, de 8 de abril de 1986, y modificativas y para 
los escalafones del Sistema Integrado de Retribuciones y Ocupaciones de la Ley 
N* 18.172, de 31 de agosto de 2007, y sus respectivas modificativas y 
complementarias, la correspondencia de cargos con el nuevo sistema escalafonario, 
basándose, entre otros, en los principios de buena administración, objetividad, 
racionalidad y equidad. 


Facúltase al Poder Ejecutivo a establecer un plan de implantación, dando cuenta en 
cada caso a la Asamblea Ganeral. 


Artículo 38. (Definición de escalafón).- Se entiende por escalafón un grupo de 
cargos, definido por la homogeneidad de las actividades generales que comprende y 
por el tipo de formación adquirida que se requiere para su ejecución. 


Artículo 39. (Integración).- El sistema escalafonario se integra por los siguientes 
escelafones: Servicios Auxiliares y Oficios, Administrativo, Técnico y Profesional. 


Artículo 40. (Definición de subescalafón).- Se entiende por subescalafón, al 
conjunto de cargos que, perteneciendo a un mismo escalafón, han sido sub agrupados 
en atención a la exigencia del nivel de formación que se requiere para su ejercicio. 


El escalafón de Servicios Auxiliares y Oficios comprenderá los siguientes 
subescalafones: Servicios Auxiliares y Calificado en Oficios. 


El escalafón Administrativo será único. 


El escalafón Técnico y Profesional comprende los siguientes subescalafones: 
Calificado en Técnicas Terciarias, Técnico Universitario, Profesional Universitario. 


Artículo 41. (Escalafón de Servicios Auxiliares y Oficios).- El escalafón Servicios 
Auxiliares y Oficios comprende los cargos con formación para la realización de tareas 
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en las que predominan la destreza y habilidad manual en la ejecución de los oficios 
universales o equivalentes, sus apoyos y tareas auxiliares a otras actividades que 
aseguren o brinden servicios de infraestructura y mantenimiento. 


Artículo 42. (Escalafón Administrativo).- El escalafón Administrativo comprende los 
cargos con formación en normas, procedimientos, técnicas y prácticas administrativas, 
el manejo de equipos de oficina y sistemas informatizados a nivel de utilitarios y 
aplicaciones informáticas, y los conocimientos y habilidades para el trato, atención y 
orientación del público en la gestión de los trámites ante la Administración. 


Artículo 43. (Escalafón Técnico y Profesional).- El escalafón Técnico y Profesional 
comprende los cargos con formación terciaria, tecnológica, técnica, profesional, 
científica, educativa y cultural. 


Artículo 44. (Subescalafón Servicios Auxiliares).- El subescalafón Servicios 
Auxiliares comprende los cargos con formación práctica en la realización de tareas en 
las que predominan la destreza y habilidad manual para el trabajo. Sus tareas son de 
construcción y mantenimiento de infraestructura y la de realización de servicios 
auxiliares de apoyo a la gestión. 


Artículo 45. (Subescalafón Calificado en Oficios).- El subescalafón Calificado en 
Oficios comprende los cargos con formación culminada en oficios universales o sus 
equivalentes, para la realización de tareas en las que predominan la destreza y 
habilidad manual! para el trabajo. 


Artículo 46. (Subescalafón Calificado en Técnicas Terciarias).- El subescalafón 
Calificado en Técnicas Terciarias comprende los cargos con formación terciaria en 
normas, procedimientos, técnicas y prácticas especializadas en la asistencia a la 
gestión, enseñanza e investigación técnica y/o profesional en todas las áreas del 
conocimiento humano. 


Artículo 47. (Subescalafón Técnico Universitario). El subescalafón Técnico 
Universitario comprende los cargos con formación universitaria en conceptos y 
métodos para la ejecución de actividades y la enseñanza e investigación técnica en 
todas las áreas del conocimiento humano. 


Artículo 48. (Subescalafón Profesional Universitario).- El subescalafón Profesional 
Universitario comprende los cargos con formación universitaria en principios, doctrinas 
y métodos que permiten la ejecución de funciones y la enseñanza e investigación 
científico y profesional en todas las áreas del conocimiento humano. 


Artículo 49. (Niveles).- Los cargos que integren cada subescalafón se ubicarán en 
uno de seis niveles de una escala ascendente aplicando una valoración que contemple 
entre otros, los siguientes criterios: grado de dificultad de la tarea, la responsabilidad 
exigida, los saberes medidos a través del conocimiento y la pericia y el grado de 
influencia en lo funcional o en lo técnico. 


La reglamentación establecerá las denominaciones correspondientes a los niveles 
de los cargos pertenecientes a cada subescelafón. 


Artículo 50. (Definición de cargo).- El cargo es una posición jurídica dentro del 
organismo, a la que le corresponde un conjunto de actividades asociadas a labores, 
tareas administrativas o técnicas, oficios o profesiones con determinado nivel de 
responsabilidad. 
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Artículo 51, (Titularidad de cargo).- Todo funcionario presupuestado es titular de un 
cargo y tiene derecho a desempeñar el mismo en las condiciones que establezca la 
Administración, de conformidad con la Constitución de la República y la ley. 


Artículo 52. (Definición de ocupaciones).- Se entiende por ocupaciones a los efectos 
del presente Estatuto, el conjunto de tareas asignables a los cargos. 


A un mismo cargo se le podrán asignar diferentes ocupaciones de similar nivel 
relacionadas con su especialidad. 


La Administración asignará las ocupaciones a cada cargo respetando la 
correspondencia de nivel entre la ocupación y el cargo. 


CAPÍTULO IV 
EL ASCENSO 


Artículo 53. (Ascenso).- El ascenso es la mejora en la situación funcional, resultante 
de la provisión de un cargo presupuestal mediante un concurso de méritos y 
antecedentes o de oposición y méritos. 


Artículo 54. (Derecho al ascenso).- El derecho al ascenso es la posibilidad de 
postularse para la provisión de cargos presupuestales de cualquier escalafón y nivel, 
conforme con lo dispuesto por el artículo anterior. 


. (Principio y procedimiento).- Los concursos de ascenso para proveer 
cargos vacantes valorarán los conocimientos, aptitudes y actitudes de los postulantes, 
necesarios para su ejercicio, su calificación o evaluación del desempeño anterior, la 
capacitación que posee en relación al cargo para el cual concursa y los antecedentes 
registrados en su foja funcional. 


El ascenso se realizará a través de concurso de oposición y méritos o méritos y 
antecedentes. 


En primer término se evaluarán todos los postulantes del Inciso que cumplan con los 
requisitos excluyentes del llamado, cualquiera sea el escalafón, subescalafón, cargo o 
nivel al que pertenezcan, y que hayan ejercido ininterrumpidamente durante dos años 
como mínimo el cargo del que sean titulares. 


De no ser posible seleccionar, se procederá a evaluar a los funcionarios del 
Inciso que se postulen, cumplan con los requisitos expuestos y hayan ejercido 
ininterrumpidamente durante un año como mínimo el cargo del que sean titulares. 


De no ser posible seleccionar entre los funcionarios del propio Inciso, se procederá, 
en las mismas condiciones, a evaluar a los funcionarios que se postulen del resto de 
los Incisos de la Administración Central. 


De resultar desierto, únicamente podrá proveerse por un llamado público y abierto 
bajo el régimen del! contrato de provisoriato. 


Las convocatorias podrán realizarse a través de uno o más llamados. 
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CAPÍTULO V 
SISTEMA DE ROTACIÓN 


Artículo 56. (Cambio de ocupación).- El jerarca del Inciso podrá asignar al cargo 
diferentes ocupaciones, en atención a las necesidades de la Administración y a la 
planificación de los recursos humanos, sin perjuicio de la capacitación adicional que 
sea necesario impartir a su titular para posibilitarlo. 


Las ocupaciones definidas para los cargos deberán respetar el nivel de los mismos y 
las labores, oficios, trabajos técnicos, administrativos o profesionales de su 
especialidad. 


La asignación de una nueva ocupación a un cargo no requiere de la vacancia del 
mismo. 


Artículo 57. (Traslados en el Inciso).- El jerarca del Inciso podrá disponer el traslado 
de funcionarios y sus respectivos cargos de una a otra unidad ejecutora para 
desarrollar iguales o diferentes tareas, en atención a sus necesidades de gestión y a la 
planificación de los recursos humanos. 


Las tareas asignadas deberán respetar el nivel del cargo y las labores, oficios, 
trabajos técnicos, administrativos o profesionales de su especialidad. 


Artículo 58. (Traslado entre Incisos).- El Poder Ejecutivo en atención a las 
necesidades de gestión y previo informe favorable de la Oficina Nacional del Servicio 
Civil, podrá disponer el traslado de funcionarios y sus respectivos cargos de un 
Inciso a otro para desarrollar iguales o diferentes tareas. 


Las tareas asignadas deberán respetar el nivel del cargo y las labores, oficios, 
trabajos técnicos, administrativos o profesionales de su especialidad. 


CAPÍTULO VI 
FUNCIONES DE ADMINISTRACIÓN SUPERIOR 


Artículo 59. (Administración superior).- Se entienda por administración superior, el 
conjunto de las funciones que se asignan para ejercer las actividades de supervisión, 
conducción y alta conducción de las jefaturas de un Departamento, División o Área 
respectivamente. 


Comprende las funciones pertenecientes a la estructura organizacional vinculadas al 
desarrollo y aplicación de instrumentos de gestión, a la determinación de objetivos, a 
la planificación, programación, coordinación, gestión y dirección de actividades y al 
control y evaluación de resultados. 


o 60. (Línea de jerarquía).- Dentro de una unidad ejecutora y en la misma 
línea jerárquica, la cadena de mando administrativo la inicia el jerarca de la misma, le 
sigue el Gerente de Área, el que tiene jerarquía superior al Director de División, y este 
lo tendrá sobre el Jefe de Departamento. 


Artículo 61. (Función de supervisión).- La función que ejerce la supervisión de un 
Departamento se denomina Jefe de Departamento y se valora en una de tres 
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categorías (A, B, C) de una banda retributiva según el nivel de exigencia y 
responsabilidad que le determine la Administración. 


Artículo 62. (Función de conducción).- La función que ejerce la conducción de una 
División se denomina Director de División y se valora en una de tres categorías (A, B, 
C) de una banda retributiva según el nivel de exigencia y responsabilidad que le 
determine la Administración. 


Artículo 63. (Función de alta conducción).- La función que ejerce la alta conducción 
de un se denomina Gerente de Área y se valora en una de tres categorías (A, B, 
C) de una banda retributiva según el nivel de exigencia y responsabilidad que le 
determine la Administración. 


Artículo 64. (Asignación de funciones de supervisión, conducción y alta 
conducción).- La asignación de las funciones de supervisión, conducción y alta 
conducción, debe realizarse por concurso de oposición, presentación de proyectos y 
méritos, en el que se evalúen las competencias requeridas para el gerenciamiento, los 
conocimientos y destrezas técnicas. 


Artículo 65. (Suscripción de un compromiso de gestión)- El funcionario 
seleccionado deberá suscribir un compromiso de gestión aprobado por el jerarca, 
independientemente de su proyecto presentado, a desarrollar en el Departamento, 
División o Área, en atención a las pautas, políticas y estrategias definidas y alineado al 
Plan Estratégico del Inciso. 


Las funciones de administración superior tendrán una vigencia de hasta seis años, 
pudiendo el funcionario volver a concursar por la que ejercía. 


Vencido el plazo o evaluado negativamente durante el transcurso del mismo, el 
funcionario de carrera volverá a desempeñar tareas correspondientes a su cargo y 
nivel. 


. (Procedimiento para la asignación de funciones).- En primer término se 
evaluarán los postulantes del Inciso que cumplan con los requisitos excluyentes del 
llamado, cualquiera sea el escalafón, subescalafón y cargo al que pertenezcan, que 
hayan ejercido ininterrumpidamente como mínimo durante dos años el cargo del que 
es titular y que este sea igual o superior al tercer nivel de jerarquía del subescalafón 
de procedencia. 


De no ser posible seleccionar, en segundo término se evaluarán los postulantes del 
Inciso que cumplan con los requisitos expuestos, hayan ejercido ininterrumpidamente 
como mínimo durante un año el cargo del que es titular y que este sea igual o superior 
al segundo nivel de jerarquía del subescalafón de procedencia. 


De no ser posible seleccionar, en tercer término, se evaluará a los postulantes del 
Poder Ejecutivo que cumplan con los requisitos expuestos, hayan ejercido 
ininterrumpidamente como mínimo durante un año el cargo del que es titular y que 
este sea igual o superior al segundo nivel de jerarquía del subescalafón de 
procedencia. 


Cumplido el procedimiento anterior y de resultar desierto, se realizará un llamado 
público y abierto, de oposición, presentación de proyectos y méritos, en el que se 
evalúen las competencias requeridas para el gerenciamiento, los conocimientos y 
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destrezas técnicas. La persona seleccionada suscribirá un contrato de administración 
superior, definido en el Titulo 11! de la presente ley. 


Las convocatorias podrán realizarse a través de uno o más llamados. 


Artículo 67, (Régimen horario y exigencia de dedicación de la alta conducción).- El 
ejercicio de las funciones de alta conducción, exige un mínimo de cuarenta horas 
semanales efectivas de labor y dedicación exclusiva. Esta última solo quedará 
exceptuada por la docencia universitaria y la producción y creación literaria, artística, 
científica y técnica, siempre que no se origine en una relación de dependencia. 


CAPÍTULO Vil 
SUBROGACIÓN 


Artículo 68. (Obligación de subrogar).- Todo funcionario tiene la obligación de 
sustituir al titular de un cargo o función superior en caso de ausencia temporaria o de 
acefalía de los mismos. 


Artículo 69.- El jerarca de la unidad ejecutora a la cual corresponda, dispondrá 
inmediatamente la sustitución seleccionando entre los funcionarios que cubran el perfil 
del puesto a subrogar. La subrogación deberá ser comunicada al jerarca del 
Inciso respectivo. 


Ninguna subrogación podrá realizarse por un término superior a los dieciocho 
meses, dentro del cual deberá proveerse la titularidad de acuerdo a las reglas del 
ascenso. Quedan exceptuadas del plazo fijado aquellas situaciones en las cuales la 
ley prevea la ausencia por un plazo mayor y en consecuencia no pueda proveerse la 
titularidad. 


Para los funcionarios que subroguen a aquellos que pasen a ocupar cargos políticos 
o de particular confianza o funciones de conducción, no regirá el plazo establecido en 
el inciso precedente. 


La resolución a que hace referencia el inciso primero, establecerá el derecho del 
funcionario a percibir las diferencias de sueldo del puesto que pasa a ocupar y el del 
suyo propio. Las referidas diferencias se liquidarán desde el día en que el funcionario 
tome posesión del cargo o función. 


CAPÍTULO VIII 
RESPONSABILIDAD DISCIPLINARIA 
Artículo 70. (Potestad disciplinaria).- La potestad disciplinaria es irrenunciable. 
Constatada una irregularidad o ilícito en el servicio o que lo afecte directamente aun 
siendo extraños a él, se debe disponer la instrucción del procedimiento disciplinario 
que corresponda a la situación. 


Constatada efectivamente, en el respectivo procedimiento disciplinario, la comisión 
de una falta y su responsable, se debe imponer la sanción correspondiente. 


La violación de este deber configura falta muy grave. 
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. (Principios generales).- La potestad disciplinaria se ejercerá de acuerdo 
a los siguientes principios: 


- De proporcionalidad o adecuación. De acuerdo con el cual la sanción debe ser 
proporcional o adecuada en relación con la falta cometida. 


De culpabilidad. De acuerdo con el cual se considera falta disciplinaria los actos u 
omisiones intencionales o culposas, quedando excluida toda forma de 
responsabilidad objetiva. 


De presunción de inocencia. De acuerdo con el cual el funcionario sometido a un 
procedimiento disciplinario tiene derecho al respeto de su honra y al 
reconocimiento de su dignidad y se presumirá su inocencia mientras no se 
establezca su culpabilidad por resolución firme dictada con las garantías del 
debido proceso, sin perjuicio de la adopción de las medidas preventivas que 
correspondan. 


Del debido proceso. De acuerdo con el cual en todos los casos de imputación de 
una irregularidad, omisión o delito, se deberá dar al interesado la oportunidad de 
presentar descargos y articular su defensa, sobre los aspectos objetivos o 
subjetivos del caso, aduciendo circunstancias atenuantes de responsabilidad o 
causas de justificación u otras razones. 


"Non bis in idem", De acuerdo con el cual ningún funcionario podrá ser sometido a 
un procedimiento disciplinario más de una vez por un mismo y único hecho que 
haya producido, sin perjuicio de las responsabilidades penales o civiles que 
pudieren coexistir. 


- De reserva. El procedimiento disciplinario será reservado, excepto para el 
sumeriado y su abogado patrocinante. La violación a este principio será 
considerada falta grave. 


Artículo 72. (Definición de falta).- La falta susceptible de sanción disciplinaria, es 
todo acto u omisión del funcionario, intencional o culposo, que viole los deberes 
funcionales. Considéranse deberes funcionales las obligaciones, prohibiciones e 
incompatibilidades del funcionario, establecidas por la regla de derecho. 


lo 73. (Sanciones).- Sin perjuicio de otras que las normas legales establezcan, 
se podrá imponer por razón de faltas cometidas, las siguientes sanciones: 


- Observación con anotación en el legajo personal del funcionario. 


- Amonestación (apercibimiento) con anotación en el legajo personal del 
funcionario. 
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- Suspensión hasta por el término de seis meses. La suspensión hasta de tres 
meses será sin goce de sueldo, o con la mitad de sueldo según la gravedad del 
caso. La que exceda de este último término será siempre sin goce de sueldo. 


Todo descuento por sanción se calculará sobre las partidas permanentes sujetas 
a montepío que integran el salario parcibido por el funcionario en el momento de 
la infracción. 


- Destitución. 


Artículo 74. (Clasificación de las faltas en leves, graves y muy graves).- Las faltas, 
al momento de imputarse se deberán clasificar en leves, graves y muy graves, 
atendiendo a las siguientes circunstancias: 


1) El deber funcional violentado, 
2) En el grado en que haya vulnerado la normativa aplicable. 
3) La gravedad de los daños causados. 


4) El descrédito para la imagen pública de la Administración. 


La comprobación de las faltas leves ameritarán las sanciones de observación o 
amonestación con anotación en el legajo personal del funcionario, o suspensión hasta 
por diez días, no resultando necesaria la instrucción de un sumario administrativo. 


Las faltas graves ameritarán la sanción de suspensión a partir de diez días, y hasta 
por el término de seis meses. 


Las faltas muy graves ameritarán la destitución. 


Las sanciones de suspensión mayor a diez días y la destitución solamente podrán 
imponerse previo sumario administrativo. 


Artículo 75. (Procedimiento disciplinario abreviado para faltas leves).- Las sanciones 
de observación y amonestación con anotación en el legajo, podrán imponerse previa 
vista al funcionario, quien podrá presentar sus descargos. 


En caso de faltas que puedan dar mérito a suspensiones de hasta diez días, el 
jerarca de la unidad ejecutora dispondrá una investigación de urgencia, la que deberá 
sustanciarse en un plazo de setenta y dos horas. Cumplida la misma se dará vista al 
funcionario. 


Artículo 76. (Apreciación).- La responsabilidad disciplinaria será apreciada y 
sancionada independientemente de la responsabilidad civil o penal, sin perjuicio de lo 
dispuesto por el inciso final (delito) del artículo 82 de la presente ley. 
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La responsabilidad disciplinaria aumenta en función de la jerarquía del funcionario, el 
grado de afectación del servicio y la gravedad de los daños causados. 


Artículo 77. (Reincidencia).- Se entiende por reincidencia, el acto de cometer una 
falta antes de transcurridos seis meses desde la resolución sancionatoria de una falta 
anterior. La reincidencia deberá ser considerada como agravante al momento de 
imponer la sanción correspondiente. 


Artículo 78. (Clausura).- Los procedimientos se clausurarán si la Administración no 
se pronuncia sobre el fondo del asunto en el plazo de dos años, contados a partir de la 
resolución que dispuso la instrucción del sumario. 


El cómputo del plazo referido se suspenderá: 


A) Por un término máximo de sesenta días, durante la tramitación de la ampliación o 
revisión sumarial. 


B) Por un plazo máximo de treinta días en cada caso, para recabar los dictámenes 
de la Fiscalía de Gobierno competente y de la Comisión Nacional del Servicio Civil 
cuando corresponda. 


C) Por un plazo máximo de noventa días durante el cual la Cámara de Senadores 
tiene a su consideración el pedido de venia constitucional para la destitución. 


Lo dispuesto en este artículo no será de aplicación en el caso de funcionarios 
sometidos a la Justicia Penal. 


Las disposiciones contenidas en el presente artículo, comenzarán a regir a partir de 
la vigencia de este Estatuto. 


Artículo 79. (Prescripción).- Las faltas administrativas prescriben: 


A) Cuando además constituyen delito, en el término de prescripción de ese delito. 


B) Cuando no constituyen delito, a los seis años. 


El plazo de prescripción de la falta administrativa empieza a correr de la misma 
forma que el previsto para el de la prescripción de los delitos en el articulo 119 del 
Código Penal. 


La prescripción establecida en este artículo se suspende por la resolución que 
disponga una investigación administrativa o la instrucción de un sumario por la falta 
administrativa en cuestión. 
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CAPÍTULO IX 
RECURSOS ADMINISTRATIVOS 
Artículo 80. (Recursos administrativos).- Contra los actos administrativos podrán 
interponerse los recursos previstos por la Constitución de la República y las normas 
jurídicas de rango inferior aplicables. 
CAPÍTULO X 
DESVINCULACIÓN DEL FUNCIONARIO PÚBLICO 
Artículo 81. (Desvinculación del funcionario público).- Serán causales de cese o 
extinción de la relación funcional la destitución, la renuncia, por jubilación, la edad, 
fallecimiento, inhabilitación y revocación de la designación. 


Artículo 82.- Destitución por ineptitud, omisión o delito. 


- Ineptitud. Se entiende por ineptitud la carencia de idoneidad, la incapacidad 
personal o inhabilitación profesional. 


Sin perjuicio de ello, se configurará ineptitud cuando el funcionario obtenga 
evaluaciones por desempeño insatisfactorias en dos periodos consecutivos, y 
rechace la recapacitación cuando no haya alcanzado el nivel satisfactorio para el 
ejercicio del cargo o desempeño de la función, 


Omisión. Se entiende por omisión, a los efectos de la destitución, el 
incumplimiento muy grave de las obligaciones funcionales, 


Sin perjuicio de ello, se considerará omisión por parte del funcionario, el 
incumplimiento de las tareas en los servicios que sean declarados esenciales por 
la autoridad competente, 


Asimismo, los funcionarios incurrirán en ineptitud u omisión, según corresponda, 
cuando acumulen diez inasistencias injustificadas en un año calendario; o cuando 
-a través de los mecanismos de control de asistencia- efectúen registros 
correspondientes a otra persona o resulten beneficiados por el registro realizado 
por otra, siempre que lo hubieran solicitado. 


Delito. Se entiende por delito toda conducta típica, antijurídica y culpable por la 
que el funcionario sea condenado penalmente. En todos los casos de 
sometimiento a la Justicia Penal de un funcionario o de condena ejecutoriada, el 
Poder Ejecutivo apreciará las circunstancias y situación del mismo, a efectos de 
solicitar o no la destitución. 


Artículo 83. (Renuncia).- La renuncia puede ser expresa o tácita, el primer caso se 
configura cuando la solicitud del funcionario sea aceptada por el jerarca del Inciso o 
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quien haga sus veces, el segundo caso se configura cumplidos tres días hábiles 
continuos en que el funcionario faltare a sus tareas sin aviso e intimado por medio 
fehaciente al reintegro bajo apercibimiento no se presente a trabajar al día laborable 
inmediatamente posterior a la intimación. La misma se realizará en el domicilio 
denunciado por el funcionario en su legajo. 


Artículo 84. (Jubilación).- La jubilación puede ser común, por incapacidad total, por 
edad avanzada, y las causales se configurarán conforme a lo establecido por las 
normas específicas de la materia. 


Artículo 85. (Edad).- Cuando el funcionario con derecho a jubilación alcance los 
setenta años de edad. 


Artículo 86. (Fallecimiento).- Por el fallecimiento del funcionario. 


Artículo 87. (Inhabilitación).- Como consecuencia de sentencia penal ejecutoriada 
que la determine. 


Artículo 88. (Revocación de la designación). Cuando tenga por motivo la 
comprobación de error en la designación del funcionario. 


TÍTULO IM 
DE LOS FUNCIONARIOS CONTRATADOS 


Artículo 89. (Régimen general).- El personal contratado por la Administración 
Central será la excepción al personal presupuestado y la solicitud de contratación 
deberá estar debidamente fundamentada por el Jerarca del Inciso que lo proponga y 
autorizada por la Oficina Nacional del Servicio Civil. 


Artículo 90. (Personal en régimen de provisoriato).- Es el persona! que en virtud de 
un contrato, formalizado por escrito, presta servicios de carácter personal, por el 
término de quince meses, en las condiciones establecidas por la normativa vigente. 


El contrato de provisoriato, solo se podrá realizar cuando el Inciso respectivo tenga 
vacante de ingreso y no haya personal a redistribuir que pueda ocuparla. 


Se consideran vacantes de ingreso las que se encuentren en el último nivel del 
escalafón correspondiente o aquellas que habiéndose procedido por el régimen del 
ascenso, no se hubieran podido proveer. 


Las vacantes de ingreso del último nivel del escalafón no podrán ser provistas por el 
mecanismo del ascenso. 


Artículo 91. (Personal de administración superior).- Es el personal seleccionado 
conforme con lo dispuesto por el inciso cuarto del artículo 66 de la presente ley, que 
en virtud de un contrato de administración superior, formalizado por escrito, presta 
servicios de carácter personal, en funciones de supervisión, de conducción o de alta 
conducción, por el plazo de hasta seis años. 


Artículo 92. (Personal con contrato de trabajo).- Es el personal que en virtud de un 
contrato de trabajo, formalizado por escrito, desempeñe tareas transitorias, 
excepcionales, a término, o tareas permanentes específicas cuyo aumento de volumen 
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transitorio no pueda ser afrontado por los funcionarios presupuestados, y cuya 
contratación se realiza con cargo a partidas para jornales y contrataciones, por el 
plazo de hasta dos años y prórrogas por idéntico plazo. 


Artículo 93. (Reclutamiento y selección).- Se realizará a través del Sistema de 
Reclutamiento y Selección de Personal de la Oficina Nacional del Servicio Civil. 


Artículo 94. (Mecanismos de selección).- La selección de postulantes se realizará 
en todos los casos por concurso de oposición y méritos o méritos y antecedentes. Las 
bases podrán prever en el caso que el número de aspirantes así lo ameriten, una 
instancia de sorteo en forma previa al inicio del procedimiento de selección a aplicar. 


Solo en aquellos casos en que los requisitos necesarios para los puestos lo 
ameriten, se habilitará como único mecanismo la realización de un sorteo público. El 
jerarca deberá fundamentar la elección de esta opción y deberá contar con la 
aprobación de la Oficina Nacional del Servicio Civil. 


Artículo 95, (Inducción).- El personal en régimen de provisoriato deberá recibir 
inducción en relación a los objetivos institucionales y la estructura administrativa de la 
entidad, la organización estatal uruguaya, los cometidos y funciones del Estado y 
respecto de los derechos y obligaciones, régimen disciplinario, régimen retributivo, 
carrera administrativa y ética pública del funcionario. 


Artículo 96, (Tribunal de Evaluación del personal del provisoriato).- A los efectos de 
su evaluación se designará un Tribunal, el que se conformará con tres miembros 
titulares con sus respectivos suplentes: un miembro designado por el jerarca de la 
unidad ejecutora, o quien lo represente, quien lo presidirá; el supervisor directo del 
aspirante y un representante de la Oficina Nacional del Servicio Civil. En todos los 
Tribunales habrá un veedor que será propuesto por la Confederación de Funcionarios 
del Estado (COFE), quien una vez comunicada por el jerarca la convocatoria, tendrá 
un plazo perentorio de cinco días hábiles previos a la fecha de constitución del 
Tribunal, para informar mediante nota, el nombre y cédula de identidad del veedor y su 
suplente al Área de Gestión Humana del Inciso o a la unidad organizativa que haga 
sus veces. Si vencido dicho plazo COFE no realiza la propuesta del veedor, el Tribunal 
de Evaluación comenzará a actuar sin el mismo. Los veedores deberán ser 
funcionarios de reconocida idoneidad, pudiendo el mismo veedor participar en varios 
Tribunales. El veedor participará en el Tribunal, con voz pero sin voto. Los veedores 
serán convocados obligatoriamente a todas las reuniones del Tribunal, debiéndosele 
proveer de la misma información, 


Dicho Tribunal deberá constituirse noventa días antes de finalizar el período del 
provisoriato y expedirse indefectiblemente en forma previa al vencimiento del plazo 
contractual. 


Artículo 97. (Prohibición).- No se podrán celebrar contratos dentro de los doce 
meses anteriores a la finalización de cada periodo de gobierno. No obstante se podrán 
incorporar en un cargo presupuestado a los provisoriatos que en dicho periodo hayan 
superado la evaluación correspondiente. 


Artículo 98. (Procedimiento disciplinario).- Constatada una falta se le dará vista al 
contratado para que efectúe sus descargos y previa evaluación de estos, de los 
antecedentes y de la perturbación ocasionada al servicio, el jerarca aplicará la sanción 
correspondiente, de conformidad con el debido proceso, sin que sea necesaria la 
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instrucción de un sumario administrativo. La gravedad de las faltas así como la 
reiteración de las mismas podrá configurar la rescisión del contrato. 


Artículo 99. (Rescisión).- Previo al vencimiento del plazo estipulado, la 
Administración podrá por razones de servicio debidamente fundadas poner fin a la 
relación contractual en cualquier momento, a excepción del régimen de provisoriato, 
con un preaviso de treinta días, sin que se genere derecho a reclamo de 
indemnización de especie alguna por parte del contratado. 


En caso de presentación de renuncia por parte del contratado, la misma se hará 
efectiva una vez aceptada por la Administración. 


Artículo 100. (Nulidad).- Las designaciones o contrataciones de funcionarios 
públicos amparados en el presente Estatuto y que se efectúen en contravención a sus 
disposiciones, serán absolutamente nulas. 


TÍTULO IV 
DESAPLICACIONES 


01. (Desaplicaciones).- A partir de la vigencia de la presente ley no serán 
de aplicación todas aquellas disposiciones generales o especiales que se opongan o 
que sean contrarias a lo dispuesto por esta. 


Sin perjuicio de lo establecido en el inciso anterior y hasta que se implante en el 
Inciso respectivo el nuevo sistema de carrera previsto en el presente Estatuto, los 
funcionarios públicos de la Administración Central, continuarán rigiéndose por las 
normas vigentes del sistema actual de carrera. 


TÍTULO Y 
DISPOSICIONES TRANSITORIAS Y ESPECIALES 


- A los efectos del presente Estatuto se considerarán disposiciones 
transitorias y especiales las siguientes: 


A) Facúltase al Poder Ejecutivo a contratar bajo el régimen del provisoriato 
establecido por el artículo 50 de la Ley N* 18.719, de 27 de diciembre de 2010, en 
la redacción dada por el artículo 4% de la Ley N* 18,996, de 7 de noviembre de 
2012, a quienes se encuentran contratados a la fecha de vigencia de la presente 
ley, al amparo del contrato temporal de derecho público, por aplicación de lo 
dispuesto en el inciso cuarto "in fine" del artículo 52, y artículo 55 de la Ley 
N? 18.719, de 27 de diciembre de 2010, y de los artículos 6 y 105 de la Ley 
N* 18.834, de 4 de noviembre de 2011. En todos estos casos el periodo del 
contrato será por un plazo de hasta seis meses, período en el que deberán ser 
evaluados satisfactoriamente por el tribunal correspondiente para su 
presupuestación. La presente disposición no será de aplicación para aquellos 
contratados originalmente por el artículo 22 delDecreto-Ley N* 14,189, de 30 de 
abril de 1974. La creación de los cargos presupuestales necesarios deberán ser 
incluidos en la próxima Rendición de Cuentas. 
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8) Lo dispuesto por los Capítulos II y VI del Título 1! no serán de aplicación para la 
Dirección General Impositiva, ni para la Dirección Nacional de Aduanas, que se 
regirán por las normas específicas O especiales vigentes, así como sus 
modificaciones y actualizaciones. 


C) Derogado por Ley N* 19,355, de 19 de diciembre de 2015, artículo 226. 


Texto derogado: C) Para los funcionarios 
dependientes de la Dirección General de Casinos, no 


serán de aplicación los Titulos II y 11. 


D) Las funciones de administración superior generadas por aplicación de lo dispuesto 
por el artículo 56 de la Ley N* 18.719, de 27 de diciembre de 2010, y por el 
artículo 7% de laLey N* 18,834, de 4 de noviembre de 2011, deberán ser 
concursadas en un plazo máximo de tres años a contar desde la fecha de 


promulgación de la presente ley. 


E) Los derechos adquiridos en relación al desarrollo alcanzado en la carrera 
administrativa por los funcionarios presupuestados del Poder Ejecutivo, que ya 
tengan esa calidad a la fecha de entrada en vigencia de la presente ley, no se 
verán afectados por aplicación del presente Estatuto. 


F) El contenido de lo dispuesto en los artículos que refieren a objeto, definición, 
principios fundamentales y valores organizacionales, requisitos formales para el 
ingreso a la función pública, descanso semanal, reducción de jornada, licencia 
anual reglamentaria, licencias especiales, acumulación de remuneraciones y 
excepciones, descuentos y retenciones sobre sueldos, sueldo anual 
complementario, hogar constituido, asignación familiar, prima por antigúedad, 
prima por matrimonio o concubinato reconocido judicialmente, prima por 
nacimiento o adopción, Fondo Nacional de Salud, seguro de accidentes de trabajo 
y enfermedad profesional, jubilación, libertad sindical, derechos colectivos, 
enumeración de deberes y obligaciones, enumeración de prohibiciones e 
incompatibilidades, evaluación de desempeño, principios generales, definición de 
evaluación por desempeño, definición de cargo, titularidad del cargo, ascenso, 
derecho al ascenso, obligación de subrogar, potestad disciplinaria, principios 
generales, definición de falta, apreciación de la responsabilidad disciplinaria, 
recursos administrativos, desvinculación del funcionario público, en lo que 
correspondiere, será tenido en cuenta para su aplicación gradual a los 
funcionarios dependientes de los organismos comprendidos en los literales B) a E) 
del artículo 59 de la Constitución de la República, en un plazo máximo de 
veinticuatro meses, previo a dar cumplimiento con lo dispuesto por la Ley 
N* 18.508, de 26 de junio de 2009. 


Fuente: Literal B) Ley N* 19.355, de 19 de diciembre de 2015, 


anículo 225. 
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Ley N* 17.823, 
de 7 de setiembre de 2004 


CÓDIGO DE LA NIÑEZ Y LA ADOLESCENCIA 


CAPÍTULO XI 


| - Protección de los derechos amenazados o vulnerados de los niños y 
adolescentes y situaciones especiales 


Artículo 117. (Principio general).- Siempre que los derechos reconocidos a los niños 
y adolescentes en este Código sean amenazados o vulnerados, se aplicarán las 
medidas que dispone este título. 


De igual forma se aplicarán a los niños que vulneren derechos de terceros. 


Artículo 118. (Primeras diligencias).- El Juez que tiene conocimiento, por cualquier 
mecio, que un niño o adolescente se encuentra en la situación prevista en el artículo 
anterior, tomará las más urgentes e imprescindibles medidas, debiéndose proceder a 
continuación conforme lo estatuye el artículo 321 del Código General del Proceso. 


Salvo imposibilidad, tomará declaración al niño o adolescente, en presencia del 
defensor que se le proveerá en el acto y de sus padres o responsables, si los tuviere, y 
recabará los informes técnicos correspondientes. 


El Ministerio Público deberá ser oído preceptivamente, quien intervendrá en favor 
del efectivo respeto a los derechos y garantías, reconocidos a los niños y 
adolescentes, debiéndose pronunciar en el plazo de tres días. 


Artículo 119. (Medidas).- Medidas para los padres o responsables. 


El Juez podrá imponer, en protección de los derechos de los niños o adolescentes, 
para los padres o responsables, las siguientes medidas: 


A) Llamada de atención para corregir o evitar la amenaza o violación de los derechos 
de los hijos a su cuidado, y exigir el cumplimiento de las obligaciones que le 
corresponden en la protección de los derechos afectados. 


B) Orientación, apoyo y seguimiento temporario socio-familiar prestado por 
programas públicos o privados reconocidos. 


C) Obligación de inscribir al niño o adolescente en un centro de enseñanza o 


programas educativos o de capacitación y observar su asistencia o aprendizaje. 


—h 


D) Derivación a un programa público o privado de protección a la familia. 
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Artículo 120. (Medidas ambulatorias para niños y adolescentes).- El Juez dispondrá 
las siguientes medidas: 


A) Que el Instituto Nacional del Menor otorgue protección a sus derechos a través del 
sistema de atención integral diurno. Al mismo servicio podrá recurrirse respecto a 
los institutos privados especializados, que así lo acepten. 


B) Solicitud de tratamiento ambulatorio médico, psicológico o psiquiátrico a 
instituciones públicas o privadas. 


El Instituto Nacional del Menor podrá solicitar o aplicar directamente estas 
medidas, cuando su intervención haya sido requerida por el niño, padres o 
responsables o terceros interesados. 


Artículo 121. (Medidas en régimen de internación sin conformidad del niño o 
adolescente).- El Juez solamente podrá ordenar la internación compulsiva en los 
siguientes casos: 


A) Niño o adolescente con patología psiquiátrica. 

B) Niño o adolescente que curse episodios agudos vinculados al consumo de 
drogas. 

C) Niño o adolescente necesitado de urgente tratamiento médico destinado a 
protegerlo de grave riesgo a su vida o su salud. y 


En todos los casos deberá existir prescripción médica. El plazo máximo de la 
internación será de treinta días prorrogables por periodos de igual duración mediando 
Indicación médica hasta el alta de internación. 


Cuando el Instituto del Niño y Adolescente del Uruguay constate que un niño o 
adolescente pone en riesgo inminente la vida o integridad físicasuya o de otras 
personas, 'solicitará al Juez competente la aplicación de estas medidas, previa 
indicación médica. 


Fuente: Ley N*19.092, de 17 de junio de 2013, 
artículo 323 


«Artículo 122. (Adicciones a drogas y alcohol).- El Juez podrá ordenar la aceptación 
de niños y adolescentes en centros residenciales especializados de atención a 
adicciones de drogas y alcohol, sea en régimen de tiempo completo, ambulatorio o 
semiambulatorio. 


Tratándose de adolescentes se requerirá su conformidad; en caso de niños será 
necesario el consentimiento de sus padres o responsables y se oirá previamente al 
niño. 


En todos los casos se deberá proporcionar defensor al niño o adolescente, tomar 
declaración salvo imposibilidad, oír preceptivamente al Ministerio Público, tomar 
declaración a los padres o responsables, y recabar los informes técnicos 
correspondientes. 
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Artículo 123. (Derivación a centros de atención permanente para niños y 
adolescentes).- El Juez podrá disponer la derivación de un niño o adolescente a un 
centro de atención permanente como medida de último recurso, cuando se encuentre 
gravemente amenazado su derecho a la vida o integridad física. 


Esta medida no podrá implicar en caso alauno privación de libertad y durará el 
menor tiempo posible, promoviéndose la superación de la amenaza de sus derechos 
para favorecer su egreso. 


En estos establecimientos se procurará mantener los vinculos familiares, según lo 
dispone el artículo 12 de este Código y la incorporación del niño o adolescente al 
sistema educativo que corresponda, según sea su edad. 


Artículo 124. (Programas de atención integral).- El Estado deberá garantizar a 
todos los niños y adolescentes el derecho a acceder voluntariamente a programas de 
atención integral, cuidados y alojamiento. Si la solicitud fuera formulada por los padres, 
se oirá preceptivamente al niño, quien será asistido por su defensor. 


Si a la solicitud formulada por el niño o adolescente se oponen sus padres o 
responsables, sin perjuicio de la inmediata protección del niño o adolescente, la 
situación se pondrá en el más breve plazo posible en conocimiento del Juzgado de 
Familia de Urgencia. 


El Juez resolverá atendiendo a la opinión del niño o adolescente. Deberá tenerse en 
cuenta ésta y el interés superior. 


Artículo 125. (Programas de alternativa familiar).- El Juez podrá entregar al niño o 
adolescente gravemente amenazado en su derecho a la vida o integridad física o 
privado de su medio familiar, al cuidado de una persona o matrimonio seleccionado 
por el Instituto Nacional del Menor, que se comprometa a brindarle protección integral. 


Estos niños o adolescentes deberán recibir orientación y apoyo de la persona o 
matrimonio, quienes serán supervisados por medio de equipos especializados. 


Artículo 126. (Comportamiento policial).- Cuando la autoridad policial tome 
conocimiento que un niño o adolescente se encuentra en la situación prevista en 
el artículo 117 de este Código, deberá llevarlo de inmediato a presencia del Juez 
competente, el que notificará con la mayor urgencia al Instituto Nacional del Menor. 


Si no fuera posible llevarlo de inmediato a presencia del Juez, previa autorización, 
deberá llevarlo al Instituto Nacional del Menor, quien deberá prestarle la debida 
atención. 


Artículo 127, (Responsabilidad penal).- Si se configuraren elementos de convicción 
suficientes como para atribuir responsabilidad penal a los padres, responsables o 
terceros, se pasarán los antecedentes al Juzgado Letrado de Primera Instancia en lo 
Penal o al Juzgado Letrado de Primera Instancia del Interior, que corresponda. 


Artículo 128. (Reserva de autos).- Cumplidas las diligencias por la Justicia, se 
reservarán los autos, sin perjuicio del seguimiento y control que el Juez interviniente 
considere adecuado efectuar. 
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Artículo 129. (Competencia).- Los Jueces Letrados de Primera Instancia del Interior 
de la República tendrán igual competencia que la asignada a los Jueces de Familia 
(artículo 71 de la Ley N* 15.750, de 24 de junio de 1985). 


1! - Del maltrato y abuso del niño o adolescente 


Artículo 130. (Definición).- A los efectos de este título entiéndese por maltrato y 
abuso del niño o adolescente las siguientes situaciones, no necesariamente taxativas: 
maltrato físico, maltrato psíquico-emocional, prostitución infantil, pornografía, abuso 
sexual y abuso psíquico o físico. 


Artículo 131. (La denuncia).- Ante denuncia escrita o verbal por la realización de 
cualquiera de las conductas mencionadas en el artículo anterior, la autoridad receptora 
deberá comunicar el hecho de forma fehaciente e inmediata al Juzgado competente. 
En todo caso el principio orientador será prevenir la victimización secundaria. 


111 - Alternativas familiares 


Artículo 132. (Deber de comunicación de amenaza o vulneración del derecho 
establecido en el artículo 12 del Código de la Niñez y la Adolescencia).- Toda situación 
en que un niño, niña o adolescente se encuentre privado de su medio familiar deberá 
ser comunicada de inmediato al Juez concompetencia de urgencia en materia de 
Familia de la residencia habitual del niño, niña o adolescente o al Instituto del Niño y 
Adolescente del Uruguay (INAU). 


Quedan comprendidos dentro del deber de comunicación: 


A) El progenitor u otra persona, familiar o no, que estando a cargo de un niño, 
niña o adolescente decida no continuar con su cuidado en forma permanente. 

B) Quienes, sin ser familiares del niño, niña o adolescente reciban al mismo de su 
progenitor o de otro familiar, tenedor o guardador, así como el de quienes 
tuvieran noticia de ello en el ejercicio de su cargo, empleo, profesión, vínculo 
familiar o en razón de la institución en la que participan. 


Si la noticia fuera recibida por el Juez, este lo comunicará de inmediato al INAU a 
los efectos previstos en el artículo 132.1. De ser recibida por el INAU, este lo 
comunicará de inmediato al Juez de Familia con competencia de urgencia, en ambos 
casos a efectos de dar cumplimiento con lo dispuesto en el artículo 132.1. 


Fuente: Ley N*19,092, de 17 de junio de 2013, 
artículo 1? 
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Ley N* 17.514, 
de 2 de Julio de 2002 


CAPÍTULO 1 
DISPOSICIONES GENERALES 


Artículo 1*.- Decláranse de interés general las actividades orientadas a la 
prevención, detección temprana, atención y erradicación de la violencia doméstica. 
Las disposiciones de la presente ley son de orden público. 


Artículo 2*.- Constituye violencia doméstica toda acción u omisión, directa o 
indirecta, que por cualquier medio menoscabe, limitando ¡legítimamente el libre 
ejercicio o goce de los derechos humanos de una persona, causada por otra con la 
cual tenga o haya tenido una relación de noviazgo o con la cual tenga o haya tenido 
una relación afectiva basada en la cohabitación y originada por parentesco, por 
matrimonio o por unión de hecho. 


Artículo 3*.- Son manifestaciones de violencia doméstica, constituyan o no delito: 


A) Violencia fisica. Acción, omisión o patrón de conducta que dañe la integridad 
corporal de una persona. 


B) Violencia psicológica o emocional. Toda acción u omisión dirigida a perturbar, 
degradar o controlar la conducta, el comportamiento, las creencias o las 
decisiones de una persona, mediante la humillación, intimidación, aislamiento o 
cualquier otro medio que afecte la estabilidad psicológica o emocional, 


C) Violencia sexual. Toda acción que imponga o induzca comportamientos sexuales 
a una persona mediante el uso de: fuerza, intimidación, coerción, manipulación, 
amenaza o cualquier otro medio que anule o limite la libertad sexual, 


D) Violencia patrimonial. Toda acción u omisión que con ilegitimidad manifiesta 
implique daño, pérdida, transformación, sustracción, destrucción, distracción, 
ocultamiento o retención de bienes, instrumentos de trabajo, documentos o 
recursos económicos, destinada a coaccionar la autodeterminación de otra 


persona. 
CAPÍTULO Il 
JURISDICCIÓN Y COMPETENCIA 


Artículo 4% - Los Juzgados con competencia en materia de familia, entenderán 
también en cuestiones no penales de violencia doméstica y en las cuestiones 
personales o patrimoniales que se deriven de ella, 


Artículo 5%.- Los Juzgados y Fiscalías con competencia en materia de familia serán 
competentes, asimismo, para atender situaciones de urgencia en violencia doméstica. 


A tal efecto, la Suprema Corte de Justicia y el Ministerio de Educación y Cultura, a 
propuesta de la Fiscalía de Corte, determinarán, en su caso, el régimen de turnos para 
atender, en horas y días hábiles e inhábiles, todos los asuntos que requieran su 
intervención conforme a esta ley. 
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Artículo 6*.- Los Juzgados de Paz, en el interior de la República, cualquiera sea su 
categoría, tendrán competencia de urgencia para entender en materia de violencia 
doméstica, pudiendo disponer de forma provisoria las medidas pertinentes 
establecidas en esta ley para la protección de presuntas víctimas, debiendo elevar los 
asuntos al Juzgado Letrado de Primera Instancia correspondiente, necesariamente 
dentro de las cuarenta y ocho horas de haber tomado conocimiento de los hechos, a 
cuya resolución se estará. 


Artículo 7*.- Toda actuación judicial en materia de violencia doméstica, 
preceptivamente, será notificada al Fiscal que corresponda, desde el inicio. El mismo 
deberá intervenir en todos los asuntos relativos a las personas e intereses de las 
víctimas de violencia doméstica. 


CAPÍTULO III 


LEGITIMACIÓN DEL DENUNCIANTE Y LLAMADO 
A TERCEROS A JUICIO 


Artículo 8*.- Cualquier persona que tome conocimiento de un hecho de violencia 
doméstica, podrá dar noticia al Juez competente en la materia, quien deberá adoptar 
las medidas que estime pertinentes de acuerdo a lo previsto en esta ley. Siempre que 
la noticia presente verosimilitud, no le cabrá responsabilidad de tipo alguno a quien la 
hubiere dado. 


El Juez, de oficio o a solicitud del Ministerio Público, podrá llamar a terceros al juicio. 
CAPÍTULO IV 
MEDIDAS DE PROTECCIÓN 


.- En toda cuestión de violencia doméstica, además de las medidas 
previstas en el artículo 316 del Código General del Proceso, el Juez, de oficio, a 
petición de parte o del Ministerio Público deberá disponer todas las medidas 
tendientes a la protección de la vida, la integridad física o emocional de la víctima, la 
libertad y seguridad personal, así como la asistencia económica e integridad 
patrimonial del núcleo familiar. 


Artículo 10.- A esos efectos podrá adoptar las siguientes medidas, u otras análogas, 
para el cumplimiento de la finalidad cautelar: 


1) Disponer el retiro del agresor de la residencia común y la entrega inmediata de 
sus efectos personales en presencia del Alguacil. Asimismo, se labrará inventario 
judicial de los bienes muebles que se retiren y de los que permanezcan en el 
lugar, pudiéndose expedir testimonio a solicitud de las partes. 


2) Disponer el reintegro al domicilio o residencia de la víctima que hubiere salido del 
mismo por razones de seguridad personal, en presencia del Alguacil. 


3) Prohibir, restringir o limitar la presencia del agresor en el domicilio o residencia, 
lugares de trabajo, estudio u otros que frecuente la víctima. 


4) Prohibir al agresor comunicarse, relacionarse, entrevistarse o desarrollar cualquier 
conducta similar en relación con la víctima, demás personas afectadas, testigos o 
denunciantes del hecho. 


5) Incautar las armas que el agresor tuviere en su poder, las que permanecerán en 
custodia de la Sede, en la forma que ésta lo estime pertinente. Prohibir al agresor 
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el uso o posesión de armas de fuego, oficiándose a la autoridad competente a sus 
efectos. 


6) Fijar una obligación alimentaria provisional a favor de la víctima. 
7) Disponer la asistencia obligatoria del agresor a programas de rehabilitación. 


8) Asimismo, si correspondiere, resolver provisoriamente todo lo relativo a las 
pensiones alimenticias y, en su caso, a la guarda, tenencia y visitas. 


En caso de que el Juez decida no adoptar medida alguna, su resolución deberá 
expresar los fundamentos de tal determinación. 


Artículo 11.- En todos los casos, el Juez ordenará al Alguacil o a quien entienda 
conveniente, la supervisión de su cumplimiento y convocará una audiencia,.en un 
plazo no mayor de diez días de adoptada la medida, a los efectos de su evaluación. 
En caso de no comparecencia, el Juez dispondrá la conducción del agresor. 


Si las medidas dispuestas no se cumplen, el Juez ordenará el arresto del agresor por 
un plazo máximo de cuarenta y ocho horas, sin perjuicio de lo establecido en 
los artículos 21.3, 374.1, 374.2 y 374.4 del Código General del Proceso. 


Una vez adoptada la medida cautelar y efectuada la audiencia referida, los autos 
deberán ser remitidos al Juzgado que venía conociendo en los procesos relativos a la 
familia involucrada. 


Artículo 12.- Las medidas adoptadas tendrán el alcance y la duración que el Juez 
disponga, sin perjuicio de la sustanciación de la pretensión, de su modificación o cese. 


Artículo 13.- El procedimiento para la adopción de las medidas cautelares será el 
previsto por los artículos 313, 314 y 315 del Código General del Proceso. Siempre que 
se acredite que un derecho intrínseco al ser humano se vea vulnerado o amenazado, 
el Juez deberá, de inmediato, decretar las medidas cautelares que correspondan, en 
forma fundada. De igual manera, procederá cuando la audiencia previa del agresor 
pueda frustrar el buen fin de la medida. 


Artículo 14.- En materia probatoria, serán de aplicación las disposiciones del Código 
General del Proceso, teniendo presente el objetivo y fin de esta ley y las disposiciones 
contenidas en los artículos siguientes. 


Artículo 15.- Una vez adoptadas las medidas cautelares establecidas en 
el artículo 10 de la presente ley, el Tribunal de oficio ordenará realizar un diagnóstico 
de situación entre los sujetos involucrados. El mismo será elaborado en forma 
interdisciplinaria y tendrá como objeto determinar los daños físicos o psíquicos sufridos 
por la víctima, evaluar la situación de peligro o riesgo y el entorno social, 


Este diagnóstico deberá estar a disposición del Tribunal al tiempo de celebración de 
la audiencia fijada en el artículo 11 de esta ley. Si por las características de la 
situación, se considerase necesaria la adopción de medidas o tratamientos médicos, 
psicológicos o de otra naturaleza respecto de alguno de los sujetos involucrados, el 
Tribunal podrá cometer su realización a alguna de las instituciones públicas o privadas 
idóneas en la materia. 


Artículo 16.- A los efectos de dar cumplimiento a lo dispuesto en el artículo anterior, 
el Ministerio de Educación y Cultura, a través del Instituto Nacional de la Familia y la 
Mujer, promoverá la formación de peritos en violencia doméstica, con capacidad de 
trabajo interdisciplinario, que se incorporará en la órbita del Instituto Técnico Forense. 
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La reglamentación correspondiente encomendará al Instituto Nacional de la Familia y 
la Mujer establecer los requisitos que deberán cumplir los interesados para acreditar 
su competencia pericial en el área de la violencia doméstica regulada por esta ley. 


Artículo 17.-La Suprema Corte de Justicia incorporará esta categoría de 
profesionales al Registro Unico de Peritos. Asimismo incorporará a este Registro a 
quienes acrediten ante el Ministerio de Educación y Cultura -que contará al efecto con 
la colaboración de la Universidad de la República o Universidades autorizadas- 
idoneidad notoria en la materia al tiempo de entrada en vigencia de la presente loy. 


Artículo 18.- En todos los casos el principio orientador será prevenir la victimización 
secundaria, prohibiéndose la confrontación o comparecimiento conjunto de la víctima y 
el agresor en el caso de los niños, niñas y adolescentes menores de 18 años. 


En el caso de la víctima adulta que requiera dicha confrontación y se certifique que 
está en condiciones de realizarla, ésta se podrá llevar a cabo. El Tribunal dispondrá la 
forma y los medios técnicos para recibir la declaración, haciendo aplicación de los 
principios de inmediación, concentración y contradicción. 


Podrá en su caso, solicitar previamente al equipo interdisciplinario que informe si la 
víctima se encuentra en condiciones de ser interrogada en ese momento. 


Artículo 19.- Las situaciones de violencia doméstica deben ser evaluadas desde la 
perspectiva de la protección integral a la dignidad humana. 


Asimismo, se considerará especialmente que los hechos constitutivos de violencia 
doméstica a probar, constituyen, en general, situaciones vinculadas a la intimidad del 
hogar, cuyo conocimiento radica en el núcleo de personas afectadas por los actos de 
violencia. 


CAPÍTULO V 
ASISTENCIA LETRADA OBLIGATORIA 


Artículo 20 - La Suprema Corte de Justicia deberá garantizar la asistencia letrada 
obligatoria a la víctima, para lo cual estará facultada a celebrar convenios con 
entidades públicas o privadas especializadas en la materia. 


CAPÍTULO VI 
COORDINACIÓN DE ACTUACIONES 


Artículo 21.- Cuando intervenga un Juzgado con competencia en materia penal o un 
Juzgado con competencia en materia de menores en una situación de violencia 
doméstica, cualquiera sea la resolución que adopte, deberá remitir, dentro de las 
cuarenta y ocho horas de haber tomado conocimiento de los hechos, testimonio 
completo de las actuaciones y de la resolución adoptada al Juez con competencia en 
materia de violencia doméstica. 


Asimismo, cuando se haya dispuesto el procesamiento con prisión, deberá 
comunicar la excarcelación o la concesión de salidas transitorias o cualquier forma de 
conclusión del proceso al Juzgado competente en materia de violencia doméstica, 
previo a su efectivización. También deberá ponerlo en conocimiento de la víctima en 
su domicilio real y de su letrado en el domicilio constituido, en este último caso si 
estuviere en conocimiento de la Sede, de la forma que entienda más eficaz para 
obtener la finalidad de protección perseguida por esta ley. 
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Del mismo modo, los Juzgados con competencia de urgencia en materia de violencia 
doméstica, comunicarán los hechos con apariencia delictiva que hayan llegado a su 
conocimiento, dentro de las veinticuatro horas, al Juzgado Penal de Tumo. 


Igual obligación se dispone para los representantes del Ministerio Público entre sí. 
CAPÍTULO VI 


PREVENCIÓN DE LA VIOLENCIA DOMÉSTICA Y PROMOCIÓN DE LA 
ATENCIÓN INTEGRAL A LA VÍCTIMA 


Artículo 22.- El Estado deberá adoptar todas las medidas necesarias para prevenir, 
sancionar y erradicar la violencia doméstica y fomentar el apoyo integral a la víctima. 


Artículo 23.- La rehabilitación y la reinserción social del agresor, deberán formar 
parte de una política que procure proteger a todas las personas relacionadas. La 
asistencia y el tratamiento deberán ser instrumentos de esta política. 


4.- Créase, en la órbita del Ministerio de Educación y Cultura, el Consejo 
Nacional Consultivo de Lucha contra la Violencia Doméstica, que se integrará con: 


- Un representante del Ministerio de Educación y Cultura, que lo presidirá. 

- — Un representante del Ministerio del Interior. 

- Un representante del Ministerio de Salud Pública. 

- — Un representante del Instituto Nacional del Menor (INAME). 

- Un representante del Poder Judicial. 

- Un representante de la Administración Nacional de Educación Pública (ANEP). 
- Un representante del Congreso de Intendentes. 


- Tres representantes de las organizaciones no gubernamentales de lucha contra la 
violencia doméstica. 


Los representantes de los organismos públicos deberán ser de las más altas 
jerarquías. 


Los representantes de las organizaciones no gubernamentales serán designados por 
la Asociación Nacional de Organizaciones No Gubernamentales (ANONG). 


Artículo 25.- El Consejo podrá convocar en consulta a las sesiones a 
representantes de los Ministerios y organismos públicos, a personas públicas no 
estatales, de las organizaciones no gubernamentales e instituciones privadas de lucha 
contra la violencia doméstica. 


Artículo 26.- El Consejo, cuya competencia es nacional, tendrá los siguientes fines: 


1. Asesorar al Poder Ejecutivo, en la materia de su competencia. 
2. Velar por el cumplimiento de esta ley y su reglamentación. 
3. Diseñar y organizar planes de lucha contra la violencia doméstica. 


4. Promover la coordinación e integración de las políticas sectoriales de lucha contra 
la violencia doméstica diseñadas por parte de las diferentes entidades públicas 
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vinculadas al tema. 


5. Elaborar un informe anual acerca del cumplimiento de sus cometidos y sobre la 
situación nacional de violencia doméstica. 


6. Ser oído preceptivamente en la elaboración de los informes que el Estado debe 
elevar en el marco de las Convenciones Internacionales vigentes, relacionadas 
con los temas de violencia doméstica a que refiere esta ley. 


7. Opinar, a requerimiento expreso, en la elaboración de los proyectos de ley y 
programas que tengan relación con la violencia doméstica. 


8. Colaborar con la Suprema Corte de Justicia en la implementación de la asistencia 
letrada establecida en el artículo 20 de la presente ley. 


Artículo 27.- El Ministerio de Educación y Cultura proveerá la infraestructura para 
las reuniones del Consejo. 


Artículo 28.- El Consejo podrá crear Comisiones Departamentales o Regionales, 
reglamentando su integración y funcionamiento. 


Artículo 29.- El Consejo dictará su reglamento interno de funcionamiento dentro del 
plazo de treinta días a partir de su instalación. 


En un plazo no mayor a ciento veinte días a partir de su instalación, el Consejo 
elaborará y elevará a consideración del Poder Ejecutivo, Ministerio de Educación y 
Cultura, el primer Plan Nacional de Lucha contra la Violencia Doméstica, con un 
enfoque integral, orientado a la prevención, atención y rehabilitación de las personas 
involucradas, a efectos de lograr el uso más adecuado de los recursos existentes en 
beneficio de toda la sociedad. Dicho Plan Nacional propondrá acciones que procurarán 
el cumplimiento de los siguientes objetivos: 


A) Tender al abatimiento de este tipo de violencia en todas sus manifestaciones, 
fomentando el irrestricto respeto a la dignidad humana, en cumplimiento de todas 
las normas nacionales vigentes, así como de los compromisos asumidos por el 
Estado al ratificar las Convenciones y Tratados de Derechos Humanos. 


B) Proyectar mecanismos legales eficaces que atiendan al amparo a las víctimas de 
violencia doméstica, así como a la rehabilitación de los victimarios. 


C) Favorecer la especialización de todas aquellas instituciones y operadores cuya 
intervención es necesaria para la prevención y erradicación de la violencia 
doméstica. 
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Ley N* 17.060, 
de 23 de diciembre de 1998 


Artículo 17.- Se considerará falta grave a los deberes inherentes a la función pública: 


1. La no presentación de la declaración jurada al cabo del trámite previsto en el 
artículo anterior. 

2. La inclusión en la declaración jurada inicial de cada declarante de bienes y 
valores patrimoniales pertenecientes a terceros o inexistentes. 

3. La ocultación en las declaraciones juradas subsiguientes de bienes que se 
hubieran incorporado al patrimonio del declarante o de las restantes personas 
a que refiere el artículo 12 de la presente ley. 


De producirse la modalidad prevista en los numerales 2) y 3) de este artículo, la 
Junta iniciará las acciones previstas en el numeral 3) del artículo 4? de la presente ley. 


8 de noviembre de 2016 CÁMARA DE SENADORES 389-C.S. 


Ley N* 15.982, 
de 18 de octubre de 1988. 


CÓDIGO GENERAL DEL PROCESO 


Artículo 328. Procedimiento.- 

328.1 La demanda de recusación se planteará ante el propio tribunal del Juez 
recusado con la indicación y solicitud de toda la prueba que se pretenda diligenciar 
(artículo 118). 

328.2 Presentada la demanda, si el Juez recusado la aceptare y se abstuviere de 
intervenir en el asunto remitirá los autos al subrogante; si se tratare de un integrante 
de un órgano colegiado, será sustituido conforme con la ley. 

328.3 Si el Juez no aceptare la causal de recusación se someterá el incidente a 
conocimiento del tribunal que correspondiere con exposición del Juez recusado, en un 
plazo de seis días, indicación de la prueba que se proponga producir y solicitud de su 
diligenciamiento (artículo 118), de todo lo cual se formará pieza separada. 

328.4 La demanda de recusación o el planteo de oficio no suspenderá el trámite del 
proceso hasta que éste llegue al estado de pronunciar sentencia interlocutoria o 
definitiva. Los actos cumplidos serán válidos, aun cuando se declare fundada la 
recusación. 

328.5 El tribunal que conociere en la recusación podrá rechazarla de plano si la 
considerare manifiestamente infundada o convocar a audiencia. 

328.6 Concluida la causa, se remitirán los autos al Ministerio Público, el que 
dispondrá de diez días para pronunciarse. Devuelto el expediente, el tribunal se 
pronunciará en el plazo de quince días y su decisión será irrecurrible. Las costas y 
costos se regularán por lo dispuesto en el artículo 56.1. 


Fuente: Ley N* 19.090, de 14 de junio de 2013, 
artículo 1, 


Artículo 329. Recusación de Fiscales.- 

329.1 Los Fiscales, salvo que actúen en calidad de partes, serán recusables por las 
mismas causales y por el mismo procedimiento establecido en los artículos anteriores. 
Será competente para entender en el incidente, el tribunal que conozca en el asunto 
en que éste se plantea. 

329.2 Planteada la recusación, el Fiscal no podrá dictaminar, salvo sobre cuestiones 
meramente formales, mientras el incidente no sea decidido. Si el incidente se hallare 
pendiente y llegare la oportunidad de dictaminar sobre el fondo del asunto, los autos 
serán pasados sin má strámite al Fiscal subrogante para que lo haga. Desechada la 
recusación, la causa volverá al Fiscal originario, una vez que el subrogante se haya 
expedido, si éste ya hubiere recibido el expediente. 
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Ley N* 15.750, 
de 24 de junio de 1985 


LEY ORGANICA DE LA JUDICATURA Y DE ORGANIZACION DE LOS 
TRIBUNALES 


TITULO | 
Disposiciones Generales 


Artículo 1*.- El Poder Judicial y el Tribunal de lo Contencioso Administrativo son 
independientes de toda otra autoridad en el ejercicio de sus funciones. 


Artículo 2”.- La Potestad de conocer en los asuntos que les están asignados y de 
hacer ejecutar lo juzgado en la forma que en cada caso corresponda, pertenece 
exclusivamente a los tribunales que establece la ley. Por tribunales se entiende, tanto 
los colegiados como los unipersonales. 


Artículo 3*.- También corresponde a los tribunales intervenir en todos aquellos actos 
no contenciosos en que la ley lo requiera. 

Artículo 4% - Para hacer ejecutar sus sentencias y para practicar los demás actos 
que decreten, pueden los tribunales requerir de las demás autoridades el concurso de 
la fuerza pública que de ellas dependa, o los otros medios de acción conducentes de 
que dispongan. 


Las autoridad requerida debe prestar su concurso sin que le corresponda calificar al 
fundamento con que se le pide, ni la justicia o legalidad de la sentencia, decreto u 


orden que se trata de ejecutar. 
TITULO II 
De la Jurisdicción y Competencia 
Capítulo | 
Reglas Generales 


Artículo 5*.- Los tribunales no pueden ejercer su ministerio sino a petición de parte, 
salvo los casos en que, según la ley, deban o puedan proceder de oficio. 


Reclamada su intervención en forma legal y en negocios de su competencia, no 
podrán excusarse de ejercer su autoridad ni aún por razón de silencio, oscuridad o 
insuficiencia de las leyes. 


Artículo 6”.- Es jurisdicción de los tribunales la potestad pública que tiene de juzgar 
y hacer ejecutar lo juzgado en una materia determinada. 


Es competencia la medida dentro de la cual la referida potestad está distribuida entre 
los diversos tribunales de una misma materia. 


La prórroga de jurisdicción está prohibida. 


Artículo 7*.- Siempre que según la ley fueren competentes para conocer de un 
mismo asunto dos o más tribunales, ninguno podrá excusarse bajo el pretexto de 
haber otros que puedan conocer de él; pero el que haya prevenido en el conocimiento 
excluye a los demás, los cuales cesan, desde entonces, de ser competentes. 


Artículo 8*.- Una vez fijada con arreglo a la ley la competencia de un tribunal para 
conocer en primera instancia de un determinado asunto, queda igualmente fijada la de 
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los tribunales inmediatos superiores para conocer del mismo asunto en las demás 
instancias. 


Artículo 9”.- Cuando dos o más tribunales de similar categoría y competencia 
tengan la misma circunscripción territorial, su intervención se determinará por el 
sistema que establezca la Suprema Corte de Justicia. 


Capítulo Il 


Prórroga de Competencia 
Artículo 10.- La competencia de los tribunales solamente es prorrogable de lugar a 
r. 


Artículo 11.- La prórroga de competencia puede ser expresa o tácita. 


Es expresa, cuando en el contrato mismo o en un acto posterior han convenido en 
ello las partes, designando al tribunal a quien se someten. 


Es tácita, por parte del demandante, por el hecho de ocurrir ante el tribunal 
interponiendo su demanda, y por parte del demandado, por el hecho de no oponer la 
excepción declinatoria dentro del plazo legal. 


Artículo 12.- Pueden prorrogar competencia todas las personas que, según la ley, 
son hábiles para estar en juicio por si mismas; y por las que no lo son, pueden 
prorrogarla sus representantes legales. 


El Procurador no necesita facultad especial para prorrogar competencia. 


Artículo 13.- El tribunal ante quien se deduzca una acción, si se considera 
absolutamente incompetente para conocer en ella, deberá inhibirse de oficio sin más 
actuaciones, mandando que el interesado ocurra donde corresponda. 


Se exceptúa de esta regla la incompetencia por razón de tumos. 


Las partes no podrán disponer de ellos; no obstante, sl por error se dejaren de 
observar, lo actuado ante el tribunal incompetente por razón del turno es válido, sin 
perjuicio de que advertido el defecto, de oficio o a petición de parte, se remita el 
expediente al tribunal competente. 


Artículo 14.- La prórroga de competencia legalmente operada obliga al tribunal. 


En los casos en que la prórroga tenga lugar, el tribunal conocerá del asunto en la 
misma forma en que conoce de los de su competencia normal. 


Las disposiciones anteriores rigen también en materia de jurisdicción voluntaria. 


Fuente: Inciso tercero Ley N* 16.320, de 1 de noviembre de 1992, 


artículo 376, 
Capítulo lil 
Competencia de los Tribunales Según la Naturaleza de la Acción 


Artículo 15.- Es tribunal competente para conocer de los juicios en que se ejerciten 
acciones reales sobre bienes inmuebles, el del lugar en que este la cosa litigiosa. 


Si los inmuebles que son objeto de la acción real estuvieran situados en distintos 
lugares, será competente cualquiera de los tribunales del lugar en que estén situados. 


Artículo 16.- Si una misma acción real tuviera por objeto reclamar bienes muebles e 
inmuebles, será tribunal competente el del lugar en que estuvieren situados los 
inmuebles. 
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Artículo 17.- De los juicios en que se ejerciten acciones reales sobre bienes 
muebles o semovientes, conocerá el tribunal del lugar en que se hallen, o el del 
domicilio del demandado, a elección del demandante. 


Artículo 18.- Si la acción real entablada tuviera por objeto derechos o acciones que 
se reputan muebles o inmuebles por los artículos 474 y 475 del Código Civil, se estará 
a lo dispuesto en los artículos precedentes respecto de cada una de esas clases de 
bienes. 


Artículo 19.- De los juicios en que se ejerciten acciones reales y personales 
conocerá, a elección del demandante, el tribunal del lugar en que esté la cosa o el que 
corresponda según el artículo 21. 


Si las cosas inmuebles sobre las cuales recae la acción real son varias y situadas en 
diversos lugares, se aplicará el artículo 15 en el caso de optar el demandante por 
seguir el fuero de la situación de las cosas. 


Artículo 20.- Si los derechos producen acciones alternativas, reales o personales, 
se aplicarán las reglas de los precedentes artículos. Será competente el juzgado que 
corresponda a unas o a otras, a elección del demandante. 


Artículo 21.- De los juicios en que se ejerciten acciones personales, conocerá el 
tribunal del lugar en que deba cumplirse la obligación; y a falta de designación expresa 
o implícita de lugar, a elección del demandante, el del comicilio del demandado o el 
del lugar donde nació la obligación, se hallándose en él este último aunque sea 
accidentalmente, puede ser emplazado. 


Artículo 22.- Si una misma demanda comprendiese obligaciones que deben 
cumplirse en diversos lugares, entenderá en el juicio el tribunal competente para 
conocer respecto de alguna de ellas ante el cual se reclame el cumplimiento de todas, 
sin perjuicio de cumplirse cada una en su lugar respectivo. 


Artículo 23.- Se el demandado tuviese su domicilio en dos o más lugares, podrá el 
demandante entablar su acción ante el tribunal de cualquiera de ellos; pero si se trata 
de cosas que dicen relación especial con uno de dichos lugares exclusivamente, sólo 
ese lugar será para este caso el domicilio del demandado. 


Artículo 24.- Si los demandados fuesen dos o más por una misma obligación, para 
cuyo cumplimiento no haya lugar expresa o implícitamente determinado, y cada uno 
tuviera su domicilio en otro diferente, podrá el demandante entablar su acción ante el 
tribunal de cualquier lugar donde esté domiciliado uno de los demandados y, en tal 
caso, quedarán sujetos los demás a la competencia del mismo tribunal. 


Artículo 25.- Respecto de los demandados que no tuvieran domicilio fijo, se 
entenderá por domicilio para los efectos de la competencia, el lugar donde se 
encuentre o el de su última residencia. 


Artículo 26.- Cuando el demandado fuese una persona jurídica se tendrá por 
domicilio, para fijar la competencia del tribunal, el lugar donde tenga asiento su 
administración, si en el estatuto o en la autorización que se le dio no tuviere domicilio 
señalado. 


Artículo 27.- Si la persona jurídica o la sociedad comercial o civil tuviere 
establecimientos, agencias u oficinas en diversos lugares, podrá ser demandada ante 
el tribunal del lugar donde exista el establecimiento, agencia u oficina que celebró el 
contrato o que intervino en el hecho que da origen al juicio, 


Artículo 28.- De los juicios en que se ejerciten acciones respecto a la gestión de 
tutores, guardadores y administradores, conocerán los tribunales del lugar en que se 
hubiese desempeñado la tutela, guarda o administración, a no ser que el actor prefiera 
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el fuero del domicilio del tutor, guardador o administrador, atendida la importancia de 
los bienes. 


Artículo 29.- El administrador judicial deberá responder ante el tribunal que le haya 
conferido la administración. 


.- Los que hubiesen sido citados en garantía de cualquier especie con 
motivo de un litigio deberán comparecer ante el tribunal donde penda la demanda 
principal. 

Lo mismo sucederá si el vendedor citado de evicción saliese al pleito. 


Artículo 31.- De las gestiones o reclamaciones por honorarios, no concertados 
conocerá el tribunal ante quien se hayan causado éstos, o ante quien exista el 
expediente en el momento de la gestión. 


Artículo 32.- En los casos de ausentes de que trata el Título [V, Libro | del Código 
Civil, serán competentes para proveer sobre la administración de sus bienes los 
tribunales del lugar en que éstos se hallen situados; pero para obtener la declaración 
de ausencia, la posesión interina o definitiva y la partición de bienes del ausente, 
deberá acudirse a los tribunales del último domicilio del ausente de la República. 


Artículo 33.- En los casos de concurso de acreedores, serán tribunales competentes 
los del lugar en que el deudor tuviese su domicilio y según la cantidad; salvo lo 
dispuesto en el Código de Comercio y leyes especiales. 


Artículo 34.- Son competentes para conocer en los juicios a que dan lugar las 
relaciones jurídicas internacionales, los jueces del Estado a cuya ley corresponde el 
conocimiento de tales relaciones. Tratándose de acciones personales patrimoniales, 
éstas también pueden ser ejercidas, a opción del demandante, ante los jueces del país 
del domicilio del demandado. 


Capítulo IV 
Reglas para Determinar la Competencia según la Importancia del Asunto. 


Artículo 35.- La importancia o valor de la cosa disputada, para fijar la competencia 
del tribunal, se determinará por las reglas establecidas en los artículos siguientes. 


Artículo 36.- Si el demandante acompañase documentos que sirvan de apoyo a su 
acción, y en ellos apareciere determinado el valor de la cosa disputada, se estará, 
para fijar la competencia, a lo que conste de dichos documentos salvo que se tratara 
de acciones reales sobre inmuebles; en este último caso se estará al valor real fijado 
por la Dirección General del Catastro Nacional y Administración de Inmuebles del 
Estado. 


7.- Si el demandante no acompañase documentos o si ellos no apareciere 
determinado el valor de la cosa, y la acción entablada fuese personal, se determinara 
la cuantía de la materia por la apreciación que el actor hiciese en su demanda. 


Artículo 38.- Si la acción entablada fuese real y el valor de la cosa no apareciere 
determinado del modo que se indica en el artículo 36, se estará a la apreciación que 
las partes hicieren de común acuerdo. 


Esta apreciación si no es expresa, quedará hecha, de parle del demandante, por la 
presentación de la demanda, y de parte del demandado, cuando no ha opuesto la 
declinatoria dentro del plazo legal. 


39.- En caso de que no exista el acuerdo a que se refiere el artículo 
anterior, el tribunal ante quien se hubiere deducido la acción real sobre cosa mueble 
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fijará inapelablemente el valor de ésta, para el efecto de la competencia, oyendo el 
informe de un perito que nombrará de oficio. 


Artículo 40.- En las controversias sobre usufructo, uso, habitación o nuda 
propiedad, el valor de la cosa será la mitad del valor real de la propiedad fijado por la 
Dirección General del Catastro Nacional y Administración de Inmuebles del Estado, 
salvo que se acompañasen documentos en que apareciese determinado otro valor. 


Artículo 41.- En los pleitos sobre servidumbres, siempre que no se acompañaren 
documentos en que se determine su valor, éste será la mitad del valor real del predio 
sirviente fijado por la Dirección General del Catastro Nacional y Administración de 
Inmuebles del Estado. 


Artículo 42.- En las cuestiones sobre límites de una propiedad, se atenderá al valor 
real de la misma, establecido por la Dirección General del Catastro Nacional y 
Administración de Inmuebles del Estado. 


Artículo 43.- Si en una misma demanda se establesen a la vez varias acciones, en 
los casos en que esto pueda hacerse conforme a lo previsto en el Código de 
Procedimiento Civil, se determinará la cuantía del juicio por el monto a que 
ascendieren todas las acciones entabladas. 


Artículo 44.- Si el demandado, al contestar la demanda entabla reconvención, la 
cuantía de la materia se determinará por el monto a que ascendieren la acción 
principal y la reconvención reunidas. 


Artículo 45.- Si se trata de derecho a pensiones futuras que no abarquen un tiempo 
determinado, se fijará la cuantía de la materia por la suma a que ascendieren dichas 
pensiones en diez años. Si tienen tiempo determinado, se atenderá al monto de todas 
ellas. 


Pero si se trata del cobro de una cantidad procedente de pensiones periódicas ya 
devengacas, la determinación se hará por el monto a que todas ellas ascendieren. 


Artículo 46.- Si el valor de la cosa disputada aumentare o disminuyese durante el 
juicio, no sufrirá alteración alguna la determinación que antes se hubiera hecho con 
arreglo a la ley. 


Artículo 47.- Tampoco será alterada la determinación en razón de lo que se deba 
por intereses, frutos, costos, gastos judiciales, daños y perjuicios, causados después 
de la interposición de la demanda. 


Pero los intereses, frutos, daños y perjuicios causados antes de la demanda, se 
tomarán en cuenta para determinar la cuantía de la materia. 


Artículo 48.- Si fueran varios los demandados en un mismo juicio, el valor total de la 
cosa o cantidad debida determinará la cuantía de la materia, aun cuando por no ser 
solidaria la obligación, no pueda cada uno de los demandados ser compelido al pago 
total de la cosa o cantidad, sino tan solo al de la parte que le correspondiese. 


Artículo 49.- Sin perjuicio de las asignaciones especiales de competencia que 
pueda hacer la ley, para el efecto de determinarla se reputarán como de valor de más 
de N$400.000 (nuevos pesos cuatrocientos mil) los asuntos que versen sobre 
materias que no están sujetas a una determinada apreciación pecuniaria, como por 
ejemplo, los relativos al estado civil de las personas, a la crianza y cuidado de los hijos 
y la apertura y protocolización de testamentos. 


Artículo 50.- Todos los valores monetarios a que se hace referencia en la presente 
ley, serán actualizados por la Suprema Corte de Justicia de acuerdo con la variación 
operada en el Indice de Precios de Consumo hasta el mes de octubre de cada año, 
redondeados al millar de nuevos pesos más próximo. 
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Dicha actualización entrará en vigencia a partir del 1% de enero del año siguiente. 


Capítulo V 
De la Organización y Competencia de los Tribunales según la Materia, Cuantía y 
Grado del Asunto 
SECCION | 
Reglas Generales 
Artículo 51.- El ejercicio de la función jurisdiccional compete, en lo pertinente, a los 


siguientes órganos; 
- Suprema Corte de Justicia y Tribunal de lo Contencioso Administrativo. 


- Tribunales de apelaciones en lo Civil, Penal y del Trabajo. 


- Juzgados Letrados de Primera Instancia en lo Civil, del Trabajo, de Familia, de 
Menores, de Aduana, en lo Penal y de Primera Instancia de lo Contencioso- 
Administrativo. 


- Juzgados Letrados de Primera Instancia del Interior, 
- Juzgados de Paz Departamentales de la Capital. 

- Juzgados de Paz Departamentales del Interior. 

- Tribunal de Faltas. 


- Juzgados de Paz. 


Artículo 52.- En el Poder Judicial, la competencia por razón de la materia, la cuantía 
y el grado se distribuirá entre los órganos que correspondan de los mencionados en el 
artículo 51, de acuerdo con lo dispuesto en las secciones siguientes. 


En cuanto al ejercicio de la función jurisdiccional en lo Contencioso-Administrativo, 
su organización, funcionamiento y competencia, se estará a lo dispuesto por la Ley 
Orgánica respectiva. 


SECCION Il 
De la Suprema Corte de Justicia 


Artículo 53.- La Presidencia de la Suprema Corte de Justicia se ejercerá por tumo 
anual rotativo entre sus miembros, según el orden de antigúedad en el cargo. 


El turno comenzará con la apertura de los tribunales. 

En caso de vacancia, licencia, recusación o impedimento, la Presidencia será 
desempeñada provisoriamente por el Ministro de mayor antigijedad en el cargo. 

A igual antigúedad entre dos o más Ministros, la Suprema Corte resolverá. 

Los Ministros precederán entre sí, en el mismo orden. 


Artículo 54 - La Suprema Corte de Justicia designará los Secretarios Letrados de 
entre los Secretarios de los Tribunales de Apelaciones y los Jueces Letrados. 
Asimismo, designará sus Escribanos de entre los Escribanos del grado inmediato 
inferior. 


En ambos casos, se requerirán cuatro votos conformes. 
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.- A la Suprema Corte de Justicia, además de las competencias que 
originariamente se le atribuyen en la Sección XV de la Constitución, corresponde: 


1) Dirimir las contiendas de competencia entre los órganos del Poder Judicial y los 
de lo Contencioso Administrativo. 


2) Ejercer la consulta en las causas penales. 


3) Dar posesión de sus cargos a los Jueces del Poder Judicial, previo juramento 
habilitante. En el caso de los Jueces de Paz del Interior, podrán delegar en Jueces 
Letrados el ejercicio de esta atribución. 


4) Recibir el juramento habilitante para el ejercicio de las profesiones de abogado, 
escribano y procurador, 


5) Ejercer la policía de las profesiones referidas en el inciso anterior, conforme a las 
leyes que reglamentan esa potestad. 


6) Dictar las acordadas necesarias para el funcionamiento del Poder Judicial y el 
cumplimiento efectivo de la función jurisdiccional. 


Artículo 56.- La Suprema Corte de Justicia no podrá funcionar con menos de tres 
miembros, pero deberán concurrir los cinco para dictar sentencia definitiva que podrá 
pronunciarse por simple mayoría. 

Para dictar sentencia interlocutoria bastará la presencia de tres miembros con voto 
unánime, y de uno para los decretos de sustanciación. 


Artículo 57.- En caso de resultar necesario la Suprema Corte de Justicia se 
integrará de oficio y por sorteo entre los miembros de los Tribunales de Apelaciones 
de la materia a la que pertenece el asunto que da mérito a la integración. 


Si ello no fuere posible por impedimento de todos los miembros de los Tribunales de 
Apelaciones de esa materia, se seguirá el orden establecido en el artículo 62. 


Si el impedimento fuere por causa de licencia por plazo superior a quince días o por 
vacancia, la integración se efectuará de oficio en todo asunto, cualquiera sea su 
materia. El nuevo miembro continuará conociendo en el mismo hasta que se dicte la 
sentencia que motiva la integración. 


El resultado del sorteo de integración se notificará en la forma prevista por los 
artículos 78, 84 y 86 del Código General del Proceso. 


Fuente: Inciso 3*) Ley N* 16.226, de 29 de octubre de 1991, 

artículo 345. 

Inciso final agregados por: Ley N* 17.707, de 10 de noviembre de 2003, 
artículo 2. 


Artículo 58.- El ejercicio de las funciones de la Suprema Corte de Justicia se 
regulará por el reglamento interno que la misma dictará. 


SECCION Ill 
De los Tribunales de Apelaciones 


Artículo 59.- Los Tribunales de Apelaciones se integrarán cada uno con tres 
miembros que se denominarán Ministros. 
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Artículo 60.- La Presidencia de cada tribunal se ejercerá por turno anual rotativo 
entre sus miembros, según el orden de antigúedad en el cargo. 


El turno comenzará con la apertura de los tribunales. 
En lo demás, se estará a lo dispuesto por el artículo 53, en cuanto corresponda. 


Artículo 61.- Es indispensable la presencia de todos los miembros del Tribunal y se 
requieren tres votos conforme para dictar sentencia definitivas. 


Para dictar sentencias interlocutorias con fuerza de definitivas, se necesita también 
la presencia de todos los miembros, pero sólo dos votos conformes. 


Para dictar las demás sentencias interlocutorias, los miembros de cada Tribunal 
establecerán entre ellos turnos semanales. El asuntos será estudiado por el miembro 
que estuviese de turno el día que se concedió el recurso o se promovió la queja o el 
incidente, y por el que le haya precedido. Si estuviesen discordes, pasarán los autos al 
tercer miembro para que dirima la discordia, el que también subrogará a cualquiera de 
los otros dos en caso de enfermedad u otro impedimento accidental, 


Los decretos de sustanciación podrán ser dictados por uno de los miembros del 
tribunal. 


Artículo 62.- Cuando haya que integrar un tribunal de Apelaciones en caso de 
vacancia, por excusación o recusación de alguno de sus miembros o por discordia, 
éstos serán reemplazados, de oficio y por sorteo, en la forma siguiente: 


1) El sorteo se efectuará, en primer término, entre los demás miembros de los 
tribunales de la misma jurisdicción. 


2) Luego, en el caso ocurrente: entre los Ministros de los Tribunales de 
Apelaciones de Familia, del Trabajo, y en lo Penal, por su orden, para 
integrar los Tribunales de Apelaciones en lo Civil; entre los Ministros de los 
Tribunales de Apelaciones en lo Civil, de Familia, y en lo Penal, por su 
orden, para integrar los Tribunales de Apelaciones del Trabajo; entre los 
Ministros de los Tribunales de Apelaciones en lo Civil, de Familia, y del 
Trabajo, por su orden, para integrar los Tribunales de Apelaciones en lo 
Penal; y entre los Ministros de los Tribunales de Apelaciones en lo Civil, 
del Trabajo, y en lo Penal, por su orden, para integrar los Tribunales de 
Apelaciones de Familia. 


3) El resultado del sorteo de integración se notificará en la forma prevista por 
los artículos 78, 84 y 86 del Código General del Proceso. 

Fuente: Numeral 2%) redacción dada por. Ley N* 16.226 de29 de octubre de 1991 

artículo 342, 

Numeral 3%) agregado por: Loy N? 17.707 de 10 de noviembre de 2003, 

articulo 3, 


.- La integración de oficio de los Tribunales se efectuará, para todas las 

materias, cuando existiera impedimento por causa de licencia por plazo superior a 

quince días o por vacancia, con el Ministro del Tribunal de Apelaciones Suplente, de 

acuerdo con la reglamentación que dicte la Suprema Corte de Justicia. El nuevo 

miembro continuará conociendo del asunto hasta dictar la sentencia que motiva la 
integración. 

Fuente: Ley N* 18,834, de 4 de noviembre de 2011 

artículo 237. 
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Artículo 64.- Los Tribunales de Apelaciones en lo Civil conocerán, en segunda 
instancia, de las apelaciones que se interpongan contra las sentencias dictadas en 
toda materia no penal ni del trabajo, por todos los Juzgados Letrados. 


Artículo 65.- Los Tribunales de Apelaciones en lo Penal y del Trabajo tendrán las 
competencias que las leyes especiales les asignen. 


SECCION IV 


De los Juzgados Letrados de Primera Instancia en lo Penal y del Trabajo; 
de los Juzgados Letrados de Aduana y de 
Menores y del Tribunal de Faltas 


Artículo 66.- Los Juzgados Letrados de Primera Instancia en lo Penal, los Juzgados 
Letrados de Primera Instancia del Trabajo, los Juzgados Letrados de Aduana y el 
Tribunal de Faltas tendrán las competencias que las leyes especiales les asignen. 


Artículo 67.- Los Jueces Letrados de Menores entenderán en primera instancia en 
todos los procedimientos que den lugar las infracciones de adolescentes a la ley penal. 


En segunda instancia entenderán los Tribunales de Familia. 


Los actuales Juzgados Letrados de Menores pasarán a denominarse Juzgados 
Letrados de Adolescentes. 


Fuente: Código de la Niñez y la Adolescencia, de 7 de setiembre de 2004, 
artículo 65. 


SECCION V 
1 
De los Juzgados Letrados de Primera Instancia en lo Civil 
Artículo 68.- Los Juzgados Letrados de Primera Instancia en lo Civil entenderán: 


1) En primera instancia de los asuntos de jurisdicción contenciosa, civil, comercial y 
de hacienda, cuyo conocimiento no corresponda a otros jueces. 


2) En segunda y última instancia, de las apelaciones que se deduzcan contra las 
sentencias de los Jueces de Paz Departamentales de la Capital. 
2 
De los Juzgados Letrados de Familia 
Artículo 69.- Los Juzgados Letrados de Familia entenderán, en primera instancia: 


En las cuestiones atinentes al nombre, estado civil y capacidad de las personas y a 
las relaciones personales y patrimoniales entre los miembros de la familia legítima y 
natural fundadas en su calidad de tales, como: 


a) Las reclamaciones y contestaciones de filiación legítima y natural y de posesión 
de estado civil. 


b) Las acciones referentes al matrimonio y a la situación de los cónyuges; 
separación de cuerpos, divorcio, nulidad del matrimonio. 


c) Las pensiones alimenticias y régimen de visitas. 
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d) La guarda, tutela, administración de los peculios de los hijos, suspensión, 
limitación, pérdida y restitución de la patria potestad, 


e) Emancipación, habilitación de edad y venia de disposición de bienes. 
f) El irracional disenso de los padres para contraer matrimonio. 

9) Adopción y legitimación adoptiva. 

h) Declaración de incapacidad, curatela y ausencia. 

1) Régimen matrimonial de bienes. 

j) El procedimiento sucesorio. 


k) Las cuestiones personales o patrimoniales a que dé lugar el concubinato. En 
estos asuntos la pretensión se ejercitará o la medida pertinente se adoptará, 
cuando la norma sustancial así lo autorice, y siguiéndose los procedimientos del 
caso. 

Fuente: Ley N* 16,320, de 1? de noviembre de 1992, 


artículo 374 


Artículo 70.- El fuero de atracción del procedimiento sucesorio no comprenderá las 
acciones de carácter patrimonial dirigidas por terceros contra la herencia. 


SECCION VI 
De los Juzgados Letrados de Primera Instancia del Interior 


Artículo 71.- Los Juzgados Letrados de Primera Instancia del Interior tendrán en 
materia penal, de trabajo y de aduana, las competencias que les asignan las leyes 
especiales respectivas; y en materia civil, comercial, de hacienda, de familia y de 
menores, las que esta ley asigna a los respectivos Juzgados de Montevideo. 


También conocerán, en segunda y última instancia, de las apelaciones que se 
deduzcan contra las sentencias dictadas por los Juzgados de Paz de su 
circunscripción territorial. 


SECCION VII 
De los Juzgados de Paz Departamentales de la Capital 


Artículo 72.- Los Juzgados de Paz Departamentales de la Capital entenderán en los 
asuntos judiciales no contenciosos, que no correspondan a los Juzgados Letrados de 
Familia, cualquiera sea su cuantía, salvo que se suscite contienda u oposición de 
interesados o del Ministerio Público o Fiscal, en cuyo caso se remitirá el expediente al 
Juzgado en lo Civil que corresponda, el que seguirá conociendo del asunto hasta su 
conclusión. 


También tendrán competencia en los asuntos contenciosos, civiles, comerciales y de 
hacienda cuya cuantía no exceda de N$ 32.000.00 (nuevos pesos treinta y dos mil). 


Conocerán, asimismo, el toda la materia de arrendamientos urbanos que el decreto- 
ley 14.219, sus modificativos y concordantes, cometieron a los Juzgados de Paz de 
Montevideo. 


SECCION VIII 
De los Juzgados de Paz Departamentales del Interior 
Artículo 73.- Los Juzgados de Paz Departamentales del Interior entenderán: 
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1) Dentro de idénticos limites territoriales del Juzgado Letrado de Primera Instancia 
al que acceden: 


a) En Primera Instancia en los asuntos contenciosos, civiles, comerciales y de 
hacienda cuya cuantía sea superior a N$ 23.000.00 (nuevos pesos veintitrés 
mil) y no exceda de N$ 32.000,00 (nuevos pesos treinta y dos mil). 


b) En Jurisdicción voluntaria, de los actos jurisdiccionales no contenciosos, 
cualquiera sea su cuantía, salvo que se suscite contienda u oposición de 
interesados o del Ministerio Público o Fiscal, en cuyo caso, se remitirán al 
Juzgado Letrado de Primera Instancia que corresponda, el que seguirá 
conociendo del asunto hasta su conclusión. 


2) Dentro de los limites de la Sección Judicial correspondiente a su sede: 


a) En Primera Instancia, en los asuntos contenciosos, civiles, comerciales y de 
hacienda que excedan de N$ 11.000.00 (nuevos pesos once mil) y hasta 
N$ 23.000,00 (nuevos pesos veintitrés mil). 


b) En única instancia en los asuntos contenciosos, civiles, comerciales y de 
hacienda hasta N$ 11.000.00 (nuevos pesos once mil). 


c) Los que les asignan las normas especiales. 


SECCION IX 
De los Juzgados de Paz 


Artículo 74.- Los Juzgados de Paz de las ciudades, villas o pueblos del interior, 
entenderán en única instancia, de los asuntos contenciosos, civiles, comerciales y de 
hacienda, cuya cuantía no exceda de N$ 11.000.00 (nuevos pesos once mil) y, en 
primera instancia, de los que excadieren de ese valor y no pasaren de N$ 23,000.00 
(nuevos pesos veintitrés mil). 

En las circunscripciones territoriales que accedan a dichas ciudades, villas o 
pueblos, estos juzgados entenderán asimismo, en primera instancia, de las demandas 
civiles, comerciales y de hacienda que pasando de N$ 7.000.00 (nuevos pesos siete 
mil), no excedieren lo N$ 23.000.00 (nuevos pesos veintitrés mil). A esos efectos la 
Suprema Corte de Justicia determinará las circunscripciones territoriales que deben 
acceder a esos juzgados. 


Los Juzgados de Paz rurales entenderán, en primera instancia de las demandas 
civiles, comerciales y de hacienda que no excedieren de N$ 7.000.00 (nuevos pesos 
siete mil). 


SECCION X 
De los Jueces Suplentes 
Artículo 75.- Habrá Jueces Suplentes para los Juzgados Letrados, con categoría de 
Juez Letrado de Primera Instancia de la Capital. 
y ty magistrados tendrán su despacho en la sede de la Suprema Corte de 
usticia. 


Artículo 76.- Corresponde a esos magistrados subrogar a los Jueces Letrados de 
Primera Instancia de la Capital y del Interior en los casos de vacancia temporal por 
causa de licencia, enfermedad u otro motivo, cuando la Suprema Corte de Justicia así 


lo disponga. 
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Tendrán, además, las facultades inspectivas y de instrucción sumarial que la misma 
les cometa. 


TITULO 111 
Estatuto de los Jueces 
Capítulo | 
Cualidades 


Artículo 77.- Los Jueces no podrán ejercer el cargo hasta haber sido puestos en 
posesión del mismo en acto público en el que deberán jurar el fiel cumplimiento de sus 
deberes, 


Artículo 78.- El ingreso a la carrera judicial se hará por los cargos de menor 
jerarquía, salvo en casos excepcionales, en que podrán acceder, en cualquier grado 
de aquella, ciudadanos destacados por su notoria versación jurídica, pero siempre con 
arreglo a losartículos 235, 242 y 245 de la Constitución. 


Artículo 79.- Sin perjuicio de los requisitos especiales que se establecen respecto a 
cada Tribunal, para ingresar a la Judicatura se requiere: 


1) Ciudadanía natural en ejercicio, o legal con dos años de ejercicio. 
2) Ser abogado, sin perjuicio de lo establecido en el artículo 247 de la Constitución. 
3) No tener impedimento fisico [s) moral 


En el impedimento físico entran las dolencias crónicas o permanentes que turban 
la actividad completa de la personalidad física o mental 


7 impedimento moral el que resulta de la conducta socialmente degradante o 
las condenaciones de carácter penal. 


Tampoco pueden ser mombrados Jueces los que estén procesados 
criminalmente por delito que dé lugar a acción pública. 


4) Tener un nivel de escolaridad en la Facultad de Derecho o Ciencias Sociales 
adecuado a las exigencias del servicio a juicio de la Suprema Corte de Justicia. 
En la solicitud de ingreso podrán señalarse otros méritos. 


La Suprema Corte de Justicia propiciará la realización de cursos de post-grado 
especialmente dirigidos a la formación de aspirantes al ingreso en la Judicatura. En tal 
caso, el abogado que hubiere hecho y aprobado el curso, tendrá prioridad en el 
ingreso. 


Artículo 80.- Para ser Ministro del Tribunal de Apelaciones se requiere: 
1) Treinta y cinco años cumplidos de edad. 
2) Ciudadanía natural en ejercicio, o legal con siete años de ejercicio. 


3) Ser abogado con ocho años de antigúedad o haber ejercido con esa calidad la 
Judicatura o el Ministerio Público o Fiscal por espacio de seis años. 


Artículo 81.- Para ser Juez Letrado se requiere: 
1) Veintiocho años cumplidos de edad. 
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2) Ciudadanía natural en ejercicio, o legal con cuatro años de ejercicio. 


3) Ser abogado con cuatro años de antigúedad o haber pertenecido con esa calidad 
por espacio de dos años al Ministerio Público y Fiscal o a la Justicia de Paz. 


Artículo 82.- Para ser Juez de Paz Departamental de la Capital se requiere: 
1) Veinticinco años cumplidos de edad. 


2) Ciudadanía natural en ejercicio, o legal con dos años de ejercicio. 


3) Ser abogado. 


Artículo 83.- Para ser Juez de Paz Departamental del Interior y Juez de Paz de las 
demás categorías, se requiere: 


1) Los requisitos referidos en los literales 1? y 2* del artículo anterior para todas las 
categorías. 


2) Ser abogado o escribano público para ser Juez de Paz Departamental del Interior 
y Juez de Paz de las ciudades del Interior o cualquier otra población cuyo 
movimiento judicial así lo exija, a juicio de la Suprema Corte de Justicia. 


Capítulo Il 

Derechos, Deberes, Prohibiciones e Incompatibilidades 
SECCION | 
Dorechos 


Artículo 84.- Los miembros de la Judicatura serán absolutamente independientes en 
el ejercicio de la función jurisdiccional e inamovibles por todo el tiempo que dure su 
buen comportamiento, sin perjuicio de lo dispuesto en elartículo 250 de la 
Constitución. 


Los nombramientos de los Jueces Letrados tendrán carácter definitivo desde el 
momento en que se produzcan, cuando recaigan sobre ciudadanos que ya 
pertenecían, con antigúedad de dos años, a la Judicatura, al Ministerio Público y Fiscal 
o la Justicia de Paz, en destinos que deban ser desempeñados por abogados. 


Si los mismos funcionarios tuviesen menor antigúedad en sus respectivos cargos 
serán considerados con carácter de Jueces Letrados interinos, por un período de dos 
años, a contar desde la fecha de nombramiento, y por el mismo tiempo tendrán ese 
carácter los ciudadanos que recién ingresen a la Magistratura. 


Durante el periodo de interinato, la Suprema Corte de Justicia podrá remover en 
cualquier momento al Juez Letrado interino, por mayoría absoluta del total de sus 
miembros. Vencido el término del interinato el mombramiento se considerará 
confirmado de pleno derecho. 


Los Jueces de Paz durarán cuatro años en el cargo y podrán ser removidos en 
cualquier tiempo si así conviene a los fines del mejor servicio. 


Artículo 85.- La dotación de los miembros de la Suprema Corte de Justicia y del 
Tribunal de lo Contencioso Administrativo no podrá ser inferior a la que en cada caso 
se establezca para los Ministros Secretarios de Estado, 


Las remuneraciones de los jueces de los demás grados tendrán como base el cien 
por ciento de la dotación que perciban los miembros de la Suprema Corte de Justicia y 
del Tribunal de lo Contencioso Administrativo, quedando fijadas de acuerdo a la 
siguiente escala: 
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Ministros de los Tribunales de Apelaciones 90% 
Jueces Letrados con asiento en la capital y 

Jueces Letrados Suplentes80% 

Jueces Letrados de Primera Instancia del Interior70% 
Jueces de Paz Departamentales de la Capital60% 
Jueces de Paz Departamentales del Interior55% 
Jueces de Paz de Ciudad50% 

Jueces de Paz de Primera Categoriía40% 

Jueces de Paz de Segunda Categoría35% 

Jueces de Paz Rurales25% 


Artículo 86.- Los Jueces tendrán derecho a licencia, que gozarán durante los dos 
periodos de receso de los Tribunales: uno del 25 de diciembre al 31 de enero del año 
siguiente, y el otro del 1? al 15 de julio de cada año, sin perjuicio de las licencias 
especiales autorizadas por otras normas y de las que la Suprema Corte de Justicia, a 
petición del interesado, estimare oportuno concederles por motivos fundados. 


La Suprema Corte de Justicia designará los Magistrados y funcionarios que 
actuarán durante los períodos de receso y también en Semana de Turismo, pudiendo 
establecer periodos de receso distintos a los indicados, para determinadas sedes, por 
razones fundadas de mejor servicio y con antelación no menor a sesenta días. 


También establecerá el régimen que entienda conveniente a efectos de asegurar el 
funcionamiento del servicio durante la semana de turismo. 

Fuente: Ley N” 16.320, de 1? de noviembre de 1992, 

artículo 380, 

Inciso 3) agregado por: Ley N* 16,736, de 5 de enero de 1996, 

artículo 505. 


Artículo 87.- Los Jueces actuarán en los días feriados previa habilitación en asunto 
en que exista urgencia. Esa habilitación podrá hacerse antes del feriado o dentro de él, 


Sólo se estimarán urgentes para ese efecto, las actuaciones cuya dilación pueda 
causar evidente perjuicio grave a los interesados o a la buena Administración de 
Justicia. 


SECCION Il 
Deberes, Prohibiciones e Incompatibilidades 


Artículo 88.- Todos los Jueces deberán domiciliarse en el lugar donde tenga asiento 
la sede en que presten servicios. 


La infracción a este precepto podrá ser causa bastante para la destitución. 


En los departamentos del interior de la República, el Estado proveerá lo necesario 
para lograr la radicación de los Jueces en sus respectivas sedes. 


Los Jueces deberán asistir a sus despachos con la regularidad que requiera el mejor 
desempeño del servicio, 


Artículo 89.- Los Magistrados en actividad tendrán derecho a ocupar las viviendas 
que provea el Estado con al fin de lograr su radicación en las sedes respectivas, con 
sujeción a las siguientes condiciones: 
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1%) La ocupación de las vivienda no podrá comenzar antes que el Magistrado tome 
posesión de su cargo, y finiquitará de pleno derecho, sin que el respecto se 
requiera declaración alguna, si el Magistrado cesa en sus funciones o es 
trasladado a otra sede. 


29) El derecho de ocupación del local destinado a la radicación de los Magistrados no 
configura una retribución en especie integrante del sueldo. 


3%) Será de cargo del ocupante el pago de los consumos de luz, teléfono, agua, gas y 
otros análogos, y de los denominados gastos comunes, en su caso, así como los 
tributos que correspondan al ocupante. Facúltase a la Suprema Corte de Justicia 
a retener de los haberes de los Magistrados ocupantes los importes necesarios 
para el pago regular de dichos gastos y tributos. 


4%) Cuando se produzca el cese o el traslado de un Magistrado, la vivienda, en su 
carácter de bien estatal afectado a un servicio público, deberá ser desocupada en 
el plazo perentorio que al respecto señale la Suprema Corte de Justicia, a fin de 
dejarla nuevamente en condiciones de servicio. 


Vencido el plazo sin que el ocupante dé cumplimiento a su obligación, la 
Suprema Corte de Justicia queda facultada para disponer y ejecutar todas las 
medidas adecuadas para obtener la libre disposición del local (Decreto-ley 15.410, 
de 3 de junio de 1983). 


Artículo 90.- Los Jueces celarán en sus secretarios, actuarios y demás funcionarios 
de su dependencia, la puntual observancia de sus obligaciones, debiendo advertir y 
corregir cualquier defecto o falta que encuentren en los expedientes de que conozcan, 
haciéndolos constar en la providencia respectiva, sin perjuicio de la comunicación a la 
Suprema Corte de Justicia, cuando corresponda. 


Artículo 91.- A los Magistrados y a todo el personal de empleados pertenecientes a 
los despachos y oficinas internas de la Suprema Corte de Justicia, Tribunales y 
Juzgados, les está prohibido, bajo pena de inmediata destitución, dirigir, defender o 
tramitar asuntos judiciales o intervenir, fuera de su obligación funcional de cualquier 
modo en ellos, aunque sean de jurisdicción voluntaria. La transgresión será declarada 
de oficio en cuanto se manifieste. Cesa la prohibición únicamente cuando se trate de 
asuntos personales del funcionario o de su cónyuge, hijos o ascendientes. 


Artículo 92.- Los cargos de la Judicatura serán incompatibles con toda otra función 
pública retribuida, salvo el ejercicio del profesorado en la Enseñanza Pública Superior 
en materia jurídica, y con toda otra función pública honoraria permanente, excepto 
aquéllas especialmente conexas con la judicial. 


Para desempeñar cualquiera de estas funciones se requerirá previamente la 
autorización de la Suprema Corte de Justicia, otorgada por mayoría absoluta de votos 
del total de sus componentes. 

Artículo 93.- No pueden ser simultáneamente jueces de un mismo Tribunal, ni aún 
para el caso de integración, los cónyuges, los parientes consanguíneos o afines en 
línea recta, y los colaterales hasta el cuarto grado inclusive de consanguinidad o 
segundo de afinidad, 


Artículo 94.- Los Jueces se abstendrán: 


1%) De expresar y aun insinuar su juicio respecto de los asuntos que por ley son 
llamados a fallar, fuera de las oportunidades en que la ley procesal lo admite. 
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2”) De dar oído a cualquier alegación que las partes o terceras personas a nombre o 
por influencia de ellas, intenten hacerles en forma distinta de la establecida en las 


leyes. 
Capitulo 11l 
Del Ascenso de los Jueces 
Artículo 95.- Los miembros de la Judicatura tendrán derecho al ascenso en las 
condiciones que establece la ley. 
Artículo 96.- La Suprema Corte de Justicia establecerá el orden de los ascensos y 
de los traslados entre los distintos tribunales. 


Artículo 97.- Los ascensos se efectuarán, en principio, al grado inmediato superior, 
teniendo en cuenta los méritos, la capacitación y la antigúedad en la categoría, sin 
perjuicio de lo dispuesto en el artículo 99. 

Los méritos serán apreciados por la Suprema Corte de Justicia examinado la 
actuación y el comportamiento del Juez en el desempeño de sus funciones, teniendo 
en cuenta a esos efectos, especialmente, las anotaciones favorables o desfavorables 
que surjan del respectivo legajo personal. 

La capacitación será apreciada mediante los criterios generales que establecerá y 
reglamentará la Suprema Corte de Justicia. 


Artículo 98.- La carrera judicial comprende los siguientes grados correspondientes a 
cada una de las siguientes calidades: 


19%) Juez de Paz. 

2%) Miembro del Tribunal de Faltas. 

3) Juez de Paz Departamental del Interior. 

4%) Juez de Paz Departamental de la Capital. 

5%) Juez Letrado de Primera Instancia del Interior. 


6%) Juez Letrado de la Capital, Juez Letrado de Primera Instancia de lo Contencioso- 
Administrativo y Juez Letrado suplente, 


7%) Ministro del Tribunal de Apelaciones. 


Artículo 99.- Los Jueces Letrados con efectividad en el cargo, durarán en sus 
funciones todo el tiempo de su buen comportamiento hasta el límite establecido en 
el artículo 250 de la Constitución. No obstante, por razones de buen servicio, la 
Suprema Corte de Justicia podrá trasladarlos en cualquier tiempo de cargo o de lugar, 
o de ambas cosas, con tal que ese traslado se resuelva después de oído el Fiscal de 
Corte y con sujeción a los siguientes requisitos: 


1%) Al voto conforme de tres de los miembros de la Suprema Corte de favor del 
traslado si el nuevo cargo no implica disminución de grado o de remuneración, 
con respecto al anterior. 


2%) Al voto conforme de cuatro de sus miembros en favor del traslado, si el nuevo 
cargo implica disminución de grado o de remuneración, con respecto al anterior. 


En caso de traslado o ascenso el Estado sufragará los gastos que se 
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ocasionaren. 
Fuente: inciso final: Ley N* 17.930, de 19 de diciembre de 2005 
artículo 403 
Capítulo IV 
De la Suspensión y Cesación del Juez en sus Funciones 
Artículo 100.- El Juez cesa en sus funciones: 
1%) Por inhabilitarse física o moralmente. 


2%) Por destitución dispuesta por la Suprema Corte de Justicia, dictada en 
procedimiento disciplinario. 


3) Por haber sido condenado por delito que por su naturaleza sea incompatible con 
la dignidad y decoro de su función, extremos que serán apreciados por la 
Suprema Corte de Justicia. 


4%) Por entrar a ejercer un cargo declarado incompatible con el ejercicio de la 
magistratura. 


5”) Por jubilación aceptada. 


6%) Por renuncia aceptada. 
Artículo 101.- Las funciones de Juez se suspenden: 
1?) Por hallarse procesado por delito. 


2”) Por sentencia judicial que le imponga la pena de suspensión. 


39) Por resolución de la Suprema Corte de Justicia dictada como medida preventiva o 
sancionatoria en un procedimiento disciplinario. 


49) Por licencia. 


Capítulo V 
DE LOS ABOGADOS Y PROCURADORES 
De la Subrogación de los Jueces 
- Los Jueces se subrogarán en la forma que se establece en los 
artículos siguientes. 
Artículo 103.- Si se trata de un Ministro de la Suprema Corte de Justicia se 
procederá de acuerdo al artículo 57 y si se trata de un Ministro de alguno de los 
Tribunales de Apelaciones, de acuerdo con los artículos 62 y 53. 


Artículo 104.- Si se trata de un Juez Letrado de Primera Instancia de la Capital, será 
subrogado, en primer termino por el de idéntica categoría y de la misma materia que le 
hubiere precedido en el turno, y si todos ellos se hallaren impedidos, se procederá del 
siguiente modo: 


19%) Si se trata de la materia civil, será subrogado por el Juez de la materia de familia 
que se halle de turno cuando quede ejecutoriado o consentido el auto que declara 
el impedimento. 
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2”) Si se trata de la materia de familia o de menores, será subrogado por el Juez de la 
materia civil que se halle de turno cuando quede ejecutoriado o consentido el auto 
que declara él impedimento. 


39) Si se trata de la materia laboral o de aduana, será subrogado por el Juez de la 
materia civil que se halle de turno cuando quede ejecutoriado o consentido el auto 
que declara el impedimento. 


4%) Los Jueces de la materia penal se subrogarán conforme a lo dispuesto por el 
literal c) del artículo 66 del Código del Proceso Penal. 


Artículo 105.- Se el impedido fuese un Juez Letrado de Primera Instancia del 
Interior, si hay más de uno, lo subrogara el que le preceda en el turno y si todos 
estuviesen impedidos, por el Juez de Paz Departamental que accede al impedido, si 
fuese abogado; si no lo fuese o en caso de impedimento de este último, lo subrogará 
el Juez Letrado de Primera Instancia más inmediato que estuviese de turno al quedar 
ejecutoriado o consentido el auto que declara el impedimento. 


Los demás Jueces letrados de Primera Instancia del Interior, serán subrogados en 
los mismos casos, por los Jueces de Paz Departamentales respectivos, si fuesen 
abogados, si no lo fuese o en caso de impedimento, los subrogará el Juez Letrado de 
Primera Instancia más inmediato como se indica en el inciso anterior, 


Artículo 106.- Los Jueces de Paz Departamentales de la capital serán subrogados 
por el que les preceda en el turno y así sucesivamente. 
Los Jueces de Paz Departamentales y los Jueces de Paz del Interior, serán 
subrogados por el magistrado que indique quien les otorgue licencia. 
Fuente: Inciso 2”): Ley N* 15.803 de 10 de noviembre de 1987, 
artículo 320. 


Artículo 107.- Derogado por Ley N* 15.903, de 10 de noviembre 1987, artículo 
0. 


Texto derogado: Los Jueces de Paz serán subrogados por los más 
inmediatos. 


Artículo 108.- En los asuntos en que los Jueces entiendan por subrogación 
originada en recusación, impedimento o excusación, intervendrá el actuario del 
Juzgado subrogante y las causas se archivarán en el Juzgado de origen. 


Capítulo VI 
De la Responsabilidad de los Jueces 


Artículo 109.- Los jueces son responsables ante la ley de toda agresión contra los 
derechos de las personas, así como por separarse del orden de proceder que en ella 
se establezca, 


Su responsabilidad en materia penal, civil y disciplinaria se regula conforme a los 
artículos siguientes. 

Artículo 110.- En caso de que un juez sea detenido o procesado, la autoridad 
competente dará cuenta de inmediato a la Suprema Corte de Justicia a sus efectos. 


Artículo 111.- Tratándose de responsabilidad civil de los jueces por actos propios de 
su función, se aplicará el régimen establecido por la Constitución de la República. 

Artículo 112.- Los jueces incurrirán en responsabilidad disciplinaria en los casos 
siguientes: 
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1%) Por acciones y omisiones en el cumplimiento de sus cometidos, cuando de ellas 
puedan resultar perjuicio para el interés público o descrédito para la 
Administración de Justicia. 


2%) Por ausencia injustificada, abandono de sus cargos o por retardo en reasumir o 
reintegrarse a sus funciones. 


3%) Cuando por la irregularidad de su conducta moral comprometieren el decoro de su 
ministerio, 


4%) Cuando contrajeren obligaciones pecuniarias con sus subalternos. 


5) Cuando incurrieren en abuso de autoridad en el ejercicio de sus funciones, 
cualquiera sea el objeto con que lo hagan. 

Artículo 113.- Ningún proceso disciplinario podrá ser incoado después de 
transcurridos dos años de haber ocurrido el hecho que lo motivare, excepto cuando la 
sanción deba aplicarse como consecuencia de irregularidades que se advierten en la 
consulta de causas o estando ellas en casación. 

Fuente: Ley N* 15,903 de 10 de noviembre de 1987, 
artículo 344, 


Artículo 114.- La imposición de las correcciones disciplinarias será atribución de la 
Suprema Corte de Justicia, que procederá de acuerdo al procedimiento que 
reglamentará, de acuerdo con lo dispuesto por la Constitución de la República. 


Las sanciones consistirán en: 
1%) Amonestación. 


2”) Apercibimiento y censura en forma oral ante la Suprema Corte de Justicia, 
labrándose acta de la respectiva diligencia. 


3") Suspensión en el ejercicio del cargo. 
4) Derogado por Ley N* 17.930, de 19 de diciembre de 2005. 


| 
5”) Pérdida del derecho al ascenso por uno o cinco años. 


6”) Descenso a la categoría inmediata inferior. 


7”) Destitución en caso de ineptitud, omisión o delito. 


Artículo 115.- Contra la resolución de la Suprema Corte de Justicia en la vía 
administrativa, sólo habrá lugar a recurso de revocación para ante la misma, sin 
perjuicio de las acciones contencioso-administrativas correspondientes. 


Artículo 116.- Siempre que un juez o tribunal conociendo en un asunto, encontrare 
en la actuación y procedimiento del inferior, mérito suficiente en su concepto para la 
imposición de correcciones disciplinarias, deberá dar cuenta a la Suprema Corte de 
Justicia elevando el expediente original o remitiendo los testimonios que fueren 
necesarios, si lo primero infiere perjuicio a las partes interesadas. 


TITULO IV 
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De los Secretarios de la Suprema Corte de Justicia del Tribunal de lo 
Contencioso-Administrativo, de los Tribunales de Apelaciones, 
de los Actuarios de los Juzgados de todas las categorías, 
de los Secretarios de los Jueces y de los Alguaciles 


Capítulo | 


De los Secretario de la Suprema Corte de Justicia, del Tribunal de lo 
Contencioso-Administrativo, de los Tribunales de Apelaciones y de los 
Actuarios de los Juzgados de todas las categorías 


Artículo 117.- Los secretarios y actuarios son funcionarios encargados del control, 
autenticación, comunicación y conservación de los expedientes y documentos 
existentes en el tribunal. Practicarán, además, las diligencias que se les encomienden 
por la ley o por los jueces. 


Artículo 118.- Para ser secretario de la Suprema Corte de Justicia y del Tribunal de 
lo Contencioso-Administrativo se requieren las calidades establecidas en el artículo 81, 


Los Secretarios Letrados de la Suprema Corte de Justicia y del Tribunal de lo 
Contencioso-Administrativo, están equiparados, a todos los efectos de la carrera 
judicial, como en su dotación, a los Jueces Letrados de la Capital. 


Artículo 119.- Para ser Secretario de los Tribunales de Apelaciones se requiere 
tener veinticinco años de edad y ser abogado o escribano. 

Serán designados por la Suprema Corte de Justicia entre los Secretarios de los 
Jueces, los Actuarios de los Juzgados Letrados y Actuarios Adjuntos de Juzgados 
Letrados o Actuarios de Juzgados de Paz a que refiere el artículo 470 de la Ley N* 
16.170, de 28 de diciembre de 1990, 

Fuente: Ley N* 16,462, de 11 de enero de 1994, 
artículo 124. 


.- Para ser actuario o actuario adjunto se requiere ser abogado o 
escribano, y tener veinticinco años de edad. 


Serán designados por la Suprema Corte de Justicia en consideración al mérito y la 
antigúedad. 
Si estos nombramientos recayeren en profesionales que no desempeñaren cargos 


técnicos en la Administración de Justicia, deberán rendir una prueba de suficiencia que 
reglamentará la Suprema Corte de Justicia. 


Artículo 121.- Habrá en cada actuaria el número de actuarios adjuntos que fije la ley 
de presupuesto, los que serán nombrados por la Suprema Corte de Justicia, previa 
prueba de suficiencia. 


Artículo 122.- Los actuarios tendrán la dirección administrativa de la oficina, bajo la 
superintendencia del titular del Juzgado. 


Los adjuntos desempeñarán las funciones que les asigne el actuario. 
Artículo 123.- Los secretario y actuarios deberán: 


1%) Dar cuenta de las peticiones que presenten las partes y de los oficios y demás 
despachos que se dirijan a los juzgados o tribunales en que presten sus servicios. 


2%) Hacer saber a los interesados las providencias o resoluciones que se dictaren, 
efectuando las respectivas diligencias. La notificación se hará conforme a las 
disposiciones legales y reglamentarias correspondientes. 
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3”) Dar conocimiento, a cualquier persona que lo solicitare, de los expedientes en 
trámite o ya archivados en sus oficinas, salvo que existieren pendientes de 
ejecución medidas de carácter reservado y hasta tanto ellas se cumplan. 


Si la solicitud fuera denegada, se podrá reclamar. 
5%) Guardar absoluta reserva sobre los actos que así lo requieran. 


6%) Cumplir con los demás deberes que les impongan las leyes y reglamentos. 
Capítulo Il 
De los Secretarios de los Jueces 


Artículo 124.- Los secretarios de los Jueces son los funcionarios técnicos 
designados por la Suprema Corte de Justicia encargados de colaborar con el juez en 
el desempeño de las atribuciones jurisdiccionales. 


Artículo 125.- Para ser secretario se requiere ser abogado, poseer los requisitos 
exigidos para ser funcionario público y haber rendido satisfactoriamente una prueba de 
suficiencia que reglamentará la Suprema Corte de Justicia. 


Capítulo lil 


Disposiciones Comunes a los Secretarios de la Suprema Corte de Justicia, de los 
Tribunales de Apelaciones, de los Actuarios de los Juzgados de todas la Categorías y 
de los Secretarios de los Jueces 


Artículo 126.- La remoción de los secretarios, actuarios y adjuntos se hará por la 
Suprema Corte de Justicia y estarán sometidos al mismo régimen disciplinario de los 
jueces. 

Artículo 127.- Los secretarios, actuarios, adjuntos y demás funcionarios tendrán las 
retribuciones que fije la ley presupuestal, y gozarán del derecho de licencia que 
establecen las leyes y las normas reglamentarias dictadas por la Suprema Corte de 
Justicia. La licencia anual será acordada preferentemente en las ferias judiciales. 


Artículo 128.- Además de las incompatibilidades a que se refiere el artículo 91, 
también serán aplicables a los secretarios, actuarios y adjuntos, las establecidas en 
el artículo 92, salvo el ejercicio efectivo de la docencia. 

Artículo 129.- Los secretarios, actuarios y adjuntos que fueren escribanos y no 
hubieren optado por el régimen de dedicación total instituido por el artículo 158 de la 
ley 12.803, de 30 de noviembre de 1960 y modificativas, podrán ejercer la profesión de 
escribano. 


Capítulo IV 
De los Alguaciles 


Artículo 130.- Para ser alguacil se requiere ser mayor de edad, haber acreditado 
idoneidad suficiente mediante la aprobación de las pruebas y los cursos organizados 
por la Suprema Corte de Justicia. 


Artículo 131.- El nombramiento de alguacil se hará entre los funcionarios que 
hubieren satisfecho la exigencia referida en el artículo anterior. 
Artículo 132.- Los alguaciles deberán: 


1%) Practicar todas las diligencias que los jueces les encomienden, en especial 
aquellas en que por su naturaleza pueda ser necesario el empleo de la fuerza 
pública. 
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2%) Ejecutar a pedido de los interesados y sin necesidad de orden judicial, las 
intimaciones de pago, protestas de daños y perjuicios o los actos equivalentes 
para dejar constancia de la mora del deudor. 


Las diligencias que les fueren ordenadas, deberán ser cumplidas bajo la más 
severa responsabilidad disciplinaria y en riguroso orden cronológico, del que sólo 
podrán apartarse mediante orden o autorización expresa del juez, la que se 
extenderá en el libro respectivo. 


Artículo 133.- El alguacil encargado de practicar cualquier diligencia que se le 
cometa deberá efectuarla no obstante cualesquiera alegaciones de las partes, y si 
para ello fuese necesario el auxilio de la fuerza pública, deberá solicitarlo 
inmediatamente de la autoridad policial, sin necesidad de nuevo mandato del juez. 


.- Si el Juzgado no tuviere alguacil o éste estuviere legalmente 
impedido, el juez designará al funcionario que interinamente hará sus veces. 


Artículo 135.- Los alguaciles llevarán un registro donde asentarán por orden de sus 
fechas, todos los actos que practiquen, conforme a lo que disponga la reglamentación 


respectiva. 
Artículo 136.- El alguacil está a la orden del juez en el ejercicio de sus funciones. 
TITULO V 
Capítulo | 
De los Abogados 


Artículo 137.- Para ejercer la abogacía se requiere: 
1%) Título habilitante expedido por la Universidad de la República. 


29) Veintiún años de edad. 


39) Estar inscripto en la matricula y haber prestado juramento ante la Suprema Corte 
de Justicia. 


Artículo 138.- El abogado que pretenda la posesión de estrados y se encuentre 
procesado con motivo de delito doloso o ultraintencional deberá comparecer 
previamente ante la Suprema Corte de Justicia para que resuelva si su procesamiento 
obsta al ejercicio de la profesión. 


Artículo 139 .- Los que tengan proceso por delito culposo, no están impedidos en 
ningún caso para el ejercicio de la profesión. 


lo ,- Decretado el procesamiento de un abogado por delito doloso o 
ultraintencional, el juez de la causa dará sucinta cuenta de lo actuado a la Suprema 
Corte de Justicia. Esta, previa audiencia del inculpado, apreciara la incompatibilidad 
con el ejercicio de la profesión y podrá decretar la suspensión del procesado en dicho 
ejercicio si el acto ilícito, por su naturaleza, es incompatible con la dignidad y el decoro 
de la misma. La Suprema Corte de Justicia podrá levantar la suspensión en cualquier 
momento, 


Artículo 141.- Los abogados quedaran suspendidos en el ejercicio de su profesión, 
desde que, en razón de delitos cometidos en dicho ejercicio, hayan sido condenados a 
pena de suspensión o de privación de libertad, mientras dure una u otra. 


Artículo 142.- Los jueces de lo panal, en los juicios a que se refieren los artículos 
anteriores, comunicarán de inmediato a la Suprema Corte de Justicia las decisiones 
ejecutoriadas que importan suspensión o levantamiento en el ejercicio de la profesión. 
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La Suprema corte de Justicia lo hará saber a todos los Tribunales de la República, 
publicándose por un sola vez, en dos diarios, siendo uno de ellos el "Diario Oficial”. 


Artículo 143.- Sin perjuicio del ejercicio de la representación con las facultades que 
sus clientes les hayan conferido de acuerdo con el régimen legal respectivo, los 
abogados cuyo patrocinio conste de manera fehaciente podrán asistir a todas las 
diligencias de los asuntos que les hayan sido confiados, aun cuando no se encuentra 
presente sus patrocinados; en tales casos, podrán formular las observaciones que 
consideren pertinentes ejercer la facultad de repreguntar y todas aquellas adecuadas 
par a el mejor desempeño del derecho de defensa. 


Artículo 144.- Los abogados podrán concertar con la parte, los honorarios y la forma 
de pagarlos. Dicho acuerdo deberá ser probado por escrito. 


Los honorarios generados en actividad judicial que no hayan sido concertados, serán 
regulados, a petición de cualquiera de los interesados en su cobro o en su pago., por 
el juez de la causa (artículo 31) el que, a tales efectos, tendrá en cuenta la importancia 
económica del asunto de acuerdo a los valores de la fecha de la demanda de 
regulación, su complejidad, el trabajo realizado, la eficacia de los servicios 
profesionales y, en cuanto corresponda, el arancel de la asociación profesional vigente 
en el momento de presentarse la demanda de regulación. 

Si la petición se formula por el abogado, se sustanciará con citación del patrocinado 
y también de la parte contraria si ésta hubiere sido condenada en costos. El plazo de 
la citación será de diez días particulares y perentorios. 

La citación se hará en el domicilio real del citado, excepto tratándose del condenado 
en costos, el que puede ser citado en el domicilio que constituyere a los efectos del 
proceso en que se generaron los honorarios. 


Si no se dedujere oposición, los autos se pondrán al despacho para sentencia. 

Si se dedujere, se dará traslado de la misma y se sustanciará en la forma 
correspondiente a los incidentes. 

Todos los plazos tendrán carácter perentorio. 


Los honorarios debidos se reajustarán durante el lapso que corra entre la 
presentación de la demanda de regulación y el momento del pago, y devengarán el 
interés legal. 


En todos los casos se descontarán, reajustadas desde el día de su pago, las sumas 
entregadas a cuenta de los honorarios. 


El procedimiento para los reajustes y cálculos de los intereses será el establecido 
por el decreto-ley 14.500, de 8 de marzo de 1976, 

Contra la sentencia de regulación de honorarios sólo cabrá el recurso de apelación 
que deberá interponerse en el plazo de cinco días. 

La sentencia que fije los honorarios constituirá título que apareja ejecución, la que se 
seguirá por el trámite previsto para la ejecución de las sentencias que condenan al 
pago de cantidad líquida; en caso de ejecución no será necesaria la intimación 
prevista por el inciso final delartículo 53 de la ley 13.355, de 17 de agosto de 1965. 


Mediando condenación en costos, el abogado cuyo honorario no hubiere sido 
satisfecho por su patrocinado tendrá derecho a reclamario de éste o del condenado. 
Los condenados en costos son solidariamente responsables de su pago. 


Artículo 145.- Los abogados podrán exigir de sus clientes, antes de iniciar el 
proceso una relación escrita del hecho, firmada por la parte, a ruego de ésta o por su 
apoderado. 
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Artículo 146.- Los abogados son responsables ante sus clientes de cualquier daño o 
perjuicio que les sea legalmente imputable. 


Artículo 147.- Los abogados nombrados defensores de pobres en las causas civiles 
y que no desempeñaren este cargo oficialmente, podrán reclamar el pago de sus 
honorarios, previa regulación en caso de haber obtenido su defendido resultado 
favorable en un pleito de contenido económico, o si hubiere llegado a mejor fortuna. 


Sin embargo, en el caso de que el declarado pobre saliera vencedor en el pleito, no 
podrá el abogado cobrar por los honorarios una cantidad mayor que la cuarta parte de 
lo que obtuviere su defendido. 


Artículo 148.- Los abogados podrán ser corregidos disciplinariamente, en los 
siguientes casos: 


1%) Cuando en el ejercicio de la profesión faltaren de palabra, por escrito o de obra, el 
respeto debido a los magistrados. 


2”) Cuando en la defensa de sus clientes se expresaren en términos descompuestos 
u ofensivos contra sus colegas o contra los litigantes contrarios. 


3”) Cuando llamados al orden en las alegaciones orales no obedecieren al 
magistrado. 


4?) Cuando alegaren hechos cuya falsedad se hallase probada en los autos o 
dedujeren recursos expresamente prohibidos por la ley. 


Artículo 149.- Se pueden imponer las siguientes correcciones: 
1%) Prevención. 
2”) Apercibimiento. 


3”) Multa que no excederá de N$ 30.000 (nuevos pesos treinta mil), y para cuyo cobro 
se irá directamente a la vía de apremio, vertiéndose la suma de Rentas 
Generales. 


4%) Suspensión temporaria que no podrá exceder de un año en el ejercicio de la 
profesión. 


Artículo 150.- La corrección en los tres primeros casos del artículo anterior será 
pronunciada de plano por el tribunal que esté entendiendo en la causa, fuere o no 
aquél que conocía en el momento de cometerse la infracción. 


La suspensión temporaria será impuesta por la Suprema Corte de Justicia en virtud 
de denuncia del tribunal respectivo y previa audiencia del inculpado. 


En todos los casos, así como en el supuesto de suspensión de los 
artículos 138 y 140, las decisiones de los tribunales serán pasibles de los recursos 
administrativos previstos en los artículos 317, y siguientes y concordantes de la 
Constitución. 


Capítulo ll 
De los Procuradores 
Artículo 151.- Para ejercer la procuración se requiere: 


1%) Título hibilitante expedido por la Universidad de la República. 
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2%) Veintiún años de edad. 


3") Hallarse inscripto en la matrícula que al efecto se llevará en la Suprema Corte de 
Justicia y prestar juramento ante ella, 


4%) Acreditar honradez y costumbres morales en la misma forma que para los 
aspirantes a escribanos establece la ley respectiva. 


Los procuradores recibidos bajo el régimen anterior (artículo 6* de la ley 9.164, de 19 
de diciembre de 1933) e inscriptos en la matrícula, podrán continuar ejerciendo su 
profesión en las mismas condiciones que al presente. 


Artículo 152.- Será aplicable a los procuradores lo dispuesto en los 
artículos 138 y 142. 


Artículo 153.-Los abogados y escribanos, por el mero hecho de serlo, están 
habilitados para ejercer la procuración, bastando su solicitud de inscripción en la 
matrícula, 


Artículo 154.- Será obligación de los procuradores: 


1%) Presentar oportunamente el poder que tengan para comparecer ante los 
tribunales o proceder, si no lo aceptasen, en la forma dispuesta por 
el artículo 2.059 del Código Civil. 


2”) Seguir el juicio mientras no hayan cesado en su encargo por alguna de las causas 
que se expresan en la ley. 


3%) Asistir diariamente a las oficinas actuarias a instruirse de lo que les concierne en 
el despacho de los negocios. 


4) Tomar copia de todas las providencias que se dictaren en los asuntos que 
tuvieren a su cargo y comunicarlas inmediatamente al respectivo abogado, al cual 
darán también los avisos convenientes sobre el estado de los mismos asuntos. 


5%) Recibir y firmar notificaciones de cualquier clase sin serles permitido después de 
haber asumido personería pedir que ellas se entiendan directamente con el 
mandante. 


6%) Abonar como responsable solidario los gastos comunes y particulares que 
causados durante su intervención sean de cargo del  poderdante. 


La condena a los gastos del proceso, se hará efectiva contra el poderdante o 
representado, sin perjuicio de que la parte a quien interese pueda reclamarlas del 
apoderado si éste hubiese tomado sobre si expresamente esa responsabilidad. 


7”) Cumplir las demás obligaciones que impongan las leyes y reglamentos y 
especialmente las que para los mandatarios establece el Código Civil en todo lo 
que no se oponga a lo preceptuado en esta ley y en el Código de Procedimiento 


Civil. 
Artículo 155.- Es aplicable a los procuradores lo dispuesto en el artículo 146 de 
esta ley. 


Artículo 156.- Cesará el procurador en su representación: 


1%) Por la revocación del poder tan luego como se apersone en autos la parte misma 
o el nuevo procurador. 
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2%) Por la renuncia del procurador hecha ante el Juez competente. 


En este caso el juez dispondrá un emplazamiento por el término legal para la 
comparecencia del poderdante, debiendo entretanto el procurador continuar sus 
gestiones. 


Si al vencimiento del término señalado no compareciere el poderdante por sí o 
por medio de otro apoderado, el juicio continuará en su rebeldía, salvo el caso de 
que el emplazamiento se haya hecho por edictos, en el cual corresponderá el 
nombramiento de defensor de oficio. 


3%) Por la muerte o inhabilitación del procurador, Cuando esto sucediere, el juicio 
quedará por el mismo hecho suspenso y se pondrá esta circunstancia en 
conocimiento del poderdante por medio de un emplazamiento librado en las 
mismas condiciones que expresa el inciso anterior. No compareciendo el 
poderdante, se estará a lo dispuesto en el inciso anterior. 


Artículo 157.- Si después de presentada la demanda falleciere o se hiciere incapaz 
el poderdante, el procurador continuará ejerciendo la personería, mientras que el 
poder no sea revocado por la persona o personas que para ello tengan derecho. 


Igual cosa sucederá en el caso a que se refiere el artículo 2.086 del Código Civil, 
siempre que, como en el anterior, hubiese sido presentada la demanda. 


Artículo 158.- Rige respecto del honorario de los procuradores, la disposición 
del artículo 144 en cuanto sea aplicable. 


Artículo 159.- Son aplicables a los procuradores y en lo pertinente a las partes 
cuando litiguen por sí, las disposiciones contenidas en los artículos 148 y siguientes. 


TITULO VI 
Disposiciones Especiales y Transitorias 


Artículo 160.- Suprimese el denominado Consejo Superior de la Judicatura pasando 
sus atribuciones a ser desempeñadas por la Suprema Corte de Justicia y el Tribunal 
de lo Contencioso-Administrativo, en su caso, de conformidad a lo dispuesto en 
las Secciones XV y XVII de la Constitución de la República. 


Artículo 161.- Las referencias a Juzgados Letrados en el decreto-ley 14.384, de 16 
de junio de 1975, deben entenderse hechas a los Juzgados Letrados de Primera 
Instancia en lo Civil y de Primera Instancia del Interior. 


Artículo 162.- Todas las informaciones que se tramitaban ante los anteriores 
Juzgados de Paz de Montevideo, a los efectos de acreditar situaciones o requisitos 
necesarios para el disfrute de beneficios sociales, se tramitarán ante los organismos 
de Previsión Social respectivos. 


.- Transfórmanse los actuales Juzgados Letrados Departamentales de 
Montevideo y del Interior, en Juzgados de Paz Departamentales de Montevideo y del 
Interior, respectivamente, sin que ello implique modificación de la actual situación 
presupuestal de sus titulares. 

,- Transfórmanse los Juzgados de Paz de las Secciones Judiciales 7* 
de Artigas, 4? y 7* de Canelones, 3* y 6* de Colonia, 4? de Río Negro, 3* de Soriano y 
10* de Tacuarembó, en Juzgados de Paz Departamentales del Interior. 


165.- Hasta tanto se dicte la reglamentación que prevé al artículo 114 de 
esta ley se aplicarán, en lo pertinente, las normas vigentes en la materia. 
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Artículo 166.- Los asuntos pendientes ante los Juzgados Letrados Departamentales 
del Interior, que por la presente ley corresponderán a los Juzgados de Paz 
Departamentales del Interior que se crean en las ciudades no capitales, continuarán su 
trámite hasta su conclusión, ante los Juzgados donde se están sustanciando. 


Las acciones de carácter patrimonial pendientes ante los Juzgados Letrados de 
Familia en razón de la aplicación del fuero de atracción que establecía el artículo 70 
del decreto-ley 15.464, de 19 de setiembre de 1983, eliminado por la presente ley, 
continuarán tramitándose ante dichos juzgados hasta su conclusión. 


Artículo 167.- La conciliación prevista en el artículo 255 de la Constitución, se regirá 
por el procedimiento que establecía el Capítulo Il del Título IW del Código de 
Procedimiento Civil, 


Artículo 168.- Derógase el decreto-ley 15.454, de 19 de setiembre de 1983, así 
como todas las disposiciones que, directa o indirectamente, se opongan a la presente 
ley. El Poder Judicial se regulará por lo dispuesto en la Sección XV de la Constitución 
de la República. 

Artículo 169.- Los Juzgados Letrados de Primera Instancia de lo Contencioso 
Administrativo integran el Poder Judicial y tienen la competencia que les asigna 
el artículo 14 del decreto-ley 15.524, de 9 de enero de 1984, en la redacción dada por 
el decreto-ley 15.532, de 29 de marzo de 1984, 


Sus sentencias serán apelables para ante los Tribunales de Apelaciones en lo Civil. 


Los asuntos de competencia de dichos jueces que actualmente están radicados en 
el Tribunal de lo Contencioso Administrativo en apelación continuarán en dicha sede 
hasta que se dicte sentencia de segunda instancia. 


Artículo 170.- La presente ley entrará en vigencia a partir de su promulgación por el 
Poder Ejecutivo. 


Artículo 171.- Comuniquese, etc. 
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Decreto Ley N* 15.365, 
de 30 de diciembre de 1982 


LEY ORGÁNICA MINISTERIO PÚBLICO Y FISCAL 


CAPITULO 1 
OBJETO Y ORGANIZACION 
Artículo 1%. (Concepto orgánico. Objetivos).- El Ministerio Público y Fiscal 


constituye un cuerpo técnico-administrativo jerarquizado al Poder Ejecutivo por 
intermedio del Ministerio de Educación y Cultura, bajo la jefatura directa del Fiscal de 
Corie y Procurador General de la Nación, integrado por la Fiscalía de Corte y 
Procuraduría General de la Nación, Fiscalías Letradas Nacionales, Fiscalia Adjunta de 
Conte, Fiscalia Letrada Suplente, Fiscalías Letradas Departamentales y Fiscalías 
Letradas Adjuntas, que tiene como objetivos la defensa de la sociedad, la defensa y 
representación del Estado en el ámbito que las leyes le asignen y el asesoramiento al 
Poder Ejecutivo y a la Justicia cuando le sea requerido. 


FUENTE: Ley N” 16,170, de 28 de diciembre de 1990, 
artículo 364. 


Artículo 2”. (Posición institucional).- El Ministerio Público y Fiscal es independiente 
técnicamente en el ejercicio de sus funciones. Debe, en consecuencia, defender los 
intereses que le están encomendados como sus convicciones se lo dicten, 
estableciendo las conclusiones que crea arregladas a derecho. 


Artículo 3”. (Delimitación conceptual).- Al Ministerio Público, en cuanto actividad 
funcional que tiene como objetivo la protección y defensa de los intereses generales 
de la sociedad, le corresponde el cometido primordial de comparecer ante los 
tribunales, con el objeto de actuar en materia civil o penal en representación de la 
causa pública, toda vez que ésta pudiera hallarse interesada. 


Al Ministerio Fiscal, en cuanto actividad funcional que tiene como objetivo la 
vigilancia y defensa de los intereses patrimoniales del Estado, le compete 
fundamentalmente comparecer ante los organismos jurisdiccionales, en 
representación y defensa de los intereses del Estado cuando así corresponda, o en las 
situaciones especiales dispuestas por la Ley. 


Artículo 4”. (Estructura orgánica).- El Ministerio Público y Fiscal cumplirá sus 
objetivos y funciones por medio de la siguiente estructura orgánica jerárquicamente 
ordenada: 


1) Fiscalía de Corte y Procuraduría General de la Nación. 


2) Fiscalías Letradas Nacionales de lo Civil, de lo Penal, de Hacienda y de Aduana. 


FUENTE: Decreto Ley N” 15.648, de 22 de octubre de1984, 
artículo 4?. 


3) Fiscalía Adjunta de Corte. 
4) Fiscalía Letrada Suplente. 
5) Fiscalías Letradas Departamentales. 
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6) Fiscalias Letradas Adjuntas. 


CAPITULO ll 
DE LA FISCALIA DE CORTE Y PROCURADURIA 
GENERAL DE LA NACION 


Artículo 5”. (Titularidad y Funciones Jurídicas).- Será ejercida por el Fiscal de 
Corte y Procurador General de la Nación, a quien incumbe la máxima jerarquía del 
Instituto, y quien, además de las atribuciones y deberes que, como Jefe del Servicio le 
asigna la Ley en el ámbito orgánico interno, tiene en particular, en los órdenes que se 
especifican, las que se precisan en los artículos siguientes. 


Artículo 6”. (Competencia funcional en el orden judicial).- Al Fiscal de Corte y 
Procurador General de la Nación en el orden judicial, corresponde: 


1)  Investir la representación del Ministerio Público y Fiscal ante la Suprema Corte 
de Justicia, con carácter privativo. Ello, sin perjuicio de lo que, con respecto a los 
Fiscales Letrados Nacionales, dispusiere la ley. 


FUENTE: Decreto Ley N* 15.648, de 22 de octubre de 1984, 
artículo 4”. 


2) Representar al Ministerio Público en las causas de competencia originaria de la 
Suprema Corte de Justicia y ser oído en todas las demás que tramiten ante 
dicha Corporación, cuando en ellas estuvieran comprometidos leyes o principios 
constitucionales o cuando resultaren afectados o pudieren serlo, los intereses 
generales de la Sociedad, del Estado o del Fisco. 


3) Intervenir en las solicitudes de declaración de inconstitucionalidad, según lo 
preceptúa la ley de la materia. 

4) Ser oido en los conflictos de competencia a resolver por la Suprema Corte de 
Justicia. 


En todos estos casos de intervención preceptiva, el Fiscal de Corta y Procurador 
General de la Nación será oído en último término. 


Artículo 7”. (Competencia funcional en el orden administrativo).- Al Fiscal de 

Corte y Procurador General de la Nación, en el orden administrativo, corresponde: 

1) Ejercer la jefatura directa e integral del Ministerio Público y Fiscal con facultades 
de vigilancia y superintendencia directiva, correctiva, consultiva e instructiva de 
sus integrantes. 

2) Solicitar, de cualquier dependencia del Poder Ejecutivo, las informaciones que 
estimare necesarias para el mejor cumplimiento de sus cometidos y requerir 
directamente en el ejercicio de sus funciones, al igual que los demás miembros 
del Ministerio Público, el auxilio de la fuerza pública. 


3) Dirimir contiendas de competencia entabladas entre Fiscales. 
4) Proponer al Poder Ejecutivo, en su oportunidad, la designación de los Fiscales 
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6) 


7) 


8) 


9) 
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que deberán actuar en lo nacional y en lo departamental durante el periodo de 
vacaciones judiciales, y el de sus respectivos subrogantes. 


Proponer al Poder Ejecutivo la designación, el traslado y la promoción de los 
magistrados integrantes del Ministerio Público y Fiscal. 


Disponer, cuando corresponda, las subrogaciones de los magistrados del 
Ministerio Público y Fiscal, ciñéndose al régimen legal y reglamentario que las 
determinen. 


Disponer los traslados de funcionarios del organismo de un despacho a otro de las 
unidades con sede en la Capital, y proponer su redistribución entre las sedes 
departamentales y de la Capital hacia ellas o viceversa cuando razones atinentes 
a la mejor marcha del servicio así lo aconsejen. 


FUENTE: Decreto Ley N” 15.648, de 22 de octubre de 1984, 
artículo 4”. 


Poner en conocimiento del Ministerio de Educación y Cultura las circunstancias 
que a su juicio aconsejen modificar las disposiciones que rigen el servicio y sugerir 
la adopción de las medidas o la promoción de las gestiones que crea 
corresponder. 


FUENTE: Ley N* 16.170 de 28 de diciembre de 1990, 
artículo 364. 


Cometer al Fiscal Adjunto de Corte, al Fiscal Letrado Suplente y a los Secretarios 
Letrados de la Fiscalía de Corte y Procuraduría General de la Nación, las tareas 
técnicas y administrativas que considere convenientes y acordes, 
respectivamente, con sus jerarquías. 


10) Elevar al Ministerio de Educación y Cultura, dentro de los seis meses de cada 


ejercicio, la memoria anual del Ministerio Público y Fiscal. 


FUENTE: Ley N* 16,170 de 28 de diciembre de 1990, 
artículo 364, 


Artículo 8*. (Competencia funcional de asesoramiento).- Al Fiscal de Corte y 


Procurador General de la Nación, corresponde: 


1) 


2) 


Asesorar al Poder Ejecutivo, cuando éste viere del caso recabar su opinión en 
materia jurídica, 


Asesorar a la Suprema Corte de Justicia en los trámites que correspondan al 
despacho administrativo de la Corporación. 


CAPITULO ill 
DE LAS FISCALIAS LETRADAS NACIONALES 
SECCION | 
DE LAS FISCALIAS LETRADAS DE LO CIVIL 


Artículo 9%. (Objetivos y funciones proplas).- Los magistrados titulares de las 


Fiscalias de lo Civil de la Capital ejercerán el Ministerio Público en materia civil. 
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Artículo 10. (Competencia funcional en el orden judicial).- Corresponde al 

Ministerio Público en lo Civil: 

1) Representar y defender la causa pública en todos los asuntos en que pueda estar 
interesada. 

2) Defender la jurisdicción de los Jueces y Tribunales, siempre que sea desconocida 
o menoscabada. 

3) Vigilar por la pronta y recta administración de justicia pidiendo el remedio de los 
abusos y malas prácticas que notare, en la forma establecida por el articulo 34 de 
esta ley. 


4) Intervenir, además 

a) en las contiendas sobre jurisdicción no penal; 

b) en el diligenciamiento de exhorios de autoridades extranjeras en materia no 
penal, 

c) en los juicios relativos al estado civil de las personas; 

d) en los incidentes de recusación que se promuevan contra los Jueces, y 

e) en general, en todo negocio en que las leyes prescriban expresamente su 
intervención. 


5) Actuar en todos los asuntos relativos a las personas e intereses de los menores, 
incapaces y ausentes, incumbiéncdole en ese concepto los deberes que la ley le 
señale, y, expresamente, aquellos que derivan de la condición de protector oficial 
de los menores e incapaces que esta disposición consagra. 


6) Dictaminar, a requerimiento de los Jueces, en los negocios que afecten al interés 
público. 


CAPITULO lil 
DE LAS FISCALIAS LETRADAS NACIONALES 
SECCION il 
DE LAS FISCALIAS LETRADAS DE LO PENAL 


Artículo 11. (Objetivo y funciones propias).- Los magistrados titulares de las 
fiscallas de lo Penal de la Capital ejercerán el Ministerio Público en materia penal. 


Artículo 12. (Competencia funcional en el orden judicial).- Corresponde al 
Ministerio Público en lo Penal: 


1) Ejercer la titularidad exclusiva de la acción penal pública que deriva de delito, e 
intervenir, como parte, en la instrucción y sustanciación de las causas de esta 
orden, luego del enjuiciamiento y hasta su conclusión. 


2) Continuar los procedimientos penales por delitos perseguibles a denuncia de 
parte, luego de su iniciación por quien tuviera legitimación procesal para elo. 


3) Ejercer el Ministerio Público ante la Suprema Corte de Justicia en materia de 
casación penal, en la estación oportuna. 


4) Ejercer, respecto de los órganos jurisdiccionales de su materia, las funciones de 
defensa y vigilancia establecidas en los numerales 2) y 3) del artículo 10 de esta 
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ley. 
5) Intervenir, además: 


a) enlas contiendas sobre jurisdicción penal; 
b) en el diligenciamiento de exhortos extranjeros en materia penal; 
c) en los incidentes de recusación que se promuevan contra los jueces en lo 


penal, y 
d) en todo trámite en que las leyes prescriban expresamente su intervención, 


CAPITULO lll 
DE LAS FISCALIAS LETRADAS NACIONALES 
SECCION lll 


DE LAS FISCALIAS LETRADAS DE HACIENDA 


. (Objetivos y funciones propias).- Los magistrados titulares de la 
Fiscalía de Hacienda y de las de Aduana, ejercerán el Ministerio Fiscal en todo asunto 
respecto al cual la ley prescriba expresamente su intervención. 


FUENTE: Decroto Loy N* 15,648, de 22 de octubre de 1984, 
artículo 4”. 


Artículo 14. (Competencia funcional en el orden jurisdiccional).- Corresponde al 
Fiscal de Hacienda: 


1) Ejercer la acción fiscal, salvo que su ejercicio esté expresamente reservado por la 
Ley a órganos especiales. 


2) Intervenir en defensa de los intereses del Estado, con la reserva expresada en el 
numeral anterior, en todas las causas de la justicia ordinaria relativas a la 
Hacienda Pública y las de la justicia administrativa en materia de reparación 
patrimonial. 


3) Intervenir en todo otro negocio, respecto al cual las leyes prescriban 
expresamente su audiencia. 


Corresponde a los Fiscales Letrados Nacionales de Aduana: 


1) Ejercer la titularidad de la acción fiscal en todas sus instancias, en los asuntos 
relativos a infracciones aduaneras en que deban intervenir. 


FUENTE: Decreto Ley N” 15,648, de 22 de octubre de 1984, 
artículo 4*, 


2) Representar al Fisco ante la Suprema Corte de Justicia, ciñéndose dicha 
representación exclusivamente a la actuación, como parte en la promoción o 
substanciación, según corresponda, de los recursos de inconstitucionalidad o 
casación en materia aduanera. 


FUENTE: Decreto Ley N* 15.648, de 22 de octubre de 1984, 
artículo 4%. 


CAPITULO IV 
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DE LAS FISCALIAS ADJUNTA DE CORTE 
Y LETRADA SUPLENTE 


Artículo 15. (Fiscalia Adjunta de Corte). A la Fiscalia Adjunta de Corte, adscrita al 
despacho del Fiscal de Corte y Procurador General de la Nación, corresponde: 


1) Cooperar con el Fiscal de Corte y Procurador General de la Nación en las tareas 
técnicas del servicio. 


2) Derogado.- 


FUENTE: Ley N* 16.170, de 28 de diciembre de 1990, 
artículo 363, 


Numeral derogado. 


2) Actuar como Fiscal Nacional de 
Feria, durante los períodos de 
vacaciones judiciales de caca 
año. 


3) Subrogar con carácter específico y provisorio, y cuando las necesidades del 
servicio así lo impongan a los agentes del Ministerio Público y Fiscal en el orden 
nacional, en los casos ocurrentes. 


Artículo 16. (Fiscalia Letrada Suplente).- Al Fiscal Letrado Suplente, adscrito al 
despacho del Fiscal de Corte y Procurador General de la Nación, corresponde: 


1) Derogado.- 


FUENTE: Loy N” 16,170, do 28 de diciembre de 1990, 
artículo 363. 


Numeral derogado. 


1) Actuar como Fiscal 
Departamental de Feria, 


durante los periodos de 
vacaciones judiciales de cada 
año. 


2) Subrogar con carácter específico y provisorio, cuando las necesidades del 
servicio así lo impongan, al Fiscal Adjunto de Corte o a los agentes del 
Ministerio Público y Fiscal en el orden departamental, en su caso. 


3) Cumplir, cuando no estuviere desempeñando alguna de las actividades 
precedentes, las tareas técnicas, inspectivas y administrativas acordes con su 
Jerarquía, que le fueran indicadas por el jefe del servicio. 


CAPITULO V 
DE LAS FISCALIAS LETRADAS DEPARTAMENTALES 
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Artículo 17. (Objetivos y competencia funcional en el orden judicial).- A los Fiscales 
Letrados Departamentales, conforme a lo que la ley establezca, compete: 


1) 


2) 


3) 


Ejercer las funciones especificadas para el Ministerio Público en lo Civil de la 
Capital, dentro de la jurisdicción que le fuere asignada. 


Hacer lo propio con las detalladas para los del Ministerio Público en lo Penal en 
los apartados 1), 2) y 4) del artículo 12 de esta ley, dentro de la jurisdicción 
criminal que para los órganos de la justicia ordinaria delimita el Código del 
Proceso Penal. 


Ejercer el Ministerio Fiscal dentro de su jurisdicción en todo asunto respecto al 
cual la ley prescriba expresamente su intervención. 


FUENTE: Decreto Ley N” 15.648, de 22 de octubre de 1984, 
artículo 4”. 


CAPITULO VI 
DE LAS FISCALIAS LETRADAS ADJUNTAS 


Artículo 18. (Objetivos y funciones propias).- Adscripto al despacho de cada uno de 
los Fiscales en lo Civil, de lo Penal, de Hacienda y de Aduana, habrá un Fiscal Letrado 
Adjunto cuyo cometido funcional será: 


1) 
2) 


FUENTE: Decreto Ley N* 15.648, de 22 de octubre de 1984, 
artículo 4”. 


Cooperar con el Fiscal respectivo en las tareas técnicas del servicio, 
Investir la representación del Ministerio Público y Fiscal: 


a) En materia civil, de hacienda y de aduana, cuando así lo disponga el titular, 
bajo su responsabilidad. 


También bajo su responsabilidad, los Fiscales Letrados Nacionales y 
Departamentales, podrán hacerse representar en las audiencias por los 
Secretarios y otros funcionarios letrados de su despacho, que designen a 
esos efectos. 


FUENTE: Ley N” 16,002, de 25 de noviembre de 1988, 
artículo 73, 


b) En materia penal, promoviendo con exclusividad las acciones fundadas en 
ilícitos contravencionales, interviniendo hasta su conclusión en la 
sustanciación de las causas de ese orden; y, además, compareciendo a las 
audiencias por causa de delito cuando así lo disponga el titular. 


CAPITULO VI! 
DISPOSICIONES GENERALES QUE REGULAN LA ORGANIZACION Y 
FUNCIONAMIENTO DEL MINISTERIO PUBLICO Y FISCAL 


423-C.S. 
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SECCION | - ACTUACION FUNCIONAL 


Artículo 19. (Modos de intervención).- El Ministerio Público actuará, según 
corresponda, como parte principal, como tercero interviniente o como dictaminante 
técnico auxiliar del Juez. 


Cuando el Ministerio Público obre como parte principal, figurará en todos los 
trámites del juicio. 


En los demás casos, deberá ser oído cuando el proceso se encuentre en estado de 
dictarse resolución, sin perjuicio de que a cuando el Juez lo considere 
necesario o conveniente. 


Artículo 20. (Independencia).- Los integrantes del Ministerio Fiscal defenderán los 
intereses patrimoniales del Estado, y deberán hacerlo de acuerdo a sus convicciones 
técnicas sin perjuicio de las instrucciones que les fueren impartidas por el Poder 
Ejecutivo y el Fiscal de Corte y Procurador General de la Nación. 


Si hubiere discrepancia conceptual del agente del Ministerio Fiscal con las aludidas 
instrucciones o inclusive, con una posición de interés que favoreciera al Fisco, podrán 
excusar su intervención en forma fundada y reservada. La Fiscalia de Corte y 
Procuraduria General de la Nación elevará de igual forma, con su informe, la 
documentación del caso por intermedio del Ministerio de Educación y Cultura, 
debiendo estarse a lo que resuelva el Poder Ejecutivo. 


FUENTE: Ley N” 16.170, de 28 de diciembre de 1990, 
artículo 364, 


CAPITULO Vil 
DISPOSICIONES GENERALES QUE REGULAN LA ORGANIZACION Y 
FUNCIONAMIENTO DEL MINISTERIO PUBLICO Y FISCAL 


SECCION li 
NOMBRAMIENTO 
Artículo 21. (Nombramiento de los Fiscales Letrados Nacionales, Fiscal Adjunto de 
Corte y Fiscal Letrado Suplente).- Para ser designado Fiscal Letrado Nacional, Fiscal 
Adjunto de Corte o Fiscal Letrado Suplente, se requiere: 


1) Cinco años de actuación en el Ministerio Público o Fiscal. 


2) Ciudadanía natural o legal con cinco años de ejercicio. 

Artículo 22. (Nombramiento de los Fiscales Letrados Departamentales y Fiscales 
Letrados Adjuntos).- Para ser designado Fiscal Letrado Departamental y Fiscal 
Letrado Adjunto, se requiere: 

1) Título de abogado. 
2) Ciudadanía natural o legal con tres años de ejercicio. 
3) Habilitación psíquica, física y moral para el desempeño del cargo. 


Es impedimento psico-físico el que resulta de enfermedades crónicas o 
permanentes que afecten gravemente la actividad de la personalidad física o psíquica. 


Es impedimento moral el generado por el comportamiento socialmente degradante 
o por las condenaciones de carácter penal. 
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No puede ser nombrado Fiscal quien esté procesado por delito perseguible 
mediante acción pública. 


Artículo 23. (Intorinato).- La designación de magistrado del Ministerio Público y 
Fiscal en cargos de ingreso, tendrá carácter de interino por el término de dos años, 
vencido el cual adquirirá efectividad. Durante el periodo de interinato, mediando 
propuesta fundada del Fiscal de Corte y Procurador General de la Nación, el Poder 
Ejecutivo podrá dejar sin efecto la designación dando cuenta al Poder Legislativo. Ello 
no obstante, esos nombramientos se considerarán efectivos desde el momento que se 
produzcan, cuando recaigan en ciudadanos que pertenezcan, con antigúedad de dos 
años, a la Judicatura, en destinos que deban ser desempeñados por abogados. 


Artículo 24. (Equiparación).- Las funciones del Ministerio Público y Fiscal quedan 
equiparadas a las de la Judicatura, a los efectos de la antigúedad y promoción en las 
respectivas carreras, lo mismo que respecto a la dotación, jubilación y retiro. La 
equiparación dispuesta es extensiva, en lo pertinente, a los demás funcionarios que 
integren los cuadros del Ministerio Público y Fiscal. 


FUENTE” Ley N* 19,310, de 7 de enero de 2015, 
artículo 4*. 


CAPITULO VII 
DISPOSICIONES GENERALES QUE REGULAN LA ORGANIZACION Y 
FUNCIONAMIENTO DEL MINISTERIO PUBLICO Y FISCAL 


SECCION Ill 
REGIMEN ESTATUTARIO 


Artículo 25. (Inamovilidad). Los Fiscales son inamovibles y durarán en sus 
empleos todo el tiempo de su buen comportamiento. 
. (Subrogación).- La subrogación del Fiscal de Corte y Procurador 
General de la Nación por razones de impedimento, excusación o recusación, 
corresponderá a los Fiscales de lo Civil por orden de antigiiedad en el cargo. Si 
ninguno de dichos magistrados estuviere desimpedido, se estará a lo que en definitiva 
resuelva el Poder Ejecutivo, el que deberá circunscribir su elección a aquellos Fiscales 
que invistan la representación del Ministerio Público en lo Civil o Penal en el orden 
nacional. 


Los Fiscales Letrados Nacionales y Departamentales se  subrogarán 
recíprocamente en la forma que determine la reglamentación, la que deberá tener en 
cuenta como criterio determinante el de la analogía para los primeros y el de la 
cercanía geográfica para los segundos. Ello, sin perjuicio de la intervención que a esos 
efectos reserva esta ley al Fiscal Adjunto de Corte y al Letrado Suplente 
respectivamente, 


Los Fiscales Adjuntos se subrogarán entre sí. 


. (Incompatibilidad).- Los cargos de Fiscales y los de técnicos 
profesionales pertenecientes al Ministerio Público y Fiscal son incompatibles con el 
ejercicio remunerado o no de las profesiones de abogado, escribano, contador o 
procurador, el del comercio, y con el desempeño de toda otra función pública 
retribuida, salvo el ejercicio del profesorado en la enseñanza pública superior en 
materia jurídica. También resultan incompatibles con el desempeño de cualquier 
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función pública honoraria, permanente o transitoria, excepto las conexas con su propio 
cargo. 


Los casos exceptuados requieren la inexistencia de coincidencia horaria que 
perturbe el desempeño de la función pública; el previo conocimiento de la Fiscalía de 
Corte y Procuraduría General de la Nación, y la autorización del Ministerio de 
Educación y Cultura. 


Cesa la incompatibilidad de ejercicio profesional, cuando se trate de asuntos 
propios o de su cónyuge, parientes consanguíneos en línea recta y en la colateral 
hasta segundo grado y por los de sus pupilos. 


FUENTE: Ley N* 16,170, de 28 de diciembre de 1990, 
artículo 364. 


Artículo 28. (Impedimentos).- Las causas de impedimento respecto de los 
representantes del Ministerio Público y Fiscal, son las que expresamente establece la 
Ley para los jueces. 


Tampoco podrán los Fiscales intervenir en ese carácter ante los Tribunales, cuando 
tengan con los integrantes de éstos parentesco por consanguinidad o afinidad en la 
línea recta, o colateral hasta el cuarto grado inclusive de consanguinidad o segundo de 
afinidad. 


Artículo 29. (Recusación).- Cuando los Fiscales actúen como auxiliares del Juez o 
concurrentemente con otros interesados que sean parte principal, estarán sujetos al 
mismo régimen de recusación previsto para los jueces. 


Artículo 30.- (Abstención).- En los supuestos de implicancia en que el impedimento 
fuera absoluto y tan pronto como éste se manifieste los Fiscales, bajo la más seria 
responsabilidad, deberán poner el hecho en conocimiento del Juez, con el objeto de 
que se disponga su inmediato apartamiento del asunto. 


Los Fiscales pueden pedir además el derecho de abstención por razones de decoro 
o delicadeza no enunciados entre los motivos de recusación. Esta excusación debe 
ser solicitada a la Fiscalía de Corte y Procuraduría General de la Nación, que será el 
órgano competente para concederla. 


FUENTE: Decreto Ley N” 15.648, de 22 de octubre de 1984, 
artículo 4. 


Cuando se trate de un integrante del Ministerio Fiscal, la excusación deberá 
solicitarse reservadamente ante la Fiscalía de Corte y Procuraduría General de la 
Nación, la que informará el pedido de igual modo al Ministerio de Educación y Cultura, 
estándose a lo que resuelva el Poder Ejecutivo. 


FUENTE: Ley N' 16.170, de 28 de diciembre de 1990, 
artículo 364, 


Artículo 31. (Ingreso y carrera del Ministerio Público y Fiscal).- El ingreso al 
Ministerio Público y Fiscal se hará por el cargo de menor jerarquía. 


El régimen normal de ascensos en el Ministerio Público y Fiscal se ajustará a los 
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principios de la carrera administrativa, según el orden establecido en el artículo 4". 


Sólo será admisible apartarse de estos principios en casos excepcionales, cuando 
así lo soficite el Fiscal de Corte y Procurador General de la Nación fundándose en el 
interés del servicio. 


Artículo 32. (Normas que regulan la carrera de los magistrados del Ministerio 
Público y Fiscal).- El traslado de los Fiscales Letrados Departamentales a las sedes 
homólogas conceptuadas como de ascenso se hará de acuerdo a pautas de 
antivúedad calificada, sin perjuicio de dar prevalencia, en todo caso, a la especial 
aptitud funcional o a la versación cientifico-juridica. La calificación de Fiscalia Letrada 
Departamental de ascenso se hará atendiendo exclusivamente a los principios que 
establecerá la reglamentación, con la finalidad de adecuar la calidad y cantidad de 
actividad de cada sede, con la proximidad de su radicación a la capital de la 
República. 


La misma norma regirá, en lo pertinente, el ascenso de los Fiscales Adjuntos a las 
Fiscalías Letradas Departamentales, la de los Fiscales Letrados Departamentales a la 
Fiscalía Adjunta de Corte y, sucesivamente, la promoción a los cargos de superior 
jerarquía de acuerdo al orden establecido en el artículo 4*. 


Artículo 33. (Deberes funcionales).- El Fiscal de Corte y Procurador General de la 
Nación, los Fiscales Letrados Nacionales, el Fiscal Adjunto de Corte, el Fiscal Letrado 
Suplente, los Fiscales Letrados Departamentales y los Fiscales Letrados Adjuntos 
quedan sujetos a las siguientes obligaciones: 


1) Residir en el lugar donde tenga su asiento la Fiscalia correspondiente. En casos 
especiales de imposibilidad debidamente justificados, el Fiscal de Corte y 
Procurador General de la Nación podrá conceder a dichos magistrados 
autorización temporal para residir en otro lugar, comunicándolo al Ministerio de 
Justicia, estándose a lo que éste en definitiva resuelva. 


2) Asistir diariamente a su despacho. 


FUENTE: Ley N” 18.896, de 7 de noviembre de 2012, 
artículo 191, 


3) Cumplir las obligaciones inherentes a su cargo y hacerlas cumplir a sus 
subordinados. 


4) Expedir sus dictámenes dentro de los términos fijados por las disposiciones 
vigentes. 


5) Abstenerse de emitir y hacer públicos juicios o censuras, manifiestos o 
encubiertos, en sus dictámenes o por cualquier otro medio, sobre gobernantes o 
jerarcas del servicio; dar a publicidad o facilitar de cualquier modo la difusión de 
antecedentes e informaciones sobre cuestiones o asuntos de cualquier naturaleza 
de que conozcan, o en que intervengan o hubieran intervenido en razón de sus 
funciones; promover gestiones relativas a la organización o funcionamiento del 
servicio a su cargo o de su situación administrativa o de la de sus funcionarios, de 
otro modo que por escrito y ante el jerarca respectivo. 


Artículo 34, (Deber de vigilancia).- Siempre que un Fiscal, conociendo en un 
asunto en trámite, encontrare en la actuación y procedimiento de un Juez o Tribunal 
mérito suficiente en su concepto, para la imposición de corrección disciplinaria, deberá 
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hacer denuncia circunstanciada del caso ante el Fiscal de Corte y Procurador General 
de la Nación, para que éste proceda según lo viere del caso corresponder. 


Artículo 35. (Cese).- Los titulares del Ministerio Público y Fiscal cesarán en el 
desempeño de sus respectivos cargos: 


1) Por haber cumplido los setenta años de edad. 
2) Por jubilación o renuncia aceptada. 

3) Por destitución. 

4) Por inhabilitación psíquica, fisica o moral, 


5) Por la aceptación de un desempeño público o privado incompatible con el ejercicio 
del Ministerio Público y Fiscal. 


CAPITULO Vil 
DISPOSICIONES GENERALES QUE REGULAN LA ORGANIZACION Y 
FUNCIONAMIENTO DEL MINISTERIO PUBLICO Y FISCAL 
SECCION IV 
ESTRUCTURA INTERNA Y RECESO 


Artículo 36. (Competencia administrativa).- Los magistrados del Ministerio Público 
y Fiscal, sin perjuicio de la superintendencia del Fiscal de Corte y Procurador General 
de la Nación, ejercerán la jefatura de sus respectivas oficinas. Por consiguiente, como 
jerarcas inmediatos de los servicios dependientes, tendrán las atribuciones y deberes 
que les corresponden y además las que esta ley determina. 


Artículo 37. (Receso).- El Ministerio Público y Fiscal tendrá dos periodos de 
receso al año, coincidentes con las Ferias Judiciales. Durante dichos períodos los 
magistrados del Cuerpo gozarán de licencia. 


En el receso, el servicio funcionará en la forma establecida en los artículos 15 
numeral 2, 16 numeral 1 y 7 numeral 4. 


CAPITULO VIII 
DE LA DISCIPLINA DEL MINISTERIO PUBLICO Y FISCAL 


Artículo 38. (Corrección disciplinaria).- Habrá lugar a corrección disciplinaria de los 
Fiscales del Ministerio Público y Fiscal en los mismos casos y con las sanciones que la 
ley prevé para los jueces, habida cuenta de sus funciones y en lo aplicable. 


Artículo 39. (Vigilancia correctiva).- Sin perjuicio de las atribuciones que la ley les 
confiere para mantener el orden de los procesos y la policía de las audiencias, los 
Jueces y Tribunales no pueden corregir disciplinariamente a los magistrados del 
Ministerio Público y Fiscal. 


Sin embargo, cuando dichos magistrados, en el ejercicio de sus funciones, no 
cumplan con los deberes de su cargo, o comprometan el honor, la delicadeza o la 
dignidad del mismo, los Jueces y Tribunales pondrán esos hechos en conocimiento del 
Fiscal de Corte, salvo que se trate de faltas cometidas por éste, en cuyo caso será la 
Suprema Corte de Justicia quien las noliciará al Poder Ejecutivo. 
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CAPITULO 1X 
DISPOSICIONES COMPLEMENTARIAS Y TRANSITORIAS 


Artículo 40. Lo dispuesto en el artículo 27 de la presente ley no es aplicable a los 
funcionarios técnicos del Ministerio Público y Fiscal que a la fecha de su publicación 
ocupen cargos respecto de los cuales no rija incompatibilidad alguna. 


Artículo 41. Los actuales Fiscales Adjuntos que no fueren designados Fiscales 


Letrados Adjuntos, continuarán ejerciendo sus funciones como hasta el presente y 
hasta su cese, en las respectivas Fiscalías. 


Artículo 42. Comuníquese, etc. 


430-C.S. CÁMARA DE SENADORES 8 de noviembre de 2016 


CONVENCION INTERAMERICANA SOBRE 
OBLIGACIONES ALIMENTARIAS 


AMBITO DE APLICACION 
Artículo 1 
La presente Convención tiene como objeto la determinación del derecho aplicable 
a las obligaciones alimentarias, así como a la competencia y a la cooperación 
procesal internacional, cuando el acreedor de alimentos tenga su domicilio o 
residencia habitual en un Estado Parte y el deudor de alimentos tenga su domicilio o 
residencia habitual, bienes o ingresos en otro Estado Parte. 


La presente Convención se aplicará a las obligaciones alimentarias respecto de 
menores por su calidad de tales y a las que se deriven de las relaciones 
matrimoniales entre cónyuges o quienes hayan sido tales. 

Los Estados podrán declarar al suscribir, ratificar o adherir a esta Convención que 
la restringen a las obligaciones alimentarias respecto de menores. 

Artículo 2 

A los efectos de la presente Convención se considerará menor a quien no haya 
cumplido la edad de dieciocho años. Sin perjuicio de lo anterior, los beneficios de 
esta Convención se extenderán a quien habiendo cumplido dicha edad, continúe 
siendo acreedor de prestaciones alimentarias de conformidad a la legislación 
aplicable prevista en los Artículos 6 y 7. 

Artículo 3 

Los Estados al momento de sucribir, ratificar o adherir a la presente Convención, 
así como con posterioridad a la vigencia de la misma, podrán declarar que esta 
Convención se aplicará a las obligaciones alimentarias en favor de otros acreedores; 
asimismo, podrán declarar el grado de parentesco u otros vínculos legales que 
determinen la calidad de acreedor y deudor de alimentos en sus respectivas 
legislaciones. 

Artículo 4 

Toda persona tiene derecho a recibir alimentos, sin distinción de nacionalidad, 
raza, sexo, religión, filiación, origen o situación migratoria, o cualquier otra forma de 
discriminación. 

Artículo 5 
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Las decisiones adoptadas en aplicación de esta Convención no prejuzgan acerca 
de las relaciones de filiación y de familia entre el acreedor y el deudor de alimentos. 
No obstante, podrán servir de elemento probatorio en cuanto sea pertinente. 


DERECHO APLICABLE 
Artículo 6 


Las obligaciones alimentarias, así como las calidades de acreedor y de deudor de 
alimentos, se regularán por aquel de los siguientes órdenes jurídicos que, a juicio de 
la autoridad competente, resultare más favorable al interés del acreedor: 


a. El ordenamiento jurídico del Estado del domicilio o de la residencia habitual 
del acreedor; 


b. El ordenamiento jurídico del Estado del domicilio o de la residencia habitual 
del deudor. 


Artículo 7 


Serán regidas por el derecho aplicable de conformidad con el Artículo 6 las 
siguientes materias: 


a. El monto del crédito alimentario y los plazos y condiciones para hacerlo 
efectivo; 


b. La determinación de quienes pueden ejercer la acción alimentaria en favor del 
acreedor, y 
c. Las demás condiciones requeridas para el ejercicio del derecho de alimentos. 
COMPETENCIA EN LA ESFERA INTERNACIONAL 
Artículo 8 
Serán competentes en la esfera internacional para conocer de las reclamaciones 
alimentarias, a opción del acreedor: 
a. El juez o autoridad del Estado del domicilio o de la residencia habitual del 
acreedor; 
b. El juez o autoridad del Estado del domicilio o de la residencia habitual del 
deudor, o 
c. Eljuez o autoridad del Estado con el cual el deudor tenga vínculos personales 
tales como: posesión de bienes, percepción de ingresos, u obtención de 
beneficios económicos. 
Sin perjuicio de lo dispuesto en este artículo, se considerarán ¡igualmente 
competentes las autoridades judiciales o administrativas de otros Estados a 
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condición de que el demandado en el juicio, hubiera comparecido sin objetar la 
competencia. 


Artículo 9 


Serán competentes para conocer las acciones de aumento de alimentos, 
cualesquiera de las autoridades señaladas en el Artículo 8. Serán competentes para 
conocer de las acciones de cese y reducción de alimentos, las autoridades que 
hubieren conocido de la fijación de los mismos. 


Artículo 10 


Los alimentos deben ser proporcionales tanto a la necesidad del alimentario, 
como a la capacidad económica del alimentante. 


Si el juez o autoridad responsable del aseguramiento o de la ejecución de la 
sentencia adopta medidas provisionales, o dispone la ejecución por un monto inferior 
al solicitado, quedarán a salvo los derechos del acreedor. 

COOPERACION PROCESAL INTERNACIONAL 

Artículo 11 


Las sentencias extranjeras sobre obligaciones alimentarias tendrán eficacia 
extraterritorial en los Estados Parte si reúnen las siguientes condiciones: 


a. Que el juez o autoridad que dictó la sentencia haya tenido competencia en 
esfera internacional de conformidad con los Artículos 8 y Y de esta 
Convención para conocer y juzgar el asunto; 


b. Que la sentencia y los documentos anexos que fueren necesarios según la 
presente Convención, estén debidamente traducidos al idioma oficial del 
Estado donde deban surtir efecto; 

c. Que la sentencia y los documentos anexos se presenten debidamente 
legalizados de acuerdo con la ley del Estado en donde deban surtir efecto, 
cuando sea necesario; 

d. Que la sentencia y los documentos anexos vengan revestidos de las 
formalidades externas necesarias para que sean considerados auténticos en 
el Estado de donde proceden; 

e. Que el demandado haya sido notificado o emplazado en debida forma legal 
de modo sustancialmente equivalente a la aceptada por la ley del Estado 
donde la sentencia deba surtir efecto; 


f. Que se haya asegurado la defensa de las partes, 
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g. Que tengan el carácter de firme en el Estado en que fueron dictadas. En 
caso de que existiere apelación de la sentencia ésta no tendrá efecto 
suspensivo. 

Artículo 12 


Los documentos de comprobación indispensables para solicitar el cumplimiento 
de las sentencias son los siguientes: 


a. Copia auténtica de la sentencia; 


b. Copia auténtica de las piezas necesarias para acreditar que se ha dado 
cumplimiento a los incisos e) y f) del artículo 11, y 


c. Copia auténtica del auto que declare que la sentencia tiene el carácter de 
firme o que ha sido apelada. 


Artículo 13 


El control de los requisitos anteriores corresponderá directamente al juez que 
deba conocer de la ejecución, quien actuará en forma sumaria, con audiencia de la 
parte obligada, mediante citación personal y con vista al Ministerio Público, sin entrar 
en la revisión del fondo del asunto. En caso de que la resolución fuere apelable, el 
recurso no suspenderá las medidas provisionales ni el cobro y ejecución que 
estuvieren en vigor. 


Artículo 14 


Ningún tipo de caución será exigible al acreedor de alimentos por la circunstancia 
de poseer nacionalidad extranjera, o tener su domicilio o residencia habitual en otro 
Estado. 


El beneficio de probeza declarado en favor del acreedor en el Estado Parte 
donde hubiere ejercido su reclamación, será reconocido en el Estado Parte donde se 
hiciere efectivo el reconocimiento o la ejecución. Los Estados Parte se comprometen 
a prestar asistencia judicial gratuita a las personas que gocen del beneficio de 
pobreza. 

Artículo 15 


Las autoridades jurisdiccionales de los Estados Parte en esta Convención 
ordenarán y ejecutarán, a solicitud fundada de parte o a través del agente 
diplomático o consular correspondiente, las medidas provisionales o de urgencia que 
tengan carácter territorial y cuya finalidad sea garantizar el resultado de una 
reclamación de alimentos pendiente o por instaurarse. 
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Lo anterior se aplicará cualquiera que sea la jurisdicción internacionalmente 
competente, bastando para ello que el bien o los ingresos objeto de la medida se 
encuentren dentro del territorio donde se promueve la misma. 

Artículo 16 

El otorgamiento de medidas provisionales o cautelares no implicará el 
reconocimiento de la competencia en la esfera internacional del órgano jurisdiccional 
requirente, ni el compromiso de reconocer la validez o de proceder a la ejecución de 
la sentencia que se dictare. 

Artículo 17 

Las resoluciones interlocutorias y las medidas provisionales dictadas en materia 
de alimentos, incluyendo aquellas dictadas por los jueces que conozcan de los 
procesos de nulidad, divorcio y separación de cuerpos, u otros de naturaleza similar 
a éstos, serán ejecutadas por la autoridad competente aun cuando dichas 
resoluciones o medidas provisionales estuvieran sujetas a recursos de apelación en 
el Estado donde fueron dictadas. 


Artículo 18 


Los Estados podrán declarar al suscribir, ratificar o adherir a esta Convención, 
que será su derecho procesal el que regulará la competencia de los tribunales y el 
procedimiento de reconocimiento de la sentencia extranjera. 


DISPOSICIONES GENERALES 
Artículo 19 


Los Estados Parte procurarán suministar asistencia alimentaria provisional en la 
medida de sus posibilidades a los menores de otro Estado que se encuentran 


abandonados en su territorio. 

Artículo 20 

Los Estados Parte se comprometen a facilitar la transferencia de fondos que 
procediere por aplicación de esta Convención. 
Artículo 21 


Las disposiciones de esta Convención no podrán ser interpretadas de modo que 
restrinjan los derechos que el acreedor de alimentos tenga conforme a la ley del foro. 


Artículo 22 


Podrá rehusarse el cumplimiento de sentencias extranjeras o la aplicación del 
derecho extranjero previstos en esta Convención cuando el Estado Parte del 
cumplimiento o de la aplicación, según sea el caso, lo considerare manifiestamente 
contrario a los principios fundamentales de su orden público. 
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DISPOSICIONES FINALES 
Artículo 23 


La presente Convención estará abierta a la firma de los Estados Miembros de la 
Organización de los Estados Americanos. 


Artículo 24 


La presente Convención está sujeta a ratificación. Los instrumentos de 
ratificación se depositarán en la Secretaría General de la Organización de los 
Estados Americanos. 


Artículo 25 


La presente Convención quedará abierta a la adhesión de cualquier otro Estado. 
Los instrumentos de adhesión se depositarán en la Secretaría General de la 
Organización de los Estados Americanos. 


Artículo 26 


Cada Estado podrá formular reservas a la presente Convención al momento de 
firmarla, ratificarla o al adherirse a ella, siempre que la reserva verse sobre una o 
más disposiciones específicas y no sea incompatible con el objeto y fines 
fundamentales de esta Convención. 


Artículo 27 


Los Estados Parte que tengan dos o más unidades territoriales en las que rijan 
distintos sistemas jurídicos relacionados con cuestiones tratadas en la presente 
Convención, podrán declarar, en el momento de la firma, ratificación o adhesión, que 
la Convención se aplicará a todas sus unidades territoriales o solamente a una o más 
de ellas. 

Tales declaraciones podrán ser modificadas mediante declaraciones ulteriores, 
que especificarán expresamente la o las unidades territoriales a las que se aplicará la 
presente Convención. Dichas declaraciones ulteriores se transmitirán a la Secretaría 
General de la Organización de los Estados Americanos y surtirán efecto treinta días 
después de recibidas. 


Artículo 28 
Respecto a un Estado que tenga en materia de obligaciones alimentarias de 
menores, dos o más sistemas de derecho aplicable en unidades territoriales 
diferentes: 
a. Cualquier referencia al domicilio o a la residencia habitual en ese Estado 
contempla la residencia habitual en una unidad territorial de ese Estado; 
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b. Cualquier referencia a la Ley del Estado del domicilio o de la residencia 
habitual contempla la Ley de la unidad territorial en la que el menor tiene su 
residencia habitual. 


Artículo 29 


Entre los Estados miembros de la Organización de los Estados Americanos que 
fueren Partes de esta Convención y de las Convenciones de La Haya del 2 de 
octubre de 1973 sobre Reconocimiento y Eficacia de Sentencias relacionadas con 
Obligaciones Alimentarias para Menores y sobre la Ley Aplicable a Obligaciones 
Alimentarias, regirá la presente Convención. 


Sin embargo, los Estados Parte podrán convenir entre ellos de forma bilateral la 
aplicación prioritaria de las citadas Convenciones de La Haya del 2 de octubre de 
1973, 


Artículo 30 


La presente Convención no restringirá las disposiciones de convenciones que 
sobre esta misma materia hubieran sido suscritas, o que se suscribieren en el futuro 
en forma bilateral o multilateral por los Estados Partes, ni las prácticas más 
favorables que dichos Estados pudieren observar en la materia. 


Artículo 31 


La presente Convención entrará en vigor el trigésimo día a partir de la fecha en 
que haya sido depositado el segundo instrumento de ratificación. 


Para cada Estado que ratifique la Convención o se adhiera a ella después de 
haber sido depositado el segundo instrumento de ratificación, la Convención entrará 
en vigor el trigésimo día a partir de la fecha en que tal Estado haya depositado su 
instrumento de ratificación o adhesión. 


Artículo 32 


La presente Convención regirá indefinidamente, pero cualquiera de los Estados 
Parte podrá denunciarla. El instrumento de denuncia será depositado en la 
Secretaría General de la Organización de los Estados Americanos. Transcurrido un 
año, contado a partir de la fecha de depósito del instrumento de denuncia, la 
Convención cesará en sus efectos para el Estado denunciante, quedando 
subsistente para los demás Estados Parte. 


Artículo 33 


El instrumento original de la presente Convención, cuyos textos en español, 
francés, inglés y portugués son igualmente auténticos, será depositado en la 
Secretaría General de la Organización de los Estados Americanos, la que enviará 
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copia auténtica de su texto a la Secretaría de las Naciones Unidas, para su registro y 
publicación, de conformidad con el Artículo 102 de su Carta constitutiva. La 
Secretaría General de la Organización de los Estados Americanos notificará a los 
Estados miembros de dicha Organización y a los Estados que hayan adherido a la 
Convención, las firmas, los depósitos de instrumentos de ratificación, adhesión y 
denuncia, así como las reservas que hubiere. También transmitirá las declaraciones 
previstas en la presente Convención, 


HECHA EN LA CIUDAD DE MONTEVIDEO, REPUBLICA ORIENTAL DEL 
URUGUAY, el día quince de julio de mil novecientos ochenta y nueve. 
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CONVENIO SOBRE LA OBTENCIÓN DE ALIMENTOS EN EL 
EXTRANJERO ELABORADO EN EL SENO DE LOS 
NACIONES UNIDAS EL 20 DE JUNIO DE 1956, EN LA CIUDAD 
DE NUEVA YORK 


CONVENIO sobra la oblención de alimantos en al extranjero elaborado en el seno de los Naciones Unidas el 20 de junio 
de 2956, en la cludad de Nueva York. 


Preámbulo. 


Considerando que es urgente la solución del problema humanitario originado por la situación de las personas sin recursos 
que llenen derecho a odlener alimentos de olras que se encuentran en el extranjero. 


Considerando qua el ejercicio en el axtranjero de acciones sobre prestación de alimentos o la ejecución en el extranjero 
de decisiones relativas a la obligación de prestar alimentos suscita graves dificultades legales 5 de orden prádlco. 


Dispuestas a establecer los medios conducentes a resolver ese problema y a subsanar las mencionadas dificultades. 
Las Partes Contratantes han convenido lo siguiente: 
Artículo 1. Alcance de la Convención. 


1. La finalidad de la presente Comrención es faciilar a una persona, llamada en lo sucesivo demandante, que se 
encuentra en el territorio de una de las Partes Contratantes, la obtención de los alimentos que protende toner derecho a 
recibir de ora persona, llamada en lo sucesivo demandado, que está sujeta a la jurisdicción de otra Parte Contratante. 
Esta finalidad se perseguirá mediante las servicios de Organismos llamados en lo sucesivo Autoridades Remitentes e 
Instituciones Intermediarias, 


2. Los medios Jurídicos a que se refiere la presente Convención son adicionales a cualesquiera otros medios que puedan 
ulilizarse conforme al Derecho interno o al Derecho internacional y no sustilutivos de los mismos. 


Artículo 2. Designación de Organismos. 


1. En el momento de depositar el instrumento de ratificación o adhesión cada Parte Contralante designará una o más 
Autoridades judiciales o administrativas para que ejerzan en su terítorio las funciones de Autoridades Remitentes. 


2. En el momento de depositar el instrumento de ratificación o adhesión cada Parte Contratante designará un Organismo 
público o privado para que ejerza en su territorio las funciones de Institución intermediaria. 


3. Cada Parte Contratante comunicará sin demora al Secretario general de las Nacionos Unidas las designaciones hechas 
conforme a lo dispuesto en los párrafos 1 y 2 y cualquier modificación al respecto. 


4. Las Autoridades Ramitentes y las Iinsiltuciones Intermediarias podrán comunicarse directamente con las Autoridades 
remitentes y las Instituciones Intermediarias de los demás Partes Contratantes. 


Artículo 3. Solicitud a la Autoridad Remitente. 


1. Cuando el demandante se encuentre en el territorio de una de las Partes Contratantes, denominada en lo sucesivo 
Estado del demandante, y el demandado esté sujeto a la Jurisdicción de otra Parte Contratante, que se denominará 
Estado del demandado, el piero pod presentar una acticliad e la Autoridad Hamllento de su Bolado eneamicada e 
oblener aumentos del demandado, 


2. Cada Parie Contratante informará al Secretario general acerca ele los elementos de prueba normalmente exigidos por 
la Ley del Estado de la Institución Intermediarla pora Justificarla demanda do prestación de alimentos, de la forma en que 
la prueba debo ser presentada para ser admisible y de cualquier otro requisito que haya de satisfacarsa de conformidad 
con esa Ley. 


3. La solicitud debará ir acompañada de todos los documentos pertinentes, inclusive, en caso necesario, un pode" que 
autorice a la Institución intermediaria para actuar en nombre del demandante o para designar a un tercero con ese objeto. 
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Se acompañará también una fotografía del damandante y, de ser posible, una fotografía del demandado. 


4. La Autoridad Remitente adoptará las medidas a su alcance para asegurar el cumplimiento de los requisitos exigidos 
la Lay del Estado de la institución intermediarta, Sin perjuicio de lo que disponga dicha Ley, la solicitud expresará: 


a) El nombre y apellido del dernandante, su dirección, fecha de nacimiento, nacioralidad y ocupación, y, en su caso, el 
nombre y dirección de su representante legal; 

b) El nombre y apellido del demandado y, en la medida en que sean conocidas por el demandante, sus direcciones 
durante los úlimos cinco años, su fecha de nacimiento, nacionalidad y ocupación; 


O Una exposición detallada de los motivos en que se funda la pretensión del demandante y del objeto de ésta y 
cualesquiera olros datos pertinentes, tales como los relafivos a la situación económica y famillar del demandante y el 


demandado. 
Artículo 4. Transmisión de los documentos. 


La Autoridad Rerritente Iransmitirá los documentos a la Institución intermediaria del Estado del demandado, a menos que 
considero que la solicitud no ha sido formulada de buena fe. 


2. Antes de transmitir estos documentos la Autoridad Reclamante se cerciorará de que los mismos reúnen los requisitos 
de forma de acuerdo con la Ley dal Estado del demandante. 


3. La Autoridad Remitente podrá hacer saber a la Institución intermediaria su opinión sobre los mérilos de la pretensión 
del demandanle y recomendar que se conceda a éste asistencia juridica gratuita y exención de costas. 


Artículo 5. Transmisión de sentencias y otras actos Judiciales. 


1. La Autoridad Remitente transmitirá, a solicitud del demandante y de conformidad con las disposiciones del artículo 4, 
cuniquier decisión provisional o definitiva, o cualquier otro acto judicial que haya intervenido an maleria de alimentos en 
favor del demandante en un Tribunal competente de cualquiera de las Partes Contratantes, y si fuera necesario y posible 
copla de las actuaciones en que haya recaldo esa decisión. 


2. Las decisiones y actos Judiciales a que se roñiere ol párrafo precedente podrán ser transmitidos para reemplazar o 
compietar los documentos mencionados en el artículo 3. 


3. El procodimiento provisto en el artículo 6 podrá inclulr, conforme a la Ley del Estado del demandado, el exequátur o el 
registro o una nueva acción basada an la decisión transmitida en virtud de lo dispuesto en el párrafo 1. 


Artículo 6. Fundones de la Institución intermediaria. 


1. La insátución intermediaria, actuando siempre dentro de las faculades que le haya conferido el demandante, lomará 
todas las medidas apropiadas para obtener el pago de alimentos, inclusive por transacción, y podrá, en caso necesario, 
iniciar y proseguir una acción de alimentos y hacor ejecutar cualquier sentencia, decisión u otro acto Judicial. 


2. La Insftución intermediaria tendrá convenientemente informada ala Autoridad Remitente. Si no pudiere actuar, le hará 
saber los motivos de ello y le devolverá la documentación. 


3. No obstante cualquier disposición de esta Convención, la Ley aplicable a la resolución de las acciones de alimentos y 
de toda cuestión que surja con ocasión de la misma será la Ley del Estado del demandado, inclusive el Derecho 


Internacional privado de ese Estado, 
Artículo 7. Exhortas. 
Si las Leyes de las dos Partes Contratantes interesadas admiten exhortes, se aplicarán las disposiciones siguientes; 


a) El Tribunal que conozca de la acción de alimentos podrá enviar exhortas para obtener más pruebas, documentales o de 
otra especie, al Tribunal competente de la otra Parte Contratante o a cualquier otra Autoridad o Institución designada por 
la Parte Cortralante en cuyo territorio haya de difigenciarsa el exhorto. 


b) A fin de que las partes puedan asistir a este procedimiento o estar representadas en él la Autoridad requerida deberá 
hacer saber a la Institución Intermediaria, a la Autcridad Remitente que corresponda y al demandado la fecha y el lugar en 


que hayan de practicarse las diligencias solicitadas. 
€) Los exhortes deberán cumplimentarse con la diligencia debida, y si a los cualro meses de recibido wn exhorto por la 
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Autoridad requerida no se hubiere diligenciado deberán comunicarse a la Auloridad requirente las razones a que 
obedezca la demora o la falta de cumplimiento. 


4d) La tramitación del exhorto no dará lugar al reembolso de derechos o costas de ninguna clase. 
e) Sólo podrá negarse la Iramitación del exhorto: 
1) Si no se hublere establecido la autenticidad del documento; 


2) Si la Parte Contratante en cuyo territorio ha de diligenciarse el exhorto Juzga que la tramitación de éste menoscabaría 
su soberanía o su seguridad, 


Artículo 8. Modificación do decisiones judiciales. 


Las disposiciones de la presente Convención se aplicarán asimismo a las solicitudes de modificación de decisiones 
Judiciales dictadas en materia de prestación de alimentos. 


Artículo 9, Exenciones y putilidades. 


1. En los procedimientos regidos por esta Convención los demandantes gozarán del mismo trato y de las mismas 
exenciones de gastos y costas olorgadas por la Lay del Estado en que se efectúe el procedimiento a, sus nacionales o a 
sus residentes. 


2. No podrá imponerse a los demandantes, por su condición de extranjeros o flor carecer de residencia, caución, pago o 
depósito alguno para garantizar al pago da costas o cualquier otro cargo. 


3. Las Autoridades Remilentes y las Instituciones Imermediarias no percibirán remuneración de ninguna clase por los 
servicios proslados de conformidad con esta Convención, 


Artículo 10. Transferencias de fondos. 


La Parte Contratante cuya legislación imponga restricciones a la transferencia de fondos al extrarjero concederá la 
máxima prioridad a la transferencia de fondos destinacos al pago de alimentos o a cubrir los gastos a que den lugar los 


procedimientos previstos en esta Convención, 
Artículo 11. Cláusula relativa a los Estados fedoralos 
Con respecto a los Estados federales o no unitarios, se aplicarán las disposiciones siguientes: 


a) En lo concerniente a los artículos de esta Convención cuya aplicación dependa de la acción legislativa del poder 
or. , las obligaciones del gobierno federa] serán, en esta medica, las mismas que las de las Partes que no 
son federales. 


A e e pp pe ci e, PI 
Estados, provincias o cantones constituyentes que, en virtud del régimen constitucional de la federación, no están 

mr a ad goblerno feceral, a la mayor brevedad posible y con recomendación favorable, 

comunicará el texio de dichos artículos a las autoridades competentes de los Estados, provincias o cantones, 


c) Todo Estado federal que sea Parte en la presente Convención proporcionará, a solicitud de cualquiera olra Parte 
Contratante que le haya sido transmitida por el Secretario general, un resumen de la legislación y de las prácticas vigentes 
en la federación y en sus entidades constitutivas con respecto a determinada disposición de la Convención, indicando 
hasta qué punto, por acción legislativa a de otra Indole, se ha aplicado tal disposición, 


Artículo 12, Aplicación territorial. 


Las disposiciones de la presente Convención se aplicarán igualmente a todos los territorios no autónomos o en 
fideicomiso y a todos los demás territorios de cuyas relaciones internacionales sea responsable una Parte Contratante, a 
menos que dicha Parto Contratanto, al ratificar la Convención o adherirse a ella, haya declarado que no se aplicará a 
determinado territorio o territorios que están en esas condiciones. Toda Parte Contratante que haya hecho esa 
declaración podrá en cualquier momento posterior extender la aplicación de la Convención al territorio o territorios así 
excluidos, o a cualquiera do ellos, mediante notificación al Secretario general. 


Artículo 13. Firma, ratificación y adhesión. 
1. La presente Convención quedará abierta hasta el 31 de diciembre de 195€ a la firma de lodo Miembro do las Naciones 
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Unidas, de todo Estado no miembro que sea parte an el Estatuto de la Corte Intemacional de Justicia o miembro de un 
organismo especializado, y de todo otro Estado no miembro que haya sido Invitado por el Consejo Económico y Social a 
participar en la Convención. 


2. La presente Convención será ratificada. Los instrumentos de rafificación serán depositados en peder del Secretario 
general. 


3. Cualquiera de los Estados que se mencionan en el párrafo 1 de este artículo podrá adherirse a la presente Convención 
en cualquier momento. Los Instrumentos de adhesión serán depositados en pcder del Secratario General. 


Artículo 14, Entrada cu vigor. 


1. La presente Convención entrará en vigor el trigésimo día siguiente a la fecha en que se haya efectuado el depósilo del 
tercer instrumento de ratificación o de adhesión con arreglo a lo previsto en el artículo 13. 


2. Con respecto a cada uno de los Estados que la ratífiquen o se adhieran a ella después del depósito del tercer 


instrumento de rallficación o adhesión, la Convención entrara, en vigor treinta días después de la (echa en que dicho 
Estado deposile su instumenio de ratificación o de adhesión. 


Artículo 15, Denuncia. 


E e O le cr e parce 
General. Dicha denuncia podrá referirse también a lodos o a algunos de los territorios mencionados en el artículo 12. 


2. La denuncia surtirá efecto un año después de la fecha en que el Secretario general reciba la notificación, excepto para 
los casos que se estén sustanciando or. la fecha en que entre en vigencia dicha denuncia. 


Artículo 16. Solución de controversias. 
Si surgiere entre Partes Contratantes una controversia respecto a la Interpretación o aplicación de la presente 
Convención, y si tal controversia no pudiere ser resuelta por otros medios, será sometida a la Corte internacional de 


Justicia. La controversia será planteada ante la Corte mediante la notificación del compromiso concertado por las Partes 
en la controversia, o unilateralmente a solicitud de una de ellas. 


Artículo 17. Reservas. 

1. Si un Estado formula una reserva relallva a cualquier artículo de la presente Convención en el momento de depositar. 
el instrumento de ralificación o de adhesión, el Secretario general comunicará el texto de la reserva a las demás Partes 
Contratantes y a todos los demás Estados mencionados en el artículo 13, Toda Parte Contratante que se oponga a la 
reserva podrá notificar al Secretario general, dentro del plazo de noventa días, contados a partir de la fecha de la 
comunicación, que no acepía dicha reserva, y en tal caso la Convención no entrará en vigor entre el Estado que haya 
objetado a reserva y el que la haya formulado, Todo Estado que se adhiera posteriormente a la Convención podrá hacer 
esta nolifcación en el momento de depositar su Instrumento de adhesión. 


2. Toda Parte Contratante podrá relirar en cualquier momento una reserva que haya formulado anteriormente y deberá 
notificar esa decisión al Socrotario genoral. 


Artículo 18, Reciprocidad 


Una Parte Contratante no podré Invocar las disposiciones de la presente Convención respecto de otra Parte Contratante 
sino en la medida en que ela misma esté obligada. 


Artículo 19, Notificaciones del Secretario general. 


1. El Secretario general nollficará a todos los Estados Miembros de las Naciones Unidas y a los Estados no miembros 
mencionados en el artículo 13: 


a) Las comunicaciones previstas en el párrafo 3 del artículo 2. 

b) Las informaciones recibidas conformo al párrafo 2 del artículo 3. 

€) Las declaraciones y notificaciones hechas conforme al artículo 12. 

d) Las firmas, ratificaciones y adhesiones hechas conforme al artículo 13. 
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e) La fecha en que la Convención haya entrado en vigor, conforme a las disposiciones del párrafo 1 del artículo 14. 
f) Las denuncias hechas conforme al articulo 1 del párrafo 15. 
9) Las reservas y nolíficaciones hechas conforme al artículo 17. 


2. El Secretario general nofíficará también a todas les Partes Contratantes las solicitudes de revisión y las respuestas a 
las mismas, hechas conforme a lo dispuesto en el artículo 20. 


Artículo 20, Revisión, 


4. Toda Parte Contratante podrá pedir en cualquier momento la revisión de la presente Convención, mediante nolificación 
dirigica al Secretario general. 

2. El Secretario general lransmitirá dicha notificación a cada una de las Partes Contratantes y le pedirá que manifieste 
dentro de un plazo de cuatro meses sí desea reunión de una conferencia para considerar la revisión propuesta. Si la 
mayoría de las Partes Contratantes responde en sertido afirmativo, dicha conferencia será convocada por el Secretario 
general. 

Artículo 21, Idiomas y depósito de la Convención, 

El original de la presente Convención, cuyos textos español, chino, francés, inglés y ruso son igualmente auténticos, será 


depositado en poder del Secretario general, quien enviará coplas certificadas conformes a todos los Estados a que se 
hace referencia en el artículo 13, 
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CÓDIGO PENAL 


Ley N* 9.155, 
de 2 de diciembre de 1933. 


LIBRO | - PARTE GENERAL 
TITULO VIII - DE LA EXTINCION DE LOS DELITOS Y DE 
LAS PENAS 
CAPITULO |! - DE LA EXTINCION DEL DELITO 


Artículo 119. (Punto de partida para la computación de los delitos). El término 
empieza a correr, para los delitos consumados, desde el día de la consumación, para 
los delitos tentados, desde el día en que se suspendió la ejecución; para los delitos 
cuya existencia o modalidad requiere diversos actos o diversas acciones -(delitos 
colectivos y continuados)- desde el día en que se ejecuta el último hecho o se realiza 
la última acción; para los delitos permanentes desde el día en que cesa la ejecución. 
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Carp. n.* 554/2016 - rep. n.* 361/2016 - anexo | 


Comparativo entre el proyecto de ley del Poder Ejecutivo y el aprobado por 
la Comisión de Constitución y Legislación de la Cámara de Senadores 
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SEÑOR PRESIDENTE.- En discusión general. 


Tiene la palabra la miembro informante, señora sena- 
dora Ayala. 


SEÑORA AYALA.- Muy buenos días, señor presiden- 
te y señores senadores. 


La Comisión de Constitución y Legislación del Senado 
ha aprobado el presente proyecto de ley, por el que se dicta 
el nuevo estatuto de organización y funcionamiento de la 
Fiscalía General de la Nación, así como su marco legal 
de actuación. Se trata de una herramienta imprescindible 
para transformar a la institución y así poder cumplir con 
las responsabilidades que se le asignaron en la reforma del 
proceso penal, respetando los derechos adquiridos por los 
funcionarios. 


Quiero destacar el amplio consenso obtenido en la 
comisión, ya que se aprobaron prácticamente todos los 
artículos, excepto uno, y agradecer en forma particular 
a la secretaría y a los asesores que trabajaron junto con 
nosotros, así como al Cuerpo de Taquígrafos por su tole- 
rancia. 


A partir de la Ley n.* 19334, de 14 de agostos de 2015, 
la Fiscalía General de la Nación pasó a constituirse como 
servicio descentralizado, encomendándose en el artículo 
12 la elaboración de un nuevo estatuto. Hoy la actua- 
ción de los fiscales continúa rigiéndose por el Decreto 
Ley n.* 15365, de 30 de diciembre de 1982, y por la Ley 
n.” 15750, de 24 de junio de 1985, esta última en cuanto 
le fuere aplicable. Por lo tanto, para adaptar la actuación 
de los funcionarios integrantes de la fiscalía a la nueva 
estructura institucional, así como a los nuevos cometidos 
que se le asignarán, resulta imprescindible la aprobación 
de este nuevo estatuto. 


Como es de conocimiento de este Cuerpo, a partir del 
16 de julio del 2017 comenzará a regir el nuevo Código 
del Proceso Penal, implantándose un proceso penal acu- 
satorio. Este cambio implicará una transformación en la 
forma de trabajo de los distintos operadores jurídicos y de 
la fiscalía en particular, la que cumplirá un rol central en la 
investigación de los delitos, lo que implica necesariamente 
adecuar su régimen estatutario a esta nueva exigencia. 


El proyecto de ley denominado «Organización y Fun- 
cionamiento de la Fiscalía General de la Nación» fue ana- 
lizado minuciosamente por la Comisión de Constitución 
y Legislación, la que recibió invalorables aportes de dis- 
tintas delegaciones, intercambios de ideas y propuestas de 
los señores senadores que la integran, y se aprobaron por 
consenso varias disposiciones. 


El texto puesto a consideración del plenario se desarro- 
lla en 74 artículos organizados en ocho capítulos. 
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El capítulo I comprende los artículos del 1.* al 12. Re- 
gula los principios generales de actuación e incorpora 
los principios de autonomía funcional, unidad de acción, 
independencia técnica, jerarquía, celeridad, responsabili- 
dad, organización dinámica, objetividad, probidad, trans- 
parencia, rendición de cuentas y acceso a la información. 


El capítulo II abarca los cometidos y funcionamien- 
to de la Fiscalía General de la Nación, regulados por los 
artículos 13 a 17. 


En el artículo 13 se incorporan los cometidos asigna- 
dos a la Fiscalía General de la Nación, entre los cuales 
se encuentran fijar, diseñar, ejecutar la política pública de 
investigación y persecución penal en materia de crímenes, 
delitos y faltas, y dirigir su indagatoria; atender y proteger 
a víctimas y testigos de delitos; ejercer la titularidad de 
la acción pública en la forma prevista por la ley, así como 
en las causas que involucran adolescentes infractores y 
la titularidad de la acción fiscal en casos de infracciones 
aduaneras; ejercer la acción civil en los casos expresamen- 
te previstos en la ley; actuar en representación de la socie- 
dad en los asuntos de intereses difusos; intervenir como 
tercero en los casos de violencia doméstica, amenaza o 
vulneración de derechos de niños, niñas y adolescentes. 
Por último, la intervención en el proceso de inconstitucio- 
nalidad de la ley y en las obligaciones alimentarias en el 
extranjero. 


En el artículo 14 se disponen los modos de interven- 
ción de la fiscalía como parte principal o como tercero. Se 
regula, asimismo, el alcance de dicha intervención. 


Por su trascendencia y vinculación con otros artículos 
del proyecto de ley, el análisis del artículo 15 merece una 
consideración especial. Este artículo refiere a la elabora- 
ción de las instrucciones generales de actuación de los 
fiscales, cuyo fundamento se encuentra consagrado en el 
principio de unidad de acción, con el marco que les asigna 
la Constitución de la república y la ley. 


Asimismo, el trabajo realizado en la comisión por to- 
dos sus miembros llevó a que se elaborara una definición 
de estas directrices de actuación, a la que se arribó por 
unanimidad y consenso de todos los partidos políticos que 
la integran. Es imprescindible la utilización de estas ins- 
trucciones o directrices de actuación para que el servicio 
pueda cumplir a cabalidad con el nuevo cometido que tie- 
ne asignado a partir del julio del próximo año. 


La elaboración de las denominadas instrucciones ge- 
nerales estará a cargo del Consejo Honorario de Instruc- 
ciones Generales. Deberán ser adoptadas en forma precep- 
tiva y vinculante por el señor fiscal de corte y procurador 
general de la nación, y comunicadas por escrito a cada 
uno de los fiscales y a la Asamblea General. No podrán 
referirse a causas particulares, y los fiscales están impe- 
didos de apartarse de ellas, sin perjuicio de su derecho a 
formular objeciones de acuerdo al procedimiento estable- 
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cido en el artículo 16, y a excusarse, según lo dispuesto en 
el artículo 57. 


Asimismo, en relación a este artículo vuelvo a desta- 
car el buen trabajo de intercambio que realizamos en la 
comisión para poder llegar a la redacción que estamos 
analizando. 


El artículo 16 está relacionado directamente con el 
artículo precedente y regula el procedimiento previsto 
para el planteo de objeciones a las instrucciones generales. 
En este caso, el fiscal interviniente deberá dejar constan- 
cia de su opinión personal en informe fundado que deberá 
elevarse al fiscal de corte y procurador general de la na- 
ción, quien a su vez comunicará al Consejo Honorario de 
Instrucciones Generales. 


El artículo 17 refiere al relacionamiento de la fiscalía 
con otros organismos públicos, organizaciones no guber- 
namentales y asociaciones públicas y privadas. 


El capítulo III refiere a la estructura orgánica, comple- 
mentándose con la asignación de competencias desarro- 
lladas en el capítulo IV, al que me referiré en su momento. 


El artículo 18 establece la estructura orgánica de la 
Fiscalía General de la Nación. 


En el artículo 19 —que está directamente vinculado 
con lo establecido en el artículo 15- se crea el Consejo 
Honorario de Instrucciones Generales, estableciéndose 
su integración, forma de actuación y cometidos. Dicho 
consejo estará integrado por el fiscal de corte y procura- 
dor general de la nación, que lo presidirá; un represen- 
tante del Poder Ejecutivo; un representante de la socie- 
dad civil designado por el fiscal de corte a propuesta de 
las organizaciones más representativas de la temática a 
tratar; un representante de la Facultad de Derecho de la 
Universidad de la República, y un representante de la 
Asociación de Fiscales del Uruguay. Siendo la elabora- 
ción de las instrucciones generales su principal cometi- 
do, la integración propuesta para este consejo resulta lo 
suficientemente representativa y plural, lo que permitirá 
la complementariedad de aportes en el principal come- 
tido asignado. 


Se establece el régimen para sesionar con un cuórum 
mínimo de tres integrantes más el presidente, que será el 
fiscal de corte, debiendo reunirse por lo menos una vez al 
mes. La toma de decisiones es por mayoría absoluta del 
total de componentes. 


El artículo 20 establece la integración de la Fiscalía 
General de la Nación, encontrándose incluidos el fiscal 
de corte y procurador general de la nación y, además, los 
fiscales que integran actualmente la estructura de la ins- 
titución. 
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Lo establecido en el capítulo anterior se complementa 
con lo dispuesto en el capítulo IV, referido a las competen- 
cias, que comprende los artículos 21 al 43. 


En el artículo 21 se consagra la competencia funcional 
en el orden administrativo del fiscal de corte en su doble 
rol: como fiscal de corte y como director general del ser- 
vicio. 


La competencia funcional en el orden jurisdiccional 
está prevista en el artículo 22. Refiere a la representación 
de la Fiscalía ante la Suprema Corte de Justicia, tanto en la 
competencia privativa como originaria, y su intervención 
en la declaración de inconstitucionalidad. 


El artículo 23 dispone la competencia en el orden fun- 
cional del fiscal adjunto de corte, a quien le corresponde 
asistir al fiscal de corte y procurador general de la nación 
en las tareas técnicas y administrativas del servicio, y su- 
brogarlo tanto en el orden administrativo como jurisdic- 
cional, en el caso de licencia, vacancia temporal o defi- 
nitiva. 


En los artículos 24 a 43 se establecen las competencias 
funcionales y por razón de lugar de cada una de las fisca- 
lías y unidades especializadas centralizadas que integran 
la institución. 


El capítulo V refiere al régimen estatutario entre los 
artículos 44 al 63 del proyecto de ley aprobado en comi- 
sión. 


En el artículo 44 —designaciones y destituciones— se 
establecen los requisitos para la designación y la destitu- 
ción del fiscal de corte y procurador general de la nación, 
de conformidad con lo establecido por el numeral 13 del 
artículo 168 de la Constitución de la república, consagran- 
do así la igualdad en la forma y el mismo método para la 
designación y la destitución. 


El fiscal adjunto de corte, los fiscales letrados de Mon- 
tevideo, los fiscales letrados especializados, los fiscales le- 
trados suplentes, los fiscales letrados departamentales, los 
fiscales letrados adjuntos, los fiscales letrados adscriptos 
y el fiscal letrado inspector serán designados por el Po- 
der Ejecutivo a propuesta del fiscal de corte y procurador 
general de la nación de conformidad con lo establecido 
por el numeral 13 del artículo 168 de la Constitución de la 
república. La destitución de los citados fiscales remite al 
artículo 5.* de la Ley n.* 19334. 


Los concursos se encuentran regulados en el artículo 
45. Como regla general, serán abiertos, salvo en casos ex- 
cepcionales debidamente fundados en los que se podrá 
limitar la convocatoria solo a fiscales y magistrados del 
Poder Judicial. Las bases de los concursos serán elabo- 
radas por el fiscal de corte, y el orden de prelación tendrá 
una vigencia de dos años. Tanto el cargo de fiscal adjun- 
to de corte como el de fiscal letrado inspector no serán 
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concursables. Estos podrán cesar en cualquier momento, 
respetando la carrera funcional y los derechos adquiridos. 


Los requisitos necesarios para la designación de los 
fiscales y el juramento se encuentran establecidos respec- 
tivamente en los artículos 46 y 47, como lo determina la 
Constitución de la república. 


El artículo 48 establece la inamovilidad de los fisca- 
les. Su destitución será por las causales y el procedimien- 
to previsto también en la Constitución de la república, en 
concordancia con lo establecido en el artículo 44 de la 
presente ley. 


La libertad de expresión, asociación y reunión se en- 
cuentra regulada en el artículo 49. 


El artículo 50 —que refiere a las incompatibilidades— 
expresa que el desempeño del cargo de fiscal es incompa- 
tible con el ejercicio profesional, remunerado o no, con el 
desarrollo de actividades industriales, comerciales o agro- 
pecuarias y con el desempeño de toda otra función pública 
o privada retribuida, salvo el ejercicio de la docencia en la 
enseñanza superior, así como con cualquier función públi- 
ca honoraria, a excepción de las conexas con el ejercicio 
del cargo de fiscal. 


Por el artículo 51 se establece la escala de remunera- 
ciones de los fiscales y el artículo 52 refiere a su capaci- 
tación. 


Según lo dispone el artículo 53, los fiscales letrados 
podrán ser trasladados a otras jurisdicciones territoriales 
y a otras materias, por resolución fundada, si las necesi- 
dades del servicio así lo requieren y siempre que no se 
afecten los derechos funcionales adquiridos. 


El régimen de licencia se encuentra regulado en el 
artículo 54. 


Las causales de cese están enumeradas en el artículo 55. 


Los procedimientos de recusación, excusación y abs- 
tención de los fiscales, se encuentran previstos en los 
artículos 56, 57 y 58. 


El artículo 59 refiere a la subrogación. El fiscal adjunto 
de corte subrogará al fiscal de corte y procurador gene- 
ral de la nación en caso de licencia, vacancia temporal o 
definitiva, recusación, excusación y abstención. En caso 
de encontrarse impedido será subrogado por el fiscal que 
resulte sorteado entre los fiscales penales de Montevideo. 
En caso de recusación, excusación o abstención del fiscal 
de corte y procurador general de la nación, se procederá 
a sortear al subrogante entre los fiscales letrados de Mon- 
tevideo. A su vez, los fiscales letrados serán subrogados 
por el fiscal letrado de su misma categoría o por el fiscal 
adjunto o adscripto de la fiscalía subrogada, de acuerdo a 
lo establecido en la reglamentación. 
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Los artículos 60, 61, 62 y 63 refieren a la prerrogati- 
va procesal, deberes funcionales, deber de vigilancia y de 
disciplina en el ámbito procesal. 


El capítulo VI regula todo lo referente al régimen dis- 
ciplinario. Las modificaciones realizadas responden a la 
adecuación de las disposiciones al Estatuto del Funciona- 
rio Público de la Administración Central, Ley n. * 19121, 
de 20 de agosto de 2013, en cuanto le es aplicable. 


El artículo 64 refiere a la potestad disciplinaria respec- 
to a los fiscales remitiéndose a los artículos 70 a 72 y 76 a 
79 del Estatuto del Funcionario Público de la Administra- 
ción Central. 


Por el artículo 65 las faltas se clasifican en leves, gra- 
ves y muy graves. El elenco de las faltas leves se dispone 
en el artículo 66. Las faltas graves se desarrollan en el 
artículo 67 y las muy graves se disponen en el artículo 68. 


En cuanto a los criterios de graduación, se debe tener 
en cuenta lo establecido en el artículo 69. Entre las cir- 
cunstancias que se detallan están el deber funcional vio- 
lentado, la gravedad de los daños causados, el descrédito 
para la imagen de la institución, la jerarquía del funciona- 
rio o la afectación del servicio. 


Respecto a las sanciones, el artículo 70 prevé la amo- 
nestación seguida de apercibimiento, suspensión en el 
ejercicio del cargo, pérdida del derecho al ascenso por uno 
a cinco años, llegando a la sanción más grave que sería la 
destitución en caso de ineptitud, omisión o delito, en este 
último caso, previa venia del Senado. 


El artículo 71 determina las sanciones a aplicar depen- 
diendo del tipo de falta. 


Por último, todo lo referente a las disposiciones varias 
está incluido en el capítulo VII. En el capítulo VII, Dispo- 
siciones varias, el artículo 72 tiene que ver con las nuevas 
denominaciones de las fiscalías. 


Los artículos 73 y 74 refieren a disposiciones transito- 
rias. Las disposiciones contenidas en los literales A, B y 
D del artículo 13 de la presente ley y en los literales A y C 
del artículo 27 del proyecto de ley puesto a consideración 
regirán a partir de la entrada en vigencia del Código del 
Proceso Penal y sus modificativas. 


Los actuales titulares de los cargos de secretario le- 
trado y prosecretario letrado de la Fiscalía General de la 
Nación estarán amparados hasta su cese por el presente 
estatuto en lo que corresponda, manteniendo su derecho a 
la carrera a través del concurso. 


El capítulo VIII contiene un solo artículo: el 75, Dero- 
gaciones. 
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En virtud de lo expuesto, la Comisión de Constitución 
y Legislación tiene a bien poner a consideración el pre- 
sente proyecto de ley. Teniendo en cuenta la actual estruc- 
tura de la Fiscalía General de la Nación y los cometidos 
asignados a partir de la entrada en vigencia del Código 
del Proceso Penal, la aprobación de este nuevo estatuto 
adecua y moderniza la organización y el funcionamiento 
de la institución, y en ese sentido, la comisión aconseja al 
Cuerpo su aprobación. 


Muchas gracias. 
SEÑOR BORDABERRY-- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor se- 
nador. 


SEÑOR BORDABERRY.- Señor presidente: creo que 
antes de entrar a considerar el proyecto de ley hay que des- 
tacar la forma en que se trabajó en la comisión. Me parece 
que todos sus integrantes hicimos un esfuerzo para buscar 
puntos de encuentro, sobre todo para mejorar la redacción. 
Eso surge claramente cuando se compara el proyecto ori- 
ginal con el que finalmente fue aprobado en la comisión, 
que fue objeto de una serie de modificaciones que lo me- 
joraron muchísimo. Ese clima de trabajo y el hecho de que 
nos escucháramos unos a otros, creo que ayudó muchísi- 
mo a que se llegara casi a la unanimidad. Lamentablemen- 
te, en un artículo que nos parece fundamental no nos pusi- 
mos de acuerdo, más por posiciones personales que por el 
mejoramiento de la normativa. El artículo que no vamos a 
acompañar es el número 19, que refiere a la integración del 
Consejo Honorario de Instrucciones Generales. 


Antes de hablar del único artículo que nos separa, creo 
que es mejor mencionar los muchos que nos unen. En ese 
sentido, pensamos que este es un muy buen proyecto de 
ley, que es necesario y, sobre todo, que aclara una cantidad 
de conceptos relativos a la tarea de la Fiscalía General de 
la Nación, en su organización y funcionamiento. Establece 
principios que para nosotros son vitales. Uno de los más 
importantes está en el artículo 5.*, que consagra el princi- 
pio de independencia técnica de los fiscales en el ejercicio 
de sus funciones y lo define como el derecho a no recibir 
órdenes ni recomendaciones de parte de ningún jerarca de 
la institución ni autoridad ajena a la misma, para proceder 
de una determinada manera en cada caso concreto. 


Todos sabemos que el nuevo Código del Proceso Penal, 
que fue aprobado en la legislatura pasada y que va a entrar 
en vigencia entre junio y julio del año que viene —según 
la ley que aprobamos hace algunos meses— otorga a los 
fiscales una nueva posición en el proceso penal, sobre todo 
en la investigación de los hechos delictivos. Esa nueva po- 
sición que adquieren los fiscales es novedosa en la historia 
jurídica de nuestro país. El fiscal es quien va a liderar la 
investigación, quien decidirá si se acusa o no a alguien 
sospechado de haber cometido un delito. Hoy, según el 
viejo Código del Proceso Penal, quien lleva adelante esa 
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actuación presumarial es el magistrado. Por lo tanto, lo 
que hoy se propone es un cambio muy profundo en el pro- 
ceso penal y en la actuación de la Justicia. 


Obviamente, se otorgará a los fiscales poderes que hoy 
no tienen, de ahí la necesidad de asegurar su independen- 
cia técnica. De esa independencia muchas veces depende- 
rá el perseguir o no un delito o el ejercer o no una acción 
penal. Un fiscal, un magistrado o un juez nunca deben ser 
influidos y por eso es importante asegurar ese principio de 
independencia técnica, pero también ese principio muchas 
veces entra en tensión con la unidad de acción que requie- 
re la fiscalía general. En esa tensión entre la necesidad de 
tener unidad de acción y la de asegurar la independencia 
técnica, muchas veces se enfrentan dos derechos: el dere- 
cho a que nadie influya en la actuación del fiscal y en su 
independencia, y el derecho a tener unidad de acción para 
ser más eficaz en la persecución de los delitos por parte del 
organismo. Por ello, en el artículo 4.* también se establece 
ese principio de unidad de acción, lo que nos lleva a algo 
que también es novedoso: las instrucciones generales. 


En este proyecto de ley se aceptan y se crean, por pri- 
mera vez en el régimen jurídico nacional, las instrucciones 
generales. En la comisión discutimos —creo que hasta el 
cansancio— al respecto y logramos definirlas en el artículo 
15 —el viejo artículo 17—, que establece: «Las instruccio- 
nes generales son directrices de actuación destinadas al 
mejor funcionamiento del servicio y al cumplimiento de 
sus cometidos en todas las áreas de competencia de la Fis- 
calía General de la Nación y en particular en las tareas de 
investigación de los hechos punibles y su adecuada priori- 
zación, ejercicio de la acción penal, protección de víctimas 
y testigos, restitución de derechos vulnerados de niñas, 
niños y adolescentes y en todas las acciones tendientes a 
evitar la violencia basada en género». 


¿Qué temor existe con relación a las instrucciones ge- 
nerales? Que a través de ellas se pueda afectar la indepen- 
dencia técnica e influir en cada caso concreto. Incluso —ya 
en términos más generales— se teme que a través de las 
instrucciones generales se pueda dejar sin efecto la perse- 
cución de delitos tipificados en la ley. 


Está claro que como se consagra el respeto a los princi- 
pios de legalidad y de independencia técnica, las instruc- 
ciones generales no pueden dejar sin perseguir delitos es- 
tablecidos en la ley. Obviamente, eso es función exclusiva 
del Parlamento y así está prescrito. También está dispuesto 
que las instrucciones generales nunca pueden influir en la 
independencia técnica que en cada caso concreto tiene el 
fiscal. 


Se preguntará entonces, señor presidente, por qué no 
votamos el artículo 19 si es que estamos de acuerdo con 
lo allí establecido. No lo votamos porque allí se crea un 
Consejo Honorario de Instrucciones Generales —que tiene 
como cometido su elaboración— que estará integrado, en- 
tre otros, por un representante del Poder Ejecutivo y uno 
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de la sociedad civil designado, a sugerencia de las organi- 
zaciones más representativas, por el fiscal de corte y pro- 
curador general de la nación. 


Entendemos que esto es un retroceso —lo decimos con 
todo respeto— respecto a un avance que habíamos logra- 
do en la ley que estableció que la Fiscalía General de la 
Nación era un servicio descentralizado. Esto es mucho 
más profundo de lo que imaginamos porque si el fiscal 
es quien va a definir si se sigue o no una acción penal, 
tiene que ser totalmente independiente para decidirlo. Por 
lo tanto, debemos sacar cualquier otro poder del Estado 
que influya en esa actuación de la fiscalía. Sin embargo, 
con la redacción propuesta introducimos en el Consejo 
Honorario de Instrucciones Generales a un representan- 
te del Poder Ejecutivo. Obviamente, muchas veces sucede 
que hay integrantes del Poder Ejecutivo y de los servicios 
descentralizados, administradores, cuya conducta es ob- 
jeto de sospechas. Entonces, designar a un representante 
del Poder Ejecutivo para dictar instrucciones generales 
no parece ser lo más conveniente. Es más, nos parece que 
va contra principios republicanos y liberales que nuestro 
partido reconoce —creo que todos los partidos los compar- 
timos—, desde su propia fundación, como esenciales en la 
vida política del país. También se suma a un representante 
de la sociedad civil, a sugerencia de organizaciones más 
representativas de la temática a tratar, que será designado 
por el fiscal de corte. 


Aquí también otorgamos al fiscal de corte un poder 
que, entendemos, es excesivo en cuanto a la elaboración 
de las instrucciones generales porque ni siquiera él puede 
introducirse en la independencia técnica de cada fiscal ni 
decirle cuándo tiene que acusar o no; es el fiscal, luego de 
haber estudiado, con independencia en su accionar —de la 
misma forma que la tienen los magistrados—, quien tiene 
que decidir si lleva adelante o no la acción. 


En ese sentido —para no quedarnos en la crítica— pro- 
pusimos seguir las legislaciones que se tomaron como 
fuente en esta creación legal de las instrucciones generales 
en el país. Según se nos informó por quienes elaboraron 
el proyecto de ley, las instrucciones generales que se pro- 
ponen tenían como fuente la Ley n.* 19640 de Chile y la 
Ley n.- 27148 de Argentina. Estas leyes —que establecen 
definiciones de instrucciones generales similares a las que 
están contenidas en el proyecto de ley que hoy aprobare- 
mos— crean también un Consejo Honorario de Instruccio- 
nes Generales. Ahora bien, ni la ley argentina, de 2015, 
ni la chilena, de 1999, incluyen en la integración de ese 
consejo al Poder Ejecutivo, al Poder Legislativo, al Poder 
Judicial ni a ONG alguna, sino a fiscales. 


¿Por qué nos parece que ese es el verdadero balance 
que debe existir? Porque si el fiscal general quiere esta- 
blecer instrucciones, ellas van a influir sobre los fiscales 
que actúen. El balance es que los propios fiscales sean el 
contrapeso para que el fiscal general no intervenga en su 
actuación a través de esas instrucciones generales. 
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En el caso de la ley chilena, ese consejo lo integran 
los fiscales regionales junto con el fiscal general, mientras 
que en el caso de la ley orgánica del ministerio público 
fiscal de Argentina n.* 27148, lo integra el fiscal general 
junto con fiscales designados por las propias asociaciones 
de fiscales, para garantizar que esa independencia técnica 
se mantenga. 


Esperamos poder seguir dando en la Cámara de Repre- 
sentantes esta discusión, que —como dijimos— es mucho 
más profunda de lo que nos imaginamos. 


De acuerdo con la forma en que quedó redactado el 
artículo 19, se otorga un doble poder al fiscal de corte y 
procurador general de la nación, ya que es él quien lo in- 
tegra y es también quien designa a otra persona que lo 
Integra. 


Por tanto, junto con el Poder Ejecutivo van a ser mayo- 
ría, lo que nos hace correr el riesgo de una influencia ex- 
terna en un organismo que debe ser total y absolutamente 
independiente. 


Lamentamos no haber podido llegar a un acuerdo en 
esto porque nos parece que hay caminos para ello. De to- 
dos modos, quiero destacar el avance, ya que en la pro- 
puesta original se daba forma de ley a una comisión que, 
en los hechos, ya está funcionando y está integrada por un 
representante del Poder Ejecutivo, uno del Poder Legisla- 
tivo, uno de la Asociación de Magistrados del ministerio 
público y fiscal, uno de la Facultad de Derecho y uno de 
una ONG elegida por el propio fiscal de corte, y fue él 
mismo quien invitó. 


Quiero dejar constancia de que en el caso del actual 
representante del Poder Legislativo, es nuestro secretario, 
el señor Montero, de quien tengo el más alto de los concep- 
tos por su ecuanimidad y por la forma en que trabaja, pero 
es claro que no es una persona de confianza de nuestro 
partido, sino de otro. 


(Interrupción del señor senador Michelini que no se 
escucha). 


—Pese a eso, me merece la mayor de las confianzas —ha 
sido propuesto como secretario del Senado y votado por 
todos— porque siempre ha actuado con gran ecuanimi- 
dad, y lo destaco. Sin embargo, entiendo que si el Poder 
Legislativo iba a designar a una persona para integrar un 
consejo asesor de la fiscalía, luego de haber conversado 
deberíamos haber buscado a alguien que, por lo menos, 
despertara el consenso de todos los partidos. Tal vez fuera 
el propio señor Montero, pero a nosotros no se nos con- 
sultó cuando se lo designó. Entonces, actualmente, en el 
consejo asesor de la fiscalía está el señor Montero —como 
recién decía el señor senador Michelini, bueno sería que 
fuera de confianza nuestra; es de confianza del Frente Am- 
plio— y también está el secretario de la Presidencia de la 
República, que es de confianza del Poder Ejecutivo y del 
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Frente Amplio. Por lo tanto, en la fiscalía, que tiene que 
ser independiente, hay un consejo consultivo integrado 
por dos delegados de confianza del Frente Amplio y no de 
los otros partidos, y eso es lo que deberíamos prevenir al 
aprobar esta ley. 


Reitero —para que no haya ningún tipo de duda— la 
absoluta confianza que me merece en su trabajo el señor 
Montero, esta no es una objeción a sus cualidades perso- 
nales, que las tiene y son altas, pero me parece que en un 
texto legal deberíamos prever que esas cosas no vuelvan a 
suceder. Lamentablemente, en este no lo estamos hacien- 
do. 


Estoy seguro de que la señora miembro informante 
solicitará que se suprima la lectura de los artículos y se 
voten en bloque. Si así sucediera, vamos a pedir solamente 
el desglose del artículo 19, y con mucha convicción vota- 
remos los demás. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En nombre del Cuerpo, agra- 
decemos la visita de los alumnos de tercer año del liceo 
n.* 30 del Buceo. 


12) LLAMADO A SALA AL SEÑOR MINISTRO 
DE DEFENSA NACIONAL, DOCTOR JORGE 
MENÉNDEZ 


SEÑOR PRESIDENTE.- Con respecto a la convoca- 
toria en régimen de comisión general al señor ministro de 
Defensa Nacional, comunicamos a los señores senadores 
que ha sido confirmada para el día martes 22 de noviem- 
bre, a las 13:00, con la finalidad de considerar la situación 
de las Fuerzas Armadas, de su personal y los desafíos que 
el país enfrenta en la materia. 


13) FISCALÍA GENERAL DE LA NACIÓN 


SEÑOR PRESIDENTE.- Continúa la consideración en 
general del proyecto de ley. 


SEÑOR MIERES.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor se- 
nador. 


SEÑOR MIERES.- Voy a reiterar los conceptos ex- 
presados por los señores senadores que me antecedieron 
en el uso de la palabra —la señora senadora Ayala, que es 
miembro informante, y el señor senador Bordaberry— con 
respecto al trabajo que se realizó en torno a este proyecto 
de ley, que fue realmente muy satisfactorio y provecho- 
so. Trabajamos en profundidad y tuvimos mucha aper- 
tura de cabeza para buscar fórmulas de solución, cuando 
existían algunas diferencias. Se trata de un trabajo técnico 
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con preocupaciones políticas compartidas. Es cierto que 
finalmente hay un artículo que no es poco relevante: el 
que refiere al consejo honorario encargado de establecer 
las instrucciones generales; si bien en la solución final no 
estamos de acuerdo, creo que hubo coincidencia en la pre- 
ocupación por los equilibrios en la distribución de los po- 
deres y facultades de una arquitectura institucional que va 
a ser muy relevante. Esta es una pieza más de un cambio 
global del proceso penal que —tal como señalaba el señor 
senador Bordaberry— va a empezar a regir en julio del año 
que viene y va a tener en la fiscalía a un actor de primera 
línea, de mayor importancia, de particular relieve y con 
mucho poder. Por lo tanto, la distribución del poder den- 
tro de la estructura de la fiscalía adquiere todavía mayor 
relevancia. 


El año pasado, en el marco de los cambios del primer 
año de gobierno, el Poder Ejecutivo envió al Parlamen- 
to el proyecto de ley que constituyó a la fiscalía como un 
servicio descentralizado. Creo que ese es un gran avance, 
porque realmente era un grave error de diseño institucio- 
nal que el ministerio público y fiscal estuviera dentro del 
Poder Ejecutivo, y era algo que varios de nosotros venía- 
mos señalando desde hacía mucho tiempo. Sin duda, el 
paso que se dio fue importante, y el siguiente es construir 
la lógica de funcionamiento, la estructura orgánica de ese 
servicio descentralizado. A su vez, al discutir su diseño es 
muy importante, también, establecer cuánto poder tiene el 
jerarca y, al mismo tiempo, el margen de independencia 
técnica, de autonomía que tienen los fiscales para actuar, 
habida cuenta de que el poder institucional que van a tener 
en el plano judicial va a ser mucho mayor. 


Creo que este hecho estuvo en la cabeza de todos los 
senadores que formamos parte de esta comisión, con in- 
dependencia del origen o la pertenencia partidaria de cada 
uno de nosotros. Eran equilibrios complejos, y tengo la 
convicción de que, casi en su totalidad, fueron resueltos de 
manera satisfactoria y por consenso. 


Reitero: hubo una actitud de escucharnos y de buscar 
fórmulas de acuerdo y de entendimiento con una prioridad 
importante por lo técnico. 


Obviamente, la gran innovación son las instrucciones 
generales, es decir, la incorporación de una figura que 
existe en buena parte de las estructuras de ministerios pú- 
blicos y fiscales del mundo. No es una novedad, Uruguay 
no está incorporando algo distinto y original en la materia; 
es parte de una tendencia internacional en derecho com- 
parado, pero sí es una novedad para la tradición uruguaya, 
porque no las había hasta ahora. Esto tiene lógica por- 
que es relevante que existan orientaciones generales que 
permitan establecer una política criminal que luego —sin 
perjuicio de que todo delito, por el hecho de ser tipifica- 
do como tal por la ley, debe ser perseguible— determine 
prioridades, tiempos y opciones. Y, en ese sentido, lo que 
no debe ocurrir es que esa estructura que es el ministerio 
público y fiscal tenga criterios contradictorios sobre esas 


498-C.S. 


prioridades, sobre esas orientaciones y sobre esas direc- 
tivas que deben estar acompañando el accionar del con- 
junto de los fiscales. Claramente, esto debe separarse —y 
el texto sobre el que estamos discutiendo lo hace— de la 
independencia técnica que cada fiscal tiene para estudiar 
los casos concretos, hacerse un juicio de valor y, por lo 
tanto, para resolver la acusación y sus fundamentos. Se- 
ría absolutamente rechazable que la norma que regula el 
ministerio público y fiscal estableciera potestades para el 
jerarca, o para los sucesivos jerarcas, que pudieran incidir 
en la independencia técnica de cada fiscal que, sin duda, 
debe actuar conforme a su leal saber y entender, y contar 
con las garantías de que esa independencia no va a ser 
afectada por ninguna decisión jerárquica de la estructura 
orgánica del ministerio. De todos modos, sí debe haber 
orientaciones de política criminal que sean compartidas 
por todos. En ese sentido, creo que en la definición de ins- 
trucciones generales y en los equilibrios con respecto a 
ellas se logra la compatibilización entre los principios de 
unidad de acción y de independencia técnica. Este es uno 
de los puntos fuertes del proyecto de ley que está a consi- 
deración del Cuerpo. 


Con lo que no estamos de acuerdo —y en eso coincidi- 
mos con el señor senador Bordaberry— es con la integra- 
ción del Consejo Honorario de Instrucciones Generales, 
en particular, con la incorporación de un representante 
del Poder Ejecutivo. Francamente, nos parece un error de 
diseño institucional que haya un representante del Poder 
Ejecutivo en el ámbito donde se tienen que resolver los li- 
neamientos de política criminal; justamente, va en sentido 
inverso a la decisión que se tomó el año pasado, cuando 
convertimos al ministerio público y fiscal en un servicio 
descentralizado. Se ha dicho que es uno en cinco, pero 
no deja de ser un desequilibrio institucional que merece 
reparos y por lo cual vamos a votar en contra. Hemos he- 
cho todos los esfuerzos de persuasión para conseguir otra 
solución, pero no hemos obtenido éxito. Nos parecía más 
razonable la participación de representantes de la propia 
Asociación de Magistrados del ministerio público y fiscal; 
hay uno, pero quizás habría sido bueno que hubiera dos. 


Pensamos que también debería haber dos representan- 
tes de la Academia, ya que solo hay uno. 


Asimismo, no estamos de acuerdo con incorporar la 
representación del Poder Ejecutivo porque afecta lo que 
buscábamos, es decir, la independencia institucional de 
este Órgano con respecto a los distintos poderes del Es- 
tado. 


Por supuesto, tampoco compartimos la solución que, 
por la vía de los hechos, ha decidido tomar el fiscal de 
corte para crear ese consejo de manera provisoria mien- 
tras no se resuelve la normativa definitiva, puesto que se 
incorpora no solo a un representante del Poder Ejecutivo, 
sino también a uno del Poder Legislativo, solución que es, 
a todas luces, poco entendible. Eso va a ser sustituido por 
este Consejo Honorario de Instrucciones Generales, que 
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es mejor, pero que tiene el problema que mencioné ante- 
riormente. 


Tampoco nos parece muy razonable que haya una re- 
presentación de las organizaciones de la sociedad civil 
cuya elección queda en manos del fiscal de corte. No digo 
esto por entender que no hay que incorporar a las organi- 
zaciones de la sociedad civil, sino porque no nos parece 
correcto que sea resorte del fiscal de corte establecer qué 
organización debe estar presente en ese órgano. 


(Ocupa la presidencia el señor Guillermo Besozzi). 


—En definitiva, sobre ese artículo no hubo consenso y 
por esa razón vamos a solicitar que sea desglosado, para 
que quede constancia de que no lo votamos. Afortunada- 
mente, vamos a dar nuestro voto favorable al resto de la 
normativa. 


Por otra parte, quiero dejar una constancia que tiene 
que ver con el carácter de magistrados de los fiscales. En 
la comisión hubo mucha discusión acerca de si se incluía 
o no la expresión «magistrados fiscales». Cabe aclarar que 
era un reclamo de la Asociación de Magistrados del mi- 
nisterio público y fiscal que eso figurara así en el texto del 
proyecto de ley. El parecer de los integrantes de la comi- 
sión, por consenso, fue que no era necesaria la inclusión de 
la palabra «magistrados», pero sí la idea de que los fiscales 
son magistrados. Esto quiere decir que el estatuto funcio- 
nal que se dibuja a lo largo y ancho del texto legal debe 
dar la idea de magistrados, es decir que dibuja la lógica 
de trabajo, de funcionamiento, que determina claramente 
que no se trata de funcionarios administrativos ni técnicos 
en el sentido genérico del término sino que, en realidad, 
los fiscales tienen una característica que los equipara a los 
magistrados del Poder Judicial. En tal sentido, hay nor- 
mas que tienen que ver con su forma de actuación desde el 
punto de vista laboral, de sus obligaciones de trabajo, de 
sus libertades para tomar decisiones, del principio de in- 
dependencia técnica y, también, desde el punto de vista de 
su remuneración, en la medida en que la norma equipara 
la remuneración de los fiscales a los distintos grados de la 
escala de remuneraciones del Poder Judicial. 


Por mi parte, quiero dejar en claro que estamos votan- 
do este proyecto de ley en el entendido de que los fiscales 
son magistrados y, como tales, tienen el estatuto funcional 
correspondiente y, además, las prerrogativas y derechos 
que corresponden a los magistrados. Eso implica valorar 
no solo el prestigio sino también la jerarquía de su tarea. 
Quiero dejar esto expresamente señalado. 


En síntesis, señor presidente, hemos llevado a cabo un 
trabajo extenso, que nos insumió varias sesiones y muchas 
horas de discusión, pero que nos dejó la sensación —salvo 
por la excepción mencionada— de haber alcanzado un en- 
tendimiento por parte de todos los integrantes de la comi- 
sión, que va a permitir que esta pieza clave para la arqui- 
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tectura del nuevo proceso penal funcione —desde nuestro 
punto de vista— satisfactoriamente. 


Muchas gracias, señor presidente. 
SEÑOR CAMY-.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Guillermo Besozzi).- Tiene la 
palabra el señor senador. 


SEÑOR CAMY.- Señor presidente: en primer térmi- 
no, si se me permite, en mi condición de presidente de la 
Comisión de Constitución y Legislación quiero adherir a 
lo que se ha definido unánimemente por parte de los se- 
nadores que han hecho uso de la palabra —en especial por 
la señora miembro informante— con respecto al ámbito de 
trabajo que se ha generado para tratar este proyecto de ley. 
Dicho trabajo implicó la realización de sesiones ordinarias 
y extraordinarias de la comisión y el desarrollo de largas 
jornadas, en las que debimos adecuarnos a una premura 
que determinaba la importancia de esta iniciativa. 


Por otra parte, quiero remarcar —tal como señaló el se- 
ñor senador Bordaberry- que si analizamos el proyecto de 
ley remitido por el Poder Ejecutivo y lo comparamos con 
el aprobado en la comisión, podemos apreciar claramente 
que para alcanzar este resultado hubo discusión, intercam- 
bio, análisis y modificaciones que se fundamentaron en el 
parecer técnico y en la participación, en más de una opor- 
tunidad, tanto del fiscal de corte como de la Asociación de 
Magistrados del ministerio público y fiscal, así como de 
integrantes de diversas cátedras, cuyos aportes agradece- 
mos. Precisamente, recurrimos a esos profesionales para 
llevar adelante este trabajo que ha posibilitado la votación 
prácticamente unánime de este proyecto de ley. 


El Partido Nacional va a acompañar el proyecto de ley, 
pero no va a votar el artículo 19, por los fundamentos que 
han expresado los señores senadores Bordaberry y Mie- 
res. Como lo dijimos en la comisión, si se hubiera corre- 
gido este artículo 19, tal vez el proyecto podría aprobarse 
por unanimidad. 


Se trata de un tema más profundo que la mera inte- 
gración del Consejo Honorario de Instrucciones Generales 
que crea el artículo 19; tiene que ver con la participación o 
no de otro poder, o de alguien ajeno a la propia fiscalía. En 
la comisión, el señor senador Bordaberry hizo referencia a 
la Ley n.* 19640 de Chile, y a la Ley n.* 27148 de Argenti- 
na. El fiscal de corte también las mencionó en la comisión 
y fueron fuente de inspiración del análisis de este artículo. 
Precisamente, en estas definiciones legales modernas, en 
particular la de Chile, el consejo no está integrado por el 
Poder Ejecutivo o por representantes del Poder Legislati- 
vo, ni siquiera por la llamada sociedad civil organizada. 


Reitero que esto tiene una importancia fundamental y 
novedosa en el proyecto de ley que se va a aprobar. 
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(Ocupa la presidencia el señor Ernesto Agazzi). 


—Incluso, en el proyecto original se promovía la repre- 
sentación del Poder Legislativo, lo que fue discutido en la 
comisión y se llegó a la conclusión de que no era oportuno 
que integrara el consejo. Por el mismo concepto, nos pare- 
ce que esto alcanza también al Poder Ejecutivo. 


No queremos profundizar en el tema —porque ya lo hi- 
cimos en la comisión—, pero sí queremos señalar que no 
acompañaremos el artículo 19 por las mismas razones ex- 
presadas en sala por los senadores que nos precedieron en 
el uso de la palabra, y solicitaremos que sea desglosado, a 
los efectos de poder expresar nuestro voto contrario. 


También hablábamos en comisión sobre la 
particularidad de la representación de la sociedad civil, 
aunque —como lo establecimos de forma clara— no lo ha- 
ciamos en desmedro de la participación de la sociedad ci- 
vil como tal, sino por el hecho de que sea el propio fiscal 
de corte y procurador general de la nación el que defina, a 
su juicio, quién ostenta esa representación de forma más 
legítima. Incluso, nos preguntábamos si va a ser una re- 
presentación cambiante, porque hay organizaciones de la 
sociedad civil que representan de manera específica el co- 
nocimiento de temas puntuales. En la comisión surgieron 
algunas dudas al respecto. Por ejemplo, si se va a asumir 
una decisión respecto a la violencia de género, hay orga- 
nizaciones de la sociedad civil que han tenido un rol de 
vanguardia en el tratamiento de este tema y que han ase- 
sorado al Parlamento debido a su connotado conocimiento 
en la materia. Entonces, nos preguntamos si van a cambiar 
esa legitimidad de la representación en función del tema 
específico y concreto que esté analizando este consejo ho- 
norario. 


Estas eran algunas de las dudas que teníamos y, más 
allá de que nos sentíamos impulsados por el entusiasmo de 
lograr un proyecto de ley muy importante para el país, que 
fue discutido de manera prolongada y con el mejor ánimo 
en todos, no tendremos la oportunidad de acompañar tam- 
bién este artículo. 


Queremos mencionar algo que no es menor: la funda- 
mentación que hiciera la Asociación de Fiscales sobre un 
tema de importancia para ellos, que tiene que ver con la 
denominación de «magistrados» para los magistrados fis- 
cales del ministerio público, tal como señaló el señor sena- 
dor Mieres. A juicio de la Asociación de Fiscales, corres- 
pondía mantener la calificación, no por razones de ornato 
o de decoro, sino por aspectos sustantivos que contribu- 
yen a jerarquizar la función y que están vinculados, fun- 
damentalmente, con el respeto integral y necesario de los 
derechos de este tipo de funcionarios, los magistrados. En 
el derecho comparado hay múltiples legislaciones que dan 
tratamiento de magistrado a los fiscales, como por ejemplo 
en Argentina y en Francia. En nuestro país, esta condición 
fue ostentada desde principios del siglo xx —más de cien 
años—, cuando fue creada la Fiscalía de Corte. Incluso, la 
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Ley n.” 15365, Orgánica del ministerio público y fiscal, 
que está vigente, otorga dicha calidad a los integrantes del 
cuerpo. 


Ortega y Gasset definía la palabra «magistrado» como 
derivada de magis —es decir, el que ostenta el conocimien- 
to, la competencia, el ordenamiento— y stratus, que es el 
equivalente al poder de decisión y el ejercicio. Por tanto, a 
nuestro juicio, esa capacidad de independencia, imparcia- 
lidad, dirección, representación, cumplimiento de funcio- 
nes de persecución penal del Estado —que están sometidas 
a principios exigentes de legalidad, de decoro, de dedica- 
ción exclusiva a la función—, hace necesario mantener la 
calificación de magistrados para estos operadores, por las 
exigencias de este cargo y de esta función. 


La propia legislación francesa llega al punto de con- 
siderar magistrados a los jueces y fiscales penales, y nie- 
ga tal calificación, por ejemplo, a los jueces de la justi- 
cia administrativa. De esta manera, resalta la necesidad 
de preservar tal estado como corolario de la función que 
desarrolla. Cuando analizamos la legislación francesa, 
que posibilita expresamente el pasaje de magistrado de la 
función de juez a la función fiscal, también tenemos que 
referirnos al artículo 236 de nuestra Constitución, que es- 
tablece la posibilidad de que los integrantes del ministerio 
público y fiscal accedan a ser miembros de la Suprema 
Corte de Justicia. Es decir que se reconoce claramente la 
condición de magistrados a los magistrados fiscales en un 
orden de rango constitucional. 


Por tanto, en un proceso penal nos parece importante 
no asimilar como parte a un magistrado fiscal con un abo- 
gado en ejercicio, porque son cosas diferentes. 


Coincidimos en que no es considerable la no inclusión 
expresa, tal como dijera la Asociación de Fiscales en una 
de sus comparecencias a la comisión. Damos por cierto lo 
que decía el senador Mieres y lo que la comisión entendió 
en el sentido de que esta falta de referencia expresa no 
afecta lo que se deduce del artículo 236 de la Constitución; 
el ánimo es no cercenar en absoluto lo que podría implicar 
la no utilización del término al que aludíamos. De todas 
maneras, lo dejamos expresamente establecido aquí para 
que quede en el espíritu cuál fue la intención al aprobar 
este proyecto. 


Luego de hacer estas aclaraciones, señor presidente, 
quiero adherir a los argumentos formulados por los se- 
ñores senadores Bordaberry y Mieres en lo que respecta 
al no acompañamiento del artículo 19, así como ratificar 
expresamente —por todas las coincidencias que tenemos— 
lo que ha señalado, como miembro informante, la señora 
senadora Ayala. 


Por otro lado, como presidente de la comisión quisie- 
ra destacar, no solo el trabajo de sus componentes, sino 
también de los integrantes del Cuerpo de Taquígrafos, de 
la Secretaría, de la Asociación de Magistrados del minis- 
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terio público y fiscal del Uruguay y del fiscal de corte, 
quienes, a través de más de doce arduas sesiones —más las 
extraordinarias—, nos permitieron aprobar este proyecto 
de ley que ingresó el 5 de julio. En el marco de una copio- 
sa carpeta de varias iniciativas importantes que tenemos 
a estudio, estamos logrando el objetivo de darle sanción a 
una norma que regula —ni más, ni menos— la organización 
y el funcionamiento de la Fiscalía General de la Nación. 
No olvidemos que esta dependencia va a tener un rol no- 
vedoso —y a nuestro juicio muy trascendente y que le hará 
muy bien al país—, de acuerdo con la última reforma legal 
que hemos aprobado este año. 


Muchas gracias, señor presidente. 
SEÑORA PAYSSÉ.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra la señora 
senadora. 


SEÑORA PAYSSÉ.- Señor presidente: antes que nada, 
quiero sumarme a todos los comentarios que se han he- 
cho por parte de los senadores y de la senadora preopi- 
nantes en cuanto al trabajo serio, responsable y profundo 
que tuvo lugar en la comisión correspondiente. Asimismo, 
adhiero al reconocimiento al trabajo de la secretaría, sin el 
cual hubiera sido prácticamente imposible llegar en tiem- 
po y forma a esta instancia, porque hubo modificaciones, 
desgloses y oportunidades en las que, incluso, volvimos a 
trabajar sobre lo que ya habíamos resuelto para poder me- 
jorar el producto legislativo que hoy estamos presentando. 
Por supuesto que también quiero reconocer al Cuerpo de 
Taquígrafos, que en innumerables oportunidades hicieron 
casi lo imposible para poder entender esos intercambios 
que, en el fragor del debate, hacían que fuera difícil tomar 
la versión. Sin embargo, con esa profesionalidad que los 
caracteriza, supieron hacerlo. 


Quiero decir que este proyecto de ley fue presentado 
en la Torre Ejecutiva en el marco de los acuerdos con el 
presidente de la república. Habida cuenta de que existía 
una iniciativa sobre la cual se había trabajado, todos los 
integrantes de los partidos políticos acordamos que pasara 
al Poder Legislativo para que este asumiera la responsa- 
bilidad de analizarlo, modificarlo, aprobarlo, etcétera. Así 
fue que comenzamos este trabajo, asumiendo la respon- 
sabilidad de este proyecto, que es uno de los que integran 
esa importante triada que creo va a marcar esta legislatura 
como la que hizo una transformación más que importante, 
necesaria y trascendente, no solo en materia de proceso 
penal, sino también de política criminal. Me refiero a la 
aprobación del Código del Proceso Penal y su puesta en 
práctica —que será a partir de julio del año 2017— a la Ley 
n.? 19334, de creación de la Fiscalía de Corte como orga- 
nismo descentralizado, y a este proyecto de ley que, obvia 
e imprescindiblemente, aborda un estatuto para un orga- 
nismo con características nuevas, que necesita contar con 
una carta orgánica, un estatuto, que lo rija en el marco de 
una nueva forma de institucionalidad. 
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Diría que este proyecto de ley, que contiene 75 artículos 
distribuidos en 8 capítulos, y que —como ya mencionaron 
quienes me precedieron en el uso de la palabra— fue apro- 
bado casi por unanimidad —la excepción la hace el artículo 
19, de creación de un consejo sobre el cual me expresaré 
posteriormente—, hace que podamos concluir que el siste- 
ma político todo ha interpretado la imperiosa necesidad 
de contar con esta modificación sustancial de los procesos 
penales. 


Cabe destacar que el proyecto de ley que ingresó des- 
de el Poder Ejecutivo fue elaborado por un consejo ase- 
sor que, como el propio fiscal de corte lo manifestó en su 
comparecencia del 19 de julio ante la comisión, era un or- 
ganismo de creación propia, a través del primer decreto 
aprobado en el marco de la nueva institucionalidad de la 
Fiscalía de Corte, y que, por lo tanto, no tenía rango legal. 
Ese consejo —tal como lo planteaba el señor senador Bor- 
daberry- tuvo una integración que luego, en el proceso de 
análisis de la comisión, consideramos que no era la más 
adecuada. Habida cuenta de que el tema fue mencionado, 
también quiero aclarar que en esa misma comparecencia el 
fiscal de corte expresó que el doctor Miguel Toma —quien 
había sido designado por el Poder Ejecutivo para integrar 
ese consejo consultivo— prácticamente no tuvo interven- 
ción porque su nombramiento recayó cuando el trabajo ya 
había finalizado, por lo que no participó en los debates. 


En ese consejo consultivo que elaboró el proyecto de 
ley que luego envió el Poder Ejecutivo hubo muchas una- 
nimidades y otras tantas discordias, que en la iniciativa 
original quedaron establecidas oportunamente. Pero creo 
que con el trabajo que se realizó en la comisión se logró un 
producto que, como bien se dijo, es casi unánime —salvo 
por un artículo—, que se centra en lo que se considera que 
debe ser un estatuto moderno. 


En aquella comparecencia del mes de julio, el fiscal 
de corte decía que en Uruguay no ha habido mayores no- 
vedades en materia procesal desde el año 1830 y que esto 
de transformar la fiscalía en algo diferente es totalmente 
imprescindible, además de que viene a saldar una deuda 
que el país tiene, incluso a nivel internacional. 


Después me voy a adentrar en algunos de los artículos, 
pero creo que debemos ver que estamos haciendo una gran 
innovación en cuanto a los alcances que le estamos dando 
a todo este conjunto de normas vinculadas al nuevo pro- 
ceso penal y a la institucionalidad que lo llevará adelante. 


Como bien sostenía el fiscal de corte —y lo comparto—, 
una política pública de seguridad contiene, necesariamen- 
te, cuatro acciones básicas: la prevención, la conjuración 
de los delitos —o sea, la represión inmediata—, la investiga- 
ción criminal y la persecución criminal. Desde ese ámbito, 
me atrevería a decir que casi el noventa por ciento de las 
instrucciones generales —por decir una cifra; no me animo 
a poner números concretos— va a estar vinculado a la ma- 
teria penal, lo que no quiere decir que no pueda haberlas 
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de otra materia. Básicamente será así. Transformar todo 
esto significa también modificar la fiscalía y dotarla de una 
cantidad de elementos que vayan en la dirección que men- 
cioné anteriormente. 


Los temas de la investigación criminal y, eventual- 
mente, de la persecución criminal forman parte de la ló- 
gica de estos nuevos procesos; quiero remarcarlo porque 
me parece prácticamente sustancial. Pero también, y en 
función de ello, hay que priorizar. El propio fiscal de corte 
dice que forma parte de lo que pueden llegar a ser, una vez 
elaboradas las instrucciones generales, las priorizaciones 
en materia de herramientas para llevar adelante la inves- 
tigación y la persecución criminales. Las instrucciones 
generales, señor presidente, no son leyes, y por suerte las 
pudimos describir en el artículo 15 que dice: «Las instruc- 
ciones generales son directrices de actuación destinadas 
al mejor funcionamiento del servicio y al cumplimiento de 
sus cometidos en todas las áreas de competencia de la Fis- 
calía General de la Nación y en particular en las tareas de 
investigación de los hechos punibles y su adecuada priori- 
zación, ejercicio de la acción penal, protección de víctimas 
y testigos, restitución de derechos vulnerados de niñas, 
niños y adolescentes y en todas las acciones tendientes a 
evitar la violencia basada en género». 


Creo que haber alcanzado un consenso en materia de 
definición de las directrices generales —o instrucciones, 
como hemos decidido llamarlas— apunta a zanjar algunos 
dilemas que tenemos planteados acá sobre el artículo que 
las describe. Esas directrices están totalmente unidas al 
consejo, que en su versión original se llamaba consejo ase- 
sor y ahora se denomina Consejo Honorario de Instruc- 
ciones Generales. Para tratar de despejar algunas dudas 
que fueron planteadas en sala, señor presidente, pero que 
también se expresaron en la comisión, quiero hacer alguna 
referencia al lugar institucional que ocupó la fiscalía, el 
ministerio público, hasta que decidimos que fuera descen- 
tralizado: dependía del Poder Ejecutivo. Y ahora se cues- 
tiona que haya un representante del Poder Ejecutivo en un 
consejo que elabora las directrices generales. 


La política criminal, señor presidente, compete al 
Poder Ejecutivo, a este y al que venga en el marco de la 
alternancia de los partidos en el ejercicio de dicho poder 
y de las correspondientes responsabilidades de gobierno. 
Por lo tanto, la política criminal corresponde al programa 
del partido que está en el Gobierno, y la puesta en práctica 
de las herramientas legislativas y los avances para anali- 
zar todo lo que tiene que ver con la investigación criminal 
es lo que forma parte de esas directrices o instrucciones 
generales. 


Quiero decir también, señor presidente, que al cuestio- 
nar esto, o al plantear —con justo derecho— la no votación 
de la integración de ese consejo consultivo, se tendría que 
ir a la propuesta original. Y cuando vamos a la propuesta 
original del Poder Ejecutivo, nos encontramos con que el 
artículo 17 decía —sin definir esas directrices que ahora es- 


502-C.S. 


tán definidas— lo siguiente: «Las instrucciones generales 
que en aplicación del principio de unidad de acción [...] y 
de conformidad con el principio de legalidad [...] elabore 
el Fiscal de Corte...» y reitero «elabore el Fiscal de Corte». 
Me detengo acá, señor presidente, porque cuando vamos al 
texto que ahora tenemos vemos que hay un cambio sustan- 
cial —no solo vinculado a quién elabora las instrucciones 
generales—, que de alguna manera fue consensuado. Todos 
los que integrábamos la comisión teníamos la convicción 
de que no podía ser el fiscal de corte el que elaborara las 
instrucciones, o por lo menos así se planteó. 


En una de sus comparecencias, el fiscal de corte seña- 
ló: «Cuando vinimos acá el consejo consultivo era asesor 
y, básicamente, tenía por finalidad atender temas de ges- 
tión como reglamentos de concursos, bases y tribunales de 
concursos, etcétera. Así fue creado el consejo consultivo 
asesor que hoy funciona dentro del ministerio público por 
creación del fiscal de corte», que es a lo que me referí an- 
tes. Luego el fiscal de corte agregó: «Lo que veo ahora que 
está sobre la mesa es un consejo que ya no tiene esa fun- 
ción, que ya no es más asesor, sino que elabora» —recuerdo 
que dijo: es «elaborativo»— «y, además, elabora instruccio- 
nes generales. Es decir que desde aquella primera compa- 
recencia hasta ahora corrió mucha agua bajo el puente». 
Y yo digo que sí, señor presidente, que corrió mucha agua 
debajo del puente, porque todos los partidos políticos nos 
pusimos de acuerdo en que era más que razonable que las 
instrucciones generales fueran elaboradas por un consejo, 
al que después le pusimos un nombre. Por supuesto que 
ese consejo estaría integrado por el fiscal de corte, pero 
que no sería él, en exclusiva, el que elaborara las instruc- 
ciones generales en el marco de la definición que le dimos. 


Ese consejo tiene un nombre que capaz que no es el 
más lindo, pero es el que determina su cometido. En el 
artículo 19 del proyecto de ley que está a consideración se 
lo denomina Consejo Honorario de Instrucciones Genera- 
les, y allí se establece una integración que, a nuestro juicio, 
de ninguna manera flecha, sesga o desequilibra, sino todo 
lo contrario. Recordemos lo que era el ministerio público y 
fiscal dentro del Ministerio de Educación y Cultura. 


Esta estructura orgánica que le damos al consejo está 
conformada por el fiscal de corte y procurador general de 
la nación; un representante del Poder Ejecutivo —por lo 
que señalé anteriormente—; un representante de la socie- 
dad civil a sugerencia de las organizaciones más represen- 
tativas de la temática a tratar, el cual será designado por el 
fiscal de corte y procurador general de la nación; un repre- 
sentante de la Facultad de Derecho de la Universidad de la 
República y un representante de la Asociación de Fiscales. 
A nuestro juicio, se trata de un consejo, no solo equilibra- 
do, sino también representativo de la sociedad toda y de 
lo que puede ser la necesidad de que esas instrucciones no 
colidan para nada con la independencia técnica ni con la 
unidad de acción que están bien referidas en los artículos 
4. y 52 de este proyecto de ley. 
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Señor presidente: es obvio que el fiscal de corte debe 
integrar ese consejo consultivo, pero deducir que el Poder 
Ejecutivo o la fuerza política que esté en el Gobierno, cual- 
quiera sea ella, va a tener una mayoría que va a flechar este 
consejo consultivo o Consejo Honorario de Instrucciones 
Generales, lo quiero negar profundamente. Discrepo con 
ese criterio y voy a dar algunos argumentos. 


Lo primero, como ya dijimos, es que el fiscal de corte, 
que en el proyecto original elaboraba las directrices gene- 
rales —o instrucciones, como las llamamos ahora—, va a ser 
un integrante más. Además, habrá un integrante del Poder 
Ejecutivo, por lo que expresé anteriormente, vinculado a 
la política criminal. Con respecto al representante de la 
sociedad civil debo decir que actualmente, en todas las 
legislaturas modernas, tiene un lugar; integra los consejos 
consultivos y los consejos asesores, justamente porque es 
la voz de la sociedad civil, la voz de quien está en la mate- 
ria. Y yo me pregunto —el senador Camy hacía referencia 
a ello: en caso de que tengan que establecerse directrices 
generales vinculadas con la investigación criminal so- 
bre violencia hacia las mujeres basada en género o sobre 
violencia doméstica, ¿quién mejor que la Red Uruguaya 
contra la Violencia Doméstica y Sexual para que pueda 
colaborar y enmarcar lo que pueden ser esas directrices 
generales? Y en caso de que hubiera que elaborar ins- 
trucciones generales vinculadas a otra materia, como por 
ejemplo las violaciones de los derechos humanos en varias 
áreas, ¿quiénes mejor que las organizaciones de la socie- 
dad civil, legitimadas y organizadas, que están totalmente 
consustanciadas con esta materia porque es el objetivo de 
su trabajo social? No nos preocupa en absoluto la rotación 
por materia; por el contrario, creemos que legitima mucho 
más la posibilidad de generar las mejores instrucciones 
generales. Pero, además, ¿cuál es el problema de que sean 
designadas por el fiscal de corte? Que en materia de know 
how o de conocimiento —vuelvo a mencionar la violencia 
de género— se solicite la comparecencia de organizacio- 
nes vinculadas al tema, a propuesta de la sociedad civil y 
designadas por el fiscal de corte, es algo que va en conso- 
nancia con la búsqueda de los mejores resultados para esas 
directrices generales. Creo que el hecho de pensar que hay 
algún tipo de flecha para un lado o para el otro al momen- 
to de designar las distintas organizaciones de la sociedad 
civil, no tiene una justificación lógica ni otro alcance, más 
que la duda. ¡Vamos a entendernos! Hoy la sociedad civil 
tiene legitimidad en la medida en que está organizada en 
Anong, entidad que las nuclea. Por ejemplo, recuerdo que 
cuando en esta casa trabajamos lo vinculado a la designa- 
ción de los integrantes de la Institución Nacional de Dere- 
chos Humanos y Defensoría del Pueblo, fueron convoca- 
das las organizaciones de la sociedad civil para que dieran 
su opinión e hicieran sus propuestas y valoraciones. Hoy 
en día, negar la legitimidad de la sociedad civil sería entrar 
en contradicción con otros tantos proyectos o productos 
legislativos que la integran y con acciones que desde esta 
casa llevamos adelante para integrar esa sociedad civil. 
Me podrán decir que aquí estamos los representantes de la 
gente y que con eso alcanza; sin embargo, en la elabora- 
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ción de los productos legislativos y en la consideración de 
lo que pueden ser las herramientas legislativas, escuchar a 
la sociedad civil ha sido una práctica de esta casa y, en lo 
personal, quiero que se continúe. 


Al citar a la Facultad de Derecho de la Universidad de 
la República advierto que estamos incorporando a la Aca- 
demia y, si bien no sé para qué lado la flechan, yo la ubico 
desde el punto de vista de la lógica de la neutralidad aca- 
démica. Luego, se habla de un representante de la asocia- 
ción de fiscales y esto no podía ser de otra manera porque 
es la asociación que nuclea a los fiscales, que son los que 
van a tener que llevar adelante la tarea que les correspon- 
de, defendiendo su independencia técnica y la unidad de 
acción, atentos a las grandes instrucciones generales que 
todos acordamos y definimos en el artículo pertinente. 


Señor presidente: algún señor senador que me precedió 
en el uso de la palabra planteó que se hizo un esfuerzo 
grande de persuasión. Nosotros también hicimos un es- 
fuerzo grande de persuasión al analizar lo que terminó 
concretándose en esta constitución del Consejo Honora- 
rio de Instrucciones Generales. Basta observar la consti- 
tución que tenía el consejo primigenio —consagrada por 
el artículo 17 del proyecto de ley original—, así como las 
competencias que en ese proyecto de ley tenía el fiscal de 
corte, para advertir que ahora, por unanimidad de todos 
los integrantes de la comisión, se resolvió que sea ese con- 
sejo el encargado de la elaboración de las instrucciones 
generales. 


También se estudió mucho la legislación comparada. 
En este momento podría hacer una gran exposición sobre 
el significado y la forma como se instalaron las fiscalías 
en otros países —sobre todo en América Latina y Espa- 
ña— con su institucionalidad descentralizada en el marco 
de un proceso penal que estamos modificando, pero me 
voy a ahorrar toda esa descripción porque consta en las 
versiones taquigráficas de la comisión y algunos de sus 
integrantes han dado la correspondiente explicación. De 
todas maneras, quiero decir que el esfuerzo de persuasión 
—que no tuvo eco de un lado ni de otro— no invalida el gran 
acuerdo que conlleva la aprobación de este proyecto de ley 
porque solo uno de sus 75 artículos tendrá una votación 
diferenciada. 


Quiero finalizar mi intervención —de repente, en otra 
instancia agrego algún otro elemento, pero me siento re- 
presentada por las palabras pronunciadas por mi compa- 
ñera, la señora senadora Ayala como miembro informan- 
te— manifestando que, en mi calidad de vicepresidenta de 
la comisión y muchas veces actuando como presidenta, 
quiero rescatar el trabajo de todos los integrantes de la co- 
misión y de quienes nos ayudaron desde la Secretaría y el 
Cuerpo de Taquígrafos, para que hoy pudiéramos aprobar 
este proyecto de ley y viabilizar así que en 2017 entre en 
vigencia el Código del Proceso Penal —después de tantos 
años de estudio— con las mayores garantías, los mayores 
apoyos técnicos y, sobre todo, la mayor convicción. 
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Muchas gracias. 


SEÑOR BORDABERRY-.- Pido la palabra para contes- 
tar una alusión. 


SEÑOR PRESIDENTE. Tiene la palabra el señor se- 
nador. 


SEÑOR BORDABERRY.- Señor presidente: vamos a 
tratar de retomar el espíritu inicial de este debate que fue 
el que nos gobernó en la comisión. 


Se ha objetado que se cuestione esta nueva participa- 
ción del Poder Ejecutivo cuando antes la fiscalía integraba 
el Ministerio de Educación y Cultura, el propio Poder Eje- 
cutivo. Creo que es equivocado el argumento esgrimido y 
que a veces se repite en el debate porque, si antes estaba 
mal, ¿por qué ahora se objeta y volvemos a hacerlo mal?; 
o si antes integraba el Poder Ejecutivo, ¿por qué ahora no? 
Trataremos de ser más claros de lo que fuimos hoy porque, 
con seguridad, no hemos sabido explicarnos o no nos han 
comprendido. 


Lo que nosotros sostuvimos —aclaro que en este tema 
no innovamos porque fue parte de nuestro programa de 
gobierno que presentamos a la ciudadanía en 2014, y pue- 
de consultarse— fue que, dada la reforma del Código del 
Proceso Penal y la nueva función que tienen los fiscales, 
resulta necesario asegurar la independencia técnica de to- 
dos, incluido el Poder Ejecutivo. Ese es el fundamento de 
nuestra objeción a la participación en este consejo, tanto 
del Poder Ejecutivo como de la ONG. Pero evidentemente 
—insisto— no se escuchó o no se entendió. 


Esto no significa que se esté flechando nada, sino que 
se está procurando dar las mayores garantías, para ahora 
y para el futuro, a la actuación de esa fiscalía para quienes 
hoy no están en el Poder Ejecutivo y también para quienes 
están, pero quizá mañana no, es decir, para todos, porque 
de eso tratan los principios básicos republicanos que cree- 
mos que nos deben regir. 


Señor presidente: se ha hablado también de que se 
ha traído el tema de la neutralidad académica y de que 
el representante del Poder Ejecutivo en realidad no va a 
intervenir porque, además, se dice que el que hoy lo integra 
—me refiero al doctor Toma-—, no intervino en la elaboración 
del proyecto de ley. Entonces, si se dice como un argumento 
favorable que el representante del Poder Ejecutivo no 
intervino, ¿para qué lo vamos a hacer intervenir ahora? 
Creo que ese argumento cae por sí mismo. 


En esa intención de persuasión podemos insistir en 
algo que dijimos en la propia comisión. Aquí hay dos ten- 
siones u objetivos: por un lado, está el del oficialismo que 
quiere que el Poder Ejecutivo sea escuchado al delinearse 
las políticas criminales de la fiscalía, y el de algunas ONG 
cuando se trata de materias en las que están trabajando y, 
por otro, el de la oposición que quiere garantizar absolu- 
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tamente la independencia técnica. Esos dos objetivos no 
necesariamente son contradictorios y creo que debieran 
plasmarse en que sean escuchados tanto el Poder Ejecu- 
tivo como las ONG, pero sin que integren el organismo 
encargado de elaborar las instrucciones generales. De esa 
forma, estaremos logrando los dos objetivos. 


Espero que este nuevo intento de persuasión haya des- 
pertado, por lo menos, el pensamiento de quienes han ha- 
blado hoy aqui. 


Muchas gracias. 


SEÑORA PAYSSÉ.- Pido la palabra para contestar 
una alusión. 


SENOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra la señora 
senadora. 


SEÑORA PAYSSÉ..- En realidad, no sé si fue una alu- 
sión, pero quiero hacer una aclaración, habida cuenta de 
que quizá no me expliqué bien. Hay quienes dicen: «Capaz 
que no me entendieron»; y yo digo: «Capaz que no me 
expliqué». Es más humilde, pero no importa. 


Sí quiero decir, señor presidente, que cuando hice refe- 
rencia a que el doctor Toma no había estado en el primer 
consejo asesor, no fue para justificar nada, sino para cons- 
tatar algo que en una intervención anterior se había dado 
por hecho. Deseo aclarar que no fue otra la intención del 
planteo porque acá mismo el señor senador Bordaberry 
—lo menciono porque fue quien lo dijo— habló de la parti- 
cipación del doctor Montero, hizo apreciaciones sobre su 
persona de bien y acotó que el doctor Toma había estado 
presente. Entonces, mi intervención tenía que ver con algo 
que el fiscal de corte plasmó en una concurrencia al Parla- 
mento y que hacía a aclarar una presencia que no fue tal. 
Eso para nada lleva a que se interprete que estoy diciendo 
que no es necesaria la presencia del Poder Ejecutivo o que 
si no estuvo presente en ese consejo que creó en su pri- 
mera resolución el fiscal de corte, por lo tanto no debería 
estar en el otro. Todo lo contrario: mi argumentación fue 
en la dirección de que un integrante del Consejo Honora- 
rio de Instrucciones Generales tiene o debe ser del Poder 
Ejecutivo. 


Esa era la aclaración que quería hacer porque tal vez 
me expresé mal y por eso no se me entendió. 


Muchas gracias. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Perfecto, señora senadora. 


Tiene la palabra la miembro informante para hacer al- 
gunas consideraciones finales. 


SEÑORA AYALA. Señor presidente: en la comisión 
logramos el consenso sobre un proyecto de ley de más de 
setenta artículos, y no quiero dejar de remarcar y enfatizar 
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el trabajo mancomunado que se llevó adelante para lograr- 
lo, con excepción de uno de sus artículos que entiendo que 
es central, neurálgico, con respecto a algo muy nuevo y 
que refiere a fiscalía. 


Sin querer ahondar en el tema, si hacemos una síntesis 
del proceso, durante muchos años la Fiscalía General de 
la Nación estuvo inserta en un compartimento del Poder 
Ejecutivo, el Ministerio de Educación y Cultura, indepen- 
dientemente de quien estuviera a su mando a lo largo de 
los años. Hace pocos meses se logró generar un servicio 
descentralizado. Se la saca de ese compartimento y se le 
da la jerarquía necesaria a través de esa figura. Creo que 
eso fue posible en el trabajo parlamentario que hemos lle- 
vado adelante —más allá de los disensos— por los consen- 
sos y unanimidades que hemos logrado. Hay que resaltar- 
lo porque con este trabajo realmente estamos cambiando 
un modelo histórico de fiscalía que hubo en el país y hoy 
nace un modelo nuevo. 


Como toda cosa que nace, será necesario evaluarla más 
adelante y ahí está nuestro compromiso y nuestra respon- 
sabilidad, como legisladores, de solicitar esa evaluación, 
de poder hacerla y discutirla. En ese sentido, en un futuro 
quizá tengamos la posibilidad de hacerle modificaciones 
—asi lo espero, si fuera necesario— y que esa tarea no nos 
lleve tantos años. 


Como decía, nos parece de suma importancia que la 
fiscalía sea pasible de esta transformación. En realidad, 
el comité honorario que se crea no va a formar parte del 
organigrama de la fiscalía, sino que va a ser un consejo 
honorario que elaborará las instrucciones o los criterios 
generales para llevar adelante el trabajo en la fiscalía. Nos 
pareció pertinente que un miembro del Poder Ejecutivo 
pudiera estar en ese lugar ya que ese poder es quien de- 
termina la política contra la criminalidad en el país. Por 
otro lado, para contar con una mirada diferente desde la 
sociedad, es que proponemos un miembro de las orga- 
nizaciones sociales, dependiendo del tema que se vaya a 
tratar en el proceso de elaboración de esas instrucciones. 
No quiero subestimar a las organizaciones sociales de este 
país pensando en que su voto pueda ser mandatado en ese 
Consejo Honorario de Instrucciones Generales. Creo que 
tienen la madurez y la historia suficientes para poder deci- 
dir su voto con plena autonomía. Confío en ello. 


Como cuestión de orden, solicito que se suprima la 
lectura y se vote en bloque el articulado, así como que se 
desglose el artículo 19 para que aquellos que no lo vayan a 
acompañar puedan votar en forma diferenciada. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la pala- 
bra, se va a votar en general el proyecto de ley. 


(Se vota). 
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—29 en 29. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
En discusión particular. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar la moción 
formulada por la señora senadora Ayala. 


(Se vota). 
—29 en 29. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


En consideración el articulado —es decir, 74 de los 75 
artículos—, con excepción del artículo 19. 


Si no se hace uso de la palabra, se van a votar. 
(Se vota). 
—29 en 29. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el 
artículo 19. 


(Se vota). 
—16 en 30. Afirmativa. 


Queda aprobado el proyecto de ley, que se comunicará 
a la Cámara de Representantes. 


(No se publica el texto del proyecto de ley aprobado, 
por ser igual al considerado). 


14) SOLICITUDES DE LICENCIA E INTEGRACIÓN 
DEL CUERPO 


SEÑOR PRESIDENTE .- Léase una solicitud de licencia. 
(Se lee). 


SEÑOR SECRETARIO (José Pedro Montero).- «Mon- 
tevideo, 7 noviembre de 2016 


Señor presidente de la 
Cámara de Senadores 
Ernesto Agazzi 


De mi mayor consideración. 


A través de la presente, solicito al Cuerpo que usted 
preside me conceda licencia los días miércoles 23, jueves 
24 y viernes 25 de noviembre de 2016. 


Motiva dicha solicitud, la invitación que recibiera de 
Chile 21 y Fesur, para participar del XI Foro Anual del 
Progresismo “Dificultades, Perspectivas del Progresis- 
mo y de la Izquierda en América del Sur”, a realizarse 
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en Santiago de Chile, Chile, del 23 al 24 de noviembre 
de 2016. 


Solicito dicha licencia al amparo del literal D del 
artículo 1.* de la Ley n.* 17827. 


Sin otro particular, saludo a usted muy atentamente. 
Constanza Moreira. Senadora». 


SEÑOR PRESIDENTE .- Se va a votar si se concede la 
licencia solicitada. 


(Se vota). 
—28 en 29. Afirmativa. 


Queda convocado el señor Rafael Paternain, a quien ya 
se ha tomado la promesa de estilo. 


Léase otra solicitud de licencia 
(Se lee). 


SEÑOR SECRETARIO (José Pedro Montero).- «Mon- 
tevideo, 7 noviembre de 2016 


Señor presidente de la 
Cámara de Senadores 
Ernesto Agazzi 


De mi mayor consideración: 


A través de la presente, solicito al Cuerpo que usted 
preside me conceda licencia desde el martes 6 hasta el 
viernes 9 de diciembre de 2016 inclusive. 


Motiva dicha solicitud, la invitación que recibiera del 
Instituto de Economía de la Universidad Federal de Río de 
Janeiro, y de los Institutos INCT-PPED (National Institu- 
te for Science and Technology: Public Policies, Strategies 
and Development) y MINDS (Multidisciplinary Institu- 
te for Development and Strategies), para participar de la 
Conferencia Internacional “Perspectivas Nacionales en 
una Economía Global: Repensando las Capacidades Es- 
tatales, las Políticas Públicas y la Crisis brasilera”, a rea- 
lizarse en Río de Janeiro, Brasil, del 7 al 9 de diciembre 
de 2016. 


Solicito dicha licencia al amparo del literal D del 
artículo 1.* de la Ley n.* 17827. 


Sin otro particular, saludo a usted muy atentamente. 
Constanza Moreira. Senadora». 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar si se concede la 
licencia solicitada. 
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(Se vota). 
—27 en 28. Afirmativa. 


Queda convocado el señor Rafael Paternain, a quien ya 
se ha tomado la promesa de estilo. 


15) ASUNTOS ENTRADOS 


SEÑOR PRESIDENTE.- Dese cuenta de un asunto en- 
trado fuera de hora. 


(Se da del siguiente). 


SEÑORA PROSECRETARIA (Silvana Charlone).- 
«El Poder Ejecutivo remite mensajes por los que solicita la 
venia correspondiente, de conformidad con lo establecido 
en los artículos 187 de la Constitución de la república y 6." 
de la Ley n.” 19158, de 25 de octubre de 2013, a los efectos 
de designar: 


— en calidad de presidenta en el Directorio del Institu- 
to Uruguayo de Meteorología, a la licenciada en Ciencias 
Meteorológicas Madeleine Renom Molina; 
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— en calidad de vicepresidente en el Directorio del Ins- 
tituto Uruguayo de Meteorología, al señor coronel (met.) 
Raúl Lázaro García Igorra; 


— en calidad de director en el Directorio del Instituto 
Uruguayo de Meteorología, al señor Gabriel Ernesto Ain- 
tablian Menoni. 

—REPÁRTASE POR DISPOSICIÓN REGLAMEN- 
TARIA. ALA COMISIÓN DE ASUNTOS ADMINIS- 
TRATIVOS». 


16) PROTOCOLO DE LA RONDA DE SAN PABLO 
AL ACUERDO SOBRE EL SISTEMA GLOBAL 
DE PREFERENCIAS COMERCIALES ENTRE 
PAÍSES EN DESARROLLO 


SEÑOR PRESIDENTE. Se pasa a considerar el asun- 
to que figura en segundo término del orden del día: «Pro- 
yecto de ley por el que se aprueba el Protocolo de la Ronda 
de San Pablo al acuerdo sobre el sistema global de pre- 
ferencias comerciales entre países en desarrollo, suscrito 
por el Mercosur en Foz de Iguazú, República Federativa 
del Brasil, el 15 de diciembre de 2010. (Carp. n.* 399/2015 
- rep. n* 360/2016 y rep. n.* 360/2016 - anexo 1)». 


(Consultar el rep. 360/2016 - anexo I en la página web 
del Parlamento). 
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Carp. n.* 399/2015 - rep. n.* 360/2016 
CÁMARA DE REPRESENTANTES 


SA ete alo 
Agppreses 4110 (13 A lr : Serptliboa 
dé ete lal del, riguary OA CHEN CA 
Lc y) ; ba Jancicruade Ctigir vb 


Artículo único.- Apruébase el Protocolo de la Ronda de San Pablo al Acuerdo sobre 
el Sistema Global de Preferencias Comerciales entre Palses en Desarrollo suscrito por el 
Mercosur en Foz do Iguazú, República Federativa del Brasil, el 15 de diciembre de 2010. 


Sala de Sesiones de la Cámara de Representantes, en Montevideo, a 4 de 
noviembre de 2015. 


f mn E? . 
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| E CONSTANTE ROGELIO MENDI 
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PODER EJECUTIVO 


MINISTERIO DE RELACIONES EXTERIORES 
MINISTERIO DE ECONOMIA Y FINANZAS 


Montevideo, 27 DIC 2011 


Señor Presidente de la Asamblea General: 

El Poder Ejecutivo tiene el 
honor de dirigirse a la Asamblea General, de conformidad con lo 
dispuesto por los artículos 85 numeral 7 y 168 numeral 20 de la 
Constitución de la República, a fin de someter a su consideración el 
proyecto de Ley adjunto, mediante el cual se aprueba el PROTOCOLO 
DE LA RONDA DE SAN PABLO AL ACUERDO SOBRE EL SISTEMA 
GLOBAL DE PREFERENCIAS COMERCIALES ENTRE PAÍSES EN 
DESARROLLO suscripto por el MERCOSUR en Foz do Iguazu, Brasil el 
quince de diciembre de dos mil diez. 


ANTECEDENTES 


El 15 de diciembre de 2010 se reunieron en Foz do lguacu, Brasil, los 
miembros del Acuerdo sobre el Sistema Global de Preferencias 
Comerciales entre Países en Desarrollo (SGPC). La sesión extraordinaria 
del Comité de Negociación se realizó con el objetivo de dar por finalizada 
la Ronda de San Pablo iniciada en 2004, la tercera ronda de 
negociaciones desde la creación del SGPC. 
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Según el documento del Acuerdo, firmado en Belgrado (hoy Serbia), en 
abril de 1988 [1] el SGPC surge de la voluntad de cooperación económica 
en la búsqueda de un proceso equilibrado y equitativo de desarrollo e 
instalación de un nuevo orden económico mundial. En ese sentido, el rol 
del SGPC es actuar como un instrumento de cooperación Sur-Sur de 
promoción del comercio, la producción y el empleo en los paises 
miembros del Grupo de los 77 (G77),[2] reconociendo las necesidades 
especiales de los países menos adelantados(PMA). El Acuerdo hace 
referencia a la aplicación de derechos arancelarios y para-arancelarios, 
medidas no arancelarias, medidas comerciales directas y acuerdos 
sectoriales entre las Partes. 

Algunas de las características distintivas de las negociaciones en el 
marco del SGPC para el intercambio de concesiones es que éstas 
pueden ser tanto bilaterales, plurilaterales como multilaterales; cualquier 
concesión otorgada a cualquier país dentro del G77 se extenderá al resto, 
excepto bajo ciertas condiciones y cuando la concesión sea hecha a un 
país del grupo de aquellos menos adelantados; permite la participación de 
conjuntos de países; contempla la aplicación de medidas de 
salvaguardias y de balanzas de pagos; tiene un régimen de consultas y 
solución de controversias; y además, existe la posibilidad de reducir o 
suspender las concesiones bajo ciertas circunstancias. Las condiciones 
para adherirse al Acuerdo incluyen la presentación de una oferta de 
concesiones, la recepción de una lista de peticiones por parte del resto de 
los miembros y posteriores negociaciones sobre las mismas. 
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El SGPC tiene un Comité de Participantes que se encarga de auspiciar 
las negociaciones y cooperar con organismos internacionales, entre ellos 
la Conferencia de las Naciones Unidas sobre Comercio y Desarrollo 
(UNCTAD, por sus siglas en inglés); además de facilitar el funcionamiento 
del SGPC y contribuir al logro de sus objetivos, examinar su aplicación, 
celebrar consultas y tomar decisiones. Cabe destacar que el Acuerdo 
sobre SGPC define a la UNCTAD como organismo responsable de la 
administración del Acuerdo, y con ese objetivo, el mismo estableció una 
Secretaría del SGPC la cual presta asistencia técnica y administrativa al 
Comité de Participantes y proporciona servicios en las rondas de 
negociaciones. 

La primera ronda del SGPC comenzó en 1986, con la participación de 50 
países, y finalizó en 1988 con la firma del Acuerdo. El mismo fue 
subscripto originalmente por 15 países y entró en vigor en abril de 1989. 
En dicha ronda se intercambiaron aproximadamente 1.800 preferencias 
arancelarias. 

La segunda, realizada entre 1991 y 1998 tuvo menos éxito: solo 
participaron 24 países y no se llegaron a ratificar los resultados obtenidos. 
Sin embargo, es preciso señalar que, en 1999, 42 países habian firmado 
el Acuerdo. [3] 

El 16 junio de 2004, en el marco de la XI Conferencia Ministerial de 
UNCTAD, se lanzó la Tercera Ronda de Negociaciones del Acuerdo 
sobre SGPC, conocida como Ronda de San Pablo. Según el Proyecto de 
Declaración surgido del encuentro, los objetivos de la ronda incluirian: 
examinar la aplicación del Acuerdo desde su entrada en vigor en 1989, 


8 de noviembre de 2016 CÁMARA DE SENADORES 511-C.S. 


adoptar medidas para un mayor aprovechamiento del potencial del 
Acuerdo, lograr una liberalización sustancial del comercio sobre la base 
de la reciprocidad y elaborar medidas preferenciales concretas para los 
PMA. En esta ocasión también se invitó a los demás miembros del G77 
que no son parte del Acuerdo, a los miembros del G15[4] y a China. 
Asimismo, como resultado del encuentro en el que se dio comienzo a la 
ronda, se establecieron modalidades de negociación en las que se acordó 
hacer un corte lineal de 20% sobre aranceles aplicados y realizar una 
oferta voluntaria combinada con ofertas y pedidos y negociaciones 
sectoriales para 70% de lineas arancelarias con aranceles mayores a 
cero, y 60% para los países con más de la mitad de sus lineas libres de 
arancel. Adicionalmente, se creó el comité de negociaciones comerciales 
compuesto por un grupo de acceso a mercados y otro de normas de 
origen; se estableció el compromiso de revisar la implementación de las 
concesiones a más tardar 2 años después de su entrada en vigor, con 
posibilidad de negociar incrementos en los márgenes de preferencias y 
porcentaje de cobertura de productos al momento de la revisión. Las 
partes fijaron como fecha limite para la entrega de sus ofertas el mes de 
mayo de 2010, momento a partir del cual comenzarían las verificaciones y 
consultas para dar cierre a la ronda. 

De la Ronda de San Pablo participaron 28 miembros del Acuerdo, entre 
ellos el MERCOSUR, que se incorporó como miembro pleno del SGPC el 
2 de noviembre 2006, transformándose en el primer bloque en ser parte 
de este sistema. 
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Finalmente, el 15 de diciembre pasado se dio por concluida la Ronda de 
San Pablo con la aprobación del Protocolo y las Disposiciones para la 
Aplicación de los Resultados de la Ronda, además de la presentación de 
las listas de concesiones arancelarias. 

En el Protocolo de la Ronda de San Pablo al Acuerdo sobre SGPC las 
partes convinieron cuestiones relativas a las listas de concesiones de 
cada país, certificaciones de origen, revisión de los resultados y requisitos 
para la adhesión al mismo. 

Acordaron lo pautado en el documento de modalidades elaborado en 
2004 sobre la evaluación de los resultados en menos de 2 años de su 
entrada en vigor, con el fin de analizar el grado de incremento del margen 
de preferencias y la cobertura de productos; y la aplicación de la 
reducción lineal general, para cada ¡tem arancelario, de como minimo 
20% sobre por lo menos el 70% de sus líneas arancelarias sujetas a 
derechos, o 60% para los participantes con más de 50% de sus lineas 
arancelarias libres de derechos. El Protocolo entrará en vigor el trigésimo 
día a partir del 15 de diciembre de 2010 y con la firma definitiva de al 
menos 4 participantes. 

Las listas anexadas al Protocolo hasta el momento pertenecen a Cuba, 
Egipto, República de Corea, MERCOSUR, Malasia, India, Indonesia y 
Marruecos; y se espera que otros países presenten sus ofertas en el 
futuro cercano. 

Tal como se destacó en la Carta Mensual INTAL N* 161 las preferencias 
solamente se harán extensivas a los países miembros del SGPC que 
participan de este acuerdo y que los recortes se harán sobre los 
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aranceles aplicados, muy inferiores a los consolidados que se toman 
como base para la reducción en la Ronda de Doha de la Organización 
Mundial del Comercio (OMC), por lo cual implicaría una mejora efectiva 
en el acceso al mercado. 

Estos once países representan cerca de un tercio de la población mundial 
y sus economías han tenido un crecimiento promedio mayor a la media 
mundial durante los últimos años. El comercio entre ellos alcanzó US$ 
758 mil millones en 2008, aumentando a una tasa promedio anual 
acumulativa (a.a.) de 24,3% desde 2004, en tanto que el comercio con el 
resto del mundo se expandió a un ritmo de 18,1% a.a. De esta forma, la 
participación de este grupo como destino y como origen de sus ventas se 
ha ampliado en los últimos años: en 2008 las exportaciones intra-SGPC 
representaron 30,3% del total de sus ventas, frente a 25,5% en 2004; por 
el lado de las importaciones, la expansión fue de 3,4 puntos porcentuales 
(p.p.), pasando de 23,8% en 2004 a 27,2% en 2008. 

Es importante destacar que el avance hacia la liberalización del comercio 
Sur-Sur se da en un contexto de gran dinamismo de las economías en 
desarrollo, de estancamiento de la Ronda de Doha y de rebalanceo de la 
economía mundial; adicionalmente, el comercio Sur-Sur presenta 
mayores oportunidades de tomar impulso mediante el recorte de 
aranceles, ya que estos aún se encuentran en niveles muy altos. 

En estas circunstancias, los paises del sur se encuentran frente a una 
gran oportunidad para incrementar su relevancia en las corrientes de 
comercio internacional. 
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[1] Aunque los parámetros para la creación del SGPC se acordaron en la 
Reunión de Ministros del G77 en Nueva York en 1982, el Acuerdo no se 
firmó hasta 1988. 

[2] El G77 se estableció el 15 de junio de 1964 en la 1era Reunión 
Ministerial de la UNCTAD en Ginebra; en la actualidad el grupo está 
formado por 130 países. 

[3] Argelia, Argentina, Bangladesh, Benín, Bolivia, Brasil, Camerún, Chile, 
Colombia, Cuba, Corea , Ecuador, Egipto, Ghana, Guinea, Guyana, India, 
Indonesia, Irán, Iraq, Libia, Malaysia, México, Marruecos, Mozambique, 
Myanmar, Nicaragua, Nigeria, Pakistán, Perú, Filipinas, República de 
Corea, Singapur, Sri Lanka, Sudan, Tailandia, Trinidad and Tobago, 
Túnez, República Unida de Tanzania, Venezuela, Vietnam y Zimbabue. 

[4] Formado actualmente por 18 países: Argelia, Argentina, Brasil, Chile, 
Egipto, India, Indonesia, Irán, Jamaica, Kenia, Malasia, México, Nigeria, 


TEXTO 
El Protocolo consta de 1 Preámbulo, 5 Puntos y 8 Listas Anexadas. 


El Preámbulo establece : 


" Las partes del Acuerdo sobre el Sistema Global de Preferencias 
Comerciales entre Paises en Desarrollo que participaron en la Ronda de 
Negociaciones de Sáo Paulo (denominados en la presente Acta Final los 
*"Participantes”), 
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HABIENDO conducido las negociaciones de conformidad con el Artículo 6 
y el Entendimiento sobre la Aplicación del Artículo 9.1 del Acuerdo sobre 
el Sistema Global de Preferencias Comerciales entre Países en 
Desarrollo (denominado en el presente documento el "SGPC”), 
RECORDANDO el SGPC y la Decisión Ministerial sobre Modalidades del 
2 de diciembre de 2009, 

HAN CONVENIDO en lo siguiente:" 


El Punto | — Listas de concesiones arancelarias 

El Punto 1 - Certificación de origen efectuada por autoridades 
gubernamentales y no gubernamentales 

El Punto lll — Revisión de los resultados de la Ronda de Sáo Paulo 

El Punto IV — Adhesión al Protocolo de la Ronda de Sáo Paulo 

El Punto Y - Disposiciones finales 


Listas anexadas al Protocolo de la Ronda de Sáo Paulo al Acuerdo sobre 
el Sistema Global de Preferencias Comerciales entre Paises en 


Desarrollo 
Lista | - Cuba 
Lista 11 - Egipto 
Lista 11! - India 


Lista IV - Indonesia 
Lista V - República de Corea 
Lista VI - Malasia 
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Lista VIl- MERCOSUR 
Lista VIII - Marruecos 


En atención a lo expuesto y reiterando la conveniencia de la 
suscripción de este tipo de Acuerdos, el Poder Ejecutivo solicita la 
correspondiente aprobación parlamentaria. 


El Poder Ejecutivo reitera al Señor Presidente de la Asamblea 
General las seguridades de su más alta consideración. 


IGAC A 


e Populi 
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Montevideo, 27 DC 2011 


PROYECTO DE LEY 


ARTICULO 1” - Apruébase el PROTOCOLO DE LA RONDA DE SAN 
PABLO AL ACUERDO SOBRE EL SISTEMA GLOBAL DE 
PREFERENCIAS COMERCIALES ENTRE PAÍSES EN DESARROLLO 
suscripto por el MERCOSUR en Foz dé Iguazu, Brasil el quince de 
diciembre de dos mil diez. 


ARTICULO 2”.- Comuniquese, etc 
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CÁMARA DE SENADORES 
Comisión de Asuntos Internacionales 


PROTOCOLO DE LA RONDA DE SAN PABLO AL ACUERDO SOBRE EL 
SISTEMA GLOBAL DE PREFERENCIAS COMERCIALES ENTRE PAÍSES 
EN DESARROLLO SUSCRIPTO POR EL MERCOSUR 


Informe 
Señores Senadores: 


El presente proyecto de ley persigue la aprobación del Protocolo de la 
Ronda de San Pablo al Acuerdo Sobre el Sistema Global de Preferencias 
Comerciales entre Países en Desarrollo suscripto por el MERCOSUR en Foz 
de Iguazú, Brasil, el 15 de diciembre de 2010, 


Breve Reseña 


En 1988 el G77 adoptó el “Acuerdo para un Sistema Global de 
Preferencias Comerciales (SGPC)" entre países en vías desarrollo. El mismo 
contempla concesiones arancelarias en especial sobre productos agrícolas y 
manufacturas, tal como establecen los fines del SGPC. 

Es menester recordar que los principios del SGPC disponen que el 
sistema se reservara la participación exclusiva de los países en desarrollo 
miembros del Grupo de los 77 en concordancia con los artículos 1, 2 y 3 del 
Acuerdo constitutivo del Sistema General de Preferencias Comerciales. 

Uruguay adoptó el Acuerdo SGPC por medio de la ley Nro. 16.445 de 
fecha 15 de diciembre de 1993. 


En lo que refiere al MERCOSUR, este aprobó un Protocolo para la 
adhesión del MERCOSUR al SGPC, el que Uruguay como miembro del bloque 
ratificó por medio de la ley Nro.17.944 de fecha 4 de enero de 2006. 


El SGPC posee un Comité de Participantes integrado por los 
representantes de los gobiernos respectivos, el mismo se encarga de auspiciar 
las negociaciones y cooperar con organismos internacionales, entre ellos la 
Conferencia de las Naciones Unidas sobre Comercio y Desarrollo (UNCTAD). 
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El Comité buscará —según el Acuerdo SGPC- facilitar el funcionamiento 
del SGPC y contribuir al logro de sus objetivos, examinar su aplicación, 
celebrar consultas y tomar decisiones. 


El SGPC ha llevado a cabo tres Rondas de negociaciones. 


La primera en 1986, la segunda entre los años 1991 y 1998 y la tercera 
en el año 2004 en el Marco de la X1 Conferencia Ministerial de la UNCTAD, a la 
que se le denominó Ronda de San Pablo. 


Esta Ronda adquirió importancia en virtud de los objetivos que se 
propuso. 


A esos efectos se busco revisar la aplicación del Acuerdo desde su 
entrada en vigor, visualizar y adoptar medidas para un mejor aprovechamiento 
del potencial del Acuerdo. 


Ello suponía lograr una liberalización sustancial del comercio sobre la 
base de la reciprocidad y presentar medidas preferenciales concretas para los 
países menos adelantados. 


Es en oportunidad de la Ronda de San Pablo que el MERCOSUR se 
incorpora al Sistema General de Preferencias Comerciales. 


El Protocolo 


Como ya hemos consignado el Protocolo se firmo el 15 de diciembre de 
2010, siendo los países firmantes 11 en total: Cuba, Egipto, India, Indonesia, 
Corea del Sur, Malasia, Marruecos, Argentina, Brasil, Paraguay y Uruguay. 


Consta de un preámbulo, 5 puntos y 8 listas anexadas al Protocolo de la 
Ronda de San Pablo. 


El preámbulo fundamentalmente refiere al Artículo 6 y al 9.1 del Acuerdo 
sobre el SGPC entre países en desarrollo. 
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Recordemos que el artículo 6 expresa que los Participantes podrán 
celebrar de tiempo en tiempo rondas de negociaciones bilaterales, plurilaterales 
y multilaterales indistintamente con miras a una mayor expansión del SGPC y 
al logro más completo de sus fines. 


Las citadas negociaciones se pueden celebrar en una amplia 
combinación de posibilidades establecidas en el Acuerdo. 


En cuanto al artículo 9.1 del Acuerdo es claro su alcance, que refiere a 
la extensión de las concesiones negociadas e intercambiadas entre los 
participantes. 


Cuando las mismas se pongan en práctica, se harán extensivas a todos 
los participantes en las negociaciones relativas al SGPC, sobre la base de la 
cláusula de la nación más favorecida. 


Articulado 


El punto 1 establece el modo de aplicación de las listas arancelarias las 
que pasaran a "ser una Lista del SGPC relativa a ese participante y se 
aplicarán solo entre aquellos participantes para los que haya entrado en vigor 
el presente Protocolo.” 


El punto 2 dispone que la certificación de origen del SGPC se lleve a 
cabo por medio de un organismo gubernamental. Al mismo tiempo para los 
casos en que la autoridad emisora sea un organismo no gubernamental, dicha 
entidad deberá estar acreditada por el gobierno para emitir certificados de 
origen. 


Tanto los organismos acreditados como los sellos de los mismos 
deberán ser notificados a los demás miembros o participantes del Acuerdo. 
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El punto 3 establece que en un plazo no superior a dos años después de 
la fecha de entrada en vigor del presente Protocolo, los participantes llevarán a 
cabo una revisión de los resultados de la Ronda de San Pablo. 


El punto 4 dispone que cualquier miembro pueda, luego de la entrada 
en vigor del Presente Protocolo, adherir al mismo por medio de una propuesta 
de concesiones arancelarias. 


A esos efectos se consignan las reducciones arancelarias acordadas en 
la Ronda de San Pablo. 


El punto 5 detalla los actos exigidos a efectos de formalizar la vigencia 
del Protocolo: firma de los participantes, entrada en vigor, deposito del 
instrumento de ratificación, aceptación o aprobación y deposito ante el 
Secretario General de la UNCTAD. 


Finalmente el Protocolo anexa como parte del mismo las listas de 
concesiones arancelarias correspondientes a los firmantes. 


Otros datos 


A la fecha han sido 3 los países ratificantes; India, Malasia y Cuba. 
En este sentido, el Protocolo de referencia aún no ha entrado en vigor, y la 
ratificación por parte de Uruguay sería definitoria a tales efectos. 


De llevarse a cabo lo antedicho el Protocolo entraría en vigor entre 
nuestro país y los otros Estados ratificantes, una vez cumplido el plazo 
mencionado en el punto 3. 


De acuerdo a lo estipulado en la Sección V (10 D), para cualquier 
participante que deposite un instrumento de ratificación, aceptación o 
aprobación después de la entrada en vigor del presente instrumento, el mismo 
entrará en vigor para ese miembro el trigésimo día luego de dicho depósito. 
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De acuerdo a la información que obra en nuestro dominio el Sistema 
General de Preferencias Comerciales es un instrumento de gran potencialidad 
y por lo tanto nuestro Uruguay con este Protocolo persigue profundizar sus 
vínculos con esta organización. 

Vuestra asesora ha procedido a examinar los antecedentes del presente 


proyecto de ley recomendando a la Cámara proceder otorgar el beneficio de la 
aprobación solicitada. 


Sala de la Comisión, 3 de noviembre de 2016. 


RUBÉN MARTÍNEZ HUELMO 


Miembro informante 


VERÓNICA ALONSO 


LUIS LACALLE POU 


CONSTANZA MOREIRA 


MARCOS OTHEGUY 


ENRIQUE PINTADO 


MÓNICA XAVIER 
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Texto del protocolo 


PROTOCOLO DE LA RONDA DE SÁO PAULO 
AL ACUERDO SOBRE EL SISTEMA GLOBAL DE PREFERENCIAS 
COMERCIALES ENTRE PAÍSES EN DESARROLLO 


Las partes del Acuerdo sobre el Sistema Global de Preferencias Comerciales entre 
Países en Desarrollo que participaron en la Ronda de Negociaciones de Sáio Paulo 
(denominados en la presente Acta Final los “Participantes”), 


HABIENDO conducido las negociaciones de conformidad con el Articulo 6 y el 


Entendimiento sobre la Aplicación del Artículo 9.1 del Acuerdo sobre el Sistema Global de 


Preferencias Comerciales entre Países en Desarrollo (denominado en el presente documento 
el “SGPC”), 


RECORDANDO el SGPC y la Decisión Ministerial sobre Modalidades del 2 de 
diciembre de 2009, 


HAN CONVENIDO en lo siguiente: 
I - Listas de concesiones arancelarias 


1 Cada lista de concesiones arancelarias anexada a este Protocolo y relativa a un 
Participante pasará a ser una Lista del SGPC relativa a ese Participante en la fecha en que el 
presente Protocolo entre en vigor para dicho Participante, de conformidad con el párrafo 
10(c) o 10(d). Asimismo, dichas concesiones se aplicarán solo entre los Participantes para 
los que haya entrado en vigor este Protocolo. 


Ze El tipo arancelario básico NMF aplicado de la columna 3 de las listas de 
concesiones arancelarias es indicativo. El margen de preferencia del SGPC de la columna 4 
se aplicará al tipo arancelario NMF aplicado en la fecha de la importación. Los 
Participantes harán públicos sus tipos arancelarios aplicados en forma actualizada, incluso a 
través de hiperenlaces y comunicarán a los otros Participantes esas fuentes de información a 
través de la Secretaría del SGPC. 


3. El Artículo 10 del SGPC se aplicará mutatis mutandis a este Protocolo con 
efectividad a partir de la fecha de entrada en vigor del presente, 


IU — Certificación de origen efectuada por autoridades gubernamentales y no 
gubernamentales 


4, La autoridad emisora de un certificado de origen del SGPC será un organismo 
gubernamental. En los casos en que la autoridad emisora sea un organismo no 
gubernamental, dicha entidad deberá estar acreditada por el gobierno para emitir 
certificados de origen. Los Participantes deberán notificar a todos los demás Participantes a 
través de la Secretaría su lista de organismos acreditados y los sellos de los organismos 
acreditados que emiten certificados de origen. Todos los cambios efectuados a dicha lista se 
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deberán proporcionar sin demora de la misma forma. La Secretariado del SGPC informará 
debidamente a todos los Participantes sobre la lista y los cambios de la misma. 


II - Revisión de los resultados de la Ronda de Sáo Paulo 


A Los Participantes llevarán a cabo una revisión minuciosa de los resultados de la 
Ronda de Sáo Paulo en un plazo no superior a dos años después de fecha de entrada en 
vigor de este Protocolo. Durante el curso de la revisión, los Participantes considerarán, 
entre otras cosas, el aumento del margen de preferencia y de la cobertura de productos, así 
como el funcionamiento y la revisión de las normas de origen del SGPC, incluso un 
examen de los criterios de clasificación arancelaria y de la norma de valor añadido actual. 


6. Durante el periodo que se extiende desde la entrada en vigor de este Protocolo 
hasta la revisión de los resultados de la Ronda de San Pablo, los Participantes acuerdan 
participar, en forma voluntaria, en negociaciones adicionales a realizarse mediante un 
procedimiento de petición y oferta, cuyos resultados se incorporarán al presente Protocolo 
mediante protocolos adicionales específicos y se aplicarán a todos los Participantes para los 
que entre en vigor el presente Protocolo. 


TV — Adhesión al Protocolo de la Ronda de Sáo Paulo 


Ñ Cualquier Participante del SGPC puede, en cualquier momento después de la 
entrada en vigor de este Protocolo, presentar al Comité de Participantes su intención de 
adhesión al presente Protocolo, mediante la entrega de una propuesta de lista de 
concesiones arancelarias, de conformidad con los siguiente parámetros: 

(a) un reducción lineal general, línea por línea, de 20 por ciento como mínimo 
sobre el 70 por ciento coma mínimo de sus líneas arancelarias sujetas a derechos; o 


(b) en el caso de los Participantes con líneas arancelarias libres de derechos que 
representen más del 50 por ciento del total de sus líneas arancelarias nacionales, una 
reducción lineal general, línea por línea, de 20 por ciento como minimo sobre el 60 por 
ciento como mínimo de sus líneas arancelarias sujetas a derechos; y 


(c) la propuesta de lista de concesiones arancelarias se deberá presentar en el 
mismo formato que las listas anexadas este Protocolo, 


3. Para los Participantes del SGPC que se encuentren en proceso de adhesión a la 
Organización Mundial del Comercio se establecerá un tratamiento diferencial y flexibilidad 
dentro de las modalidades de acceso al mercado especificadas previamente en el párrafo 7. 


9, Los Participantes que hayan ratificado este Protocolo examinarán la conformidad 
de la lista de concesiones arancelarias con los parámetros previamente mencionados y sobre 
esa base, pueden convenir en un protocolo para la adhesión del solicitante al presente 
Protocolo 
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V - Disposiciones finales 
10, (a) Este Protocolo quedará abierto a la firma de los Participantes que han anexado 
sus listas de concesiones arancelarias, desde el 15 de diciembre de 2010 hasta el día de su 
entrada en vigor en conformidad con el párrafo 10(c) a continuación. 


(b) Cualquier Participante puede, en el momento de firmar el presente Protocolo, 
declarar que mediante dicha firma expresa su consentimiento a obligarse por este Protocolo 
(firma definitiva), o después de firmar este Protocolo, puede ratificar, aceptar o aprobar el 
mismo mediante el depósito de un instrumento a esos efectos ante el Secretario General de 
la UNCTAD. 


(c) Este Protocolo entrará en vigor el trigésimo día a partir de la fecha en que 4 
Participantes como mínimo hayan depositado los instrumentos de firma definitiva, 
ratificación, aceptación o aprobación, 

(d) Para cualquier Participante que deposite un instrumento de ratificación, 
aceptación o aprobación después de la entrada en vigor de este Protocolo, el mismo entrará 
en vigor para ese Participante el trigésimo día después de dicho depósito, 

ll. Este Protocolo quedará depositado ante el Secretario General de la UNCTAD, 


quien remitirá con prontitud a cada Participante una copia certificada y una notificación de 
cada aceptación del mismo, de conformidad con el párrafo 10(b) anterior, 


EN FE DE LO CUAL, los que suscriben, debidamente autorizados a estos efectos 
por sus respectivos Gobiernos, han firmado este Protocolo. 


HECHO en Foz do Iguagu, Brasil el quince de diciembre de dos mil diez, en un 
solo ejemplar y en los idiomas árabe, español, francés e ingles, siendo cada texto 
igualmente auténtico. Las listas anexadas al presente Protocolo son auténticas en árabe, 
español, francés e inglés, conforme a lo especificado en cada lista. 
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Lista II » 


Lista IV - 


Indonesia 
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Lista VIII - 


República de Corea 


Malasia 
MERCOSUR 


Marruecos 
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CONFÉRENCE DES NATIONS UNIES SUR UNITED NATIONS CONFERENCE 
LE COMMERCE ET LE DÉVELOPPEMENT ON TRADE AND DEVELOPMENT 
CABINET DU SECRÉTAIRE GÉNÉRAL SECRETARY-GENERAL'S 
DE LA CNUCED OFFICE 
CERTIFICATION 


I hereby certify that the foregoing text is a true copy of the Sáo Paulo Round Protocol to 
the Agreement on the Global System of Trade Preferences Among Developing 
Countries, done at Foz do Iguagu on 15 December 2010, the original of which is 
deposited with the Secretary-General of the United Nations Conference on Trade and 
Development. 


CERTIFICATION 


Je certifie par les présentes que le texte ci-dessus est une copie conforme du Protocole 
du Cycle de Sáo Paulo annexé á 1'Accord relatif au Systéme global de préférences 
commerciales entre pays en développement, fait á Foz do Iguagu le 15 décembre 2010, 
dont l'original est déposé auprés du Secrétaire général de la Conférence des Nations 
Unies sur le commerce et le développement. 


CERTIFICACIÓN 


Certifico que el texto que antecede es copia fiel del Protocolo de la Ronda de Sáo Paulo 
al Acuerdo sobre el Sistema Global de Preferencias Comerciales entre Países en 
Desarrollo, hecho en Foz do Iguagu el 15 de diciembre de 2010, de cuyo original es 
depositario el Secretario General de la Conferencia de las Naciones Unidas sobre 


e 


Supachai Panitchpardi 
Secrétaire général/Secretary-General/Secretario General 


Comercio y Desarrollo. 
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PODER EJECUTIVO 


MINISTERIO DE ECONOMIA Y FINANZAS 
DIRECCION GENERAL DE SECRETARIA 
ASESORIA DE POLITICA COMERCIAL 


Informe: 


Montevideo, 14 de diciembre de 2011 


Viene a consideración de esta Asesoría en carácter de refrenda el 
Mensaje y Proyecto de Ley mediante el cual se aprueba el Protocolo de la 
Ronda de San Pablo al Acuerdo sobre el sistema global de preferencias 
comerciales entre paises en desarrollo suscrito por el MERCOSUR en Foz 
de Iguazú, Brasil el quince de diciembre de dos mil diez. 


De acuerdo a los cometidos sustantivos de esta Asesoría de Política 
Comercial, la negociación del Protocolo se realizó con la colaboración de 
esta Asesoría, habiéndose realizado por los técnicos correspondientes el 
control de lo estipulado en el presente proyecto. 


Desde el punto de vista jurídico, no hay observaciones a la refrenda 
solicitada, por lo que puede suscribirse el mismo 


Elévese a la Dirección General de Secretaria. 


Ref. 4892/2011 


| ASESOR 
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SEÑOR PRESIDENTE. En discusión general. 


Tiene la palabra el miembro informante, señor senador 
Martínez Huelmo. 


SEÑOR MARTÍNEZ HUELMO.- Señor presidente: el 
presente proyecto de ley persigue la aprobación del Proto- 
colo de la Ronda de San Pablo al acuerdo sobre el sistema 
global de preferencias comerciales entre países en desa- 
rrollo, suscrito por el Mercosur en Foz de Iguazú, Brasil, 
el 15 de diciembre de 2010. 


La Comisión de Asuntos Internacionales aprobó este 
asunto por unanimidad y solicita a la cámara que siga el 
mismo régimen. Paso a hacer una breve reseña de este in- 
forme. 


En 1988, el G77 adoptó el Acuerdo para un Sistema 
Global de Preferencias Comerciales entre países en vías 
desarrollo. Este contempla concesiones arancelarias, en 
especial sobre productos agrícolas y manufacturas, tal 
como establecen los fines en el sistema global de preferen- 
cias comerciales. Es menester recordar que los principios 
del sistema global de preferencias comerciales disponen 
que el sistema se reserva la participación exclusiva de los 
países en desarrollo miembros del Grupo de los 77 en con- 
cordancia con los artículos 1, 2 y 3 del Acuerdo constitu- 
tivo del Sistema General de Preferencias Comerciales. A 
propósito, recuerdo que este es un protocolo de ese acuer- 
do constitutivo. Uruguay adoptó el sistema global de pre- 
ferencias comerciales por medio de la Ley n.” 16445, de 
fecha 15 de diciembre de 1993. 


En lo que refiere al Mercosur, este aprobó un protocolo 
para su adhesión al sistema global de preferencias comer- 
ciales, el que Uruguay —como miembro del bloque- ra- 
tificó por medio de la Ley n.” 17944, de fecha 4 de enero 
de 2006. 


El sistema global de preferencias comerciales posee un 
Comité de Participantes integrado por los representantes 
de los Gobiernos respectivos que se encarga de auspiciar 
las negociaciones y de cooperar con organismos interna- 
cionales, entre ellos, la Conferencia de las Naciones Uni- 
das sobre Comercio y Desarrollo (UNCTAD). 


Este comité busca —y así lo viene haciendo desde hace 
muchos años, según el Acuerdo SGPC- facilitar el funcio- 
namiento del sistema global de preferencias comerciales, 
contribuir al logro de sus objetivos, examinar su aplica- 
ción, celebrar consultas y tomar decisiones. 


El sistema global de preferencias comerciales ha lle- 
vado a cabo tres rondas de negociaciones: la primera, en 
1986; la segunda, entre los años 1991 y 1998; y la tercera, 
en 2004, en el marco de la XI Conferencia Ministerial de 
la UNCTAD, la que fue denominada Ronda de San Pablo, 
que es a la que refiere este protocolo. 
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Esta ronda adquirió importancia en virtud de los ob- 
jetivos que se propuso. A esos efectos se buscó revisar la 
aplicación del acuerdo desde su entrada en vigor, y visua- 
lizar y adoptar medidas para un mejor aprovechamiento de 
su potencial. Al respecto, quiero señalar que en las págl- 
nas precedentes a este informe hay un exhaustivo informe 
del Poder Ejecutivo en el que se habla de los alcances, en 
números, de este protocolo. Voy a obviar su lectura, pero 
está al alcance de quienes quieran consultarlo. Ello supo- 
nía lograr la liberalización sustancial del comercio sobre 
la base de la reciprocidad y presentar medidas preferen- 
ciales concretas para los países menos adelantados. Es en 
oportunidad de la Ronda de San Pablo que el Mercosur se 
incorpora al sistema global de preferencias comerciales. 


Paso ahora a referirme al protocolo. Como ya hemos 
consignado, el protocolo fue firmado el 15 de diciembre de 
2010 por once países: Cuba, Egipto, India, Indonesia, Co- 
rea del Sur, Malasia, Marruecos y, obviamente, los países 
que entonces constituían el Mercosur: Argentina, Brasil, 
Paraguay y Uruguay. 


El protocolo consta de un preámbulo, cinco puntos y 
ocho listas anexadas al protocolo de la Ronda de San Pablo 
que, como solicitamos a la secretaría de la comisión, se les 
hizo llegar en una versión en CD. 


El preámbulo refiere fundamentalmente a los artículos 
6 y 9.1 del acuerdo sobre el sistema global de preferencias 
comerciales entre países en desarrollo. Recordemos que el 
artículo 6 del acuerdo madre expresa que los participantes 
podrán celebrar, de tiempo en tiempo, rondas de negocia- 
ciones bilaterales, plurilaterales y multilaterales indistin- 
tamente con miras a una mayor expansión del sistema glo- 
bal de preferencias comerciales y al logro más completo de 
sus fines. Las citadas negociaciones se pueden celebrar en 
una amplia combinación de posibilidades establecidas en 
el propio acuerdo. 


En cuanto al artículo 9.1 del acuerdo, es claro su alcan- 
ce, pues refiere a la extensión de las concesiones negocia- 
das e intercambiadas entre los participantes. Cuando estas 
se pongan en práctica, se harán extensivas a todos los par- 
ticipantes en las negociaciones relativas al sistema global 
de preferencias comerciales, sobre la base de la cláusula de 
la nación más favorecida. 


El punto 1 del protocolo establece el modo de aplica- 
ción de las listas arancelarias que pasaran a «ser una lista 
del SGPC relativa a ese participante y se aplicarán solo 
entre aquellos participantes para los que haya entrado en 
vigor el presente Protocolo». 


El punto 2 dispone que la certificación de origen del 
sistema global de preferencias comerciales se lleve a cabo 
por medio de un organismo gubernamental. Al mismo 
tiempo, para los casos en que la autoridad emisora sea un 
organismo no gubernamental, dicha entidad deberá estar 
acreditada por el Gobierno para emitir certificados de ori- 
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gen. Tanto los organismos acreditados, como sus sellos, 
deberán ser notificados a los demás miembros o partici- 
pantes del acuerdo. 


El punto 3 establece que en un plazo no superior a dos 
años después de la fecha de entrada en vigor del presente 
protocolo, los participantes llevarán a cabo una revisión de 
los resultados de la Ronda de San Pablo. 


El punto 4 dispone que cualquier miembro pueda adhe- 
rirse, luego de la entrada en vigor del presente protocolo, 
por medio de una propuesta de concesiones arancelarias. 
A esos efectos se consignan las reducciones arancelarias 
acordadas en la Ronda de San Pablo. 


El punto 5 detalla los actos exigidos a efectos de for- 
malizar la vigencia del protocolo, como la firma de los par- 
ticipantes, la entrada en vigor, el depósito del instrumento 
de ratificación, aceptación o aprobación y el depósito ante 
el secretario general de la UNCTAD. 


Finalmente, el protocolo anexa —como parte de él— las 
listas de concesiones arancelarias correspondientes a los 
firmantes que, insisto, están incluidas en el CD que fuera 
repartido a los señores senadores. 


A la fecha, fueron tres los países ratificantes: India, 
Malasia y Cuba. En este sentido, el protocolo de referencia 
aún no ha entrado en vigor y la ratificación por parte de 
Uruguay —que estamos gestionando en el día de hoy- sería 
definitoria a tales efectos, dado que el literal c) del artículo 
5 claramente entrará en vigor el trigésimo día a partir de la 
fecha en que cuatro participantes como mínimo hayan de- 
positado los instrumentos de firma definitiva, ratificación, 
aceptación o aprobación. 


Recuerdo —recién lo conversaba con el señor senador 
Bordaberry- que esto se aprobó en el Senado durante el 
período pasado y fue enviado a la Cámara de Represen- 
tantes, pero allí no tuvo suerte, creo que por tratarse de 
un año electoral. Hoy el proyecto vuelve aprobado por la 
Cámara de Representantes, por lo que estaremos dándo- 
le la segunda aprobación y enviándolo al Poder Ejecutivo 
para que lo ratifique, cumpliendo así con el requisito para 
la eventual próxima entrada en vigor de este protocolo. En 
este sentido, en el literal d) del punto 10 de la sección V se 
estipula: «Para cualquier participante que deposite un ins- 
trumento de ratificación, aceptación o aprobación después 
de la entrada en vigor de este protocolo, el mismo entrará 
en vigor para ese participante el trigésimo día después de 
dicho depósito». 


Señor presidente: de acuerdo con la información que 
obra en nuestro conocimiento, el sistema global de prefe- 
rencias comerciales es un instrumento de gran potenciali- 
dad y, por lo tanto, creemos que Uruguay, con este asunto 
aprobado, podría profundizar aún más en él. 
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Hicimos algunas averiguaciones sobre el potencial de 
este protocolo, señor presidente, y fuimos a dar en Internet 
con un informe elaborado por el licenciado Ignacio Bar- 
tesaghi en agosto del año 2012 y publicado por la Cáma- 
ra de Industrias del Uruguay. De este informe quiero leer 
algunos pasajes. Al comenzar dice: «A través del estudio 
del sistema global de preferencias comerciales (SGPC) se 
pretende cumplir con algunos objetivos. En primer lugar, 
dar a conocer un instrumento que por lo general los opera- 
dores de comercio exterior del Uruguay no tienen presen- 
te,» —subrayo la expresión «no tienen presente»— «conocer 
el grado de profundidad alcanzado por el SGPC en los úl- 
timos años, caracterizar la relación comercial del Merco- 
sur y de Uruguay con los países que integran el SGPC y 
diferenciarlo de otros sistemas preferenciales o acuerdos 
como el SGP». 


A su vez, en las conclusiones de este profuso informe 
se dice: «Como resultado de la tercera ronda de negocia- 
ciones del SGPC» —que fue la de San Pablo— «se modificó 
sustancialmente el nivel de cobertura y se permitió el in- 
greso de China y de otros países que inicialmente no for- 
maron parte del sistema. De cualquier forma, si bien algu- 
nos países ya incorporaron las concesiones de la Ronda de 
San Pablo, las mismas no se encuentran vigentes (ya que 
hasta la fecha» —recalco que esto se decía desde la Cámara 
de Industrias del Uruguay en el año 2012— «no se cumplió 
con las exigencias previstas por el protocolo para que eso 
ocurra)». Esto podrá ocurrir a partir de ahora. 


Continúa el informe de Bartesaghi: «Asimismo, las 
concesiones fueron otorgadas por un grupo muy reducido 
de países en comparación con los firmantes del Acuerdo 
de Belgrado de 1988»; aquí se hace referencia al acuerdo 
original del SGPC. 


Creo que este informe de la Cámara de Industrias del 
Uruguay exime de ulteriores comentarios porque lo que 
hace este organismo —que, en definitiva, nuclea a los pri- 
vados que van a comerciar y a aprovechar estos instru- 
mentos—es, diría, guardar un ángulo de expectativa frente 
al desarrollo de este importante protocolo que va a cobrar 
vigor a partir de su promulgación. 


Señor presidente: la Comisión de Asuntos Internacio- 
nales aprobó este proyecto de ley por unanimidad de pre- 
sentes y estamos recomendando la aprobación respectiva 
de este Cuerpo. 


Nada más. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la pala- 
bra, se va a votar en general el proyecto de ley. 


(Se vota). 
—27 en 28. Afirmativa. 


En discusión particular. 
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Léase el artículo único del proyecto de ley. 
(Se lee). 


SEÑOR SECRETARIO (José Pedro Montero).- 
«Artículo Único.- Apruébase el Protocolo de la Ronda de 
San Pablo al Acuerdo sobre el Sistema Global de Preferen- 
cias Comerciales entre Países en Desarrollo suscrito por 
el Mercosur en Foz de lguazú, República Federativa del 
Brasil, el 15 de diciembre de 2010». 


SEÑOR PRESIDENTE.- En consideración. 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota). 


—27 en 28. Afirmativa. 
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Queda sancionado el proyecto de ley, que se comunica- 
rá al Poder Ejecutivo. 


(No se publica el texto del proyecto de ley sancionado, 
por ser igual al considerado). 


17) MEMORÁNDUM DE ENTENDIMIENTO DE 
COMERCIO Y COOPERACIÓN ECONÓMICA 
ENTRE EL MERCOSUR Y LA REPÚBLICA 
DEL LÍBANO 


SEÑOR PRESIDENTE. Se pasa a considerar el asun- 
to que figura en tercer término del orden del día: «Proyec- 
to de ley por el que se aprueba el Memorándum de enten- 
dimiento de comercio y cooperación económica entre el 
Mercosur y la República del Líbano, suscrito en Paraná, 
República Argentina, el 16 de diciembre de 2014. (Carp. 
n.- 629/2016 - rep. n.* 362/2016)». 
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(Antecedentes). 


Carp. n.* 629/2016 - rep. n.* 362/2016 
CÁMARA DE REPRESENTANTES 
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Artículo único - Apruébase el Memorándum de Entendimiento de Comercio y 
Cooperación Económica entre el Mercosur y la República del Libano, suscrito en la ciudad 
de Paraná, República Argentina, el día 16 de diciembre de 2014. 


Sala de Sesiones de la Cámara de Representantes, en Montevideo, a 12 de julio de 


2016. 
r 
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DOLA DO AMARILLA 


L e Y Presidente 
VIRGINIA ORTIZ 


Secretaria 
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MINISTERIO DE RELACIONES EXTERIORES 
MINISTERIO DE ECONOMÍA Y FINANZAS 

MINISTERIO DE INDUSTRIA, ENERGÍA Y MINERÍA 
MINISTERIO DE GANADERÍA, AGRICULTURA Y PESCA 


Montevideo, 26 FEB 2016 


Señor Presidente de la Asamblea General 


El Poder Ejecutivo tiene el 
honor de dirigirse a la Asamblea General, de conformidad con lo 
dispuesto por los Artículos 85 numeral 7 y 168 
numeral 20 de la Constitución de la República, a fin de someter a su 
consideración el proyecto de Ley adjunto, mediante el cual se aprueba el 
MEMORÁNDUM DE ENTENDIMIENTO DE COMERCIO Y 
COOPERACIÓN ECONÓMICA ENTRE EL MERCOSUR Y LA 
REPÚBLICA DEL LÍBANO suscrito en la ciudad de Paraná el día 16 de 
diciembre de 2014. 


ANTECEDENTES 


Desde el año 2009, el Libano ha mostrado interés en profundizar su 
relacionamiento con el MERCOSUR. La agenda MERCOSUR de ese 
momento no permitió iniciar las conversaciones, pero se dio una 
explicación del proceso negociador del bloque con terceros países o 


grupos de países. 
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Desde entonces el Libano ha expresado por diversos medios, con mayor 
o menor intensidad, a cada Presidencia del bloque el interés de 
profundizar el relacionamiento con el MERCOSUR. 


En 2014 durante la Presidencia Pro-témpore de Argentina se decidió 
iniciar conversaciones para la firma de un Memorándum de 
Entendimiento, que se inscribe dentro de la estrategia del MERCOSUR 
de ampliar su relacionamiento externo en especial con paises en 
desarrollo, con los cuales si bien no existen flujos comerciales de 
relevancia, sí resultan importantes desde visiones políticas o estratégicas. 


Este Memorándum pretende sentar las bases de diálogo, conocimiento 
mutuo y cooperación para una futura etapa de negociaciones de 
contenido comercial sobre la cual no se establecen plazos. 


De esta manera este Memorándum de Entendimiento tiene como objetivo 
fortalecer las relaciones entre las Partes Contratantes a través de la 
promoción del comercio y otorgando el marco necesario y los 
mecanismos para negociar un área de libre comercio, de acuerdo a las 


normas y disciplinas de la OMC. 


En consideración de la participación del MERCOSUR en el comercio con 
Libano puede señalarse que se trata de un socio relevante en el contexto 
del mundo árabe, resultando un interesante socio para el MERCOSUR en 


esa región. 
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El Libano es un mercado de reducidas proporciones, pero que forma 
parte de una región y un contexto que son prioridades estratégicas del 
relacionamiento externo del MERCOSUR como forma de diversificar los 
vínculos con el área ya que el bloque ya tiene acuerdos con países de 
Medio Oriente, como Israel, Egipto, Palestina y un Acuerdo Marco similar 
con Jordania. También tiene suscriptos Acuerdos Marcos con Marruecos 
y con Turquía. A la vez, en la Cumbre del MERCOSUR realizada en la 
ciudad de Paraná en diciembre 2014 se firmó un Acuerdo Marco muy 
similar con Túnez. 


TEXTO 
El Memorandum consta de un preámbulo y 11 artículos. 


El Artículo 1 define las "Partes Contratantes” (MERCOSUR y República 
del Libano) y las “Partes Signatarias” ( Estados Partes del MERCOSUR y 
República del Libano) 


El Artículo 2 establece el objeto del Memorándum fortalecer las relaciones 
entre las Partes Contratantes a través de la promoción del comercio y 
otorgando el marco necesario y los mecanismos para negociar un área de 
libre comercio, de acuerdo a las normas y disciplinas de la OMC 
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Los Artículos 3 y 4 acuerdan la constitución de un Comité Conjunto que 
servirá como foro fundamentalmente para el intercambio de información y 
la negociación de una Zona de Libre Comercio. 


El Artículo 5 refiere al compromiso de estimular actividades de promoción 
comercial y realiza una enumeración no taxativa de los mecanismos al 
efecto mencionando seminarios, misiones comerciales, ferias, simposios y 


exposiciones. 


Los Artículos 6, 7 y 8 definen diferentes formas de cooperación, en los 
sectores agrícola e industrial, expansión y diversificación del comercio de 
servicio y resuelve promover relaciones más estrechas entre las 
organizaciones competentes en las áreas de sanidad vegetal y animal, 
normalización, medidas sanitarias, fitosanitarias y de seguridad 
alimentaria y reglamentaciones técnicas. 


Los Artículos 9, 10 y 11 regulan aspectos formales en cuanto a la entrada 
en vigor, país Depositario y modificaciones ulteriores. 


En atención a lo expuesto y reiterando la necesidad y conveniencia de la 
suscripción de este tipo de Acuerdos, el Poder Ejecutivo solicita la 
correspondiente aprobación parlamentaria. 


El Poder Ejecutivo reitera al señor Presidente de la Asamblea General las 


seguridades de su más alta consideración.- 
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Montevideo, 2 FEB 2016 


PROYECTO DE LEY 


ARTICULO UNICO.- Apruébase el MEMORÁNDUM DE ENTENDIMIENTO DE 
COMERCIO Y COOPERACIÓN ECONÓMICA ENTRE EL MERCOSUR Y LA 


REPÚBLICA DEL LIBANO, suscrito en la ciudad de Paraná el día 16 de 
diciembre de 2014. 
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CÁMARA DE SENADORES 
Comisión de Asuntos Internacionales 


MEMORÁNDUM DE ENTENDIMIENTO DE COMERCIO Y COOPERACIÓN 
ECONÓMICA ENTRE EL MERCOSUR Y LA REPÚBLICA DEL LÍBANO. 


Informe 


Señores Senadores: 


El presente proyecto de ley persigue la aprobación del Memorándum de 
Entendimiento de Comercio y Cooperación Económica entre el MERCOSUR y 
la República del Líbano. 


Este Memorándum de Entendimiento aspira a fortalecer las relaciones 
entre El Líbano y el MERCOSUR por medio del comercio y diseñar una futura 
negociación de un área de libre comercio. 


El MERCOSUR ha desarrollado acuerdos con varios países del norte de 
África y Medio Oriente, tal como lo recuerda el informe del Poder Ejecutivo. 


Es oportuno expresar brevemente que la naturaleza de un 
“memorándum de entendimiento” en relaciones internacionales se asimila a la 
categoría de "Tratado". 


Un Memorándum de Entendimiento describe un acuerdo bilateral entre 
Partes, y como en esta oportunidad, expresa una confluencia de deseos entre 
los signatarios a efectos de acciones comunes. 


Pese a que El Líbano es un mercado reducido integra una región 
interesante donde nuestro país y en particular el MERCOSUR apuestan a una 


necesaria presencia estratégica de modo de diversificar su relación comercial. 


El memorándum se presenta por medio de un preámbulo y 11 artículos. 
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El preámbulo ratifica lo dicho anteriormente en cuanto al compromiso por 
diversificar y fortalecer el acuerdo entre las Partes tendiendo a una Zona de 
Libre Comercio. 


El artículo 1? define por un lado a las "Partes Contratantes” 
(MERCOSUR y la Rep. de El Líbano) y por otro “Partes Signatarias” (Estados 
Partes del MERCOSUR y la República del Líbano). 


El artículo 2” propone como objetivo promover la expansión del comercio 
y generar las condiciones adecuadas para negociar una Zona de Libre 
Comercio. 


El artículo 3? dispone constituir un Comité Conjunto de modo de cumplir 
con los fines del artículo 2 y establecer un programa de trabajo para encarar las 
negociaciones. 


El artículo 4” establece una nomina de actividades que el Comité 
Conjunto ha de llevar adelante para implementar el pleno desarrollo de los 
objetivos que plantea el Memorándum de Entendimiento. 


El artículo 5* dispone que las Partes lleven a cabo actividades de 
promoción comercial a efectos de profundizar el conocimiento mutuo en 
materia comercial e inversiones. 


El artículo 6” encomienda el fomento de acciones conjuntas para 
implementar proyectos de cooperación en temas agrícolas e industriales. Entre 
las acciones a seguir se señalan el intercambio de información, capacitación, 
misiones técnicas, etc, 
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El artículo 7” establece una línea de cooperación a efectos de promover 
el comercio de servicios conforme al Acuerdo General sobre Comercio de 
Servicios. 

Los artículos 9”, 10 y 11 regulan aspectos formales relacionados a la 
entrada en vigor, país signatario, etc., detalles que hacen a la consolidación 
jurídica del instrumento en el territorio de las Partes. 

Vuestra Comisión de Asuntos Internacionales ha examinado el presente 


instrumento no encontrando obstáculos para proceder a recomendar la 
aprobación solicitada. 


Sala de la Comisión, 3 de noviembre de 2016. 


RUBÉN MARTÍNEZ HUELMO 
Miembro informante 


LUIS LACALLE POU 


CONSTANZA MOREIRA 


MARCOS OTHEGUY 


ENRIQUE PINTADO 


MÓNICA XAVIER 
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Texto del memorándum 


MEMORÁNDUM DE ENTENDIMIENTO DE COMERCIO Y COOPERACIÓN 
ECONÓMICA ENTRE EL MERCOSUR Y LA REPÚBLICA DEL LÍBANO 


La República Argentina, la República Federativa de Brasil, la República del 
Paraguay, la República Oriental del Uruguay y la República Bolivariana de 
Venezuela (en adelante, los "Estados Partes del MERCOSUR”), por una parte, 
y la República del Libano, por la otra: 


DESEANDO establecer reglas claras, predecibles y duraderas para promover 
el desarrollo del comercio y la inversión recíprocos mediante la creación de una 
Zona de Libre Comercio; 


REAFIRMANDO su compromiso por diversificar y fortalecer aún más el 
comercio internacional de acuerdo con las normas de la Organización Mundial 
del Comercio (OMC); 


RECONOCIENDO que los acuerdos de libre comercio contribuyen a la 
expansión del comercio mundial, a una mayor estabilidad internacional y, en 
particular, al desarrollo de relaciones más estrechas entre sus pueblos; 


CONSIDERANDO que el proceso de integración económica incluye no sólo la 
liberalización gradual y reciproca del comercio, sino también el establecimiento 
de una cooperación económica amplia; 


CREYENDO que el comercio y la integración regional entre los países en 
desarrollo, incluida la creación de zonas de libre comercio, son compatibles con 
el sistema multilateral de comercio y contibuyen a la expansión del comercio 
mundial, a la integración de sus economías en la economia mundial, y al 
desarrollo social y económico de sus pueblos; 


ACUERDAN LO SIGUIENTE: 
Artículo 1 


A los efectos del presente Memcrándum de Entendimiento, las “Partes 
Contratantes” son el MERCOSUR y la República del Líbano. Las “Partes 
Signatarias” son los Estados Partes del MERCOSUR y la República del Libano. 


Artículo 2 


El presente Memorándum de Entendimiento tiene por objetivo fortalecer las 
relaciones entre las Partes Contratantes promoviendo la expansión del 
comercio y brindando las condiciones y los mecanismos necesarios para 
negociar una Zona de Libre Comercio de conformidad con las normas y 
disciplinas de la OMC. 
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Artículo 3 


3.1. Las Partes Contratantes acuerdan constituir un Comité Conjunto. Sus 
miembros serán, por el MERCOSUR: el Grupo del Mercado Común o sus 
representantes; por la República del Libano: el Ministerio de Economía y 
Comercio y representantes de los diferentes ministerios competentes. A efectos 
de cumplir con los objetivos citados en el Artículo 2, el Comité Conjunto 
establecerá un programa de trabajo para llevar adelante las negociaciones. 


3.2. El Comité Conjunto se reunirá con la frecuencia que las Partes 
Contratantes acuerden. 


Artículo 4 
El Comité Conjunto servirá como foro para: 


a) Intercambiar información sobre los cupos arancelarios y los aranceles 
por cada Parte Contratante, sobre el comercio bilateral y con 
terceros países, y sobre sus respectivas políticas comerciales; 


b) Intercambiar información sobre el acceso al mercado, medidas arancelarias 
y no arancelarias, medidas sanitarias y fitosanitarias, normas y 
reglamentaciones técnicas, normas de origen, régimen de salvaguardias, 
antidumping y derechos compensatorios, regímenes aduaneros especiales 
y mecanismos de resolución de controversias, entre otros asuntos; 


c) Identificar y proponer medidas tendientes a alcanzar las metas fijadas en el 
Artículo 2, incluidas las referidas a la facilitación del comercio; 


d) Establecer los criterios para la negociación de una Zona de Libre Comercio 
entre las Partes Contratantes, según lo previsto en el Artículo 2; 


e) Negociar un Acuerdo para el establecimiento de una Zona de Libre 
Comercio entre las Partes Contratantes sobre la base de los criterios 
convenidos; 

f) Desarrollar otras tareas que las Partes Contratantes determinen. 

Artículo 5 

Con el fin de ampliar el conocimiento mutuo sobre las oportunidades 

comerciales y de inversiones, las Parles Contratantes estimularán la realización 


de actividades de promoción comercial tales como seminarios, misiones 
comerciales, ferias, simposios y exposiciones. 
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Artículo 6 


Las Partes Contratantes promoverán el desarrollo de acciones conjuntas 
orientadas a la implementación de proyectos de cooperación en los sectores 
agrícola e industrial, entre otros, mediante el intercambio de información, 
programas de capacitación y misiones técnicas, así como la promoción de 
oportunidades comerciales. 


Artículo 7 


Las Partes Contratantes cooperafán mutuamente con el objeto de promover la 
expansión y diversificación del comercio de servicios entre ellas, de 
conformidad con el Acuerdo General sobre el Comercio de Servicios (AGCS) 
de la Organización Mundial de Comercio. 


Artículo 8 


Las Partes Contratantes acuerdan cooperar para promiover relaciones más 
estrechas entre sus organizaciones compelentes en las áreas de sanidad 
vegetal y animal, normalización, medidas sanitarias, fitosanitarias y de 
seguridad alimentaria, y reglamentaciones técnicas. 


Artículo 9 


9.1. El presente Memorándum de Entendimiento entrará en vigor transcurridos 
treinta (30) días de la fecha de la última notificación escrita cursada entre las 
Panes Contratantes por la vía diplomática a los efectos de comunicarse que se 
han cumplido todos los procedimientos legales internos necesarios a tal efecto. 


9.2. El presente Memorándum de Entendimiento permanecerá en vigor por un 
(1) año y se renovará automáticamente por un periodo similar, a menos que 
una de las Partes Contratantes notifique a la otra por escrito, mediante la vía 
diplomática, su intención de darlo por terminado. Esta decisión deberá ser 
notificada treinta (30) días antes de la finalización o la fecha de renovación. La 
denuncia se hará efectiva transcurridos seis (8) meses de la fecha de la 
notificación. 


Artículo 10 


10.1. A los efectos de lo establecido en el Artículo 9.1., la República del 
Paraguay será la Depositario del presente Memorándum de Entendimiento. 


10.2.En cumplimiento de las funciones de Depositario previstas en el Artículo 
10.1., la República del Paraguay notificará a los demás Estados Partes del 
MERCOSUR la fecha de entrada en vigor del presente Memorándum de 
Entendimiento. 
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Artículo 11 


Este Memorándum de Entendimiento podrá ser modificado por mutuo 
consentimiento de las Partes Contratantes mediante canje de notas por la vía 


diplomática. 


Hecho en la ciudad de Paraná, República Argentina, el día 18 de diciembre de 
2014, en dos ejemplares, en los idiomas español, portugués, árabe e inglés, 
siendo todos los textos igualmente auténticos. En caso de duda o divergencia 
en la interpretación, prevalecerá el texto en inglés. 


POR LA ÚBLICA ASA POR LA REPÚBLICA DEL 
Bl pe. yA 
LA REPÚBLICA FEDERAT|VA 


Y) 


Pádbuls— — 


ENBAJADOR DR. JORGE LUIS JURE 
DIRECTOR 


DIRECCION DE TRATADOS 
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SEÑOR PRESIDENTE. En discusión general. 


Tiene la palabra el miembro informante, señor senador 
Martínez Huelmo. 


SEÑOR MARTÍNEZ HUELMO.- Señor presiden- 
te: no quisiera ocupar en demasía el tiempo del Senado, 
pero este acuerdo, que lleva un nombre un tanto extraño 
—«memorándum de entendimiento»—, aunque no lo es a 
los efectos de los temas internacionales, se asemeja mucho 
a otros acuerdos que ya han firmado tanto el país como el 
Mercosur, y también es muy similar a acuerdos marco que 
hemos tenido para el desarrollo del comercio y la instala- 
ción de un área de libre comercio. 


El Mercosur ha firmado acuerdos con varios países del 
norte de África y de Medio Oriente —tal como lo recuerda 
el informe del Poder Ejecutivo— y la intención, como ya 
dije, es disponer de una zona de libre comercio en futuras 
negociaciones. 


Como todo acuerdo de esta naturaleza, en uno de sus 
artículos —el 3."— se formula la constitución de un comité 
conjunto, de modo de cumplir con los objetivos que persi- 
gue este memorándum de entendimiento, que obviamente, 
en la jerga internacional, tiene la categoría de tratado. 


Esto no mereció ninguna objeción por parte de los 
miembros de la comisión y, por lo tanto, vengo a recomen- 


dar la aprobación respectiva. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la pala- 
bra, se va a votar en general el proyecto de ley. 


(Se vota). 
—28 en 28. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


En discusión particular. 
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Léase el artículo único del proyecto de ley. 
(Se lee). 


SEÑOR SECRETARIO (José Pedro Montero).- 
«Artículo único.- Apruébase el Memorándum de Enten- 
dimiento de Comercio y Cooperación Económica entre el 
Mercosur y la República del Líbano, suscrito en la ciudad 
de Paraná, República Argentina, el día 16 de diciembre 
de 2014». 


SEÑOR PRESIDENTE. En consideración. 
Sí no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota). 

—28 en 28. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Queda sancionado el proyecto de ley, que se comunica- 
rá al Poder Ejecutivo. 


(No se publica el texto del proyecto de ley sancionado, 
por ser igual al considerado). 


18) ACUERDO ENTRE EL GOBIERNO DE LA 
REPÚBLICA ORIENTAL DEL URUGUAY Y EL 
GOBIERNO DE LA REPÚBLICA FRANCESA 
SOBRE COOPERACIÓN EN MATERIA DE 
DEFENSA 


SEÑOR PRESIDENTE. Se pasa a considerar el asun- 
to que figura en cuarto término del orden del día: «Proyec- 
to de ley por el que se aprueba el Acuerdo entre el Gobier- 
no de la República Oriental del Uruguay y el Gobierno 
de la República Francesa sobre cooperación en materia 
de defensa, suscrito en París, República Francesa, el 28 de 
octubre de 2015. (Carp. n.* 630/2016 - rep. n.* 363/2016)». 
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(Antecedentes). 


Carp. n.* 630/2016 - rep. n. 363/2016 
CÁMARA DE REPRESENTANTES 


(7 >) 
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Artículo único - Apruébase el "Acuerdo entre el Gobierno de la República Oriental del 
Uruguay y el Gobierno de la República Francesa sobre Cooperación en Materia de 
Defensa”, suscrito en Paris, República Francesa, el 28 de octubre de 2015. 


Sala de Sesiones de la Cámara de Representantes, en Montevideo, a 12 de julio de 


2016. 
| RDO AMARILLA 
Presidente 
VIR ORTIZ 
taria 
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PODER EJECUTIVO 


MINISTERIO DE RELACIONES EXTERIORES 
MINISTERIO DE ECONOMÍA Y FINANZAS 
MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL 


Montevideo, 26 FEB 2016 


Señor Presidente de la Asamblea General: 

El Poder Ejecutivo tiene 
el honor de dirigirse a la Asamblea General, de conformidad con lo 
dispuesto por los artículos 85, numeral 7 y 168, numeral 20 de la 
Constitución de la República, a fin de someter a su consideración el 
proyecto de Ley adjunto, mediante el cual se aprueba el “Acuerdo entre 
el Gobierno de la República Oriental Del Uruguay y el Gobierno de la 
República Francesa sobre Cooperación en Materia de Defensa”, firmado 
en la ciudad de Paris, República Francesa, el 28 de octubre de 2015. 


ANTECEDENTES 

Este Acuerdo responde a los sólidos vinculos históricos y culturales 
que unen a ambos países, estableciendo un marco que abarca las 
actividades de cooperación, incluyendo áreas como capacitación e 
intercambio de experiencias. 


La cooperación acordada se basa en los principios de igualdad, 
reciprocidad e interés mutuo. 


El convenio prevé el intercambio bilateral, no solamente desde el 
punto de vista estrictamente militar, sino también desde la ciencia y la 
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tecnología e incluye la posibilidad de formación de efectivos castrenses y 
funcionarios civiles de los Ministerios de los dos Estados. 


En este campo, Uruguay aporta su experiencia en las Misiones de 
Paz, como destacado integrante de las fuerzas de la Organización de las 
Naciones Unidas (ONU). Por su parte, resulta de mucha utilidad la 
experiencia de Francia como miembro permanente en el Consejo de 
Seguridad de la Organización de las Naciones Unidas. 


Se señala la importancia del intercambio que se realiza en 
ejercicios militares conjuntos de entrenamiento, de los que también 
participan otros países latinoamericanos, para la aplicación de normas y 
estándares internacionales en seguridad, a nivel de vias aéreas de 
navegación. 


TEXTO 
El Acuerdo consta de un Preámbulo y 12 Artículos. 


Establece el objetivo de la cooperación, en el marco legal de cada 
parte, en forma enunciativa y mo taxativa, ya que deja abierta la 
posibilidad de cooperación en otros sectores de interés mutuo en el 
ámbito de la defensa. 


A texto expreso destaca los siguientes objetivos: 
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a) fomento de intercambio en los ámbitos de la investigación y el 
desarrollo, de la adquisición de bienes y servicios de defensa y 
del apoyo logístico, 

b 

c) cooperación en el ámbito de los equipos de defensa y de 


intercambio de conocimientos, 


e 


sistemas armamentísticos. 


d) promoción de acciones combinadas de entrenamiento, 


— 


instrucción y ejercicios militares. 


Enumera la forma en que se organizará la cooperación en el 
ámbito de la defensa, por medio de visitas, actividades de entrenamiento 
conjuntas, intercambios de instructores, entre otras. 


Desde el punto de vista formal, el tratado posee las cláusulas de 
estilo, tales como denuncia, entrada en vigor, solución de controversias y 
posibilidad de realizar enmiendas. 


En atención a lo expuesto y reiterando la conveniencia de la 
suscripción de este tipo de Acuerdos, el Poder Ejecutivo solicita la 


correspondiente aprobación parlamentaria. 


El Poder Ejecutivo reitera al señor Presidente de la Asamblea 
General las seguridades de su más alta consideración. 


E a E "je 
_——— qe INP 
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PROYECTO DE LEY 


ARTICULO UNICO.- Apruébase el “Acuerdo entre el Gobierno de la República 
Oriental del Uruguay y el Gobiemo de la República Francesa sobre 
Cooperación en Materia de Defensa”, suscrito en Paris, República Francesa, el 
28 de octubre de 2015. 


EE SAS 
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CÁMARA DE SENADORES 


Comisión de Asuntos Internacionales 


ACUERDO ENTRE EN GOBIERNO DE REPÚBLICA ORIENTAL DEL 
URUGIUAY Y EL GOBIERNO DE LA REPÚBLICA FRANCESA SOBRE 
COOPERACIÓN EN MATERIA DE DEFENSA. 


informe 
Señores Senadores: 


El presente proyecto de ley persigue la aprobación del Acuerdo entre el 
Gobierno de la República Oriental del Uruguay y el Gobierno de la República 
Francesa sobre Cooperación en Materia de Defensa. 


El preámbulo fundamenta la conveniencia de reforzar los vinculos entre 
las Partes como garantía de una cooperación fructífera en materia de defensa. 


El. Acuerdo expresa el interés de Uruguay y Francia por el 
mantenimiento de la paz y de la seguridad internacional y la resolución pacífica 
de las controversias intemacionales. 


El presente instrumento presenta las características clásicas de la 
amplia mayoría de los Acuerdos de Cooperación en materia de Defensa, que el 
gobierno de la República ha signado. 


Ant.1” — Establece como objetivo del Acuerdo la cooperación entre las 
Partes, pretendiendo fijar un marco que abarque todas las actividades que 
correspondan, respetando las leyes nacionales de cada una de las Partes. 


Art.2” - Establece que la Cooperación entre Uruguay y Francia se dará 
dentro de los tradicionales principios de igualdad, reciprocidad e interés mutuo. 
A esos efectos el artículo detalla varias instancias por medio de las cuales se 
habrá de materializar la citada cooperación. 


Art.3” — Detalla de manera específica el modo como se habrá de 
organizar la cooperación entre las Partes, de la profusa lista de actividades 
consignadas se debe señalar que las mismas son uso y practica en la materia. 


Art.4” — Determina que cada Parte asumirá los gastos originados por la 
participación de su personal en las actividades señaladas en este Acuerdo. 


Art.5” — Este artículo asegura acceso a los servicios médicos militares en 
las mismas condiciones que el personal militar de la Parte sobre cuyo territorio 
se desarrollen actividades. 
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Art.6” — Dispone bajo que circunstancia cada Parte renunciará a 
cualquier solicitud de indemnización en caso de daños causados por el 
personal de la otra Parte a su personal o a su material durante la celebración 
de actividades con juntas, salvo en caso de falta grave o intencionada. 

Art.7” — A efectos de permitir el intercambio de información y material 
clasificados, las Partes se plantean la necesidad de concluir a la mayor 
brevedad posible un acuerdo sobre protección de información en materia de 
defensa. 


Art.8” - Abre la posibilidad a futuros acuerdos complementarios para 
definir otras modalidades de cooperación. 


Art.9” — Dispone sobre eventuales controversias. 


Finalmente los artículos 10, 11 y 12 abordan aspectos como enmiendas, 
denuncia del Acuerdo y entrada en vigor. 


Habiendo examinado los antecedentes de este asunto vuestra Comisión 
de Asuntos Internacionales no encuentra obstáculo para recomendar la 
aprobación solicitada. 


Sala de la Comisión, 3 de noviembre de 2016. 


RUBÉN MARTÍNEZ HUELMO 
Miembro informante 


LUIS LACALLE POU 


CONSTANZA MOREIRA 


MARCOS OTHEGUY 


ENRIQUE PINTADO 


MÓNICA XAVIER 
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Texto del acuerdo 


Acuerdo entre el Gobierno de la República Oriental del Uruguay y el 
Gobierno de la República Francesa sobre cooperación en materia de 


defensa 


El Gobierno de la República Oriental del Uruguay 


y 
El Gobierno de la República Francesa 
en lo sucesivo, «las Partes», 


Conscientes de que los vínculos históricos y culturales seculares que unen a las Partes dan una 
dimensión especial a las relaciones bilaterales entre ambos Estados; 

Convencidos de que dichos vínculos son la garantía de una cooperación fructífera en el ámbito de 
la defensa; 

Considerando que se puede ampliar y reforzar esta cooperación en distintos sectores de la defensa, 
y en especial en las tecnologías e industrias de defensa, habida cuenta de las distintas actividades e 
intercambios que ya se llevan a cabo en cuestión de cooperación militar; 

Teniendo en cuenta su interés común por el mantenimiento de la paz y de la seguridad 
internacionales y por la resolución pacífica de las controversias internacionales; 

Reafirmando su intención de fomentar y formalizar sus relaciones bilaterales en el ámbito de la 
defensa, basadas en la amistad y la cooperación que caracterizan las relaciones entre ambos 
Estados; 


Han acordado lo siguiente: 
ARTÍCULO 1 


El presente Acuerdo tiene como objeto la cooperación entre las Partes en el ámbito de la defensa y 
establece un marco que abarca todas las actividades de cooperación respetando las leyes y la 
reglamentación de cada una de las Partes. 


ARTÍCULO 2 


1. La cooperación entre las Partes, basada en principios de igualdad, reciprocidad e interés mutuo, 
tiene como objetivos: 

a) el fomento de los intercambios sobre cuestiones relacionadas con la defensa, en especial en los 
ámbitos de la investigación y el desarrollo, de la adquisición de bienes y servicios de defensa y 
del apoyo logístico; 

b) el intercambio de los conocimientos y de las experiencias adquiridas en el ámbito de las 
operaciones militares, del uso de equipos militares en servicio en las fuerzas de las dos Partes y 
de la ejecución de operaciones internacionales de mantenimiento de la paz; 

e) la cooperación en el ámbito de los equipos de defensa y de sistemas armamentísticos; 
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d) la promoción de acciones combinadas de entrenamiento y de instrucción militar, de ejercicios 
militares combinados, así como los intercambios de información correspondientes; 
e) la cooperación en otros sectores de interés mutuo en el ámbito de la defensa, 


2. La aplicación de la cooperación entre las Partes será principalmente competencia de los 
ministerios de Defensa respectivos. 


ARTÍCULO 3 


La cooperación entre las Partes en el ámbito de la defensa se organizará de la siguiente forma: 

a) visitas recíprocas « instituciones civiles y militares de delegaciones compuestas por autoridades 
y miembros de las fuerzas armadas; 

b) reuniones sobre la gestión de los recursos humanos y reuniones técnicas entre instituciones 
militares; 

c) actividades de entrenamiento, de instrucción militar y ejercicios conjuntos entre las Partes; 

d) participación en cursos teóricos y prácticos, cursillos, seminarios, conferencias, debates y 
simposios organizados en unidades militares y en organismos civiles que sean de interés para la 
defensa; 

e) Intercambio de instructores y estudiantes de instituciones militares, realización de actividades de 
entrenamiento, instrucción militar y ejecución de ejercicios conjuntos entre las Partes; 

f) visitas de buques de guerra; 

£) acontecimientos culturales y deportivos; 

h) intercambio de conocimientos y de experiencias en el ámbito de la adquisición y el uso de 
equipos militares; 

i) adquisición de material y equipos, en el respeto de las leyes y de los reglamentos nacionales de 
las Partes, 


ARTÍCULO 4 


Cada Parte asumirá los gastos ocasionados por la participación de su personal en las actividades de 
cooperación definidas en el presente Acuerdo. 


Todas las actividades desarrolladas en el ámbito de éste Acuerdo, estarán sujetas a la disponibilidad 
de recursos financieros de las Partes, 
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ARTÍCULO 5 


En el marco de actividades de cooperación organizadas en el territorio de una Parte, el personal de 
la otra Parte tendrá acceso a los servicios médicos militares en las mismas condiciones que el 
personal militar de la Parte sobre cuyo territorio se desarrollen estas actividades. Las evacuaciones 
sanitarias llevadas a cabo, en la medida de lo posible, por los medios militares de esta última serán 
gratuitas. 

Cada Parte asumirá la totalidad de los gastos en los que incurra Su personal para los cuidados 
médicos urgentes y la atención dental proporcionados en centros no militares así como el transporte 
sanitario efectuado por medios civiles. 


ARTÍCULO 6 


l. Cada Parte renunciará a cualquier solicitud de indemnización en caso de daños enusados por el 
personal de la otra Parte a su personal o a su material durante la celebración de actividades 
conjuntas, salvo en caso de falta grave o intencionada. 

Por falta grave se entenderá error grave o negligencia grave. 

Por falta intencionada se entenderá una falta cometida con la intención deliberada de su autor de 
causar un perjuicio. 

La determinación de la existencia de una falta grave o intencionada será competencia de las 
autoridades de la Parte de la cual dependa el autor de la falta, 

Sin embargo, en caso de controversia, se solucionará el asunto mediante negociación entre las 
Partes. 


2. Cada Parte asumirá la indemnización relativa a cualquier daño causado por su personal a 
Lerceros. 
Cuando una de las Partes sea la única responsable del daño, asumirá las consecuencias financieras. 


3. En los casos de responsabilidad compartida de las Fuerzas Armadas de ambas Partes por daño 
provocado a terceros, aquellas asumirán la indemnización a la víctima. Para determinar la 
responsabilidad compartida, las Partes se consultarán. 


ARTÍCULO 7 


Con vistas a permitir el intercambio de información y material clasificados, las Partes reconocen la 
necesidad de concluir a la mayor brevedad posible un acuerdo sobre protección de información y 
material clasificados en el ámbito de la defensa. 
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ARTÍCULO 8 


Las modalidades de aplicación de la cooperación se podrán definir mediante acuerdos ministeriales 
u otros acuerdos complementarios. 


ARTÍCULO 9 


Cualquier controversia derivada de la interpretación o de la aplicación del presente Acuerdo se 
resolverá mediante consultas o negociaciones entre las Partes. 


ARTÍCULO 10 


Se podrá enmendar el presente Acuerdo a solicitud de una de las Partes. Las enmiendas entrarán en 
vigor de conformidad con lo dispuesto en el artículo 12 del presente Acuerdo. 


ARTÍCULO 11 


1. Cada una de las Partes podrá denunciar el presente Acuerdo en cualquier momento. Se notificará 
la denuncia por escrito por vía diplomática; ésta surtirá efecto noventa días después de la recepción 
de la notificación correspondiente. 


2. La terminación o la denuncia no afectarán a los programas y actividades en curso en el marco del 
presente Acuerdo, salvo acuerdo contrario de las Partes, ni eximirán a las Partes de las obligaciones 
surgidas de su aplicación. 


ARTÍCULO 12 


El presente Acuerdo entrará en vigor treinta días después de la recepción de la última notificación, 
por escrito y por la vía diplomática, relativa al cumplimiento de los procedimientos internos 
requeridos por cada una de las Partes. 


El presente Acuerdo tendrá una duración de diez (10) años, prorrogables automáticamente una vez 
por plazo análogo, salvo que alguna de las Partes comunicase a la otra su voluntad en contrario. 
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Hecho en la ciudad de Paris, el 28 de octubre de 2015, en dos ejemplares originales, enda uno en 
idiomas francés y español, siendo ambos textos igualmente auténticos. 


Por el Gobierno de la Por el Gobierno de la 
República Oriental del Uruguay República Francesa 


ndo» 


Lt 


EMBAJADOR JORGE LUIS JURE 


DIRECC ADOS 


560-C.S. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En discusión general. 


Tiene la palabra el miembro informante, señor senador 
Martínez Huelmo. 


SEÑOR MARTÍNEZ HUELMO.- Señor presidente: 
antes de pasar a referirme al articulado de este proyecto 
de ley, voy a abrir un poco el paraguas. 


Este documento tiene un formato que nuestro país ya 
ha usado en infinidad de oportunidades en lo que tiene 
que ver con tratados de defensa, no solamente con países 
de Europa —recuerdo el tratado con Portugal, que votamos 
hace algún tiempo-, sino también con naciones de Améri- 
ca Latina. Se trata de un documento que tiene un formato 
que es normal en esta materia; esto lo debo dejar estableci- 
do claramente. En aspectos tan delicados como son los de 
la defensa, Uruguay avanza manteniendo los principios de 
igualdad, reciprocidad, interés mutuo y soberanía de cada 
una de las partes. 


El artículo 1. de este documento establece como ob- 
jetivo del acuerdo la cooperación entre las partes, preten- 
diendo fijar un marco que abarque todas las actividades 
que correspondan, respetando las leyes nacionales de cada 
una de las partes. 


El artículo 2.* establece que la cooperación entre Uru- 
guay y Francia se dará dentro de los tradicionales prin- 
cipios de igualdad, reciprocidad e interés mutuo. A esos 
efectos, el artículo detalla varias instancias por medio de 
las cuales se habrá de materializar la citada cooperación. 


El artículo 3. establece de manera específica el modo 
como se habrá de organizar la cooperación entre las par- 
tes. Sobre la profusa lista de actividades consignadas se 
debe señalar que son uso y práctica en la materia. 


El artículo 4.” determina que cada parte asumirá los 
gastos originados por la participación de su personal en 
las actividades señaladas en este acuerdo. 


El artículo 5.” asegura acceso a los servicios médicos 
militares en las mismas condiciones que el personal mili- 
tar de la parte sobre cuyo territorio se desarrollen activi- 
dades. 


El artículo 6.” dispone bajo qué circunstancias cada 
parte renunciará a cualquier solicitud de indemnización en 
caso de daños causados por el personal de la otra parte a su 
personal o a su material durante la celebración de activida- 
des conjuntas, salvo en caso de falta grave o intencionada. 


El artículo 7.” establece que a efectos de permitir el 
intercambio de información y material clasificados, las 
partes se plantean la necesidad de concluir a la mayor bre- 
vedad posible un acuerdo sobre protección de información 
en materia de defensa. 
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El artículo 8. abre la posibilidad a futuros acuerdos com- 
plementarios para definir otras modalidades de cooperación. 


El artículo 9.” dispone sobre eventuales controversias. 


Finalmente, los artículos 10, 11 y 12 abordan aspectos 
como enmiendas, denuncia del acuerdo y entrada en vigor. 


Este documento fue signado por Uruguay en momen- 
tos de la visita del presidente de la República, doctor Ta- 
baré Vázquez, a Francia. 


La comisión votó por unanimidad este proyecto de ley 
y, por lo tanto, vengo a recomendar al Senado su aproba- 
ción. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la pala- 
bra, se va a votar en general el proyecto de ley. 


(Se vota). 

—28 en 28. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

En discusión particular. 

Léase el artículo único del proyecto de ley. 

(Se lee). 

SEÑOR SECRETARIO (José Pedro Montero).- 
«Artículo único.- Apruébase el “Acuerdo entre el Gobier- 
no de la República Oriental del Uruguay y el Gobierno de 
la República Francesa sobre Cooperación en Materia de 
Defensa”, suscrito en París, República Francesa, el 28 de 
octubre de 2015». 

SEÑOR PRESIDENTE. En consideración. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 

(Se vota). 

—28 en 28. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Queda sancionado el proyecto de ley, que se comunica- 
rá al Poder Ejecutivo. 


(No se publica el texto del proyecto de ley sancionado, 
por ser igual al considerado). 


19) NORMA MARLENE GARCÍA Y NATALIA 
PAOLA PAZ GARCÍA. PENSIÓN GRACIABLE 


SEÑOR PRESIDENTE. Se pasa a considerar el asun- 
to que figura en quinto término del orden del día: «Pro- 
yecto de ley por el que se concede una pensión graciable 
a las señoras Natalia Paola Paz García y Norma Marlene 
García. (Carp. n.* 673/2016 - rep. n.* 359/2016)». 
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(Antecedentes). 


Carp. n.* 673/2016 - rep. n.* 359/2016 


PODER EJECUTIVO 


MINISTERIO DE EDUCACIÓN Y CULTURA. 
MINISTERIO DE ECONOMÍA Y FINANZAS. 


Montevideo, ) 6 SEP 206 


Sr. Presidente de la Asamblea General 
Don Raúl Sendic 


El Poder Ejecutivo tiene el honor de dirigirse a ese Cuerpo, con el objeto de 
someter a su consideración el adjunto Proyecto de Ley, por el que se concede una 
pensión graciable a las Señoras Natalia Paola Paz Garcia y Norma Marlene García, 
en su condición de hija legítima y cónyuge supérstite de Juan Carlos Paz Sosa, 
deportista integrado a la selección mayor de futbol. Campeón Sudamericano en el año 
1967. 


El proyecto de ley, en su Artículo Primero, incluye el mombre de las 
beneficiarias, así como el monto de la pensión. En su Articulo Segundo, establece 
que la erogación resultante será atendida por Rentas Generales. 


Asimismo, a efectos de la tramitación ante el Banco de Previsión Social, se 
incluye en el texto, el número de la cédula de identidad de cada una de las 
beneficiarias. 


El Poder Ejecutivo saluda al Presidente de la Asamblea General con su más 
alta consideración. 


: TAMARÉ VÁZQUEZ 
¡sidente de la Repíttica 
Exp. 2015-11-0001-3692 Pertudo 2015 - 2020 
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EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 


La pensión graciable, en nuestro ordenamiento juridico, ha sido concebida 
como un beneficio personal de carácter económico o recompensa pecuniaria, 
acordada a aquellas personas que han realizado aportes relevantes a la 
República, ya porque se han desatacado en distintas actividades científicas, 
artísticas o culturales, deportivas. 


Este beneficio también se hace extensivo, conforme a lo dispuesto por la ley N* 
16.301 de fecha 9 de setiembre de 1992 a los cónyuges supérstites y a los 
descendientes y ascendientes en primer grado de consanguinidad quienes 
hubieran merecido en vida dicha compensación, siempre y cuando se cumplan 
las condicionantes que la misma ley establece. 


Las señoras Natalia Paola Paz García y Norma Marlene García han solicitado 
se les concedan una pensión graciable, en su condición de hija legítima y 
cónyuge supérstite, respectivamente, del Sr. Juan Carlos Paz Sosa. 


Juan Carlos PAZ SOSA tuvo una destacada trayectoria futbolística, integrando 
la Selección Mayor de Uruguay entre en los años 1960 y 1974, 


El fútbol uruguayo lo cuenta entre aquellos que protagonizaran sus logros más 
importantes en la década del sesenta. 


Así pues, con nuestra Selección Mayor fue Campeón Sudamericano en el año 
1967 disputado en Montevideo. 


El Sr. Paz gozaba del beneficio de una pensión graciable otorgado por Ley 
19.131 de fecha 20 de setiembre de 2013, estando de esta manera acreditado 
el requisito exigido por el lít. A del articulo 2* de la Ley 16.301 de fecha Y de 
setiembre de 1992. 


Se acreditó la carencia de recursos propios suficientes por parte de las 
Señoras García y Paz. 


La Comisión Permanente para el Tratamiento de las Pensiones Graciables, 
opinó que se cumplen todos los requisitos y se dan todas las condicionantes a 
que refieren los artículos 1% y 2% de la Ley 16.301, que justifica 
ostensiblemente que les sean otorgadas la pensión graciable que han 
solicitado las señoras Natalia Paola Paz García y Norma Marlene Garcia. 
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PROYECTO DE LEY 


Artículo Primero.- CONCÉDESE una pensión graciable, a las Señoras Natalia Paola 
Paz García, cédula de identidad No. 4.310.948-9 y a Norma Marlene García, cédula 
de identidad No. 1.295.914-0 equivalente a dos Bases de Prestaciones y 
Contribuciones a cada una. 


Artículo Segundo.- PRECÍSASE que la erogación resultante, será atendida por 
Rentas Generales. 


Artículo Tercero.- COMUNÍQUESE, publíquese, etc. 
2015-11-0001-3692 
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SEÑOR PRESIDENTE.- En discusión. 


Tiene la palabra el miembro informante, señor senador 
Lorier. 


SEÑOR LORIER.- La Comisión de Asuntos Laborales 
y Seguridad Social, por unanimidad, aprobó un proyecto 
del Poder Ejecutivo que concede una pensión graciable a 
las señoras Natalia Paola Paz García y Norma Marlene 
García, en su condición de hija legítima y cónyuge su- 
pérstite de Juan Carlos Paz Sosa, deportista integrado a 
la selección mayor de fútbol y campeón sudamericano en 
el año 1967. 


El proyecto de ley, en su artículo 1.” incluye el nombre 
de las beneficiarias, así como el monto de la pensión, y en 
su artículo 2.” establece que la erogación resultante será 
atendida por rentas generales. Asimismo, a efectos de la 
tramitación ante el Banco de Previsión Social, se incluye 
en el texto el número de la cédula de identidad de cada una 
de las beneficiarias. 


En definitiva, se entendió en la comisión que esta 
solicitud es de justicia. Además, todos los antecedentes 
—que fueron estudiados por los senadores que integramos 
la comisión— determinan que las dos personas que hemos 
mencionado carecen de recursos propios suficientes. 
Por tal motivo, la voluntad consensuada de todos los 
integrantes de la comisión es que se apruebe en el Senado 
este proyecto de ley. 


SEÑOR PRESIDENTE. Se pasará a tomar la votación 
en la forma de estilo. 


Repártanse las bolillas de votación. 


(Así se hace). 


20) POSTERGACIÓN DEL NUMERAL SEXTO 
DEL ORDEN DEL DÍA 


SEÑOR MICHELINI- Pido la palabra para una cues- 
tión de orden. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor se- 
nador. 


SEÑOR MICHELINI.- Solicito que la consideración 
del sexto punto del orden del día pase para la primera se- 
sión del mes de diciembre. 
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SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar la moción for- 


mulada. 
(Se vota). 


28 en 28. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


21) NORMA MARLENE GARCÍA Y NATALIA 
PAOLA PAZ GARCÍA. PENSIÓN GRACIABLE 


SEÑOR PRESIDENTE.- Dese cuenta del resultado de 
la votación correspondiente a la pensión graciable a con- 
ceder a las señoras Norma Marlene García y Natalia Paola 


Paz García. 


SEÑOR SECRETARIO (José Pedro Montero).- Han 
sufragado 28 integrantes del Cuerpo. 27 lo han hecho por 


la afirmativa. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En consecuencia, el resulta- 
do de la votación es: Afirmativa. 


Léase el artículo 2.*. 
(Se lee). 


SEÑOR SECRETARIO (José Pedro Montero).- 
«Artículo 2.”.- Precísase que la erogación resultante será 
atendida por Rentas Generales». 


SEÑOR PRESIDENTE. En consideración. 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota). 

—22 en 22. Afirmativa. UNANIMIDAD, 


Queda aprobado el proyecto de ley, que se comunicará 


a la Cámara de Representantes. 


(No se publica el texto del proyecto de ley aprobado, 


por ser igual al considerado). 


22) LEVANTAMIENTO DE LA SESIÓN 


SEÑOR PRESIDENTE.- No habiendo más asuntos, se 


levanta la sesión. 
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(Así se hace, a las 12:08, presidiendo el señor Ernesto Coutinho, De León, Garín, Lazo, Lorier, Martínez 
Agazzi y estando presentes los señores senadores Alonso, Huelmo, Michelini, Mieres, Moreira, Otheguy, 
Argimón, Ayala, Berterreche, Besozzi, Bordaberry, Passada, Payssé, Pintado, Silveira y Tourné). 

ERNESTO AGAZZI 


Presidente en ejercicio 


Silvana Charlone José Pedro Montero 
Prosecretaria Secretario 


Adriana Carissimi Canzani 
Directora general del Cuerpo de Taquígrafos 


Corrección y control 
División Diario de Sesiones del Senado 


Diseño e impresión 
División Imprenta del Senado 


